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CONTEXTO SOCIOECONOMICO Y CAUSAS
DEL DESCENSO DE LA MORTALIDAD

INFANTIL EN CHILE* **

Tarsicio Castañeda***

El trabajo investiga las causas del tremendamente rápido descenso
que ha ocurrido en la tasa de mortalidad infantil en Chile desde 1960
y particularmente de 1975 en adelante. Del análisis del contexto
socioeconómico, en el cual tales cambios ocurrieron, puede concluir-
se que entre 1960 y 1980 aumentó en Chile la cantidad de personas
viviendo en las ciudades; el nivel educativo de la población; se redujo
la natalidad y aumentó la cobertura urbana de agua potable, alcantari-
llado y luz eléctrica. Todo esto representa un aumento en el stock de
capital o patrimonio que poseen las familias financiado por ellas
mismas y por el Estado a través del gasto público. El gasto público en
salud creció entre 1970 y 1980 en 20% en términos reales, gasto que
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se destinó preferentemente a las atenciones a las madres, los niños,
los programas de leche y en menor proporción a personal e inversión
real. Del análisis cuidadoso de los datos de mortalidad de todas las
regiones de Chile de 1975 a 1982 puede concluirse que: i) se reduje-
ron las diferencias que existían entre regiones en las tasas de mortali-
dad; ii) la reducción en la natalidad, junto con los programas a las
madres y los niños (leche y consultas) son de los factores que más han
contribuido a la reducción reciente en la mortalidad en Chile; iii) la
mayor cobertura de agua potable y alcantarillado que experimentó
Chile en la década de 1970 tuvo un significativo impacto en reducir
las tasas de mortalidad infantil en Chile.

1 Introducción

stá bastante documentada y analizada ya la evolución que a
partir de 1960 han tenido las tasas de mortalidad (infantil, neonatal y gene-
ral) en Chile. Los datos muestran fuertes reducciones en las tasas en estos
años en especial de 1976 en adelante. Reducciones similares a las observa-
das en Chile se han visto en sólo pocos paises de América latina (Cuba y
Costa Rica), por lo que lo ocurrido en Chile es digno de un prolijo análisis.

La discusión sobre este tema en Chile se ha visto oscurecida por
fuertes discrepancias en los datos (no de mortalidad) sino acerca de los
factores a los que se pueden atribuir los cambios en la mortalidad. Así, por
ejemplo, mientras para algunos el gasto público en salud habría crecido
substancialmente entre 1970 y 1980, para otros éste habría crecido sólo
levemente entre los mismos años. Las discrepancias en los datos se presen-
tan también en variables que como el empleo, desempleo, remuneraciones,
inflación y distribución del ingreso, sirven para ubicar el contexto socioeco-
nómico en el que ocurrieron los cambios en mortalidad.

El propósito de este estudio es, pues, investigar por qué ocurrieron
estos fuertes cambios en las tasas de mortalidad en Chile, examinando detalla-
damente el contexto socioeconómico en el que tales cambios ocurrieron.

El análisis del contexto socioeconómico que se hizo en este estudio fue
sólo parcial, por cuanto no consideró el contexto sociopolítico del país, las causas
particulares que dieron origen a los profundos cambios macroeconómicos de la
década de 1970, ni las políticas sociales especificas (de salud, por ejemplo) que
hicieron posible los cambios observados (por ejemplo, en el monto y destino de
los gastos en salud). El análisis detallado del contexto institucional del sector salud
(administración, cobertura, localización) sería indispensable si la experiencia chi-
lena en materias de salud se quisiera proponer a otros países.

E
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Para conseguir los objetivos planteados en este estudio se hizo primero
(Sección 3) un cuidadoso análisis de los datos que sobre producto, empleo,
salarios, inflación, distribución del ingreso y gasto público social total, descri-
bían el contexto socioeconómico en el que ocurrieron los cambios en mortali-
dad. Una sección completa (Sección 4) se dedicó enteramente al análisis de la
evolución, composición y destino del gasto público en salud. Luego, en base a
los antecedentes ya obtenidos y a la literatura existente sobre el tema, se hizo
un análisis de regresión múltiple con el objeto de cuantificar el impacto que
varios factores han tenido en la reducción de la mortalidad entre regiones y a
través del tiempo (de 1975 a 1982) en Chile.

Del análisis de los antecedentes socioeconómicos chilenos puede
concluirse que Chile desde la década de 1960 ha experimentado un bajo
crecimiento del producto per cápita, bajo crecimiento del empleo y de las
remuneraciones reales. La década de 1970 se caracterizó, no obstante, por
profundos cambios (caídas y subidas) en estos tres indicadores, cambios
que describen la situación socioeconómica de 1973, la fuerte recesión de
1975, la recuperación económica de 19771981 y la fuerte recesión de
1982,1983. El gasto público per cápita realizado en los sectores sociales
(educación, vivienda, salud, trabajo) no pudo sustraerse a estos cambios
presentando descensos en 1975 y 1976, recuperación de 1977 a 1981, y
descenso luego en 1982 y 1983.

El gasto per cápita en salud para la década de 1970 presentó una
evolución similar a la del gasto público per cápita social total. No obstante,
de 1974 en adelante varió marcadamente el destino que tuvo dicho gasto:
disminuyó relativamente el gasto en personal y especial mente en inversión
y aumentó el gasto en transferencias y en bienes y servicios. La reducción
relativa de gasto en personal pudo deberse en parte al cambio que ocurrió
(ya desde 1965) en la estructura de contrataciones del sector salud (aumento
relativamente más alto de auxiliares, enfermeras y matronas que de médi-
cos) y en parte a una reducción de los salarios reales, en especial en 1973,
1975,1982 y 1983.

La reducción en la inversión real pudo deberse al énfasis que dio el
Ministerio de Salud a la atención primaria, para lo cual, aparte de concluir
nuevas obras de infraestructura, emprendió la modernización, racionaliza-
ción y readecuación de la infraestructura existente y la construcción de
consultorios y postas de salud. El gasto en transferencias aumentó principal-
mente por el gasto realizado en el Programa Nacional de Alimentación
Complementaria.

Si bien la disponibilidad de camas del Servicio Nacional de Salud y
el número de personas empleadas varió sólo levemente de 1970 a 1980,
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hubo un aumento apreciable en las consultas realizadas (a adultos, madres,
niños y de urgencia) y en los egresos hospitalarios del sistema de salud.
Esto, junto con la reducción en el promedio de días de estada en los hospita-
les, reflejó en parte el cambio en el tipo de atenciones prestadas (a la madre
y al niño preferentemente) y en parte una mayor utilización de los recursos
físicos y humanos existentes.

El gasto privado en salud (medido por el valor agregado de la salud
privada de Cuentas Nacionales) creció entre 1960 y 1970, en 12 por ciento y
entre 1970 y 1980 en 37.3 por ciento. Este gasto creció muy rápidamente a
partir de 1977 y se vio fuertemente afectado, como era de esperarse, por la
recesión de 1982 y 1983.

El contexto económico propiamente tal (producto, empleo, remune-
raciones reales) es posible que no haya afectado directamente a la mortali-
dad (aunque sin conocer el impacto que los programas sociales han tenido
sobre la distribución del ingreso es imposible definir el contexto socioeco-
nómico apropiado). Sin embargo, es posible que estos factores hayan afec-
tado a la mortalidad infantil in directamente: a través de la natalidad. La
natalidad, tanto en Chile como en muchos otros países desarrollados y
subdesarrollados, es procíclica en el corto plazo, no obstante que presenta
una tendencia hacia el descenso en el largo plazo.

Los cambios ocurridos en el destino del gasto público en salud, con su
énfasis en el cuidado de la madre y del niño y los cambios ocurridos en la
educación de la madre, la natalidad y en la cobertura urbana de agua potable y
alcantarillado, contribuyeron significativamente a la reducción de la mortalidad
infantil en Chile entre regiones y a través del tiempo. El análisis de regresión (si
bien presenta algunos problemas econométricos) llevó a concluir que: 1) Una de
las fuentes de reducción en la tasa de mortalidad- infantil de todo Chile (que
aparentemente no se habla presentado hasta 1979) fue la reducción en las
diferencias regionales que muestran las tasas de mortalidad infantil en Chile.
Esto se produjo con la reducción en las diferencias regionales que presentaban
la natalidad, la participación en los programas de leche, las consultas médicas a
los niños, las consultas de enfermeras y la cobertura urbana de agua potable y
alcantarillado; 2) la reducción en la natalidad y los programas a las embarazadas
(leche y consultas) son de los factores que más han contribuido a la reducción
de la mortalidad infantil; 3) los programas a los niños (leche, consultas) han
contribuido también, aunque en menor proporción que los programas a las
madres, a la reducción de la mortalidad; 4) el aumento en la cobertura urbana de
agua potable y alcantarillado, en especial este último, han contribuido significa-
tivamente a la reducción de las diferencias regionales que presentan las tasas de
mortalidad infantil en Chile y a reducir las tasas a través del tiempo.
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2 Evolución de las Tasas de Mortalidad en Chile 19601983

En 1960, Chile era uno de los paises de más alta mortalidad en
América Latina. Su tasa de mortalidad infantil de 120 por cada mil nacidos
vivos era aún mayor que la de países de un menor grado de desarrollo
socioeconómico (Cuadro 1).1 Para 1970, Chile había logrado reducir apre-
ciablemente las tasas de mortalidad. La infantil (o de menores de un año) se
había reducido en 34 por ciento, la neonatal (o de los niños menores de 28
días) en 11 por ciento y la mortalidad general en un 30 por ciento. Para
1970, la mayoría de los paises de América Latina habían reducido fuerte-
mente sus tasas de mortalidad, por lo que Chile, a pesar de los grandes
avances que había logrado, estaba todavía en ese año entre los paises de
mayor mortalidad de la región. En la década de 1970, se aceleró rápidamen-
te la reducción de las tasas de mortalidad en Chile. Entre 1970

CUADRO 1 AMÉRICA LATINA: TASAS DE MORTALIDAD INFANTIL 19601980

(MUERTES DE MENORES DE UN AÑO POR MIL NACIDOS VIVOS)

Tasas de cambio anuald

1960 1965 1970 1975 1980 1960-65 1965-70 1970-75 1975-80

Argentina 62.4 56.9 58.8 44.6a 40.8b -1.8 + 0.7 -3.4e -8.5f

Colombia 99.8 82.4 70.4 55.0 -3.5 -2.9 - 4.8e

Costa Rica 68.6 69.3 61.5 37.1 22.9c +0.2 -2.3 -7.9 -9.6g

Cuba 35.4 38.4 38.3 27.3 19.1c + 1.7 0 -5.7 -7.5g

Chile 120.3 95.4 79.3 55.4 31.8 -4.1 -3.4 -6.0 -8.5
Ecuador 100.0 93.0 76.6 57.5a 64.4b -1.4 3.5 3.6e

Peru 92.1 74.0 65.1 53.8 50.5 -3.9 -2.4 -2.5 -6.1
Paraguay 90.7 83.6 93.8 84.9 91.4b -1.6 + 2.4 -1.9 2.5f

Uruguay 47.4 49.6 42.6 48.6 37.4 + 0.9 -2.8 + 2.8 -4.6
Venezuela 52.9 46.4 49.2 43.7 31.8 -2.4 + 1.2 -2.2 -5.4

a Corresponde al año 1977.
b Corresponde al año 1978.
c Corresponde al año 1979.
d Cálculos del autor.
e Corresponde al cambio promedio anual entre 1970 y 1977.
f Corresponde al cambio promedio anual entre 1977 y 1978.
g Corresponde al cambio promedio anual entre 1975 y 1979.
Fuente: Organización Panamericana de la Salud (OPS): Las Condiciones de Salud en las
Américas, 1974,1978 y 1982.

1 Las comparaciones internacionales deben, sin embargo, tomarse con cuidado debido
a los múltiples problemas que pueden tener las cifras de mortalidad de los diferentes países.
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CUADRO 2 CHILE: TASAS DE MORTALIDAD NEONATAL, INFANTIL, DE MAYORES DE

UN AÑO Y EXPECTATIVA DE VIDA AL NACER:

AÑOS SELECCIONADOS DE 1955 A 1983

Mortalidad Mortalidad Mortalidad Expectativa de
Neonatal infantil mayores de un año vida al nacerb

(menores de 28 años) (menores un año) (por 1.000 (años)
(por 1.000 (por 1.000 habitantes)

nacidos vivos) nacidos vivos)
1 2 3 4

1955 40.0 116.5 8.8
1960 35.2 120.3 7.9 56.1
1965 33,5 95.4 7.3 57.6
1970 31.3 79.3 7.7 60.6
1975 24.8 55.4 5.9 64.2
1980 16.3 31.8 5.9 67.0
1983 10.4 21.0 5.5a 69.0c

Cambio porcentual anuald

1955-60 -2.4 + 0.7 -2.0
1960-65 -1.0 -4.1 -1.5 2.7
1965-70 -1.3 -3.4 + 1.1 5.2
1970-75 -4.2 -6.0 -4.7 5.9
1975-80 -6.9 -8.5 0 4.4
1980-83 -12.1 -11.3 -3.4 3.0

a Se refiere a 1982.
b En períodos de 5 años; 1970-75 y 1975-80 son proyecciones (Mesa-Lago,

1983, tabla 7, pág. 58).
c Cálculo del autor basado en la cifra de Cuba para 1980 que tenía una tasa de

mortalidad infantil de 19.6 y una de mortalidad general de 5,7 y cuya proyección de expectati-
va de vida era de 71.8 años (Mesa-Lago, 1983, tabla 7, pág. 57).

d Cálculos del autor.
e Se refiere al cambio en la tasa anual promedio entre 1980 y 1982.
f Cambio porcentual por período.

Fuente: Columnas 1 y 2 tomadas del Ministerio de Salud de Chile, Anuario de
Defunciones y Causas de Muerte varios años; y del Anuario de Atenciones y Recursos, varios
años. Columna 3 son cálculos del autor tomando el N° de defunciones total y restándole el N°
de muertes de los menores de un año, informados por el Ministerio de Salud en las fuentes
anotadas. Este resultado se divide por la población total de Chile al 30 de junio de cada año
publicada por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) en Demografía 1982, pág. 1. La
columna 4 es tomada de Mesa-Lago (1983) excepto el valor de 1983 cuyo cálculo se explica en
la nota c.
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GRÁFICO 1 EVOLUCIÓN DE LOS CAMBIOS PORCENTUALES EN LAS TASAS DE MOR-

TALIDAD INFANTIL EN CHILE: 1960-1983

Fuente: En base a datos del Instituto Nacional de Estadísticas (INED), Demografía,
varios años. Los datos de 1982 y 1983 fueron tomados del Ministerio de Salud debido a que no
estaban disponibles los del INE. Los datos del Ministerio de Salud son en los años anteriores
(1960-1981) algo diferentes a los del INE debido a que usan distintos factores de corrección
por subregistro de nacimientos. Para más detalles véase Raczynski-Oyarzo (1981). LN (TMI)
es el logaritmo natural de la tasa de mortalidad infantil.
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y 1980 la tasa de mortalidad infantil se redujo en 60 por ciento, la mortali-
dad neonatal en 48 por ciento y la mortalidad general en 23 por ciento
(Cuadro 2). Los cambios más rápidos ocurrieron de 1975 a 1980 y de 1980
a 1983. La tasa de mortalidad neonatal que habla descendido al 4.2 por
ciento anual entre 1970 y 1975, descendió al 6.9 y 12.1 por ciento anual en
1975-1980 y 1980-1983. La tasa de mortalidad infantil tuvo descensos
anuales similares. La mortalidad general cayó a una tasa anual más rápida
(4.7 por ciento) entre 1970-1975 que en cualquier otro quinquenio.

Correspondiendo a estos descensos en las tasas de mortalidad hubo,
entre 1960 y 1983, un aumento apreciable (de cerca de 13 años) en el
número de años de vida que un niño chileno espera vivir al nacer. La
mayoría de este aumento de años de vida ocurrió entre 1970 y 1983.

Los descensos en las tasas de mortalidad (con su consiguiente aumen-
to en vida esperada al nacer) parecen haber ocurrido con intensidad similar en
todas las regiones hasta 1979. Así, se habían preservado las grandes diferen-
cias regionales que existen en las tasas de mortalidad chilena (Oyarzo (1983)).
Los datos más recientes indican, no obstante, que las diferencias regionales en
la mortalidad infantil se han reducido apreciablemente de 1980 a 1982.

Un análisis de los siete principales grupos de causas de muerte lleva
a concluir que Chile se aproximó entre 1965 y 1982 a la estructura de causas
de muerte de los países desarrollados. Alta proporción (27.6 por ciento en
1982) de muertes por enfermedades del aparato circulatorio (enfermedades
cardiovasculares como patologías coronarias, accidentes vasculares cere-
brales y la hipertensión arterial); alta proporción (16.8%) de muertes por
tumores malignos (cáncer); y por accidentes y violencias (12.2 por ciento).
Baja proporción (8.5 por ciento) de muertes por enfermedades del aparato
respiratorio (neumonías y otras), por enfermedades perinatales (13.6 por
ciento) y del aparato digestivo (8.6 por ciento). Una gran proporción de las
muertes por enfermedades del aparato digestivo (cerca del 50 por ciento)
corresponden a las producidas por la cirrosis hepática que se asocia en
Chile, en gran medida, al beber excesivo crónico y al alcoholismo (Ministe-
rio de Salud (1982), López (1984)).

¿A qué se han debido estos profundos cambios?; ¿se han debido a
factores socioeconómicos?; ¿a cambios en el comportamiento de las fami-
lias, especialmente de las madres en sus hábitos de cuidado y crianza de los
niños?; ¿a cambios en las políticas de gasto social en salud?; ¿a mejoras en
los sistemas de agua potable y eliminación de excretas?; ¿a cambios en
número de hijos que desean las parejas?

Seguramente que cada uno de estos factores ha contribuido separada
o conjuntamente a producir el fuerte descenso ocurrido en l a mortalidad en
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Chile. Antes de entrar en el examen más detallado de la contribución que
cada uno de ellos ha podido hacer al descenso de la mortalidad infantil, se
describe en la próxima sección el con texto socioeconómico en el que
ocurrieron tales cambios. El panorama socioeconómico que se presenta aquí
es puramente descriptivo no intentando avanzar las causas de por qué esos
cambios ocurrieron. Estos temas son objeto de aguda controversia en Chile
y el lector encontrará en este estudio las referencias recientes más relevantes
sobre el tema.2

3 El Contexto Socioeconómico Chileno: 1960-1983

Junto con los cambios ocurridos en la mortalidad, Chile ha visto
también grandes cambios en su estructura económica y social. La propor-
ción de la población que vive en centros urbanos creció entre 1960 y 1980
en 19 por ciento, la tasa de natalidad descendió en 37 por ciento, y la
proporción de la población de más de 15 años que no sabe leer ni escribir
bajó en 65 por ciento entre los mismos años (Cuadro 4).3

También ocurrieron cambios significativos en los niños matriculados
en educación prebásica (4 y 5 años de edad), los que aumentaron entre 1960
y 1980 en 376 por ciento; y en los matriculados en educación media y
superior que aumentaron en 148 y 348 por ciento, respectivamente.4 Los
cambios más importantes en educación prebásica y media sucedieron en la
década de 1970. Los cambios más grandes en la educación superior ocurrie-

2 Tampoco se discute aquí si la mortalidad infantil es o no un buen indicador del
estado de salud de una población. El enfoque de este estudio es más bien que el reducir la
mortalidad infantil constituye de por sí un tremendo ahorro de recursos (consumo extra de las
madres y de los niños que mueren), un tremendo ahorro de sufrimientos y angustias, y el
aumento en la vida esperada al nacer que ello trae tiene muchas consecuencias: i) induce a los
padres y al estado a invertir más en el capital humano de los niños (salud, educación, recrea-
ción); ii) reduce el número de nacimientos que desean las parejas, entre otras consecuencias.

3 Los datos de analfabetismo en Chile son tomados de Arellano (1983).
4 Si a los niños en prebásica de 4 y 5 años se suman los menores de 4 años en

preescolares del Ministerio de Educación, de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (Junji), de
la Fundación de Ayuda a la Comunidad, y de preescolares privados, el aumento de los niños
que reciben alguna educación prebásica ha sido aún mayor. Si se agregan todos estos datos, los
niños en educación prebásica fueron en 1970, 60.360; en 1975, 124.697; en 1980, 195.310; y
en 1982, 213.009. Así, la educación prebásica aumentó entre 1970 y 1980 en 224 por ciento,
bastante más que el aumento de 115 por ciento que experimentó, entre los mismos años, la
matrícula de los niños entre 4 y 5 años. (Estos datos son cálculos del autor en base a informa-
ción proporcionada por la Superintendencia de Educación.)
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ron en la década de 1960, donde la matricula creció en 19.6 por ciento, y de
1970 a 1975, donde creció en 18,2 por ciento.5

CUADRO 3 CHILE: SIETE PRINCIPALES GRUPOS DE CAUSAS DE MUERTE, 1965-1982

(TASAS POR MIL HABITANTES Y PARTICIPACIÓN PORCENTUAL DE CADA

CAUSA DE MUERTE EN EL TOTAL)

1965 1970 1975 1980 1982
Grupos de Tasa por Tasa por Tasa por Tasa por Tasa por
Causa de mil Part. mil Part. mil Part. mil Part. mil Part.
Muerte habit. porc. habit. porc. habit. porc. habit. porc. habit. porc.

Aparato
circulatorio 114.4 10.8 135.6 15.2 153.8 21.1 176.8 26.6 171.3 27.6

Tumores
malignos 108.0 10.2 108.2 12.2 102.4 14.1 102.0 15.4 104.5 16.8

Accidentes
y violencias 90.9 8.5 86.8 9.7 73.9 10.2 78.7 11.9 76.0 12.2

Aparato
respiratorio 187.4 17.6 145.1 16.3 87.8 12.1 63.3 9.9 52.5 8.5

Síntomas y
estados morbosos
mal definidos 62.5 5.9 48.7 5.5 77.6 10.6 63.3 9.6 53.7 8.7

Aparato
digestivo 128.7 12.1 102.4 11.5 50.1 6.9 54.1 8.1 53.3 8.6

Perinatales 147.6 13.9 76.3 8.6 43.6 6.0 28.6 4.3 22.3 3.6

Fuente: Ministerio de Salud, Anuario de Defunciones y Causas de Muerte 1965, 1970
y Anuario de Atenciones y Recursos 1982 (Anexo de Indicadores Biodemográficos).

5 No se calcula el crecimiento ocurrido en la educación básica porque es difícil de
interpretar. Según la fuente del Cuadro 4, ya en 1960 el número de matriculados en educación
básica era mayor que la población en edad de educación básica debido a que entre los
matriculados se incluyen repitentes y rezagados. De esta manera, un aumento en el número de
matriculados puede ocurrir por: i) un aumento en la cobertura del sistema; ii) un aumento de la
población en edad de educación básica; iii) un aumento en los repitentes o rezagados. Una
disminución en matriculados, como la ocurrida a partir de 1975 puede suceder por reducción
en cobertura, reducción en la población en edad, o por disminución de repitientes o rezagados.
Los antecedentes disponibles indican que la población en edad de educación básica se ha
reducido recientemente en Chile, pero no hay antecedentes completos de la evolución de la
repitencia y deserción de la educación básica pública y privada en Chile para años recientes.
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Entre 1960 y 1980 ha aumentado también rápidamente la población
urbana cubierta con los servicios de agua potable, alcantarillado y luz eléc-
trica.6 Los mayores aumentos ocurrieron en la década de 1970, particular-
mente entre 1975 y 1980. La cobertura de agua potable (urbana) creció a
una tasa anual promedio de 1.3 de 1960 a 1970, de 3.7 por ciento entre 1970
y 1980, y de 4.8 por ciento anual entre 1975 y 1980. La evolución es similar
para la cobertura de alcantarillado, aunque los aumentos anuales son mayo-
res: 2.2 por ciento de 1960 a 1970; 11.7 por ciento de 1970 a 1980; y 10.1
por ciento anual entre 1975 y 1980.

Estos cambios de largo plazo (en migración, natalidad, educación,
cobertura de agua potable, alcantarillado y luz eléctrica) ocurrieron en un
contexto de lento crecimiento del producto per cápita (2.2 por ciento anual
entre 1960 y 1970 y 0.8 por ciento anual entre 1970 y 1980), lento creci-
miento del empleo (1.9 entre 1960 y 1970 y 1.3 entre 1970 y 1980), lento
crecimiento de los salarios real es (0.8 por ciento anual entre 1960 y 1970 y
0.1 por ciento anual entre 1970 y 1980) (Cuadro 5).

Los cambios más bruscos en estas tres variables ocurrieron en la década
de 1970. El producto per cápita, empleo y remuneraciones reales crecieron
fuertemente en 1971 (7.1; 3.2, y 19.2 por ciento, respectivamente) pero empeza-
ron a caer en 1972, continuando su descenso hasta 1975. De 1976 a 1981 se
recuperaron rápidamente para luego descender en 1982 y 1983.

Las caídas más fuertes del producto per cápita chileno ocurrieron en
1973 (-7.1), en 1975 (-14.4) y en 1983 (-15.8). Las más fuertes en empleo
fueron en 1974 (-3.7), 1975 (-2.1) y 1982 (-9. 1).7 Las caídas más fuertes en
las remuneraciones reales, por su parte, ocurrieron en 1972 (-19.9); 1973
(-47.4) y 1983 (-10.7). La caída de los salarios en 1973 llevó a éstos a su nivel
más bajo (a la mitad del nivel de 1970) siendo incluso su nivel menor al que
ellos tenían en 1960. A pesar de los fuertes aumentos anuales que experimen-

6 Las cifras presentadas aquí provienen del Servicio Nacional de Obras Sanitarias
(Sendos). No coinciden con las que presenta el Banco Central en sus Indicadores Económicos
y Sociales 1960-1980 para los años 1960 y 1970 y que corresponden a los datos de los Censos
de población y vivienda de esos años. Se tomaron los datos de Sendos debido a que éstos se
calculan en base al número de suscriptores de estos servicios, tienen información de cobertura
por regiones, y la serie se ha calculado con una metodología uniforme. Desafortunadamente no
se incluye información similar para el área rural.

7 Estas caídas en el número de personas empleadas junto al aumento anual de la fuerza
de trabajo llevaron a un muy alto desempleo de 1975 en adelante. Existen numerosos estudios
que examinan las posibles causas del desempleo en Chile. Véase entre otros, Castañeda (1983
y 1984), Riveros (1984), Meller (1984), Tockman (1984), Sanfuentes (1983).
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CUADRO 4 CHILE: POBLACIÓN URBANA Y RURAL, TASA DE NATALIDAD, MATRICU-

LADOS Y POBLACIÓN CUBIERTA CON AGUA POTABLE, ALCANTARILLA-

DO Y ELECTRICIDAD, 1960 1982

Tasa
% Pobl. nata- Nº matrículas (miles) Pobl. urb. cubierta (%)

Urb. rural lidad* Pre bás. Básica Media Sup. Agua pot. Alcant. Luz eléct.
1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

1960 68.2 31.8 37.8 27.6 1,197.2 259.3 26.0 58.8 25.4 68.7
1970 75.2 24.8 26.8 59.0 2,078.9 308.7 77.0 66.5 31.1 77.1
1975 78.3 21.7 24.6 93.0 2,404.7 535.4 147.0 73.8 44.8
1980 81.1 18.9 22.2 127.2 2,286.0a 632.0a 119.0a 91.4 67.4
1982 81.0 19.0 23.9 131.5 2,169.8 643.4 116.5 92.1 70.0

Annual percentage changes

1960-70 1.0 - 2.2 - 2.9 11.4 c 1.9 19.6 1.3 2.2 12.2
1970-80 0.8 - 2.4 - 1.7 11.6 c 10.5 5.5 3.7 11.7
1970-75 0.8 - 2.5 - 1.6 11.5 c 14.7 18.2 2.2 8.8
1975-80 0.7 - 2.5 - 1.9 7.3 c 3.6 -3.8 4.8 10.1
1980-82 - 0.0 +0.0 +3.8 1.7 c 0.9 -1.0 0.4 1.9

* Por 1.000 habitantes.
a Cálculos del autor en base a datos no publicados de la Superintendencia de Educación
b Corresponde 1965.
c Para la educación básica no se calcula el crecimiento anual debido a que ya para 1960

el número de matriculados era mayor que la población en edad de educación básica,
debido en parte a la repitencia. Por tanto los cambios se deben en parte al aumento en
cobertura real (alta desde 1960) y en parte a cambios en la repitencia. Para los otros
niveles de educación es probable que los cambios se deban principalmente a aumentos
en la cobertura Prebásica incluye sólo niños de 4 y 5 años; otros niveles, niños y
adultos.

Fuente: Columnas 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7 tomadas del Banco Central de Chile (1982), págs.
264 y 275; los cambios porcentuales anuales de las mismas columnas son cálculos del autor.
Las columnas 8 y 9 son datos no publicados del Servicio Nacional de Obras Sanitarias
(Sendos), Departamento de Informática y Estadística. La columna 10, Banco Central de Chile
(1983), pág. 265 y corresponde a disponibilidad urbana y rural.
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taron las remuneraciones reales en 1974, 1976 y de 1978 a 1981, sólo en
este último año (1981) eran los salarios reales iguales a los de 1970.8

Por su parte, la inflación de ser relativamente baja de 1960 a
1970 (26 por ciento anual promedio) creció rápidamente en 1972 (10
8.2 por ciento) llegando a su nivel más alto en 1974 (513 por ciento).
A partir de 1975, la inflación se redujo fuertemente hasta llegar al 10
por ciento en 1982.

Aparte de estos cambios en las variables macroeconómicas (resulta-
do de los profundos cambios ocurridos en la organización económica social
chilena de 1970 en adelante y de los cambios ocurridos en la situación
económica mundial en estos años), hubo también cambios importantes en la
distribución del ingreso, y en la evolución, composición y destino del gasto
público y fiscal social.9

En cuanto a la distribución del ingreso, los antecedentes disponibles
para el Gran Santiago (en base a las Encuestas de Ocupación y Desocupa-
ción que realiza el Departamento de Economía de la Universidad de Chile),
indican que la proporción del ingreso familiar total percibida por el 40 por
ciento más pobre de las familias encuestadas varió marcadamente entre

8 Existen varios problemas para el cálculo de los salarios reales en Chile: 1) desde
enero de 1970 a abril de 1976 no existe información mensual sobre remuneraciones nominales;
para este período el Instituto Nacional de Estadísticas calcula un índice promedio anual que
corresponde al promedio de los meses de enero, abril, julio y octubre. En épocas de fuerte
inflación como ocurrió en Chile de 1972 a 1977, los promedios trimestrales (que implícitamen-
te suponen el salario nominal constante por tres meses) introducen errores si los reajustes
salariales ocurren en meses diferentes o con una periodicidad mayor. Una forma de reducir
estos errores es la seguida por Cortázar (1980) para el período 1970-1976. Los datos publica-
dos de Cortázar excluyen el período 1970-1974 que hubiera sido importante para determinar la
evolución real de los salarios en esos años, 2) el Indice de Precios al Consumidor del INE fue
corregido por Yáñez (1978), para el período 1970-1974 y por Cortázar-Marshall (1980) para el
período 1975-1978. Estas correcciones se tuvieron en cuenta para calcular el índice de precios
corregido con el que se deflactó el índice de sueldos y salarios (promedio anual) del Instituto
Nacional de Estadísticas (INE).

9 Existe bastante discusión en Chile sobre el efecto que la política de estabilización
seguida en el país de 1975 en adelante tuvo sobre el producto, empleo, salarios e inflación, y
sobre la distribución del ingreso. La discusión se centra particularmente en si los factores
internos (política macro-económica doméstica) o los factores externos (particularmente adver-
sos a Chile en 1975, 1982 y 1983) tuvieron el mayor peso en la explicación de la fuerte
recesión chilena de esos años. No siendo el propósito de esta sección entrar en esta discusión,
se refiere al lector a trabajos específicos sobre estos temas. Véase por ejemplo, entre varios
otros, a Harberger (1982), Sjaastad (1984), Foxley (1983), Edwards (1982), Wisecarver (1983),
Ffrench-Davis (1983).
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CUADRO 5 INDICADORES AGREGADOS DE LA ECONOMÍA CHILENA (PRODUCTO,

EMPLEO, INFLACIÓN, REMUNERACIONES, DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO,

GASTO SOCIAL)

Producto Tasa de Número Tasa de Tasa de Tasa de
per cápita crecimiento personas crecim. desempleo inflaciónb

(Mill. $ anual ocupadasa anual
1977) (miles)

1 2 3 4 5 6

1960 24.666 2.317,2 7,1 11,6
1970 30.221 2,2d 2.766,1 1,9d 5,7 32,5
1971 32.353 7,1 2.856,0 3,2 3,8 26,7
1972 31.423 -2,9 2.907,8 1,8 3,1 108,2
1973 29.182 -7,1 2.891,2 -0,6 4,8 453,8
1974 28.980 -0,7 2.784,7 -3,7 9,2 513,1
1975 24.817 -14,4 2.727,3 -2,1 13,5 379,2
1976 25.255 1,8 2.705,0 -0,8 15,9 232,8
1977 27.274 8,0 2.796,8 3,4 14,2 113,8
1978 29.015 6,4 2.891,5 3,4 14,2 50,0
1979 30.887 6,5 3.000,4 3,8 13,8 39,5
1980 32.730 6,0 3.122,1 4,1 11,8 35,1
1981 34.021 3,9 3.269,3 4,7 10,9 19,7
1982 28.654 -15,8 2.971,5 -9,1 20,4 9,9
1983 27.950f -2,5f 3.091,2 4,0 18,6 27,3

a Incluye a las personas en el Programa de Empleo Mínimo (PEM) y el Programa para
Jefes de Hogar (POJH) que se declaran ocupados en las Encuestas de Ocupación y
Desocupación.

b Para 1960 y 1970 tomadas del IPC del INE; para 1971-1974 tomadas de Yáñez (1980)
del IPC corregido; para 1975-1978 tomadas de Cortázar-Marshall (1980); para 1980-
1983 cambio en el IPC del INE.

c Se calcula dividiendo el Indice de Sueldos y Salarios Nominal (promedio anual) por el
Indice de Precios al Consumidor construido en base a la nota b.

d Promedio simple anual en la tasa de crecimiento entre 1960 y 1970.
e Promedio de la participación de este grupo en 1958 (13,7%) y 1964 (13,1%).
f Cálculos del autor suponiendo una caída del producto para este año de 0,8 por ciento y

con la población estimada por el INE para junio de 1983 (sin corregir con los datos del
Censo 1982).
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Indice de Tasa de Particip. Gasto públ. Gastos públ. Gasto
remunerac. crecimiento ingreso fam. social salud social tot.

reales anual 40% más pobre per cáp. per cáp. per cáp.
(‘70=100)c Gran Stgo. (%) (pesos ’78) (pesos ’78) (pesos ’78)

7 8 9 10 11 12

55,7 13,4e

100,0 0,8 11,5 5032 1380 9424
119,2 19,2 12,3

95,5 -19,9 13,4
50,2 47,4 13,0
61,2 21,9 13,7 5101 1360 8040
59,5 -2,8 12,8 4262 1242 7281
75,1 26,2 10,3 3822 1196 6436
76,0 1,2 10,8 4556 1260 7584
80,9 6,4 11,1 4366 1283 7424
85,7 5,9 11,1 4354 1414 7604
93,2 8,8 10,9 4611 1475 8222

101,5 8,9 11,2 5480 1461 9094
101,3 -0,2 10,0 5423 1440 9910

90,5 -10,7 10,1 4608 1254 8499

Fuente: Columnas 1 y 2 Banco Central de Chile (1983); Columnas 3, 4 y 5 Castañeda
(1984); Columnas E, 7 y 8 cálculos del autor en base a notas b y c; Columna 9 Riveros (1984) y
Heskia (1979). Columna 10, cálculos del autor en base Metodología Marshall (1981): incluye
educación, salud, trabajo, vivienda y urbanismo, otros servicios y gasto social con FNDR y
Fondo Social (Deflactor implícito PGB). Columna 11, cálculos en base a Columna 3 Cuadro 8.
Columna 12 incluye columna 10 más Seguridad Social.
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1960 y 1983. Esta proporción de ser el 13.1 por ciento en 1964, bajó al 11.5
por ciento en 1970; subió luego en 1971 y 1972 y se mantuvo alta en 1973
(13.0) y 1974 (13.7). La proporción cayó fuertemente durante la recesión de
19751976, se recuperó de 1977 a 1981, manteniéndose alrededor del 11 por
ciento en cada uno de estos años. Con la recesión de 1982 y 1983, la
proporción cayó de nuevo a niveles similares a los observados en 1976.10

El gasto público social per cápita tampoco pudo sustraerse a los
fuertes cambios ocurridos en la economía. En 1974 era casi igual al gasto de
1970 (aunque seguramente creció en 1971-1973), se redujo fuertemente en
1975 y 1976, y se recuperó luego en 1977. Entre 1980 y 1981 el gasto social
per cápita era similar al gasto en 970.11

El gasto per cápita en salud, que es el que más interesa desde el
punto de vista de este estudio, siguió una tendencia similar a la del gasto per
cápita total. Cayó en 1975,1976 pero se recuperó más rápidamente alcan-
zando, entre 1978 y 1979, el nivel que dicho gasto tenía en 1970. En 1980
llegó a su nivel más alto en que el gasto público en salud per cápita en ese
año era un 6.9 por ciento mayor que el de 1970. Estas cifras merecen un
detallado análisis y es el que se emprenderá en la sección que sigue.

4 La Evolución y Composición del Gasto Público en Salud

Debido a que la magnitud y evolución del gasto público y fiscal en
salud han sido objeto de aguda controversia en Chile, se examinan en esta

10 Estos datos son recogidos con una metodología uniforme desde 1957. Deben tratar-
se con cuidado, sin embargo, porque no son tomados de una encuesta específica de ingresos
(donde se incluyan preguntas que chequeen la validez interna de la información) sino de una
cuyo objetivo principal es medir la ocupación y desocupación en el Gran Santiago. Estos datos
no representan necesariamente la evolución de los ingresos del 40 por ciento más pobre de la
población de todo Chile. Porque: 1) Desde los primeros estudios de migración se encontró que
la migración a las ciudades tiende a empeorar la distribución de ingresos de los centros de
atracción y a mejorar la de las zonas desde don de emigran las personas; 2) Los datos no
incluyen las transferencias en dinero o especie que realiza el gobierno hacia este grupo de
personas. Desafortunadamente no existen estudios recientes para Chile que investiguen cuál ha
sido el impacto redistributivo del gasto social. Para un estudio reciente sobre este tema, véase
Rodríguez (1984).

11 Se construyeron dos series de gasto social per cápita: la primera incluye los gastos
en educación, salud, vivienda, seguridad social y otros siguiendo la metodología de Marshall
más el gasto total hecho con el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR) y el Fondo
Social (FS). La segunda es igual a la primera pero excluye seguridad social. (Los datos de
población son los publicados por el INE para el 30 de junio de cada año, sin ajustar con los
resultados del censo de población de 1982.)
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GRÁFICO 2 PRODUCTO PER CÁPITA, GASTO PÚBLICO SOCIAL TOTAL Y EN SALUD,

REMUNERACIONES REALES Y TASA DE DESEMPLEO: 1970-1983

A Gasto Social Total per cápita (Educación, Salud, Vivienda, Trabajo, Otros, Seguridad
Social)

B Gasto Social per cápita. (Excl. Seguridad Social).
C PGB per cápita.
D Gasto Público Salud per cápita (1983 no incluye FNDR ni FS).
E Salarios Reales.
F Tasa de desempleo.
Fuente: Datos del Cuadro 5
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 sección detalladamente cada una de las cifras publicadas tratando de descu-
brir dónde están las diferencias. La conclusión a que se llega es la de que las
diferencias radican principalmente en los deflactores usados y no en las
cifras nominales de las diferentes fuentes. También se examina la composi-
ción de dicho gasto observándose que se ha reducido la proporción destina-
da a personal e inversión incrementándose la de transferencias y bienes y
servicios. Finalmente se examina la evolución del valor agregado de salud
privada. Se nota que mientras éste creció entre 1960 y 1970 en 12 por
ciento, entre 1970 y 1980 creció en 37.3 por ciento, crecimiento que ocurrió
principalmente de 1977 en adelante y que se detuvo en 1982 y 1983.

4.1 La Evolución del Gasto Público y Fiscal en Salud12

Es bastante difícil establecer la evolución real del gasto público y
fiscal en salud para años anteriores a 1970. De 1970 en adelante existe
información sobre gasto público proporcionada por el Ministerio de Salud y
por Marshall (1981). Para el gasto fiscal la información es proporcionada
por la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Hacienda.

La información sobre gasto público de las dos fuentes señaladas
(Ministerio de Salud, Marshall (1981)) difiere marcadamente. El gasto real
entre 1970 y 1979 habría crecido en 124 por ciento según el Ministerio de
Salud, mientras que según Marshall habría permanecido igual entre los
mismos años. Un análisis minucioso de l as cifras indica, no obstante, que
las diferencias pueden explicarse principalmente por las diferencias que
existen en los deflactores que cada uno usa y no en las cifras en pesos de
cada año (Cuadros 6 y 7).13 El Ministerio de Salud usa como deflactor el

12 Gasto público en salud es el realizado por todas las instituciones públicas del sector
salud (Subsecretaria de Salud; Fondo Nacional de Salud (Fonasa), parte administrativa; Siste-
ma Nacional de Salud (SNSS); Instituto de Salud Pública; Central de Abastecimiento y el
Programa de Alimentación Complementaria (PNAC); Sociedad Constructora de Estableci-
mientos Hospitalarios; y el Consejo Nacional para la Alimentación y Nutrición (Con pan). Este
gasto se financia con el aporte fiscal, ingresos propios por venta de servicios y por aportes de la
seguridad social. El gasto fiscal corresponde al aporte que hace el fisco a todas las instituciones
centralizadas del sector salud.

13 A las cifras de Marshall se agregan los aportes patronales y los gastos financiados
con el Fondo de Desarrollo Regional (FNDR) y el Fondo Social (FS) incluidos en los datos del
Ministerio de Salud. La serie construida por Marshall es para los años 1969, 1970 y de 1974 a
1979. Los datos de 1980 a 1983 fueron calculados por el autor siguiendo la misma metodolo-
gía. Estos cálculos difieren de los hechos por Foxley-Raczynski (1983) que muestran una caída
en el gasto de 1980 en relación a 1979.
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Indice de Precios al Consumidor (IPC) del Instituto Nacional de Estadísti-
cas (INE) v Marshall un deflactor compuesto construido por él mismo.
Debido a l os problemas que tanto el índice de precios al consumidor del
INE como el índice de precios de Marshall pueden tener para reflejar la
evolución de los precios específicos de las atenciones de salud y de los
servicios contratados para prestarlas, se construyó un índice compuesto por
el deflactor implícito del valor bruto de la producción de salud pública y
privada.14 Este índice puede reflejar más apropiadamente la evolución de
los precios controlados del sector.15

Usando este índice compuesto, el gasto público real creció entre
1970 y 1979 en 24.4 por ciento si se toma la serie nominal del Ministerio de
Salud, y en 13,4 por ciento si se toma la de Marshall corregida. Para los
años siguientes (1980-1983) las diferencias son aún menores (Cuadro 8). El
gasto publico real según la serie nominal del Ministerio de Salud estuvo
siempre por encima (excepto en 1977) del gasto de 1970; creció rápidamen-
te a partir de 1978, llegando a su nivel más alto en 1981. En este año el

14 El Indice de Precios al Consumidor del Instituto Nacional de Estadísticas ha sido
“corregido” por Yáñez (1978) para el período 1970-1974 y por Cortázar Marshall (1980) para
los años 1975-1978.

15 El índice se compone del 70 por ciento del deflactor implícito del valor bruto de la
producción de salud pública y el 30 por ciento del deflactor implícito del valor bruto de la
producción de la salud privada según las Cuentas Nacionales de Chile. Estas proporciones
difieren de las proporciones implícitas en el deflactor de salud (total) de Cuentas Nacionales
que son de cerca de 40 por ciento para salud pública y 60 por ciento para salud privada. La
razón para que en las Cuentas Nacionales figure con menor peso la salud pública es la de que
ésta incluye, según explicaciones de la División de Cuentas Nacionales del Banco Central,
únicamente las prestaciones del Sistema Nacional de Servicios de Salud (SNSS). El resto de
prestaciones se incluye en el sector privado. El deflactor implícito del valor bruto de la
producción de salud pública se obtiene dividiendo el gasto en personal y en bienes y servicios
hecho por el SNSS por el valor real de la producción bruta. Esta se obtiene multiplicando el
número de atenciones prestadas en cada año por el precio que ellas tenían en el año base
(1977). De forma similar se obtiene el deflactor implícito para la salud privada. Estos deflacto-
res tienen, pues, los problemas comunes a la mayoría de los índices de precios: no tienen en
cuenta cambios en el tipo de atenciones prestadas que pueden ocurrir desde el año base, como
tampoco los cambios en calidad que puedan presentarse. La razón para escoger la ponderación
(0,70; 0,30) de salud pública y privada es la de que si se suman d gasto en personal y en bienes
y servicios y el gasto en libre elección (curativa Sermena), que constituyen entre el 75 y 80 por
ciento del gasto público total, entre el 14 y el 33 por ciento corresponde al sistema de libre
elección entre 1976 y 1982. La ponderación del 30 por ciento para el sector privado, por tanto,
sobreestima el crecimiento del índice para algunos años (dado que los precios han crecido más
en el sector privado que en el público) pero está bastante cerca de la ponderación observada de
1979 a 1983. Es en estos años donde crece mucho más rápido el deflactor de salud privada que
el de salud pública, según la información (no pública) de la División de Cuentas Nacionales del
Banco Central.
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gasto era un 26.4 superior al realizado en 1970. En 1982 y 1983 el gasto se
redujo fuertemente en relación a 1981. El gasto fiscal creció rápidamente
entre 1970 y 1974 y descendió entre 1974 y 1978. En 1980 presentó su nivel
más alto (26 por ciento más que 1970) y descendió en 1982 (7.3 por ciento
en relación a 1981).

4.2 El Destino del Gasto Público y Fiscal en Salud

Debido a que el Ministerio de Salud no presenta desagregación del
gasto, debió usarse la información de Marshall que desagrega el gasto en
personal, bienes y servicios, transferencias e inversión (Cuadros 9 y 10).16

De acuerdo a estos datos la composición del gasto público en sus
diferentes rubros varió significativamente entre 1970 y 1983. El gasto en
personal y, en mayor medida, el gasto en inversión perdieron importancia,
mientras que el gasto en bienes y servicios y principalmente el gasto en
transferencias crecieron apreciablemente en estos años.

4.2.1 El Gasto en Personal

El gasto en personal sobrepasó el nivel de gasto de 1970 en 1974 y
de 1978 a 1981. En 1982 y 1983 el gasto en personal estuvo por debajo del
nivel alcanzado en 1970. Esta tendencia hacia un lento crecimiento o reduc-
ción del gasto en personal (en relación a 1970) puede explicarse en parte por
el cambio que ha experimentado la estructura de profesionales empleados
por el Ministerio de Salud; y en parte por la caída en las remuneraciones que
ocurrió en Chile en 1973, 1975, 1982 y 1983.17 La fuerte caída que sufrió el
gasto en 1982, no obstante, es muy probable que se deba a una fuerte
reducción de los salarios del sector (mayor que la experimentada por otros
sectores) puesto que el índice global de remuneraciones cayó solo levemen-

16 A las cifras de inversión de Marshall se le suman las realizadas por el Fondo de
Desarrollo Regional (FNDR) y Fondo Social (FS) que no se incluyen en Marshall. Para
convertir las cifras nominales en reales se usan varios deflactores de cuentas nacionales como
se explica en el Cuadro 9. Por tanto, el gasto público total de este cuadro no coincide con el
presentado en el Cuadro 8 donde se usa el deflactor compuesto de valor bruto de la producción
de salud pública y privada, pero no hay severas diferencias entre un total y otro.

17 Debe mencionarse que sólo en 1981 se recuperó el nivel de salarios reales de 1970,
después de la extraordinaria caída que éstos experimentaron en 1973.
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te en 1982 y hubo un aumento del 3.2 en el personal ocupado en el sector
entre 1980 y 1982.18

La tendencia observada en la estructura de contrataciones desde
1965 en Chile ha sido la de aumentar proporcionalmente más la dotación de
tecnólogos médicos, enfermeras, nutricionistas y matronas y en menor pro-
porción la de médicos. Esta tendencia se enfatizó en 1975-1980 en que la
dotación de médicos cayó en tanto que la de personal paramédico y auxiliar
siguió aumentando. En 1981 y 1982 hubo un aumento significativo en el
número de médicos empleados con un pequeño crecimiento del personal
paramédico y auxiliar (Cuadro 11).

4.2.2 El Gasto en Bienes y Servicios

El gasto en los bienes y servicios que emplea el sector salud para
prestar los diversos tipos de atenciones, si bien presentó variaciones impor-
tantes año a año, creció significativamente con respecto a 1970 de 1978 en
adelante. El gasto en 1978 era un 32.5 por ciento más alto que el de 1970,
porcentaje que después de algunas fluctuaciones llegó a ser de 50.2 por
ciento en 1982 (Cuadro 10).19

El destino de este gasto a juzgar por el tipo de consultas médicas y
no médicas prestadas, por la disponibilidad de camas de diversas especiali-
dades, junto con los egresos hospitalarios y el promedio de días de estada,
ha variado marcadamente de 1970 a 1982. Las consultas médicas (no de
urgencia) que crecieron más rápidamente en el periodo fueron, en su orden,
las consultas maternales (119.4 por ciento), las consultas a los niños (53 por
ciento) y las de adultos (43.1 por ciento) (Cuadro 12). Para producir estas
atenciones el sector salud destinó una proporción cada vez mayor de sus
camas hospitalarias disponibles a obstetricia y pediatría reduciendo las de
fisiología, otras especialidades y medicina (Cuadro 13).20

18 Esta mayor caída estaría justificando el aumento que el Ministerio de Salud se
propone hacer en 1984.

19 Existen bastantes dificultades para encontrar un deflactor apropiado. Buena parte de
los bienes y servicios son importados (con pocos o nulos sustitutos nacionales), por lo que la
devaluación del peso tiene un impacto directo e inmediato en los precios en pesos.

20 Es necesario recordar que las camas hospitalarias referidas aquí corresponden sólo a
las camas del Sistema Nacional de Servicios de Salud (SNSS). Se excluyen las camas de
hospitales y clínicas privados, de las Fuerzas Armadas y de los establecimientos del Comité
para la Nutrición Infantil (Conín). Los establecimientos de Conín han aumentado de 11 en
1977 a 28 en 1982 contando en este último año con cerca de 1.200 camas (datos publicados en
Foxley-Raczynski (1983) citando como Mente primaria a Conín).
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CUADRO 6 CHILE: GASTO PÚBLICO TOTAL EN SALUD SEGÚN VARIAS FUENTES:

1969-1983

(CIFRAS EN MILLONES DE PESOS CORRIENTES DE CADA AÑO)

Años Gasto Gasto Públ. Fondo de Fondo Aportes Gaston según Gasto Mín.
Públ. en Salud según Desarrollo social patronales Marshall (1981) Sal.
según metodología de Regional (FS) en corregido Gasto corr.

Minist. de Marshall (FNDR) en Salud 2+3+4+5 (1)/(6)
Salud (1981) Salud

1 2 3 4 5 6 7

1969 — 1,9 — — — 1,9 —
1970 3,3 3,1 — — — 3,1 1,06

1974 301,9 252,7 — — — 252,7 1,19
1975 1.143,1 991,8 1,536 — — 993,3 1,15
1976 3.699,8 2.890,8 37,33 — 253,2 3.181,3 1,16
1977 8.061,3 7.382,3 73,55 — 554,3 8.010,2 1,01
1978 14.449,8 12.978,8 138,21 — 648,3 13.765,3 1,05
1979 23.173,7 18.870,4 217,2 — 783,0 19.870,6 1,17
1980 31.140,9 27.000,9 191,8 129,2 890,6 28.212,5 1,10
1981 38.860,3 35.518,6 307,7 324,2 523,5 36.674,4 1,06
1982 42.814,5 41.416,5 112,3 15,2 372,7 41.916,7 1,02
1983 44.824,0 43.759,3 — — 424,3 44.183,6 1,01

Fuente: Columna 1 obtenida de Odeplán (1983), cuadro 12, pág. 75, citando como
fuente primaria al Ministerio de Salud. Las cifras de 1974, 1982-83 fueron proporcionadas
directamente por la División de Finanzas del Ministerio de Sal ud. Odeplán (1983) presentaba
para 1982 la cifra provisoria de 39.593 millones de pesos de ese año. Las cifras reales de la
fuente fueron convertidas a nominales usando el IPC del INE, publicado por el Banco Central
(1983), Indicadores Económicos y Sociales, pág. 121. La columna 2 fue obtenida de Marshall
(1981) para el período 1969-1979. Para 1980-1983 fue calculada según la misma metodología.
Columnas 3 y 4 fueron proporcionadas por la División de Finanzas del Ministerio de Salud.
Columna 5 obtenida de los Estados de la Gestión Financiera del Sector Público de la Contralo-
ría General de la República de cada año. Las cifras del Ministerio de Salud para 1983 son
provisorias ya que aún no se tienen registradas las cifras correspondientes al gasto del Fondo
Social y del Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR).

Los egresos hospitalarios, a pesar de mantenerse casi inalterado el
número de camas disponibles entre 1970 y 1982, aumentaron en 29,5 por
ciento en el período, hecho posible gracias a una significativa reducción
(24.1 por ciento) en el promedio de días de estada (Cuadro 14). Esto podría
reflejar, en parte, el cambio en el tipo de atención hospitalaria prestada, y en
parte, una mayor utilización de la capacidad instalada especialmente de
1975 en adelante donde se produjo la mayor reducción en el promedio de
días de estada (21.4 por ciento de 1975 a 1982).
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CUADRO 7 CHILE: GASTO PÚBLICO EN SALUD SEGÚN METODOLOGÍA DE MARSHALL

(1981) USANDO DEFLACTORES ALTERNATIVOS

(CIFRAS EN MILLONES DE PESOS DE 1978)

Años Deflator Indice Deflator Indice Deflactor Indice Deflactor Indice
usado por (1970=100) valor bruto (1970=100) Implícito (1970=100) IPC (1970=100)
Marshall producción del PGB (INE)

Salud Públ.
1 2 3 4 5 6 7   8

1969 11.302,5 86,8 11.046,4 93,5 11.852,8 85,8 5.768,0 80,7
1970 13.016,0 100,0 11.808,7 100,0 13.807,5 100,0 7.146,1 100,0
1974 13.510,9 103,8 12.330,9 104,4 12.480,0 90,4 10.063,6 140,8
1975 10.804,5 83,0 12.513,0 105,0 11.081,9 80,3 8.319,1 116,4
1976 9.674,3 74,3 11.684,8 98,9 9.212,8 66,7 7.773,6 108,8
1977 11.250,4 86,4 12.210,3 103,4 11.556,2 83,7 10.341,6 144,7
1978 12.978,9 99,7 12.978,8 109,9 12.978,8 94,0 12.978,8 181,6
1979 13.032,3 100,1 14.161,4 119,9 12.899,5 93,4 14.146,7 198,0
1980 13.162,3 101,1 15.159,4 128,4 14.286,7 103,5 14.978,7 209,6
1981 14.073,5 108,1 16.804,4 142,3 16.675,0 120,7 16.462,8 230,4
1982 14.738,8 113,2 17.399,8 147,3 17.368,1 125,8 17.461,1 244,3
1983* 12.497,5 96,0 16.076,8 136,1 14.460,8 104,7 14.497,2 202,9

* Para construir el deflactor de Marshall para 1983 se supuso que la tasa de crecimiento
de los deflactores parciales que conforman el Indice de Precios al por Mayor (IPM)
industrial crecían a la misma tasa que este último.

Fuente: Columna 1 Marshall (1981) para 1969-1979. Para 1980-1982, calculados
según la misma metodología. Columna 3 se usa el Deflactor del Valor Bruto de la producción
de Salud Pública, no publicado y que es consistente con las Cuentas Nacionales de Chile, En la
columna 5 se usa el Deflactor del Producto Geográfico Bruto, publicado en Cuentas Naciona-
les de Chile 1960-1982 pág. 75, Banco Central de Chile (1983). El deflactor de la columna 7 es
el IPC del INE, promedio anual, publicado en Indicadores Económicos y Sociales 19601982
pág. 121, Banco Central de Chile (1983).

4.2.3 Gasto en Transferencias

El gasto en transferencias fue el que más creció entre 1970 y 1983.
Excepto en 1974 y 1976, fue mayor que el efectuado en 1970, llegando a ser
en 1980, 1981 y 1982 un 63,0,92,4 y 81,6 por ciento mayor que el gasto de
1970. En 1983 cayó en relación a 1982 pero continuó estando significativa-
mente por encima (54,0 por ciento) del gasto de 1970 (Cuadros 9 y 10).

El rubro más importante dentro del gasto en transferencias es el Programa
Nacional de Alimentación Complementaria (PNAC). Aparte del PNAC, se en-
cuentran también el Programa del Control del Niño Sano con Déficit Nutricional
(Ofasa) y el Programa de Centros Cerrados de Recuperación Nutricional (Conín).
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El Programa de Alimentación Complementaria es de cobertura na-
cional cuyo inicio se remonta a la década del cincuenta. El programa distri-
buyó leche y mezclas proteicas a todos los niños menores de 15 años y a las
madres embarazadas y nodrizas entre 1971 y 1974 y se restringió a los
menores de 6 años y a las embarazadas y nodrizas a partir de 1975. A partir
de este año se excluyeron los niños entre 6 y 14 años (los que son beneficia-
rios del programa de desayunos y almuerzos escolares) y se mejoró el
contenido proteico de los alimentos entregados.

La distribución gratuita de leche por parte del programa se lleva a
cabo en los establecimientos de atención primaria (consultorios, postas) que
a lo largo del país tiene el Sistema Nacional de Servicios de Salud. La
entrega se hace en estrecha relación con acciones de fomento y protección
de la salud (vacunas, control de crecimiento y desarrollo del niño, estimula-
ción precoz, entre otras). Debido a esto hay una fuerte relación entre la
cantidad distribuida de alimentos y el número de consultas y controles
realizados a la madre y los niños.21

Los kilos de leche y mezclas proteicas distribuidos por el PNAC y
Ofasa más que se duplicaron entre 1970 y 1982 (Cuadro 15).22 Aparte de
algunos problemas de cobertura, las cifras de Foxley Raczynski (1983)
indican que la leche distribuida a embarazadas, a lactantes y nodrizas fue la
que más creció de 1975 en adelante. La leche distribuida a los preescolares
(2-5 años) descendió entre 1975 y 1982.

El programa de control del niño con déficit nutricional (Ofasa) se
inició en 1976 para entregar alimentos adicionales y dar educación nutricio-
nal a las familias bajo control en el Servicio Nacional de Salud que tenían
niños desnutridos menores de 6 años. Durante un período de 6 meses estos

21 Más detalles sobre el PNAC pueden encontrarse en Foxley-Raczynski (1983) y
Valiente y otros (1984) y en las referencias que traen estos dos estudios.

22 Existen diferencias entre las cifras de este cuadro y las presentadas por Foxley
Raczynski (1983) y por la Oficina de Planificación Nacional (Odeplán) en su Informe Social
(1982). Las diferencias se explican por la diferente cobertura de las cifras. Así, Foxley-
Raczynski (1983) no considera en 1970 la leche entregada a las nodrizas, en 1971 la entregada
a las nodrizas y la entregada por el Servicio Médico Nacional de Empleados (Sermena), en
1972, 1973 y 1974 la entregada a la población escolar y por Sermena, y en 1975 la entregada
por Sermena. Para 1976 y 1977 las cifras de Foxley-Raczynski (1983) son mayores que las
presentadas en este estudio (pero no fue posible detectar la fuente de la discrepancia); de 1978
a 1982 los datos coinciden. Las discrepancias con el informe social de Odeplán se explican por:
1) Las cifras de Odeplán para 1972 a 1977 corresponden a la leche distribuida por el Servicio
Nacional de Salud y no incluyen la distribuida por Sermena y Ofasa; 2) En 1978 no se incluye
la leche distribuida por Ofasa, la que se incluye en los cálculos de este estudio desde 1976; 3) la
cifra de Odeplan para 1981 difiere de la de este estudio y de Foxley-Raczynski, pero no fue
posible explicar la discrepancia.
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CUADRO 8 CHILE: EVOLUCIÓN DEL GASTO PÚBLICO Y FISCAL REAL EN SALUD

(DEFLACTOR: 70 POR CIENTO DEFLACTOR DE SALUD PÚBLICA, 30 POR

CIENTO DEFLACTOR SALUD PRIVADA)

(MILLONES DE PESOS DE 1978)

Años Gasto Públ Indice Gasto Públ. Indice Gasto Indice
en Salud (1970=100) en Salud (1970=100) Fiscal (1970=100)
Minsal Metod. Marshall en Salud

Corr.
1 2 3 4 5 6

1969 — — — — — —
1970 13.726,0 100,0 12.916,7 100,0 6.728,6 100,0
1974 16.250,1 118,4 13.642,5 105,6 9.969,6 148,2
1975 14.574,1 106,2 12.664,1 98,0 7.584,5 112,7
1976 14.427,2 105,1 12.405,1 96,0 6.839,5 101,6
1977 13.381,8 97,5 13.297,0 102,9 6.823,7 101,4
1978 14.449,8 105,3 13.765,3 106,6 6.713,9 99,8
1979 17.077,3 124,4 14.643,0 113,4 6.860,7 102,0
1980 17.043,8 124,2 15.442,0 119,6 8.472,0 125,9
1981 17.354,4 126,4 16.380,0 126,8 8.294,3 123,3
1982 16.856,5 122,8 16.502,6 127,8 7.691,9 114,3
1983 14.868,2 108,3 14.654,6 113,5

Fuente: Columna 1, cifra nominal misma fuente columna 1 cuadro 6; columna 3 cifra
nominal misma fuente columna 6 cuadro S. Columna 5 calculada en base datos Odeplán
(1983). Las cifras nominales se pasaron a pesos de 1978 usando los deflactores del Valor Bruto
de la Producción de Salud Pública y Privada con ponderaciones de .70 y .30 respectivamente,
tal como se explica en el texto. Para 1983 se utilizó la misma tasa de crecimiento del deflactor
de Valor Agregado de Salud Pública para hallar el deflactor del Valor Bruto de la Producción
de Salud Pública. Además se supuso que el deflactor de la producción privada crecía a la
misma tasa que el deflactor implícito del PGB.

niños recibían leche o substitutos lácteos que aumentaban entre un 50 y 100
por ciento el aporte nutricional entregado por el Programa de Alimentación
Complementaria.23

Aparte del PNAC y Ofasa, se creó en 1975 (en forma experimental
primero) el Programa de Centros Cerrados de Recuperación Nutricional (Co-
nín) cuyo objetivo era hacer desaparecer la desnutrición más grave (grados 2
y 3) en el país. Para esto se crearon centros don de los niños desnutridos
graves son internados hasta su total recuperación. Estos centros han crecido

23 Véase Foxley-Raczynski (1983) para una descripción más precisa del programa y
de su aporte nutricional según Inual (1977) citado en dicho estudio.
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CUADRO 9 CHILE: GASTO PÚBLICO EN SALUD SEGÚN CLASIFICACIÓN ECONÓMICA

(MILLONES DE PESOS DE 1978)

Años Personal Bienes Transfe- Inversión Inversión Inversión Inv. Fdo. Inv. Públ.
y Servicios rencias directa indirecta FNDR social en total en

en Salud Salud Salud (real)
1 2 3 4 5 6 7 8

1969 4.778,0 2.568,3 2.272,8 1.549,0 365,0 — — 1.549,0
1970 4.878,3 2.333,2 3.089,8 1.474,0 692,7 — — 1.474,0
1974 5.301,5 3.386,2 2.899,6 1.580,1 3,44 — — 1.580,1
1975 4.428,2 2.680,7 3.680,9 649,1 1,86 15,2 — 664,3
1976 4.317,6 2.576,6 3.020,3 429,2 — 115,5 — 544,7
1977 4.676,8 2.490,2 4.154,6 218,6 — 117,0 — 335,6
1978 5.166,0 3.091,6 4.445,6 275,6 — 138,2 — 413,8
1979 5.046,0 2.940,0 4.702,0 362,3 — 158,2 — 520,5
1980 5.039,8 3.183,6 5.034,7 400,3 — 109,3 73,6 583,2
1981 5.014,0 2.922,4 5.944,8 567,3 — 150,8 158,9 877,0
1982 4.542,1 3.503,9 5.610,1 508,7 — 53,4 7,2 569,3
1983 4.396,1 2.776,1 5.186,1 139,2 — (—) (—) (—)

Fuente: Las cifras nominales fueron obtenidas para 1969 a 1979 de Marshall (1981), y
para 1980 a 1983 calculadas según su misma metodología. La columna 1 se llevó a pesos de
1978 mediante el Indice de Sueldos y Salarios del sector público (INE). Las columnas 2 y 3
fueron deflactadas según el deflactor del gasto en consumo final del gobierno. Cuentas Nacio-
nales de Chile 1960 - 1982, Banco Central de Chile. En las columnas 4 y 5 se usó el deflactor
de la formación bruta de capital fijo, Cuentas Nacionales de Chile 1960 - 1982 op. cit. Las
columnas 6 y 7 fueron construidas en base a información proporcionada por la Dirección de
Finanzas del Ministerio de Salud. Las cifras de 1983 corresponden a cálculos del autor ya que
aún no se dispone de los deflactores de consumo de gobierno y de formación bruta de capital.

(-) Sin dato todavía.

de 11 en 1977 a 28 en 1982 con un aumento importante en el número de
camas (cerca de 1.200 en 1982) destinadas solamente a la atención de los
desnutridos graves y moderados en el país.24 En el capítulo siguiente (Capítu-
lo 5) se examinarán detenidamente el posible impacto que estos programas
han tenido en el descenso de la mortalidad infantil en Chile.

4.2.4 El Gasto en Inversión

El gasto en inversión muestra una caída significativa de 1970 a 1982
(Cuadros 9 y 10). Después de los niveles máximos alcanzados en 1974

24 Véase Foxley-Raczynski (1983) donde se encuentran estas cifras y se detalla el
programa.
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CUADRO 10 CHILE: INDICES DE GASTO EN SALUD SEGÚN CLASIFICACIÓN ECONÓMICA

Años Personal Bienes Transferencias Inversión Inversión
directa total

1969 97,9 110,1 73,5 105,1 105,1
1970 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
1974 108,7 145,1 93,8 107,2 107,2
1975 90,8 114,9 119,1 44,0 45,1
1976 88,5 110,4 97,8 29,1 36,9
1977 95,9 106,7 134,5 14,8 22,8
1978 105,9 132,5 143,9 18,7 28,1
1979 103,4 126,0 152,2 24,6 35,3
1980 103,3 136,4 162,9 27,2 39,6
1981 102,8 125,3 192,4 38,5 59,5
1982 93,1 150,2 181,6 34,5 38,6
1983 90,1 119,0 167,8 9,4 —

Fuente: Cuadro 9.

descendió hasta 1977, creció luego hasta 1981 y descendió en 1982.25 De
acuerdo a datos preliminares no publicados del Ministerio de Salud, el gasto en
inversión entre 1973 y 1983 se destinó en 48 por ciento a la construcción,
ampliación y remodelación de hospitales; en 13 por ciento a la construcción,
ampliación y remodelación de consultorios (adosados, periféricos, rurales); en
23 por ciento a proveer equipamientos básicos; y en 10 por ciento a la construc-
ción de postas y de otras obras de infraestructura.26 Según el Ministerio de
Salud, se ha dado énfasis “a finalizar numerosas construcciones hospitalarias y
consultorios detenidos a veces por largos años, v a la adecuación indispensable
de numerosas estructuras para que brinden un nivel de atención satisfactorio en
la actual (1982) red de 220 hospitales, 274 consultorios, 918 postas rurales y
978 estaciones médico rurales” (Ministerio de Salud, 1982, pág. 25).

25 Estas cifras son mayores que las presentadas por Marshall (1981) llevadas a 1982,
en parte por diferencias en el deflactor usado y en parte porque Marshall no incluye la
inversión en salud realizada con el Fondo de Desarrollo Regional (FNDR) y el Fondo Social
(FS) que si incluye este estudio.

26 No fue posible conseguir información sobre el tipo de inversiones realizadas antes
de 1973. A juzgar por un número de camas hospitalarias disponibles, el énfasis entre 1965 y
1970 estuvo en aumentar su disponibilidad (8 por ciento en el período) en tanto que de 1970 en
adelante en mantener y conservar el número de camas existente. Las reposiciones y readecua-
ciones hechas aumentaron el número de camas disponibles en obstetricia y pediatría en detri-
mento de otras especifidades como fisiología y medicina. Llama la atención el que Chile no se
apartó de la mayoría de países de América Latina en el poco aumento que a partir de 1970
experimentó su disponibilidad total de camas hospitalarias, según datos de la Organización
Panamericana de la Alud (OPS) para estos años.
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En resumen, el gasto de las instituciones de salud se ha reducido en
personal reflejando el cambio en la estructura de contrataciones y la caída en los
salarios reales del sector, en especial en 1982 y 1983; ha aumentado el realizado
en bienes y servicios y muy particularmente en transferencias cuyo ítem principal
es el Programa Nacional de Alimentación Complementaria (PNAC). El gasto en
inversiones ha caldo significativamente en relación a 1970 y 1974, reflejando el
énfasis que el sector público de salud ha dado a la readecuación y mantención de l
a infraestructura existente. El gran aumento que han experimentado l as consultas
médicas y de personal auxiliar a las madres, niños, adultos y de urgencia y la
reducción de los días de estada en los hospitales lleva a concluir que se ha
incrementado el uso de la infraestructura física y de los recursos humanos existen-
tes en el Sistema Nacional de Servicios de Salud (SNSS). La estructura física y los
recursos humanos del SNSS sólo crecieron levemente de 1970 a 1982.

4.3 El Gasto Privado en Salud

No existe información confiable sobre el gasto que realizan las per-
sonas en la prevención de enfermedades y en la recuperación N fomento de
su salud en Chile. Los intentos hechos hasta ahora para cuantificar este
gasto han debido descansar en información parcial X tal vez deficiente.27

Una fuente de información no utilizada hasta ahora, por no estar disponible,
es el valor bruto de la producción de salud privada que es la contrapartida
del gasto que realizan las personas en las instituciones privadas de salud.28

De acuerdo al supuesto de productividad constante implícito en las cuentas
nacional es de Chile, el valor bruto de la producción presenta la misma tasa
de crecimiento año a año que el valor agregado bruto de la producción. El
valor agregado de salud fue posible conseguirlo, en parte en Viveros Long
(1982) y en parte directamente en la División de Cuentas Nacionales.29

27 Jiménez de la Jara (1981) presenta estimaciones de gastos directos de las personas
en base a la Encuesta de Presupuestos Familiares del INE llevada a cabo en 1977-1978.
También presenta estimaciones de algunos tipos de inversiones llevadas a cabo por el sector
privado en Santiago. Las estimaciones en base a la encuesta de presupuestos familiares pueden
presentar subestimaciones importantes en parte debidas al “abandono” no al azar de informan-
tes (de altos ingresos) cuando estas encuestas se hacen a una misma familia por un tiempo
prolongado.

28 Recuérdese que en las cuentas nacionales las instituciones privadas son todas aque-
llas que no son los establecimientos del Sistema Nacional de Servicios de Salud (SNSS).

29 Las cifras presentadas por Viveros Long (1982) contienen dos errores: i) el valor
agregado de 1973 fue de 15.874 pesos de ese año (y no 17.814 como aparece allí); ii) existe un
error de cálculo del valor real de 1970 que hace que 1970 aparezca menor que 1969 cuando con
cualquier índice ocurre lo contrario.
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CUADRO 11 CHILE: NÚMERO DE PERSONAS SEGÚN PROFESIÓN U OFICIO DEL SISTE-

MA NACIONAL DE SERVICIOS DE SALUD Y TASA DE CRECIMIENTO POR

PERIODO

Tasas de crecimiento por período
1965a 1970a 1975a 1980 1982c 1965- 1970- 1975- 1980-

1970 1975 1980 1982

Total 36.598 48.344 55.937 59.222 61.126 32,1 15,7 5,9 3,2
Médicos 4.071 4.401 4.414 4.128 5.416 8,1 0,3 -6,5 31,0
Dentistas 788 1.140 1.345 1.752 1.664 45,0 18,0 30,3 -5,0
Farmacéuticos 289 321  313  199  201 11,1 -2,5 -36,4 1,0
Asistentes

Sociales 484 651  626  597  587 34,5 -3,8 -4,6 -1,7
Enfermeras 1.095 1.666 1.731 2.509 2.717 52,1 3,9 44,9 8,3
Kinesiólogos y

Terapeutas  - 174 203  360  284 - 16,7 77,3 -21,0
Matronas 761 1.101 1.377 1.839 1.930 44,7 25,1 33,6 4,9
Nutricionistas  238  397  595  612 631 66,8 49,9 2,8 3,1
Tecnólogos

Médicos  143  352  692b  854 889 146,1 96,6 23,4 4,1
Otros
Profesionalesb 326  730  808 686 766 124,0 10,7 - 15,1
Adminis-

trativos 28.403 37.411 43.833 45.666 46.041 31,7 17,2 4,2 0,8

a Personal perteneciente al Servicio Nacional de Salud (SNS).
b Corresponde a la suma de técnicos laborantes y auxiliares técnicos.
c Para 1982 cambia la forma de presentación de la información y se hace la distinción

entre los profesionales con y sin cargos directivos. A los primeros y, en general, a todo
el personal con cargo directivo, se les incluyó en el ítem de Administrativos.
Fuente: Ministerio de Salud, Anuario de Recursos y Atenciones 1975, 1980, 1982.

Instituto Nacional de Estadísticas, Estadísticas de Salud 1965. 1970.

Según estos datos, el valor agregado de salud privada creció en 12
por ciento entre 1960 y 1970 y en 37.3 por ciento entre 1970 y 1980. Los
mayores aumentos en el valor agregado de la salud privada ocurrieron de
1976 en adelante hasta 1981. En este año el valor agregado era un 39 por
ciento más que en 1970. En 1982 y 1983, el valor agregado descendió
apreciablemente: 14.7 por ciento en 1982 con relación a 1981 y en 3.6 por
ciento en 1983 con relación a 1982 (Cuadro 16).30

30 El valor agregado de salud pública, por su parte, creció en 17 por ciento entre 1960 y
1970 y en 14.2 por ciento entre 1970 y 1980. La evolución anual que muestra el valor agregado
de salud pública es bastante similar a la que muestra el gasto público según Marshall corregido de
1979 a 1982 y según el Ministerio de Salud de 1980 a 1982. En 1983 el gasto público muestra
una fuerte caída en tanto que el valor agregado sólo cae levemente. No obstante que para este año
las cifras son preliminares y puede haber errores de medida tanto en gasto público como en el
valor agregado, esto indicaría que las atenciones real es se mantuvieron este año, al mismo
tiempo que cayó el gasto público en remuneraciones y en bienes y servicios del sector.
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Dos hechos interesantes merecen destacarse de los Cuadros 16 y 17: a)
la proporción del valor agregado de salud en relación al valor agregado total de
Chile descendió de 1960 a 1970; y b) el valor agregado privado es procíclico (es
decir, en recuperación aumenta más y en recesión cae también más que el
producto geográfico bruto de la economía, en contraste con el valor agregado de
salud pública y el gasto público y fiscal que son contracíclicos, aumentando
menos que el producto bruto en la recuperación y disminuyendo menos en la
recesión. Estos resultados se obtienen cuando se tienen en cuenta las diferencias
que existen en los precios del sector salud y los del resto de la economía y las
proporciones se obtienen en base a las cifras reales y no en pesos de cada año.

5 Los Determinantes del Descenso en la Mortalidad
Infantil en Chile: 1975-1982

Con los antecedentes anteriormente descritos (Secciones 3 y 4), la
literatura existente sobre el tema en Chile ha atribuido la reducción en la
mortalidad infantil a una variedad de factores el aumento en la población
urbana, la reducción de la natalidad, el aumento de la educación formal y no
formal, la mayor disponibilidad de agua potable, alcantarillado, luz eléctri-
ca, el aumento de determinadas atenciones de salud y el aumento en los
programas de leche entre otros factores.31

Ninguno de los estudios mencionados ha tratado, sin embargo, de medir
el impacto separado o conjunto que esta serie de factores han tenido sobre la
reducción de la mortalidad en Chile.32 Este estudio se propone cuantificar el

31 Véanse, por ejemplo, los estudios de Medina (1979): Medina Kaempffer (1982);
Ministerio de Salud (1982); Odeplan, Informe Social (1982); Raczynski-Oyarzo (1981); Va-
liente et al. (1984), entre otros.

32 De los esfuerzos de cuantificación merecen destacarse los de Raczynski Oyarzo (1981),
Taucher (1982) que tratan de medir el efecto que los cambios en la composición de los nacimientos
(por orden de paridad, edad y educación de la madre) han tenido sobre las tasas de mortalidad
infantil. Su metodología descansa en la idea de que las tasas de mortalidad pueden expresarse como
un promedio ponderado de las diferentes tasas específicas de mortalidad (por orden de paridad, edad
y educación de la madre). Los cambios composicionales habrían contribuido a explicar entre el 25 y
36 por ciento de los cambios en mortalidad en cada uno de los períodos 1969-73 y 1974-79. De esta
forma, la mayor parte del cambio ocurrió en las tasas específicas (y no en las ponderaciones o
composición). Un análisis completo del descenso en la mortalidad debiera incluir tanto los factores
que determinan los cambios en las tasas específicas como los que determinan los cambios mismos
en la composición de las tasas de mortalidad (por orden de paridad, edad y educación de la madre).
Estos cambios en composición pueden ser el resultado, a su vez, de factores socioeconómicos o de
programas sociales, como puede ser el caso para el orden de nacimiento (que es una medida del
número de hijos que desean las parejas) y la edad de las madres al tener sus hijos. Sobre los
determinantes de la natalidad en Chile véase, por ejemplo, Pardo (1979), Castañeda (1983).
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impacto que algunos de estos factores han tenido de 1975 a 1982. Para ello se
explotan las fuertes diferencias regionales que existen en la mortalidad infantil
chilena y los cambios que ella ha experimentado de 1975 a 1982.

5.1 El Marco de Análisis

El marco de análisis que sirve para organizar e interpretar la in forma-
ción, es un modelo simple que supone que la sobrevivencia (mortalidad infantil,
en esta caso) es el resultado de un proceso productivo al que concurren una
Variedad de insumos, provistos unos por el sector público y otros por las
familias mismas. Este proceso productivo se desarrolla en un contexto so-
cioeconómico y cultural que puede contribuir también al proceso productivo.
Las cantidades de los insumos tanto públicos como privados demandadas de-
penden del precio de los insumos mismos, del de sus complementos o sustitu-
tos, y de los recursos disponibles (ingresos) del sector público y las familias.33

33 De esta forma la mortalidad (sobrevivencia) del niño j en la región i estará dada por:

Sij = h [Xij ] + ∈
ij

donde Xij representa el paquete de insumos (o programas) que recibe el niño j en Ña
región i tanto del sector público como de su familia; h [ ] define el proceso productivo: ∈

ij es
un término aleatorio que refleja otras influencias en la mortalidad no tomadas en cuenta en Xij.
La demanda de insumos (Xij) estará dada por:

Xij = f [ P,Yij, ηij }

donde P son los precios reales de los insumos (iguales para todas las regiones y todas
las familias); Yij, el ingreso de la familia del niño j en la región i; hij, otros factores que afectan
la demanda por insumos.

De esta forma, si los factores no tomados en cuenta explícitamente en la determina-
ción de Sij ( ∈ij) son independientes de los factores no tomados en cuenta en la demanda por
insumos (ηij), estimando la ecuación (1) se pueden obtener estimaciones insesgadas y eficien-
tes del impacto que los diferentes in sumos tienen en la determinación de la salud. Si estas dos
variables ( ∈ij and ηij) tienen relación las estimaciones no serán insesgadas ni eficientes.

Este podría ser el caso si en la ecuación (1) el término de error se puede expresar
como: ∈ij = di + ξi donde di es un efecto específico a la región que afecta la salud (clima, agua,
cultivos) y ∈ij son otros factores. Si la demanda por insumos depende de di (por ejemplo,
porque en las regiones con menor salud por efecto de di se les asignan más insumos) entonces
Xij y ∈ij estarán correlacionadas en la ecuación (1). Esto impide el uso de mínimos cuadrados
ordinarios para estimar eficientemente el efecto que los insumos (Xij) tienen sobre la salud.
Esto se tiene en cuenta en Castañeda (1984b). Aparte de este problema existe otro y es el que
ocurre debido a que es probable que haya sustitución entre los insumos provistos por el sector
público y privado (cuanto mayor sean los insumos suministrados por el sector público, meno-
res serán los suministrados por el sector privado) en cuyo caso los insumos dentro de Xij no
serán independientes.
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CUADRO 12 CHILE: CONSULTAS MÉDICAS ADULTOS, MATERNALES Y NIÑOS ATEN-

DIDAS POR EL SISTEMA NACIONAL DE SERVICIOS DE SALUD: 1960-1983A

Consultas Consultas Consultas Consultas
Año totalesc adultos Maternales niños Urgencia

1960 6.947.483 — — — —
1965 8.660.812 4.414.824 452.877 3.793.111 1.324.169
1970 9.089.044 4.991.370 513.150 3.584.524 1.867.457
1975 9.154.219 4.665.439 733.856 3.754.924 2.787.501
1980 11.735.175 6.344.508 927.647 4.463.020 4.241.984
1982 13.686.167 7.142.608 1.126.096 5.417.465 5.018.428
1983 14.553.275 — — — 5.702.963

Cambio porcentual período d

1960-65 24,7 — — — —
1965-70 4,9 13,1 13,3 -5,5 41,0
1970-75 0,7 -0,6 43,0 4,8 49,3
1975-80 28,2 36,0 26,4 18,9 52,2
1980-82 16,6 12,6 21,4 21,4 18,3
1970-82 50,6 43,1 119,4 53,1 168,7

a Para los años 1965, 1970 y 1975 la información corresponde a las consultas del Servicio
Nacional de Salud (SNS) y del Servicio Médico Nacional de Empleados (Sermena).

b No existe desagregación informada para este año.
c Excluye a las consultas de urgencia.
d Cálculos del autor.
— Sin dato todavía.

Fuente: Ministerio de Salud, Anuario de Atenciones Externas 1960. Instituto Nacional
de Estadísticas, Estadísticas de Salud, 1965, 1970, 1975, 1980, 1982

5.2 Estimación

Para estimar la función de producción (o el impacto de los in sumos
sobre la mortalidad) debe disponerse de una muestra de familias que presen-
ten diferencias importantes tanto en las tasas de mortalidad como en los
insumos usados. En ausencia de esta información, se aprovechó la heteroge-
neidad que presentaban entre 1975 y 1982 las 13 regiones de Chile en sus
tasas de mortalidad infantil, la cantidad de leche distribuida a niños y
madres, la cantidad de consultas atendidas, la disponibilidad urbana de agua
potable S alcantarillado, y en otras variables que como la edad y el estado
civil, reflejaban características particulares de las madres. Muchas variables
importantes como la educación de la madre, el estado de actividad y varia-
bles económicas regionales no fue posible conseguirlas.
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La información de las regiones para todos los años se agrupó en una
sola muestra de 104 observaciones (13 regiones x 8 años) v con ésta se
hicieron las estimaciones por el método de Mínimos Cuadrados Ordina-
rios.34 La función de producción lineal tenía como variable dependiente la
tasa de mortalidad infantil y como variables independientes el orden de
nacimiento, la leche distribuida a embarazadas, lactantes y nodrizas, las
consultas médicas a madres y niños, la edad y estado civil de las madres, la
disponibilidad de agua potable y alcantarillado y la tasa de mortalidad de los
mayores de un año.

a El orden de nacimiento: es una variable incluida para investigar el
efecto que tiene la fecundidad sobre la mortalidad en Chile. Es
sabido que las dos variables pueden estar relacionadas por efectos
biológicos o de comportamiento de las familias.35 Entre los factores
biológicos están: i) al ocurrir la muerte de un infante, termina la
lactancia y aumenta la probabilidad de embarazo; ii) la probabilidad
de muerte de un niño puede estar biológicamente afectada por los
nacimientos anteriores. Entre los factores de comportamiento están:
i) es posible que tanto la fecundidad como la mortalidad sean “deci-
siones” conjuntas que reflejan el ambiente de la familia; ii) la fecun-
didad de los padres puede responder anticipándose a una alta morta-
lidad (en una región determinada) teniendo más hijos o reemplazan-
do un hijo que se muere. Si bien es crucial distinguir cuál es el efecto
que ocurre en cada caso para determinar el impacto de políticas que
afectan la mortalidad y la fecundidad, es muy difícil separar empíri-
camente estos efectos. Para el análisis estadístico seguido en este

34 Existe bastante discusión de si el método más apropiado para estimar ecuaciones
con este tipo de muestras (mezcla de sección transversal y series de tiempo) es el de efectos
fijos (variables dummy para cada región y año) o el de efectos aleatorios (con mínimos
cuadrados generalizados). Sin embargo, el problema principal, según Mundlack (1978) se
resume en si existe una correlación entre los efectos fijos y las variables independientes y no en
si el modelo es de efectos fijos o aleatorios. El problema señalado por Mundlack es precisa-
mente el discutido atrás cuando se examinó la posible relación que existe entre E ij (término de
error de la función de producción) y nij (término de error de la demanda de insumos). Esto se
introduce en Castañeda (1984b). Como la in formación corresponde a un agregado de regiones,
es probable además que l os residuos sean heterocedásticos y presenten autocorrelación al tener
series de tiempo. Sin embargo, el problema econométrico tal vez más serio en este estudio es el
de la colinealidad (que eleva las varianzas de los estimadores haciéndolos aparecer no signifi-
cativos, cuando en realidad pueden ser significativos). Desafortunadamente, el mejor remedio
para este mal parece ser el reconocerlo de antemano sin intentar excluir variables o transfor-
marlas (véase Morán-López (1982)).

35 Véase Rosenzweig-Schultz (1983).
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estudio se construyó una variable continua para cada región indican-
do el orden promedio de nacimiento para cada una. Esta variable fue
el índice de orden de nacimiento.36

b Leche distribuida a embarazadas, lactantes y nodrizas, y a los
niñas de 6 a 23 meses. Estas tres variables se incluyen separada-
mente para examinar en qué grupos ha sido más efectiva (en térmi-
nos de reducir la mortalidad) la distribución de leche. De acuerdo a
los indicadores de nutrición para un apreciable número de niños en
control la desnutrición leve descendió de 12.1 a 7.8 por ciento, la
moderada de 2.7 a 0.9 por ciento y la grave de 0.7 a 0.1 por ciento de
los niños en control entre 1975 y 1982.37 Estas mejoras en la nutri-
ción pueden haber contribuido significativamente a reducir la morta-
lidad. Varios aspectos complican, sin embargo, el análisis estadístico
de estas variables: i) cada una de estas variables se expresa por
nacido vivo, lo que puede traer algunos errores de medida (por esta
razón se excluyó la leche distribuida a los preescolares); ii) las
diferencias en la leche distribuida a nivel regional se deben básica-
mente a diferencias en participación en los programas. Estas diferen-
cias en participación se explican en gran parte por diferencias so-
cioeconómicas de las familias en las regiones. Así, por ejemplo, es
de esperarse una mayor participación en una región más pobre que
en una rica. Debido a que las comunas más pobres tienen mayor
mortalidad, la leche distribuida por región dependería indirectamente
de la mortalidad de esa región; iii) el sector público, a través de sus
programas Ofasa y Conín, dirige una mayor cantidad de leche a los
niños desnutridos y con un mayor riesgo de mortalidad. Esto haría
que el método de estimación usado en este estudio no sea tal vez el
más apropiado.

36 El índice de orden de nacimiento es:

Σ ONij NVij
(IONi =

j
)

Σ NVij
j

que es un promedio ponderado de las órdenes de nacimiento regionales de cada año.
ONij es el orden j (1, 2, ... 10) de nacimiento en la región i; NVij es el número de nacidos vivos
en el orden j en la región i (1, 2, ... 13).

37 Para evaluaciones del Programa de Alimentación Complementaria (PNAC) véanse
Covarrubias-Torche (1980) N; Harbert-Scandizzo (1982).
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CUADRO 13 CHILE: DISPONIBILIDAD DE CAMAS DEL SISTEMA NACIONAL DE SERVI-

CIOS DE SALUD (SNSS)A

Tasas de crecimiento por período
1965 1970 1975 1980 1982 1965 1970 1975 1980 1970

- 70 - 75 - 80 - 82 - 82

Total 31.146 33.611 33.772 33.879 33.904 8,0 0,5 0,3 0,1 0,9
Medicina 4.746 5.427 5.076 5.129 5.159 14,3 -6,5 1,0 0,6 -4,9
Cirugía 3.876 3.855 3.759 3.861 3.967 -0,5 -2,5 2,7 2,7 2,9
Obstetricia 3.179 3.682 4.368 4.933 5.054 15,8 18,6 12,9 2,5 37,3
Pediatría 5.083 6.163 7.200 7.419 7.380 21,2 16,8 3,0 -0,5 19,7
Fisiología 4.443 3.172 1.943 1.012 996 -28,6 -38,7 -47,9 -1,6 -68,6
Otras

Especialidades 6.498 8.552 8.787 8.279 8.270 31,6 2,7 -5,8 0,1 -3,3
Indiferenciado

sala 2.160 1.438 1.377 1.852 1.770 -33,4 -4,2 34,5 -4,4 23,1
Indeferenciado

Pensionado 1.161 1.322 1.262 1.394 1.308 13,9 -4,5 10,5 -6,2 1,1

a La información para 1965-1975 corresponde a la disponibilidad de camas del Servicio
Nacional de Salud.

Fuente: Ministerio de Salud, Anuario de Egresos Hospitalarios 1965; Anuario de
Atenciones y Recursos 1975, 1980, 1982. Instituto Nacional de Estadísticas, Estadísticas de
Salud 1970.

c Consultas médicas maternales, a los niños, y consultas de enfer-
meras. Estas dos variables se incluyen para investigar el efecto que
las consultas médicas han tenido sobre la mortalidad. Las consultas
médicas maternales han tenido que ver con el control del embarazo,
la atención del parto y puerperio. Debido al gran aumento que ha
experimentado la atención profesional del parto (de 81.6 por ciento
en 1970 a 92.0 por ciento en 1981), las consultas médicas a las
madres pueden haber contribuido a reducir la mortalidad infantil
todo lo demás constante. Las consultas médicas a los niños (consul-
tas de morbilidad y de control) también pueden haber contribuido al
descenso en la mortalidad. Estas variables obtenidas por nacido vivo
pueden presentar: i) problemas de medición al incluirse todas las
consultas a las madres y a los niños menores de 15 años. En rigor
debieran ser sólo las consultas a las madres con nacidos vivos cada
año y las consultas a estos niños solamente; ii) problemas al estar
relacionados regionalmente con una mayor mortalidad (si, por ejem-
plo, en regiones de una tradicionalmente mayor mortalidad se au-
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CUADRO 14 CHILE: EGRESOS HOSPITALARIOS, SISTEMA NACIONAL DE SERVICIOS

DE SALUD (SNSS)a

Años Total egresos hospitalarios Promedio días estada

1965 728.036 13,0
1970 793.839 11,6
1975 887.769 11,2
1980 993.090 9,7
1982 1.028.392 8,8

Cambios porcentuales por períodob

1965-70 9,0 10,1
1970-75 11,8 3,4
1975-80 11,9 13,4
1980-82 3,6 9,3
1970-82 29,5 24,1

a Para los años 1965-75 la información corresponde a los egresos del Servicio Nacional
de Salud (SNS).

b Cálculos del autor.

Fuente: Ministerio de Salud, Anuario de Egresos Hospitalarios 1965, Anuario de
Atenciones y Recursos, anexo de Indicadores Biodemográficos 1982. Instituto Nacional de
Estadísticas, Estadísticas de Salud 1970. Egresos Hospitalarios.

menta el control del embarazo y la atención profesional del parto); y
iii) problemas de alta colinealidad entre las consultas a las madres y
los niños y entre éstas y la leche distribuida a los niños (a través del
programa del control del niño sano).

d Edad de la madre. Esta variable es para investigar si las diferen-
cias regionales y a través del tiempo en la mortalidad se deban a
cambios en la estructura de edad de las madres. Se construye un
índice que es un promedio ponderado de los nacimientos de las
madres por edades.38

38 El índice de edad de la madre es:
Σ Edij NVij

(IEMi =
j

)
Σ NVijj

Edij: edad j (en tramos de cinco años a partir de 15 años) de la madre en la región i;
NVij: nacidos vivos de madres de edad j en la región i.
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e Proporción de nacidos vivos de madres casadas. El estado civil de
la madre ha sido importante en muchos estudios para determinar el
tamaño familiar y la mortalidad de los hijos. Aunque Chile no ha
sufrido grandes cambios en la proporción de nacidos vivos de ma-
dres casadas de 1975 a 1982 es posible que existan diferencias
regionales importantes en esta variable que contribuyan a explicar
los cambios en la tasa de mortalidad. El efecto esperado es que una
mayor estabilidad de la unión ayude a reducir la mortalidad de los
hijos, en parte por el efecto económico como por el efecto afectivo.

f Población cubierta con agua potable y alcantarillado. El agua
potable y alcantarillado son indispensables para la buena higiene de
las familias. La contaminación del agua es causante de muchas en-
fermedades, en muchos casos letales para los niños. La falta de
eliminación de excretas contamina el ambiente y propicia la disemi-
nación de gérmenes y enfermedades. Una mejora en la disponibili-
dad de estos servicios se espera que contribuya significativamente a
reducir la incidencia de enfermedades y la mortalidad. La variable
usada en este estudio es la cobertura urbana de estos servicios en
relación a población total de la región, puesto que no se pudo conse-
guir la disponibilidad rural.

g La tasa de mortalidad de los mayores de un año. Se ha sugerido
en la literatura reciente en Chile que el mayor gasto de recursos
públicos en los niños y sus madres ha sido posible en parte por la
reducción de los servicios ofrecidos a los otros grupos de la pobla-
ción. Esta variable trata de captar esta posible sustitución en los
recursos (y en las tasas de mortalidad) entre los menores y los
mayores de un año. Un estudio más completo debiera investigar no
sólo el efecto que la sustitución en los recursos tiene sobre las tasas
de mortalidad sino también sobre la morbilidad de la población.

5.3 Resultados obtenidos

El Cuadro 18 muestra las medias, desviaciones standard y los coefi-
cientes de variación de las variables usadas en el análisis de regresión para
los años 1975, 1980 y 1982. Aquí se ven resumidas las tendencias de las
variables estudiadas a nivel agregado en la sección 4 de este estudio. Lo que
más llama la atención de este Cuadro es que para todas las variables (excep-
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CUADRO 15 CHILE: KILOS DE LECHE Y MEZCLAS PROTEICAS TOTALES DISTRIBUIDOS

SISTEMA NACIONAL DE SERVICIOS DE SALUD (SNSS)

Año Kilogramos distribuidos Indice

1970 12.695.368 100,0
1971 19.548.162 154,0
1972 20.064.644 158,0
1973 21.292.847 167,7
1974 23.982.507 188,9
1975 27.399.430 215,8
1976 30.146.770a 237,5
1977 36.913.270a 290,8
1978 29.826.536 234,9
1979 28.718.760 226,2
1980 29.214.871 230,1
1981 29.782.354 234,6
1982 30.287.061 238,6

a La información de Ofasa (Programa de Control del Niño con Déficit Nutricional) fue
obtenida de Inual. Publicado en Foxley y Raczynski (1983).

Fuente: INE, Estadísticas de Salud años 1970 a 1982.

Nota: La información publicada corresponde a las raciones entregadas por Sermena
para los años 1971 a 1977; y por el Servicio Nacional de Salud (SNS) para todos los años:
abarca los programas PNAC (Programa Nacional de Alimentación Complementaria) para los
años 1970 a 1982 y Ofasa (Programa de Control del Niño con Déficit Nutricional) para los
años 1976 a 1982; en 1982 Ofasa es reemplazado por PNAC focalizado.

to las consultas médicas maternales y los nacidos de madres casadas)
hubo una reducción apreciable en las diferencias regionales entre 1975-
1982. Así, por ejemplo, el coeficiente de variación de la mortalidad infan-
til se redujo de .316 en 1976 a .239 en 1982.39 El cuadro 19 muestra la
matriz de correlación.

39 No se incluyó en el cuadro el coeficiente de variación para 1975 que fue de
.259 porque parece anormal para este año en vista de los coeficientes para 1976 (.316),
1977 (.347), 1978 (.302), 1979 (.317), 1980 (.282), 1981 (.258) y 1982 (.239). De esta
forma es de 1980 en adelante que se han reducido rápidamente las diferencias regionales
en la mortalidad infantil.
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CUADRO 16 CHILE: VALOR AGREGADO PÚBLICO Y PRIVADO EN SALUD

(MILLONES DE PESOS DE 1978)

Valor Indice Valor Indice Valor Agre- Valor Agregado
Agregado (1970=100) Agregado (1970=100) gado Privado  Total Salud
Público Privado Valor Agregado Prod. Geog.

Total Bruto
Años 1 2 3 4 5 6

1960 4.642,9 85,4 6.983,2 89,3 60,1 3,97
1969 5.361,4 98,6 7.540,9 96,4 58,4 2,97
1970 5.439,1 100,0 7.817,7 100,0 58,9 2,99
1971 5.578,2 102,6 8.116,2 103,8 59,2 2,87
1972 5.697,2 104,7 8.265,2 105,7 59,2 2,92
1973 5.479,8 100,7 8.254,5 105,6 60,1 3,04
1974 5.529,4 101,7 8.683,5 111,1 61,1 3,12
1975 5.512,3 101,3 8.463,2 108,3 60,6 3,53
1976 5.748,5 105,7 8.811,5 112,7 60,5 3,55
1977 5.761,5 105,9 9.204,4 117,7 61,5 3,32
1978 5.733,0 105,4 9.722,6 124,4 62,9 3,17
1979 6.073,5 111,7 10.254,6 131,2 62,8 3,09
1980 6.209,5 114,2 10.730,6 137,3 63,3 2,98
1981 6.389,6 117,5 10.873,1 139,1 63,0 2,87
1982 6.777,6 124,6 9.269,4 118,6 57,8 3,11
1983 6.707,9 123,3 8.935,7 114,3 57,1 3,06

Fuente: Cálculos del autor en base a cifras no publicadas de la División de Cuentas
Nacionales del Banco Central de Chile.

CUADRO 17 CHILE: GASTO PÚBLICO Y FISCAL EN SALUD COMO PORCENTAJES DEL

PRODUCTO GEOGRÁFICO BRUTO (PGB)

Gasto Minsal. PGB Gasto Fiscal PGB
Años 1 2 1 2

1969 - - - -
1970 2,89 3,35 1,41 1,83

1974 2,95 3,28 1,99 1,59
1975 3,64 3,22 1,89 1,32
1976 3,65 2,90 1,73 1,36
1977 2,96 2,80 1,51 1,36
1978 2,96 2,96 1,38 1,38
1979 3,29 3,00 1,32 1,17
1980 3,07 2,90 1,53 1,40
1981 3,06 3,01 1,46 1,40
1982 3,50 3,48 1,59 1,58
1983 3,22 2,90 1,44 1,30

Fuente: La columna 1 se obtiene dividiendo el gasto del Ministerio de Salud real (deflacta-
do por una combinación del deflactor del valor bruto de la producción de salud pública y privada de
.70 y .30) y el Producto Geográfico Bruto real (deflactado por su deflactor implícito). La columna 2
se obtiene dividiendo las cifras nominales. La columna 3 se obtiene en base a las cifras reales de
gasto fiscal y la 4 en base a las cifras nominales Para 1983 las cifras del Ministerio de Salud no
incluyen inversiones del Fondo Nacional de Desarrollo Regional ni del Fondo Social en salud y en
consecuencia, son provisorias. Para el gasto fiscal se consideró el aporte fiscal al sector que fue de
20.033 millones de pesos (de acuerdo a información proporcionada por el Ministerio de Salud).
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CUADRO 18 MEDIAS, DESVIACIONES STANDARD Y COEFICIENTES DE VARIACIÓN DE

LAS VARIABLES USADAS EN LAS REGRESIONES, 1975, 1980, 1982

(DESVIACIONES STANDARD ENTRE PARÉNTESIS)

1975 1980 1982

Medias Coef. Medias Coef. Medias Coef.
Variables (var.) variac. (var.) variac. (var.) variac.

Tasa mortalidad infantil 66,8a .316 38,6 .282 27,2 .239
(21,1) (10,9) ( 6,5)

Indice orden de nacimiento 2,8 .143 2,3 .087 2,3 .082
( 0,4) ( 0,2) ( 0,2)

Leche distribuida/nacido vivo:
A embarazadas (kilos) 7,2 .125 10,9 .046 16,5 .073

(0,9) (0,5) (1,2)
A lactantes (kilos) 26,1 .192 33,9 .079 31,7 .117

( 5,0) ( 2,7) ( 3,7)
A menores y

nodrizas (kilos) 16,0 .194 19,3 .067 18,0 .078
( 3,1) ( 1,3) ( 1,4)

Consultas/nacido vivo:
Médicas maternales 3,1 .355 4,9 .449 5,2 .385

( 1,1) ( 2,2) ( 2,0)
Médicas a niños 14,2 .246 19,3 .192 21,8 .206

( 3,5) ( 3,7) ( 4,5)
De enfermeras 7,2 .430 14,0 .257 15,2 .210

( 3,1) ( 3,6) ( 3,2)
Indice de edad de la
madre (años) 25,6 .031 25,3 .016 25,4 .012

( 0,8) ( 0,4) ( 0,3)
Nacidos vivos madres
casadasb (%) 0,8 .078 0,7 .084 0,7 .089

( 0,1) ( 0,1) ( 0,1)

Población urbana cubierta con:b

Agua potable (%) 0,5 .283 0,7 .239 0,7 .232
( 0,1) ( 0,2) ( 0,2)

Alcantarillado (%) 0,3 .517 0,4 .488 0,4 .455
( 0,1) ( 0,2) ( 0,2)

a Corresponde a 1976.
b El coeficiente de variación se calcula con las cifras sin aproximar a un dígito.

Nota: El coeficiente de variación es la razón entre la desviación standard y la media.
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CUADRO 19 MATRIZ DE CORRELACIONES SIMPLES ENTRE LAS VARIABLES USADAS

EN LAS REGRESIONES

(NIVEL DE SIGNIFICACIÓN ESTADÍSTICA ENTRE PARÉNTESIS)

TMI  ION  LEM  LLA  LMN CMM CMN CEN IEM NMC PCP PCA TMM

TMI 1,00
ION .76 1,00

(.001 )
LEM  -.55 -.37 1,00

(.001 ) (.001 )
LLA  .12 .16 .34 1,00

(.117 ) (.057) (.001)
LMN .13 .05 .31 .82 1,00

(.097)  (.312)  (.001) (.001)
CMM -.26  -.35  .36 .03 .13 1,00

(.003)  (.001)  (.001)  (.364)  (.090)
CMN  -.44 -.58 .51 .07 .02 .77 1,00

(.001) (.001) (.001)  (.226)  (.420)  (.001)
CEN  -.36 -.40 .64 .25 .31 .55 .55 1,00

(.001)  (.001)  (.001)  (.009)  (.001)  (.001)  (.001)
IEM .19  .25 -.01 .20 .04 -.28  -.16 -.13 1,00

(.025)  (.001)  (.435)  (.020)  (.335)  (.002)  (.049)  (.094)
NMC .26 .10  -.38 .01 -.05  -.32 -.11 -.41 .61 1,00

(.003)  (.161)  (.001) (.440)  (.279)  (.001) (.140)  (.001)  (.001)
PCP -.74 -.78 .24 -.32 -.13 .18 .25 .22 -.27 -.24 1,00

(.001)  (.001)  (.006) (.001) (.099) (.029) (.005) (.14) (.003) (.007)
PCA -.71 -.75 .13 -.30 -.25 -.09 .18 -.01  -.07  .11 .82 1,00

(.001)  (.001)  (.090) (.001)  (.006)  (.165) (.031)  (.463)  (.225) (.130) (.001)
TMM . 24  .20 -.27 .15 .02 -.49 -.29 -.22 .25 .60 -.29 -.02  1,00

(.008) (.019) (.003)  (.063)  (.406)  (.001)  (.001)  (.013)  (.006)  (.001)  (.001)  (.417)

TMI : Tasa de mortalidad infantil
ION : Indice orden de nacimiento
LEM : Leche a embarazadas por nacido vivo
LLA : Leche a lactantes por nacido vivo
LMN : Leche a menores y nodrizas por nacido vivo
CMM : Consultas médicas maternales por nacido vivo
CMN : Consultas médicas a niños por nacido vivo
CEN : Consultas de enfermeras por nacido vivo
IEM : Indice edad de la madre
NMC : Nacidos vivos madres casadas
PCP : Población cubierta con agua potable (urbana)
PCA : Población cubierta con alcantarillado (urbano)
TMM : Tasa de mortalidad mayor de un año

El Cuadro 20 muestra los resultados preliminares de estimar por míni-
mos cuadrados ordinarios las funciones lineales entre la tasa de mortalidad
infantil y las variables que se identificaron anteriormente como determinantes
de la mortalidad infantil. Además de la estimación donde se incluyeron simultá-
neamente todas las variables independientes, se hicieron doce más, relacionan-
do la tasa de mortalidad infantil con una sola variable independiente cada vez.
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CUADRO 20 VARIABLES DETERMINANTES DE LA MORTALIDAD INFANTIL 1975-1982

(ESTADÍSTICO “T” ENTRE PARÉNTESIS)

Variables explicativas Mínimos cuadrados Mínimos cuadrados
ordinarios (MCO) ordinarios

(todas las var.) (Una variab. cada vez)
B Betaa B Betaa

Orden de nacimiento 17,27 .28 46,31 .76
(2,46) (11,40)

Leche distribuida/nacido vivo:
A embarazadas (kilos) -2,88 -.41 -3,85 -.55

(5,37) (6,71)
A lactantes (kilos) -0,91 -.21 .50 .12

(1,85) (1,19)
A menores y nodrizas (kilos) 2,62 .32 1,05 .13

(2,84) (1,30)
Consultas/nacido vivo:
Médicas maternales -.29 -.27 .28 -.26

(2,55) (2,77)
Médicas a niños .11 .21 .22 -.44

(1,76) (5,00)
De enfermeras .30 .06 .18 -.36

(.74) (3,88)
Indice de edad de la madre (años) -.19) -.01 3,46 .19

(.12) (1,98)
Nacidos vivos madres casadas (%) 36,39 .13 73,37 .26

(1,06) (2,75)
Población urbana cubierta con:
Agua potable (%) -11,80 -.10 87,51 -.74

(.76) (10,98)
Alcantarillado (% ) -46,38 -.43 76,78 -.71

(3,28) (10,23)
Tasa de mortalidad mayores de

un año -2,02 -.08 5,98 .24
 (1,00) (2,47)

Constante 23,07
R2 (ajustado) .783
Error standard 9,284
F 31,989
Número de observaciones 104 104

a Beta: Coeficiente de regresión cuando las variables son standarizadas (todas tienen
varianza igual a uno). Son iguales a los coeficientes de correlación.

Esto para examinar el sesgo que se tiene en las estimaciones cuando
se omiten variables que conjunta o separadamente pueden afectar la morta-
lidad infantil. En la ecuación con todas las variables resultó estadísticamen-
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te significativo el orden de nacimiento, indicando que, l o demás constante,
cuanto menor es el número de hijos que tienen las familias, menor es la
mortalidad infantil. Desafortunadamente no se sabe si esa relación es pro-
ducto de efectos biológicos o de relaciones de comportamiento entre las dos
variables.

El aumento en la leche a embarazadas y lactantes, todo lo demás
constante, también ha contribuido significativamente a la reducción de la
mortalidad en Chile. Tanto el efecto como la significación estadística es
mucho mayor (3,2 veces) para la leche distribuida a las embarazadas que a
los lactantes y nodrizas.

La leche distribuida a los menores (entre 6 y 23 meses) está relacio-
nada fuertemente con la mortalidad, pero presenta un efecto positivo: a
mayor leche distribuida mayor la mortalidad infantil, todo lo demás cons-
tante. Este es claramente un efecto inesperado. Esto puede deberse, sin
embargo, a sesgos de simultaneidad: es decir, en aquellas regiones donde se
presenta una mayor mortalidad de niños (por desnutrición, orfandad, aban-
dono) es más probable que se distribuya más leche a los niños (programas
de Ofasa y Conín).40

Las consultas médicas maternales han contribuido significativamen-
te a reducir la mortalidad en Chile, todo lo demás constan te. No ocurre lo
mismo con las consultas médicas a los niños ni las consultas de enfermeras.
En el caso de las consultas médicas a los niños el efecto es positivo (aunque
no muy estadísticamente significativo) indicando que a mayores consultas
mayor mortalidad. Esto puede deberse también a sesgos de simultaneidad
presentes (a mayor mortalidad experimentada en la región mayor las con-
sultas preventivas a los niños).41

Ni la edad de las madres ni su estado civil fueron importantes
en reducir la mortalidad, cuando el resto de variables se mantuvieron
constantes.

La proporción de la población urbana cubierta con agua potable en
Chile contribuyó a la reducción de la mortalidad, pero su efecto no fue
estadísticamente significativo. El efecto importante fue el que ocurrió para
la población cubierta con alcantarillado público. Es en estas dos variables,
sin embargo, donde se manifiestan más claramente los problemas de multi-

40 Estimaciones preliminares de la ecuación de mortalidad por mínimos cuadrados en
dos etapas, indican que el coeficiente de esta variable cambia de positivo a negativo y pasa a ser
estadísticamente no significativo.

41 El análisis preliminar de mínimos cuadrados en dos etapas redujo aún más la
significancia estadística de este coeficiente.
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colinealidad siendo ésta muy probablemente la razón para que el efecto del
agua potable no sea significativo.42

Si bien un aumento en la tasa de mortalidad redujo algo la tasa de
mortalidad infantil, su efecto no fue estadísticamente diferente de cero. En
resumen, las variables que contribuyen significativamente a l a reducción en
la mortalidad fueron la reducción en la natalidad (por familia), el aumento
de la leche distribuida a embarazadas y lactantes, las consultas médicas
maternales y el aumento en la cobertura urbana de alcantarillado público.

Estos resultados de regresión múltiple contrastan con los obten idos
en el análisis univariable, en que cada vez se introduce una sola variable
independiente (y una constante). Los resultados de estas ecuaciones mues-
tran en general coeficientes mucho mayores que los obtenidos del análisis
de regresión múltiple y presentan los signos y significancia estadística
esperadas en casi todos los casos. Llama la atención el que de la leche
distribuida a los diferentes grupos, sólo la leche distribuida a las embaraza-
das es estadísticamente significativa (y con el signo correcto) y que todas
las consultas efectuadas (maternal es, niños y de enfermeras) están fuerte-
mente asociadas a la reducción de la mortalidad (mucho más las consultas
maternales, luego las de niños, y después la de enfermeras).

Las madres de más edad experimentan una mayor mortalidad de sus
hijos que la que experimentan las más jóvenes y las madres casadas una
mayor mortalidad de sus hijos que las no casadas. Este último es un resulta-
do inesperado. Tomadas separadamente tanto la mayor cobertura de agua
potable como de alcantarillado público ha contribuido significativamente a
reducir la mortalidad en Chile.

Finalmente, la mortalidad infantil y la de mayores de un año están
positivamente relacionadas (es decir, en regiones de mayor mortalidad de
los mayores de un año hay mayor mortalidad infantil).

En resumen, de los resultados vistos en conjunto puede concluirse:

1 Que se han reducido fuertemente (a partir de 1980) las diferencias
regionales que existían en las tasas de mortalidad y en varios recur-
sos (insumos) de salud.

2 Que la reducción en el tamaño familiar y los programas a las emba-
razadas (leche y consultas) son de los factores que más han contri-
buido a la reducción de la mortalidad en Chile.

42 En efecto, cuando en la regresión se excluye la variable alcantarillado, el agua
potable se vuelve fuertemente significativa.
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3 Que los programas a los niños (leche, consultas) han contribuido
también, aunque en menor proporción a la reducción en la mortali-
dad infantil.

4 Que el aumento en la cobertura de agua potable y alcantarillado, en
especial este último, ha sido uno de los factores que han contribuido
significativamente a reducir la mortalidad infantil a través del tiempo
y a reducir las fuertes diferencias regionales que en ella existía.

6 Resumen y Conclusiones

El objetivo principal de este trabajo fue el de examinar las causas
que determinan la fuerte reducción que experimentó la tasa de mortalidad
infantil chilena desde 1960, y la aceleración en el descenso que en ella
ocurrió de 1976 en adelante. Para esto se empezó por anal izar el contexto
socioeconómico chileno de 1960 en adelante, con especial atención a la
década de 1970. La revisión de antecedentes (para ubicar el contexto so-
cioeconómico de los cambios en la mortalidad) fue difícil, sin embargo,
debido a las grandes discrepancias que existían en las cifras de empleo,
remuneraciones reales, inflación y gasto público social total (y por secto-
res). En atención a esto, se dedicó bastante esfuerzo a compatibilizar las
diferentes cifras, tratan do de encontrar y explicar las diferencias que ellas
presentaban (secciones 3 y 4). Después se procedió, en base a una metodo-
logía sencilla, a cuantificar el efecto que algunos factores han tenido sobre
la mortalidad infantil en Chile.

Del análisis de los antecedentes socioeconómicos chilenos puede
concluirse que Chile desde la década de 1960 ha experimentado un bajo
crecimiento del producto per cápita, bajo crecimiento del empleo y de las
remuneraciones reales. La década de 1970 se caracterizó, no obstante, por
profundos cambios (caídas y subidas) en estos tres indicadores, cambios
que describen la situación socioeconómica de 1973, la fuerte recesión de
1975, la recuperación económica de 19771981, y la fuerte recesión de
1982,1983. El gasto público per cápita realizado en los sectores sociales
(educación, vivienda, salud, trabajo) no pudo sustraerse a estos cambios
presentando descensos en 1975 y 1976, recuperación de 1977 a 1981, y
descenso luego en 1982 y 1983.

El gasto per cápita en salud para la década de 1970 presentó una
evolución similar a la del gasto público per cápita social total. No obstante
de 1974 en adelante varió marcadamente el destino que tuvo dicho gasto:
disminuyó relativamente el gasto en personal y especial mente en inversión
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y aumentó el gasto en transferencias y en bienes y servicios. La reducción
relativa de gasto en personal pudo deberse en parte al cambio que ocurrió
(ya desde 1965) en la estructura de contrataciones del sector salud (aumento
relativamente más alto de auxiliares, enfermeras y matronas que de médi-
cos) y en parte a una reducción de los salarios reales, en especial en 1973,
1975,1982 y 1983.

La reducción en la inversión real pudo deberse al énfasis que dio el
Ministerio de Salud a la atención primaria, para lo cual, aparto de concluir
nuevas obras de infraestructura, emprendió la modernización, racionaliza-
ción y readecuación de la infraestructura existente, y la construcción de
consultorios y postas de salud. El gasto en transferencias aumentó principal-
mente por el gasto realizado en el Programa Nacional de Alimentación
Complementaria.

Si bien la disponibilidad de camas del Servicio Nacional de Salud y
el número de personas empleadas varió sólo levemente de 1970 a 1980,
hubo un aumento apreciable en las consultas realizadas (a adultos, madres,
niños y de urgencia) y en los egresos hospitalarios del sistema de salud.
Esto junto con la reducción en el promedio de días de estada en los hospita-
les, reflejó en parte el cambio en el tipo de atenciones prestadas (a la madre
y al niño preferentemente) y en parte una mayor utilización de los recursos
físicos y humanos existentes.

El gasto privado en salud (medido por el valor agregado de la salud
privada de Cuentas Nacionales) creció entre 1960 y 1970, en 12 por ciento,
y entre 1970 y 1980 en 37.3 por ciento. Este gasto creció muy rápidamente a
partir de 1977 y se vio fuertemente afectado, como era de esperarse, por la
recesión de 1982 y 1983.

El contexto económico propiamente tal (producto, empleo, remune-
raciones reales) es posible que no haya afectado directamente a la mortali-
dad (aunque sin conocer el impacto que los programas social es han tenido
sobre la distribución del ingreso es imposible definir el contexto socioeco-
nómico apropiado). Sin embargo, es posible que estos factores hayan afec-
tado a la mortalidad infantil indirectamente: a través de la natalidad. La
natalidad, tanto en Chile como en muchos otros países desarrollados y
subdesarrollados, es procíclica en el corto plazo, no obstante, que presenta
una tendencia hacia el descenso en el largo plazo.

Los cambios ocurridos en el destino del gasto público en salud, con
su énfasis en el cuidado de la madre y del niño y los cambios ocurridos en la
educación de la madre, la natalidad, y en la cobertura urbana de agua
potable y alcantarillado, contribuyeron significativamente a la reducción de
la mortalidad infantil en Chile entre regiones y a través del tiempo. El
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análisis de regresión (si bien presenta algunos problemas econométricos)
llevó a concluir que: 1) Una de las fuentes de reducción en la tasa de
mortalidad infantil de todo Chile (que aparentemente no se había presentado
hasta 1979) fue la reducción en las diferencias regionales que muestran las
tasas de mortalidad infantil en Chile. Esto se produjo con la reducción en las
diferencias regionales que presentaban la natalidad, la participación en los
programas de leche, las consultas médicas a los niños, las consultas de
enfermeras y la cobertura urbana de agua potable y alcantarillado; 2) la
reducción en la natalidad y los programas a las embarazadas (leche y
consultas) son de los factores que más han contribuido a la reducción de la
mortalidad infantil; 3) los programas a los niños (leche, consultas) han
contribuido también, aunque en menor proporción que los programas a las
madres, a la reducción de la mortalidad; 4) el aumento en la cobertura
urbana de agua potable y alcantarillado, en especial este último, ha contri-
buido significativamente a la reducción de las diferencias regionales que
presentan las tasas de mortalidad infantil en Chile y a reducir las tasas a
través del tiempo.
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Comentario de la Srta. Dagmar Raczynski:

En primer lugar, deseo agradecer al CEP y a Tarsicio Castañeda
la oportunidad de comentar su trabajo, que se integra a una serie de
otros esfuerzos realizados en los últimos años sobre el tema. Leí el
trabajo con gran interés ya que en 1981 junto con César Oyarzo pu-
blicamos un documento sobre el mismo tema ("¿Por qué cae la tasa
de mortalidad infantil en Chile?", Colección Estudios Cieplan 6, di-
ciembre). Las conclusiones a que llegamos no difieren en lo sustanti-
vo de las conclusiones del trabajo que se comenta.

Me voy a permitir resumir brevemente las principales conclu-
siones del trabajo del año 1981, para después entrar a comentar al-
gunos puntos específicos del trabajo de Tarsicio Castañeda.

En la investigación que realizamos, cubriendo el período 1974-
1979, constatamos, primero, que a pesar de la fuerte recesión eco-
nómica que afectó al país en 1975-76 y del impacto negativo que la
política económica en aplicación tuvo sobre la situación de empleo,
salarios y remuneraciones y más en general, sobre el nivel de vida
imperante en los estratos de menor ingreso, la tasa de mortalidad in-
fantil continuó descendiendo al ritmo en que lo había hecho desde
mediados de la década del 60. Segundo, partiendo de esta compro-
bación el trabajo contrastó dos grandes hipótesis complementarias
que intentaban dar cuenta de esta tendencia en la mortalidad infan-
til.

La primera hipótesis decía relación a la evolución experimenta-
da por la tasa de natalidad y su impacto sobre la mortalidad infantil.
La tasa de natalidad cayó sustancialmente en la década del 70; en
1975, y en los años siguientes el número de nacimientos disminuyó
en términos absolutos. El descenso en el número de nacimientos
afecta los riesgos de muerte de la población infantil, al menos de
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dos maneras: i) facilita la atención profesional pre, durante y post
parto, al disminuir la presión sobre los recursos obstétricos y pediá-
tricos del sistema de salud; ii) el descenso del número de nacimien-
tos y de la tasa de natalidad comúnmente va asociado, y así sucede
en Chile, con cambios en la estructura de los nacimientos, en el sen-
tido de que éstos se concentran crecientemente en estratos demo-
gráficos y sociales que implican menor riesgo de muerte. Para verifi-
car la importancia de estos cambios sobre el descenso en la mortali-
dad infantil se estimó el impacto que las modificaciones en la es-
tructura de los nacimientos según edad y educación de la madre y
orden de paridad tuvieron sobre la caída en la tasa de mortalidad in-
fantil, llegando a concluir que estas modificaciones son responsables
entre un 25 y un 27 por ciento del descenso y que el factor más im-
portante es la reducción del número de nacimientos en madres de
menor nivel de instrucción. También resultó significativo el factor
orden de paridad. Estos resultados fueron reiterados después por un
trabajo de la Dra. Erika Taucher, aquí presente.

La segunda gran hipótesis de nuestro trabajo sostenía que la
caída en la mortalidad infantil se podía atribuir en grado importan-
te a las prestaciones médicas y paramédicas entregadas por el sector
público de salud a la población materno-infantil. Para contrastar es-
ta hipótesis se aunó información sobre el gasto público en salud
per cápita, sobre la composición o el destino de este gasto, sobre las
prioridades definidas en la política de salud hacia las personas, sobre
los recursos humanos y materiales destinados a la población mater-
no-infantil y sobre los programas de intervención en nutrición y ali-
mentación. Los resultados indicaron que, a pesar de una caída en el
gasto público en salud per cápita durante el período, hubo una ex-
pansión notable de las prestaciones de salud y nutrición materno-
infantiles. Ello fue posible por la conjunción de varios factores: la
casi totalidad del gasto público se destinó a gastos de operación en
desmedro de gastos de inversión; hubo una caída en las remunera-
ciones reales durante el período; se hizo una redistribución del per-
sonal en desmedro de los médicos y en favor del personal paramé-
dico: enfermeras, matronas, auxiliares, dentro del marco de una po-
lítica de salud altamente selectiva, centrada en la atención primaria
de la madre y del niño menor de seis años, en áreas rurales y urba-
nas periféricas que combina las prestaciones de salud preventiva y
curativa con programas de intervención nutricional muy efectivos.

Como puede apreciarse, los resultados de nuestro estudio no
están en desacuerdo con aquellos a los cuales llega Tarsicio Casta-
ñeda en su documento. No obstante ello, voy a entrar a discutir al-
gunos de los planteamientos contenidos en dicho documento. En
esta discusión seguiré el orden de su exposición, esto es, 1) evolu-
ción de la tasa de mortalidad infantil; 2) contexto socioeconómico
chileno entre 1960 y 1983; 3) gasto público en salud y su composi-
ción y, por último, 4) modelo sobre los determinantes de la morta-
lidad infantil.
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1 Evolución de la Tasa de Mortalidad Infantil

En el trabajo se enfatiza el descenso en la tasa de mortalidad
infantil a partir de 1975. Si miramos las cifras de año en año entre
1920 y 1982, comprobamos que hay un descenso sostenido de la ta-
sa de mortalidad infanti l y a un ritmo similar a partir más o menos
de 1965. Por otra parte, asumiendo una perspectiva de más largo
plazo, se observa que hubo un descenso, también muy fuerte y sos-
tenido, en la tasa de mortalidad infantil del país entre 1935 y 1950.
La tasa que en la década del 20 fluctuaba entre 250 y 200 por mil
decesos de menores de 1 año nacidos vivos se redujo a menos de la
mitad, al nivel de 100-120 por mil en 1950; ahí se estanca y se ini-
cia un nuevo período sostenido de descenso en 1965. Trabajos pre-
vios indican que el primer período de descenso, 1935-1950, mantie-
ne una asociación más condicionada por factores relativos al creci-
miento y desarrollo económico del país que por factores relativos al
sistema de atención de salud. Por otra parte, los trabajos en salud
pública y los que ha hecho en nuestro país el Dr. Ernesto Medina in-
dican que cuando la tasa de mortalidad infantil es muy alta, sobre
100, el descenso depende principalmente de factores socioeconómi-
cos más que de factores del sector salud. Cuando se llega a un nivel
más bajo, inferior a 100 u 80, la tasa de mortalidad infantil se torna
más sensible a la organización del sistema de salud y a las prestacio-
nes médicas y paramédicas entregadas. Los factores socioeconómi-
cos continúan pesando, pero pasa a ser relativamente más fácil anu-
lar su impacto adverso sobre los riesgos de muerte de la población
por medio de programas de salud preventivos y curativos.

En el trabajo de Tarsicio Castañeda se enfatiza que hubo una
aceleración del descenso en la caída de la tasa de mortalidad infan-
til a partir de 1975. La conclusión depende de la medida estadística
que se considere. Si se hace por cambio absoluto, en vez de cambio
porcentual por año, no se observa esta aceleración.

El trabajo de Tarsicio Castañeda destaca o detecta una reduc-
ción de las desigualdades regionales en la tasa de mortalidad infan-
til a partir de 1980. Este es un hecho nuevo que rompe una tenden-
cia prevaleciente en el país en las décadas del 60 y del 70, en que
las desigualdades regionales o se mantenían o en algunos años au-
mentaban. Es posible que la reducción de los diferenciales regiona-
les en mortalidad infantil, entre el 80 y el 83, sea consecuencia del
impacto rezagado en el tiempo que tienen las acciones de salud so-
bre la mortalidad. De hecho, análisis más detallados sobre la distri-
bución regional de los recursos materno-infantiles y las acciones ma-
terno-infantiles desplegados por el sector público muestran que en
esos indicadores hay una reducción de las desigualdades regionales
desde 1970 aproximadamente. En consecuencia, es posible que la
reducción reciente de las desigualdades regionales en la tasa de mor-
talidad infantil sea en parte producto de una distribución regional
más igualitaria de los recursos materno-infantiles en los años previos.
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2 Contexto Socioeconómico

Aquí se discute la evolución que han tenido entre 1960 y 1983
una serie de factores que supuestamente inciden sobre la tasa de
mortalidad infantil, tales como el nivel de urbanización, las tasas de
natalidad, la educación básica, media y superior, la cobertura de
agua y alcantarillado, el producto geográfico, el empleo, los salarios
y las modificaciones en la distribución del ingreso. No hay tiempo y
no voy a entrar al detalle de las cifras, las que han sido comentadas
en diversos trabajos. Lo que me gustaría enfatizar es que, si bien se-
gún la información presentada por Castañeda la participación del 40
por ciento más pobre de la población en la distribución del ingreso
se mantiene de 1970 a 1980 en alrededor de un 11 por ciento, sien-
do algo más baja en los ciclos más recesivos de la economía, hay o-
tra fuente referida al año 1969 y 1978 (Instituto Nacional de Esta-
dísticas, Encuesta de Presupuestos Familiares) que indica que el
consumo del quintil más pobre de los hogares es en 1978 un 31 por
ciento más bajo que en 1969 y el consumo del quintil siguiente un
20 por ciento más bajo. Según esta fuente, entonces, hay un dete-
rioro significativo en el nivel de consumo de los hogares más pobres.
Análisis más detallados indican que este deterioro implicó una caí-
da importante en la calidad de la dieta alimenticia de estos hogares
en el sentido de que aumenta en el consumo de masas y se reduce el
de alimentos ricos en proteínas.

3 Gasto Público en Salud

El trabajo que comentamos presenta un análisis muy acucioso
de los distintos escritos al respecto, intentando y logrando descifrar
las discrepancias y su origen. Las discrepancias en las diferentes esti-
maciones sobre el gasto público en salud provienen de los deflacto-
res utilizados. La discusión sobre cuál es el deflactor más adecuado,
sobre cuáles son las bondades de éste o las dificultades de aquél es
un tema para los economistas. Yo soy socióloga y sólo voy a hacer
algunos comentarios laterales.

Es claro, como ya se ha dicho, que la utilización del IPC, como
lo hace el Ministerio de Salud, tiene dos dificultades básicas para ser
utilizado como deflactor del gasto público en salud. Una es que se
han detectado errores metodológicos en el IPC que tienden a subes-
timar la tasa de inflación con particular intensidad entre 1976 y
1978. Al subestimar la inflación obviamente se abultan las cifras so-
bre el gasto. La segunda, señalada por Tarsicio Castañeda, es que al
aplicar el IPC a un sector social como el de la salud, no es represen-
tativo de los artículos que adquiere ese sector. Por esas razones Mar-
shall construyó un deflactor considerando la evolución de los pre-
cios pagados por las instituciones públicas de salud en la adquisición
de los bienes y servicios que componen su gasto.

En el trabajo que comentamos se construye o usa otro deflac-
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tor, que es el deflactor implícito del valor bruto de la producción de
salud privada y pública. Si bien en la exposición oral Tarsicio Casta-
ñeda fundamentó con cierto detalle por qué él construyó este de-
flactor y se desechó el de Marshall, ello no se hace en el trabajo es-
crito. Si entiendo bien, los deflactores implícitos constituyen índi-
ces indirectos en que la variación en los precios, en este caso del sec-
tor salud, se calcula como una relación entre los valores reales esti-
mados por un índice de quantum físico y los nominales obtenidos
directamente de la fuente pertinente. No es, por tanto, en sentido
estricto un índice de precios. Por otra parte, este deflactor presenta
problemas cuando, como es el caso en nuestro país, hay "nuevas
cuentas nacionales" a partir de 1974. Al proyectar ese índice hacia
el año 1970 y 1969, como se hace en el trabajo, hay un problema
de empalme de las "antiguas" y las "nuevas" cuentas que dificultan
la construcción de una serie comparable.

Hay una diferencia de nivel entre la estimación del gasto públi-
co de Marshall y la de Castañeda. No obstante, ambas indican una
caída del gasto público en salud en 1975-76, una recuperación pos-
terior hasta 1982 y una nueva caída en 1983. En ambas estimacio-
nes el gasto público en salud per cápita es en 1983 inferior al de
1970.

4 Determinantes de la Mortalidad Infantil

El trabajo presenta una función de producción lineal en el cual
se postula que la tasa de mortalidad infantil está influida por una
serie de factores, que yo agruparía en cinco tipos: Primero, un fac-
tor relativo al descenso en la fecundidad (natalidad). Segundo, un
conjunto de factores relativos a las características de las madres y
que podría interpretarse como factores culturales que operan a nivel
de la familia (edad de la madre, porcentaje de las madres casadas y
estabilidad de la unión matrimonial). En tercer lugar, el medio am-
biente sanitario, agua y alcantarillado. El cuarto son los programas
de salud y nutrición materno-infantiles, que contemplan distribu-
ción de leche y consultas médicas. El quinto factor, que Castañeda
no mencionó en su exposición, es la tasa de mortalidad de los mayo-
res de 1 año, variable que introduce el análisis para intentar captar
una posible sustitución en los recursos de salud que se dedicaría a
los menores de un año y a los mayores de un año; ello, según dice,
porque algunos trabajos en Chile habrían sugerido que el mayor gas-
to de recursos públicos en los niños y sus madres ha sido posible en
parte por la reducción de los servicios ofrecidos a los otros grupos
de la población.

Hay dos factores que otros trabajos han mostrado como im-
portantes que por razones de disponibilidad de información no se
incluyen en el análisis de regresión: La situación socioeconómica,
(empleo, ingreso, consumo) y los nacimientos según educación de la
madre y orden de paridad. Es probable que si se dispusiera de infor-
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mación sobre estos dos factores y ésta se hubiera incluido en el mo-
delo de regresión múltiple, los resultados hubieran sido parcialmen-
te distintos.

El análisis de regresión múltiple que se presenta plantea una se-
rie de problemas técnicos. Entre éstos quizás el más importante es
el de la multicolinearidad o la no independencia entre las variables
independientes. Sería importante incluir en el trabajo la matriz de
intercorrelaciones simples entre todas las variables, para apreciar co-
mo se da la multicolinearidad.

Por otra parte, es posible que haya interacción entre algunas de
las variables, fenómeno que no es posible detectar por un análisis de
regresión lineal donde se supone que las variables son aditivas y que
no interactúan. En el caso chileno hay interacción entre las variables
referidas a consultas médicas de los niños y las variables referidas a
distribución de la leche, porque los programas funcionan conjunta-
mente y se retroalimentan. Aparentemente también —así lo sugieren
los resultados de un estudio referido a 1970— habría interacción en-
tre factores socioeconómicos y del medio ambiente en que vive el
niño y las acciones de salud desplegadas. Estas últimas sólo tendrían
un efecto favorable sobre el riesgo de morir del niño superado cierto
nivel de pobreza, lo cual demostraría que hay un condicionamiento
y que no es aditivo el efecto.

En cuanto a los resultados positivos del análisis de regresión
múltiple, corresponden a lo que pudiera esperarse a partir de los es-
tudios existentes. Primero, la caída en la fecundidad tiene un efecto
significativo sobre la mortalidad infantil. Segundo, son muy trascen-
dentes los programas de nutrición y salud materno-infantiles, y ter-
cero, son muy importantes las variables agua y alcantarillado. Para
apreciar bien la ponderación o el peso relativo de estas variables se-
ría bueno expresar los coeficientes de regresión en forma estandari-
zada o en alguna unidad que permita comparar el peso relativo de u-
no y otro factor.

Es importante detenerse brevemente en las variables que no re-
sultaron ser estadísticamente significativas y a las cuales el trabajo
casi no hace alusión a pesar de haber postulado que incidirían sobre
la mortalidad infantil. En este caso se halla el conjunto de variables
que se refiere al ambiente familiar o nivel cultural. Los indicadores
que se utilizan son dos: edad promedio de la madre que da a luz y
porcentaje de nacimientos que corresponden a mujeres casadas. Po-
siblemente el primer indicador —edad promedio de la madre— no
resultó ser estadísticamente significativo, porque la relación entre
mortalidad infantil y edad de la madre tiene forma de U. Entonces,
al tomar como indicador el promedio edad, los efectos se anulan.

El porcentaje de mujeres casadas probablemente es un factor
de gran gravitación. Hay un estudio de mortalidad en la niñez, o sea,
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de niños menores de 4 años, que se realizó en diversos países latino-
americanos, entre ellos Chile, en el año 69 ó 70 que comprueba que
la tasa de mortalidad en la niñez en los hogares donde la madre es
casada es mucho menor que la tasa de mortalidad en la niñez en los
hogares donde la madre está en unión libre o es soltera. La mortali-
dad de la niñez en las madres casadas es de 9.2, en las de unión libre
sube a 19 y en las madres solteras es de 25.5.

El análisis realizado tomando como unidad de análisis a cada
una de las trece regiones del país, que son muy heterogéneas, no dio
resultados estadísticamente significativos. Es muy posible que allí
haya un problema de composición de las regiones o de agregación.
Además, puede haber problemas en la confiabilidad de las cifras so-
bre estado civil de las madres extraídas de los certificados de naci-
mientos.

Otra de las variables que incluye Tarsicio Castañeda es la mor-
talidad de mayores de 1 año. Hay una asociación positiva entre mor-
talidad infantil y mortalidad de mayores de 1 año. Existe un coefi-
ciente de regresión positivo, estadísticamente significativo entre las
dos variables. Creo que eso era lo que cabía esperar, porque sabe-
mos que la distribución regional de la tasa de mortalidad infantil es-
tá altamente asociada con la distribución regional de la tasa de mor-
talidad en la niñez que es un componente importante de la tasa de
mortalidad de los mayores de un año. El corte mayor de un año no
es adecuado como indicador de la sustitución de recursos de salud
entre diferentes grupos de edad. Ello, por dos razones principales.
Primero, las políticas y programas de salud en Chile están orienta-
dos a lo materno-infantil y a los niños preescolares. En consecuen-
cia, lo relevante hubiera sido considerar, por ejemplo, la tasa de
mortalidad de los mayores de 15 años. Segundo, en los grupos de e-
dad mayor y en países como Chile que tienen una estructura de en-
fermedades que se aproxima a la de países desarrollados, la tasa de
mortalidad deja de ser un buen indicador de estado de salud de la
población. Eso se observa, por ejemplo, al comprobar que la estruc-
tura de las causas de mortalidad difiere de aquella de las causas de
morbilidad. Siendo así la mortalidad de los mayores de un año no
constituye un indicador de estado de salud de la población adulta ni
de la sustitución de recursos de salud entre diferentes grupos etarios.

Es probable que el énfasis de la política y los programas de sa-
lud sobre el sector materno-infantil ha ido en desmedro de la aten-
ción de salud de sectores poblacionales de mayor edad. No hay evi-
dencia cuantitativa fuerte al respecto, pero sí hay innumerables sín-
tomas. Entre éstos cabe mencionar el incremento en las consultas de
urgencia; las largas listas de espera para la atención hospitalaria que
no es de primera urgencia; la apreciación y los reclamos reiterados
por parte del personal médico y paramédico que labora a nivel de
consultorio como de hospital sobre la escasez en el abastecimiento
de implementos básicos para la atención de salud de la población,
particularmente la adulta. También resulta ilustrativo mencionar co-



mo un síntoma la información que se registra en un informe de
Odeplán/Superintendencia de Educación que indica que en una
muestra de escuelas de extrema pobreza de una comuna del Gran
Santiago el índice de desnutrición en niños escolares se elevó de un
4,6 por ciento en 1980 a un 15,8 por ciento en 1983. En síntesis,
hay una serie de datos puntuales que insinúan un deterioro en algu-
nos aspectos de la atención médica y de la situación de salud en los
sectores no materno-infantiles de la población.

5 Algunos Comentarios Finales

De los resultados a que llega tanto este trabajo como otros si-
milares se infiere que en situaciones coyunturales de deterioro de
los niveles de ingreso es posible evitar un incremento en la tasa de
mortalidad infantil y aun lograr que se mantenga su ritmo de des-
censo a través de la implementación o intensificación de programas
de atención primaria de salud materno-infantil, incluyendo progra-
mas de intervención nutricional. Esta afirmación es válida en el con-
texto de la situación chilena, porque en ella se presenta una serie de
condiciones que es primordial destacar. La viabilidad y efectividad
de programas de salud de cobertura nacional dependen en grado im-
portante de la existencia de un sistema de salud integrado con una
infraestructura adecuada y con los recursos humanos necesarios. La
existencia en Chile del Servicio Nacional de Salud presenta buena
parte de las características anteriores y es uno de los factores funda-
mentales que permitieron el éxito de estos programas específicos.
Cabe recordar que durante la década del 50, con un Servicio Nacio-
nal de Salud incipiente, y un marcado estancamiento económico, la
tasa de mortalidad infantil no descendió.

Un segundo factor que facilitó el éxito de los programas de a-
tención primaria de salud de la madre y del niño dice relación a la
naturaleza y magnitud de los problemas de salud que enfrenta la po-
blación infantil. En el caso de Chile, la magnitud de las patologías a-
sociadas a situaciones de pobreza, vale decir, infecciones digestivas,
respiratorias y transmisibles y problemas nutricionales, a mediados
de la década del 70 ya había descendido a un nivel posible de atacar
y controlar vía programas preventivos dirigidos a toda la población
(control del niño sano, alimentación complementaria) y programas
curativos (programa de control del niño con déficit nutricional y el
programa de Conín) dirigido a los niños que efectivamente sufrían
el síndrome infección-desnutrición.

El tercer rasgo presente en Chile en los años 70, y que proba-
blemente ha contribuido en forma importante al éxito de los pro-
gramas de salud materno-infantil, dice relación con la receptividad
frente a estos programas de las madres. Por una parte, el país cuen-
ta con madres de un nivel de instrucción relativamente alto, lo que
facilita la asimilación de los contenidos de los programas de educa-
ción sanitaria y de las instrucciones dadas por el personal médico y
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paramédico. Por la otra la población materna ha tenido una larga
experiencia con la atención primaria de salud conociendo así sus de-
rechos y deberes para con ella. A estos factores se suma el impacto
que pueden haber tenido los medios de comunicación de masas, par-
ticularmente la televisión por medio de transmisiones muchas veces
implícitas de modelos sobre lo que constituye una buena crianza de
los niños, la importancia de la limpieza e higiene, de una alimenta-
ción equilibrada.

Finalmente debemos plantear que el argumento, muchas veces
expuesto, de una correspondencia entre mortalidad infantil, nivel
de salud y la situación socioeconómica de determinados grupos so-
ciales, puede ser valedero en situaciones de muy bajo nivel de desa-
rrollo, pero que en un país con las características del nuestro, y con
la estructura de enfermedades de Chile, deja de ser evidente.

Dr. Illanes:

Tengo tres comentarios que van a ser brevísimos.
El primero se refiere a que cualquiera sea la apreciación que

nos merezca, el hecho es que aumentó el ritmo de descenso de la
mortalidad infantil a partir de alrededor del año 75. Creo que en es-
to no deberían haber muchas opiniones, a pesar de que con las esta-
dísticas se puede jugar bastante. Pero, si uno es riguroso, una tasa es
1/n por la derivada de n respecto del tiempo. Eso equivale, traduci-
do aritméticamente, a los cambios porcentuales, que es lo que utili-
za Tarsicio aquí en el cuadro y que revelan una disminución mayor.
Para poder visualizarlo en un gráfico habría que emplear uno semi-
logarítimico como se hace habitualmente. Ahí se vería que hay un
aumento del descenso. Ese es un punto mínimo que quisiera dejar
planteado y que se refiere a los hechos.

El otro punto, el número dos, se refiere a una sutil diferencia
—no sé si tan sutil— que existe entre las conclusiones del Dr. Casta-
ñeda y las conclusiones que están implícitas o explícitas en varios
trabajos previos, incluyendo el de Raczynski y Oyarzo, el del Dr.
Medina y otros publicados en Estados Unidos, que señalan que los
factores socioeconómicos habrían perdido su importancia en Chile.

La verdad es que Tarsicio Castañeda muestra cómo una serie
de elementos que sólo pueden considerarse de índole socioeconó-
mica, como el agua potable, el alcantarillado, etc., siguen reflejándo-
se en Chile en la variación que hay a lo largo de las regiones. De mo-
do que los factores socioeconómicos, tal como ha sido la conclusión
tradicional, son importantes como determinantes de mortalidad in-
fantil. Por el contrario, los factores médicos parecen ser mucho me-
nos trascendentes de lo que siempre se pensó o de lo que implícita-
mente hasta el día de hoy se piensa. En el trabajo de la Dra. Tau-
cher se muestra cómo la declinación de la mortalidad se debe funda-
mentalmente a aquellas causas que responden a hacinamiento am-
biental, a las medidas preventivas, o a las medidas mixtas, pero no a
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las medidas propiamente médicas. Creo que esto también se refleja
en la multicolinealidad de todas estas variables, que a mi juicio con-
forman una red en la cual es muy difícil o bastante arbitrario hacer
separaciones. Esto también se manifiesta una vez más en la disocia-
ción que se mencionó entre las causas de muerte y las causas de en-
fermedades. ¿Son los indicadores tradicionales de salud efectiva-
mente indicadores de salud? Tal vez no. Al menos esa es la tesis que
me parece correcta. Pero entonces ¿de qué son indicadores? Yo
creo que siguen reflejando factores socioeconómicos y con seguri-
dad que sobre este tema podríamos discutir indefinidamente.

Mi tercer comentario se refiere a una antigua discusión entre si
el orden de nacimiento actúa a través de factores biológicos o facto-
res socioeconómicos en la causa de muerte. Entiendo que un trabajo
del año 84 prácticamente se inclinó en favor, por decirlo así, de los
factores socioeconómicos estudiando aquellas familias que tienen 5
ó 6 niños y midiendo la mortalidad del primer y segundo niños de
esas mismas familias. Se estableció que esas familias tienen una tasa
de mortalidad más alta que el promedio de la población, sin impor-
tar el orden de la paridad.

Dra. Taucher:

Quisiera hacer algunos comentarios y tal vez aportar algunos re-
sultados de investigaciones o de nuevos análisis. Hace muy pocos
días hubo una reunión en México en que se compararon justamente
los casos de Chile, Costa Rica y de Cuba, que son los tres países que
han tenido mayores descensos en materia de mortalidad infantil en
la región. Se estableció que en esos países una de las características
comunes era el desarrollo del sistema de salud, la gran cobertura de
la atención, la tradición de salud que presentaban y el efecto favora-
ble de algunos cambios económicos, y sobre todo, de los esfuerzos
por instruir a la madre. En cambio, en lugares en que faltaron estos
factores no se habían logrado tantos logros en la reducción de la
mortalidad infantil. En cuanto a Chile, esto de que las diferencias
regionales han disminuido también se observa en el análisis que hici-
mos ahora último en el Inta (Instituto de Nutrición y Tecnología de
los Alimentos) que también ha comprobado una reducción en la di-
ferencia entre la mortalidad de niños de madres con diferente nivel
de instrucción. Yo creo que esto se debe a que cuando la mortalidad
es más alta es más fácil reducirla; cuando es más baja, es más difícil,
entonces se van acercando los extremos; lo mismo pasa con las re-
giones, donde también habíamos observado antes que la reducción
era mayor en aquellas regiones en que la tasa de mortalidad era más
alta.

En cuanto a la independencia de los factores socioeconómicos
de la mortalidad infantil, no me cabe la menor duda de que siguen
siendo dependientes y se nota por los diferenciales entre distintas
clases sociales, regiones y todo lo demás; que haya disminuido más
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la mortalidad desde el 75 en adelante depende, como decía Dagmar,
de cómo se mide. Si se hace por cambio absoluto, en vez de cambio
porcentual por año, y si los años entre 1962 y 1981 se agrupan en
quinquenios, se comprueba que la reducción absoluta fue máxima
en el quinquenio del 67 al 71, especialmente en lo que respecta a la
mortalidad post y neonatal y que en ese quinquenio estuvieron me-
jores los indicadores socioeconómicos; después se redujo esa dismi-
nución y volvió a aumentar algo en el quinquenio 77-81, en que los
indicadores económicos volvieron a mostrar una mejoría.

Una cosa curiosa a propósito de este tema, y sobre lo cual hice
un estudio colateral, se relaciona con la fecundidad. Ese estudio in-
dicó que otro factor dependiente de la fecundidad podría determi-
nar que familias que están en mala situación dejan de tener hijos en
el momento en que la situación las afecta y que eso podría hacer
que aumentara la proporción de niños no afectados por las crisis pa-
sajeras. En cuanto a la naturaleza biológica o socioeconómica de los
diferenciales traté de investigarlo viendo los diferenciales por orden,
por edad, y por intervalo entre nacimientos en distintos grupos de
nivel de instrucción de la madre. En todos sigue la misma curva, cir-
cunstancia que interpreté como un respaldo a la naturaleza biológi-
ca, pero es cierto que los diferenciales son más intensos en la etapa
post neonatal por ejemplo, lo que va en contra de esta hipótesis.

Sr. Castañeda:

Voy a empezar desordenadamente tal vez, pero espero cubrir
la mayoría de los comentarios. Empezaré con el asunto de las tasas,
de si se redujeron o no. Aquí lo clave es lo que ya se dijo, en el sen-
tido de que cuando las tasas son más bajas es más difícil reducirlas.
Si nosotros estamos a nivel de Estados Unidos, de 10 por mil o algo
así, la reducción a partir de allí es muy difícil. Si uno toma los cam-
bios porcentuales (que implícitamente tienen en cuenta esta dificul-
tad) queda muy claro que la reducción en la mortalidad infantil en
Chile se aceleró fuertemente a partir de 1976. Esa aceleración se da
en el quinquenio 70-75 con respecto al anterior y más rápido toda-
vía desde el 76 en adelante.

Prácticamente el mensaje central de mi trabajo, y que tal vez
no ha quedado muy claro, es que las relaciones entre una sola varia-
ble y la tasa de mortalidad pueden conducir a graves errores. No po-
demos asignarle un impacto a esa variable, porque no estamos con-
trolando las otras variables; por ejemplo, hablemos de la edad de la
madre o de la educación. Es claro que mujeres más educadas tienen
menos hijos. ¿Por qué las mujeres más educadas tienen menos hijos?
La respuesta tal vez tiene que ver con la participación de la mujer en
el mercado del trabajo, con el ingreso del esposo, con muchas cosas
que uno puede relacionarlas con factores socioeconómicos. Por lo
mismo cuando uno dice que la educación de la madre es importan-
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te para determinar la reducción de la mortalidad, y uno se queda
ahí, realmente no está invocando las causas últimas.

Otro tema es el asunto de la paridad. Cuando uno se pregunta
¿de qué depende el tamaño familiar de las familias?, es claro que de-
pende de factores socioeconómicos. El número de hijos, según se ha
demostrado en numerosos estudios, es procíclico en el corto plazo
(es decir, cuando hay bonanza económica las familias tienden a te-
ner más hijos) y es contracíclico en el largo plazo. Lo que quiero en-
fatizar es que esto probablemente depende no de factores socioeco-
nómicos de los que cambian todos los días. La familia para determi-
nar cuántos hijos va a tener tiene que tener proyecciones de largo
plazo de su ingreso, de su patrimonio, de sus condiciones económi-
cas, de sus perspectivas. Es por eso tal vez que encontramos que en
el corto plazo estas variables tal vez nos digan mucho en términos
de variables como mortalidad, pero eso no quiere decir que no ten-
gan influencia. Yo creo que sí las tienen. Lo que pasa es que las va-
riables que tienen influencia son las variables de stock, es decir, las
variables relacionadas con el patrimonio: agua potable, alcantarilla-
do, calidad de la vivienda; riqueza, educación; todo eso que significa
stock de recursos y no el flujo de recursos. Muchos estudios muy in-
teresantes se han limitado a mirar el efecto composición, es decir, si
el hecho de que haya más terceros, o cuartos o quintos nacimientos,
influye sobre la mortalidad. Lo que estoy diciendo es que más allá
de esto hay que preguntarse por qué es el tercero o el cuarto o por
qué el primero o el segundo. En Chile si uno mira las estadísticas de
matrimonios encuentra una relación clara con variables económicas
y por tanto, estas variables pueden estar influyendo indirectamente
sobre la mortalidad mucho más allá de los efectos biológicos que
puedan ocurrir. Mi opinión es que todas estas variables tienen in-
fluencias económicas bastante complicadas. El hecho de que sean
complicadas induce muchas veces a ignorarlas, lo cual es un error.
Falta mucha investigación al respecto.

Ahora me voy a referir, más en concreto, a algunos de los pun-
tos expuestos por Dagmar; especialmente los que tienen relación
con el gasto público. Para ver las bondades del deflactor que yo uso,
tal vez es útil referirme a la metodología de cuentas nacionales, para
calcular el índice implícito. Básicamente lo que se hace es agregar
todo lo que son gastos corrientes del Servicio Nacional de Salud
(personal, bienes y servicios, transferencias); en base a esto se calcu-
la el valor bruto de la producción nominal. El valor real se calcula a
partir de encuestas con datos del número de consultas y de atencio-
nes del sector salud pública y privada. Estas atenciones se multipli-
can por el precio del año base, y a partir de ahí se calcula el valor
real. La razón entre estas dos series es el deflactor implícito. Creo
que éste puede reflejar, por lo menos en el agregado, bastante bien
la evolución particular de los precios de este sector.

Respecto del tema de la inversión, creo que para el año 70 ha-
bía ya una buena cantidad de centros de atención de servicios de sa-
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lud, y tal vez lo más razonable no era incrementar esos servicios a
la tasa que se venía haciendo anteriormente. Lo que procedía, qui-
zá, era mejorar los servicios, racionalizar. Por eso es que yo, en cier-
to sentido, no veo tan dramático que la inversión haya caído. Más
que el monto de inversión, lo que más debiera preocupar es el des-
tino y calidad de la misma. Hay que poner mucho cuidado en el ti-
po de inversiones que se hacen para que efectivamente contribuyan
a mejorar los servicios de salud. En general, en el trabajo he sido
muy cuidadoso en no hacer afirmaciones cuando no las tengo sus-
tentadas. Por ejemplo, con los datos disponibles no sé si el tipo de
materiales que usan los médicos para prestar ciertas atenciones ha si-
do abundante o no en el período.

En cuanto a la menor desigualdad en los recursos experimenta-
da ya en 1970, y el efecto rezagado que hubieran podido tener en
los últimos años, no tengo opinión definitiva. Hay que medir los re-
zagos, y hasta tanto uno no los mida no puede decir si existe o no
tal efecto. En este mundo muchas de estas cosas pueden suceder,
pero yo me he cuidado bastante de hacer afirmaciones aventuradas.
Me gustaría detenerme en la distribución del ingreso. Dagmar trajo
un artículo de René Cortázar donde se muestra el consumo que ha
experimentado el grupo más pobre de la población, comparando la
encuesta de hogares de 1968 con la de 1978. A este respecto tengo
dos cosas que decir. La primera es que esa encuesta de hogares me
parece que puede presentar varios problemas. Esta encuesta no se
hizo en un momento dado sino a través de 5 ó 6 meses. Cada fami-
lia llenaba una cartilla que una vez llenada era recogida por el INE;
con base en esto construyeron los datos de gastos. Esas encuestas
son bastante problemáticas porque hay una cantidad de entrevista-
dos que se aburre de contestar estas encuestas; uno no sabe quiénes
se aburren más, si los de altos ingresos o los de bajos ingresos, de
suerte que esas comparaciones pueden contener grandes sesgos.

El segundo punto que me llama la atención del trabajo de Re-
ne Cortázar y que mencionaba Dagmar es su crítica a los datos del
Depto. de Economía de la Universidad de Chile. Básicamente lo que
él hace es estimar la subestimación que existiría en los datos de in-
greso de dicha encuesta. El problema radica en saber si esa subesti-
mación es sistemática a través del tiempo. René Cortázar concluye
que esa estimación no es sistemática y que los datos reportados pre-
sentan muchas variaciones. Sus datos muestran que en el año 1971
la subestimación fue de 1%, es decir, que el valor del ingreso de la
encuesta del Departamento de Economía y el valor real difieren en
un 1%. Este indicador, sin embargo, me parece extremadamente sos-
pechoso; no conozco ninguna encuesta de ingresos que sea tan pre-
cisa. Además, René tampoco analizó los posibles problemas de me-
dida que puede tener el indicador que usó para compararlo con los
datos de la U. de Chile. Creo que la evolución que presentan los da-
tos de la Universidad de Chile es bastante razonable y que por tanto
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se pueden usar para ver la evolución en la distribución relativa del
ingreso.

Sobre la tasa de mortalidad de mayores de 1 año, en el trabajo
de Oyarzo se establecía que en las regiones de mayor mortalidad in-
fantil había también mayor mortalidad de niños mayores de 1 año.
De esa evidencia, él colegía una prueba sobre la sustitución de recur-
sos. Traté de investigar esa hipótesis y si él hubiera estado en lo cier-
to yo hubiera esperado un signo inverso, no un signo positivo, por-
que el signo inverso indicaría que uno sacrifica más mortalidad de
los mayores de 1 año por menos de los menores de 1 año. Estoy de
acuerdo con Dagmar en que éste tal vez no sea el mejor indicador y
que quizá debo usar los datos de los mayores de 15 años.

En el análisis estadístico realmente no puedo estar en desacuer-
do con Dagmar. Hay problemas de interacción que no tuve en cuen-
ta, es decir, algunas de estas variables pueden efectivamente refor-
zarse como en el caso de las consultas y la distribución de leche.

Algunas evidencias sugeridas por Dagmar sobre la mayor mor-
bilidad de la población no infantil estaban relacionadas con el in-
cremento de consultas de urgencia, las listas de espera, la falta de
implementos que ya había mencionado y luego el asunto de la des-
nutrición de una muestra de niños pobres. Mi comentario es que yo
no tengo evidencia contundente que me permita decir algo sobre es-
to. Es cierto que las consultas de urgencia crecieron bastante, pero
como ustedes saben el incremento puede deberse tanto a oferta co-
mo a demanda. Además, no se sabe si, existiendo un pabellón de ur-
gencia más grande, donde la atención sea relativamente más fácil de
obtener sea uno de los factores que contribuyan al aumento de las
consultas por esta vía. Una mayor dificultad o facilidad puede, por
tanto, afectar la contabilidad de las consultas médicas de urgencia
versus no de urgencia. Todo esto puede depender de la mecánica ha-
cia adentro del sistema. Para ver si aumentó o disminuyó la lista de
espera habría que tener informaciones desde antes también y esta
información retrospectiva no la he visto en ninguna parte.

Estoy de acuerdo en que el sistema de salud de Chile es un sis-
tema muy avanzado, muy integrado y que eso se logró desde hace
bastante tiempo y que eso ha facilitado las cosas. Sin embargo, yo
enfatizo que hubo cambios importantes especialmente en el 75 en el
programa de leche y en la atención a la madre y los niños y en la
cobertura de las atenciones de salud. Estos son cambios significati-
vos.

Con la información que tengo, creo que el sistema mejoró bas-
tante su eficiencia en este último tiempo, especialmente medida por
egresos hospitalarios, días de estada, y otros indicadores.

En cuanto al comentario de Dagmar sobre la relación entre
mortalidad infantil y edad de las madres, convengo en que el mode-
lo que aplico puede generar algunas distorsiones. Ese es el problema
que se plantea cada vez que uno trabaja en el análisis regional y con
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datos agregados. A nivel de región las diferencias de edad son míni-
mas. El problema es difícil de corregir si es que no se utiliza una
muestra de familias que esté al margen de ese problema de agrega-
ción. En el estado civil, además, operan muchos factores socioeco-
nómicos que tornan más complejo el análisis.

Referente a la discusión sobre si la salud ha mejorado o ha
empeorado en Chile, me parece que todavía existen muy pocos da-
tos para entregar un pronunciamiento definitivo. El descenso de la
mortalidad, por sí mismo, es un avance extraordinario para cual-
quier sociedad. El mejoramiento de las expectativas de vida también
lo es. Estos son hechos objetivos que no han sido debidamente pon-
derados.

Convendrán ustedes conmigo que en la muerte de los niños a
partir de los 4 ó 5 años entran en juego factores que son muy distin-
tos a los que operan en la mortalidad infantil. Allí gravitan la violen-
cia, los accidentes e innumerables otros factores. Estos pueden ser
incluso el resultado de un mayor nivel de vida. Si en un país hay
más automóviles que en otro por ejemplo, parece lógico que se pro-
duzcan más accidentes.

Por último, respecto del descenso de la mortalidad infantil en
regiones, pienso que el fenómeno es la consecuencia de los progre-
sos que se han observado en materia de agua potable, alcantarillado
y del efecto de los programas de consultas médicas, distribución de
leche y atención a las madres. Estos factores han terminado redu-
ciendo las considerables diferencias que presentaban las regiones
entre sí y entre los distintos estratos sociales de las mismas regiones.
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LA MORTALIDAD COMO ÍNDICE DE DESARROLLO SOCIAL*
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El concepto de desarrollo social, a pesar de sus imprecisiones, se emplea
en forma cada vez más generalizada. Probablemente este hecho refleja el
interés de estudiar el desarrollo más allá de sus dimensiones propiamente
económicas. Sin embargo, surge una dificultad seria con tal enfoque: el
problema de la medición. Los múltiples indicadores en uso, entre los cua-
les se cuentan las tasas de mortalidad y otros relacionados con la salud,
no han sido validados sistemáticamente para esos propósitos, y al menos
en la literatura médica, el problema no ha sido reconocido. La validación
de una medida exige una definición bastante más rigurosa del concepto
de la que se tiene hasta ahora y requiere, además, de un programa cohe-
rente de investigaciones interrelacionadas, que apliquen distintos méto-
dos de validación.
El examen cualitativo del valor de los indicadores tradicionales de salud
como medidas de desarrollo indica que históricamente ellos han sido un
reflejo de las condiciones generales de bienestar social. A pesar de la
creencia generalizada sobre la capacidad de influir selectivamente sobre
la mortalidad mediante la intervención médica, no ha podido demostrar-
se que el efecto supuesto de la medicina sea importante en este campo.
Los datos nacionales y latinoamericanos que se analizan tienden a confir-
mar que las tasas de mortalidad forman parte de una compleja red de fe-

* Centro de Estudios Públicos, 12 de mayo de 1984. Una versión anterior
de este trabajo fue publicada por el CEP como Documento de Trabajo
N° 27, junio, 1984, con el título "Desarrollo Social e Indicadores de Sa-
lud".

** Médico Cirujano, Universidad Católica; Master of Public Health, Universi-
dad de Harvard. Actualmente Miembro del Departamento de Obstetricia
y Ginecología, Facultad de Medicina, Universidad de Chile y de la Uni-
dad de Salud Pública, Facultad de Medicina, Universidad Católica de
Chile.
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nómenos sociales de la cual sería arbitrario separarlas. Consideraciones
prácticas y económicas favorecerían el empleo de los indicadores tradi-
cionales de salud como medidas del desarrollo social, pero es necesario
un esfuerzo sistemático por estimar su validez.

I Introducción

El uso de la expresión "desarrollo social" parece haberse gene-
ralizado bastante en nuestro país en los últimos años. Su significado
intuitivo, sin embargo, es impreciso, y el propósito de emplearlo,
muy ambiguo. No obstante, aparece cada vez con mayor frecuencia,
revelando un interés por estudiar las condiciones de vida de un am-
plio sector de la población chilena. La necesidad de analizar tales
condiciones es evidente, pero la imprecisión en los términos puede
denotar cierta falta de rigor lógico cuya superación exigiría un vas-
to esfuerzo intelectual.

El término "desarrollo" tiene una connotación de dinámica o
de cambio y al hablarse de desarrollo social necesariamente nos es-
tamos refiriendo a los progresos o retrocesos en los niveles de vida.
El empleo del vocablo "social" probablemente responde a la nece-
sidad de darle una dimensión más amplia al tema evitando la reduc-
ción a los aspectos únicamente económicos que han sido muy con-
siderados en los estudios de desarrollo. En Chile, es posible también
que con lo de social se quiera indicar un interés por referirse a los
sectores más desposeídos, más allá de los promedios generales, que
no reflejan bien lo que ocurre entre esos grupos.

El indicador por excelencia del desarrollo económico ha sido el
Producto Geográfico Bruto per cápita (o el ingreso per cápita), pero
éste está lejos de satisfacer las necesidades de todos los analistas y
comienza a ser gradualmente abandonado. Los inconvenientes del
producto per cápita son bien conocidos. En primer lugar no incluye
todas las actividades productivas. Los trabajos domésticos, entre los
cuales pueden contarse labores de alto significado económico, como
lo es, por ejemplo, la producción de alimentos en huertos familiares,
no son recogidos por las estadísticas que configuran dicho índice.
La autoconstrucción, que en nuestro país puede haber tenido un
significado relevante en diferentes épocas, es otro ejemplo de activi-
dades productivas excluidas de las estadísticas. Pero además muchos
servicios financiados por el Estado, como la atención médica, suelen
no figurar entre los datos empleados en el cálculo. Existen, también,
diferencias conceptuales de país a país para realizar el cálculo, de
modo que no siempre tales cifras son comparables.1

1 Pinera, S. (1982); "¿Se benefician los pobres del crecimiento económi-
co?". En: "Pobreza, necesidades básicas y desarrollo". Cepal, Ilpex, Uni-
cef, p. 179.
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En el contexto del debate nacional, sin embargo, el uso de un
promedio como lo es el producto per cápita, no responde a la nece-
sidad de evaluar las condiciones de vida que experimentan los secto-
res más pobres de la sociedad, en torno a los cuales se centra el in-
terés político y académico.

En la práctica, al emplear el producto per cápita como único
índice de desarrollo se producen observaciones curiosas que revelan
su insuficiencia. En Costa Rica, por ejemplo, a comienzos del dece-
nio de 1970 la expectativa de vida era muy semejante a la que se re-
gistraba en la ciudad de Washington D.C. a pesar de que los ingresos
per cápita eran de US$ 700 y US$ 5.000, respectivamente. En Hong
Kong y en Jamaica, con ingresos de US$ 1.480 y US$ 930, la expec-
tativa de vida era más alta (72 y 71 años) y la mortalidad infantil
(19 y 26 por 1.000 nacidos vivos) más baja que la de Washington
D.C. (66 años y 29 por 1.000).2 Cuando menos estas comparacio-
nes resultan sorprendentes y demuestran la inconveniencia de usar
las cifras del producto en forma aislada.

Cada etapa del desarrollo, a mi juicio, requiere de indicadores
propios que sean sensibles a las variables en juego en esa fase. En Es-
tados Unidos, por ejemplo, se ha generado una conciencia de que
los problemas que se superaban con mayor riqueza material han
quedado atrás y que ahora es necesario medir e impulsar el progreso
en otras áreas de la vida de la sociedad. Para ello se precisa contar
con una información de naturaleza no económica que refleje otros
fenómenos, tales como las tensiones sociales internas, la calidad de
la educación o la estabilidad de los vínculos familiares. Para algunos
políticos y estudiosos norteamericanos la importancia de elaborar
indicadores sociales apropiados es muy alta, ya que directa o indi-
rectamente ellos influyen en el diseño de las políticas públicas. A
veces, el único objetivo explícito y verificable de un programa es el
cambio de algunos indicadores suponiéndose que ellos reflejan en
forma más o menos fiel realidades más complejas e intangibles.

No todos están de acuerdo, sin embargo, y en parte debido a
las resistencias, surgió un movimiento político que ha impulsado el
uso de indicadores sociales.3 Como consecuencia, hoy día existen
disponibles una variedad de libros y otras publicaciones dedicadas al
tema que, como era de preverlo, se ha vuelto bastante complejo.

La cantidad de índices y cifras de diversa naturaleza sobre cada
país permiten una amplia gama de estudios que no eran posibles ha-
ce algunos años, pero muchas veces no se puede decir claramente
qué significado tienen. El número de televisores y de diarios impre-
sos por personas, la tasa de divorcios y suicidios, las dietas calóricas
y proteicas, la deserción escolar o el gasto en defensa, son todos ele-

2 Grant, J. P. (1981); "Nuevo procedimiento para medir los progresos del
nivel de vida". Foro Mundial Salud 2: 433.

3 Toffler, A. (1970); "Future Shock", Random House, New York.
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mentos que pueden registrarse y que figuran en algunas publicacio-
nes, pero su sentido exacto no siempre se aclara. Ante tal vastedad
de números, por lo demás, parece posible demostrar evoluciones so-
ciales muy diferentes, escogiendo selectivamente los indicadores.

El interés por estas materias, naturalmente, es compartido por
los organismos internacionales que se dedican a los problemas del
mundo menos desarrollado. Entre ellos se han elaborado algunas
mediciones interesantes, siendo una de las más utilizadas el índice
de Calidad Material de Vida. Este se construye a partir de tres indi-
cadores —la mortalidad infantil, la expectativa de vida al año de e-
dad y el alfabetismo— los que se combinan de tal modo que se ob-
tiene un valor con máximo de 100 y mínimo de 0. El máximo está
dado por el valor que se estima alcanzarán los países más desarrolla-
dos en el año 2000, esto es, una mortalidad infantil de 7 por mil na-
cidos vivos, una expectativa de vida al año de edad de 77 años y un
alfabetismo del 100%. El mínimo corresponde a los valores más des-
favorables registrados en 1950. Estos son: la mortalidad infantil de
229 por mil (registrada en Gabón), la expectativa de vida al año de
edad de 38 años (Guinea-Bisseau) y para el alfabetismo, se ha aplica-
do una escala simple de 0 a 100.4

Es interesante anotar que el Grupo Tinbergen en su estudio
Reformulando el Orden Internacional propuso metas nacionales en
estos campos para el año 2000. Todas ellas ya han sido alcanzadas
por nuestro país. Sin embargo, más tarde se agregó una meta especí-
fica para cada nación, en el sentido de reducir en un 50%, para esa
fecha, las disparidades existentes en 1978 entre las cifras reales del
país y los máximos de la escala.

El logro de este objetivo requiere una reducción anual de las
disparidades de un 3.5%. Nuestro país, entre 1970 y 1980 alcanzó
una tasa anual de reducción de la disparidad en el índice de calidad
material de vida del 5.2%, muy superior a la del período 1950-1970,
que fue de sólo 2.6%.

Tabla I

1950 1970 1980

Mortalidad infantil (por mil N. V.)
Expectativa de vida al año
Alfabetismo (%)
I.C.M.V.

136
59.2
80
58.8

79
66
88,4
75.9

32
67
94,5
85.9

Reducción Anual 2.6% 5.2%

4 Unicef (1982); "Dimensiones de la pobreza en América Latina y el Cari-
be", Santiago.
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Si estos índices, que descansan en buena medida en los indica-
dores tradicionales de salud, son adecuados, nuestro país estaría en-
caminado a alcanzar rápidamente las metas de desarrollo propues-
tas.

Los nuevos indicadores que se están empleando en nuestros
días pueden tener relevancia en algunos países pero no en otros. Ca-
da etapa de desarrollo, como ya se ha dicho, requiere de índices a-
propiados. En Estados Unidos el alto ingreso per cápita del noreste
no parece impresionar mayormente a sus habitantes que continúan
emigrando al suroeste, de menor producción relativa pero de mejo-
res condiciones ambientales. Los cambios globales en el producto
que se registran en ese país posiblemente no tienen mayores reper-
cusiones en las condiciones generales de vida. En cambio pequeñas
diferencias entre países africanos pueden ser muy reveladoras de sus
niveles de vida diversos.

Pero además, cada país debe elaborar mediciones propias que
responden a los anhelos e inquietudes políticas de su gente. Desde
luego, tales mediciones tendrían poca utilidad para las comparacio-
nes internacionales, pero podrían ser importantes para evaluar los
progresos o los cambios que el país verdaderamente valoriza. Chile,
con su estado de desarrollo intermedio y su preocupación por los
grupos en extrema pobreza, requiere de indicadores sociales más fi-
nos que el PGB. La elaboración de índices satisfactorios, más que
una recolección de números curiosos o interesantes, debe constituir
un amplio programa de investigaciones interrelacionadas. Parece es-
tar claro, sí, que lo que se necesita para muchos estudios es una me-
dida objetiva de las condiciones de vida que experimentan los gru-
pos medios y bajos.

Los indicadores de salud han sido objeto de estudios más o
menos detenidos, aquí y en otros países y han adquirido innegable
resonancia política en algunas esferas. Los indicadores en uso son
básicamente de mortalidad —mortalidad general, mortalidad infantil
y expectativa de vida—, que es la resultante de las mortalidades de
cada grupo etario. Su significado, así como sus factores determinan-
tes, han provocado un largo y complejo debate en todo el mundo.
La posibilidad de emplear estos valores como índices de desarrollo
social será explorada en la parte final de este trabajo, luego de ofre-
cer una perspectiva general del problema de los indicadores y su va-
lidez.

II Una Teoría de la Medición en Ciencias Sociales

Uno de los problemas en el campo de los indicadores sociales
es la falta de un modelo conceptual que permita validar las medicio-
nes. En los trabajos sobre desarrollo social y salud publicados en la
literatura médica, el problema de la validez no ha sido debidamente
considerado, lo que deriva en la existencia de algunos supuestos im-
plícitos. El lector no tiene cómo saber, entonces, si tales supuestos
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fueron considerados o ignorados por el autor. Es frecuente encon-
trar, por ejemplo, que el PGB per cápita se toma implícitamente
como un fiel reflejo de las condiciones socioeconómicas de los gru-
pos más expuestos a los riesgos de salud. La falta de correlación en-
tre los cambios en el producto per cápita y los indicadores de salud
no pueden interpretarse si no se examina aquella suposición, ya que
bien podría no haber correlación entre el producto por habitante y
las condiciones socioeconómicas de los grupos en riesgo. Aunque és-
ta es una dificultad fundamental, se suele emplear el producto per
cápita como único indicador económico.

Examinar los procesos de medición en ciencias sociales está
más allá de las posibilidades y las intenciones de este trabajo. Me li-
mitaré aquí a presentar un modelo, tomado de la psicometría, que
es aplicable a otros campos y ha sido utilizado con promisorios re-
sultados en algunas áreas de la salud pública.5, 6

El punto fundamental en esta teoría es la concepción metafísi-
ca de dos mundos, uno de conceptos o ideas, y otro, de cosas u ob-
jetos materiales. Los conceptos tienen grados variables de abstrac-
ción (por ej.: desarrollo social, estado de salud, nivel cultural, talen-
to musical, etc.) El mundo de las cosas, en cambio, está poblado de
objetos físicamente reales (por ej.: personas, hospitales, libros, soni-
dos).

Para conectar a estos dos mundos de un modo significativo es
necesario un procedimiento que llamamos la medición. La medición
es un proceso que se aplica a los objetos reales para determinar valo-
res simbólicos que, se presume, representan un concepto en particu-
lar. Si tales valores reflejan bien o mal el concepto es una cuestión
que debe determinarse mediante un estudio de validez. El que la co-
nexión entre los dos mundos es posible es un supuesto, llamado el
supuesto epistémico, que puede ser analizado con cierto rigor
lógico, pero que en esencia es una hipótesis que no puede ser
demostrada. La validez es el grado de aplicación que tiene dicho
supuesto.

La medición de cualidades o conceptos abstractos, generalmen-
te produce escepticismo e incomodidad. El desarrollo social, la cali-
dad de vida o la inteligencia son considerados como inmedibles por
algunas personas, y probablemente siempre habrá quienes rechacen
todo intento de medir cualidades abstractas.

El concepto de desarrollo social presenta numerosos proble-
mas, algunos de los cuales se verán más adelante. Pero por ahora po-
demos afirmar que es muy posible que signifique cosas diferentes
para diferentes personas, lo que podría revelar una insuficiente ela-

5 McAuliffe, W. E. (1978); "Studies of Process-Outcome Correlations in
Medical Care Evaluation: A Critique". Med Care 16: 907.

6 McAuliffe, W. E. (1979); "Measuring the quality of medical care: process
versus outcome". Milbank Mem. Fund Quart 57: 118.
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boración intelectual sobre qué es lo que queremos decir con él. Qui-
zá se trate de una idea mal formulada, imposible de medir. Pero,
aunque la dificultad para definirlo puede ser muy grande, debe reco-
nocerse que esto ocurre también con muchas otras ideas que gracias
a los esfuerzos de numerosos pensadores han logrado ser aceptadas
y hoy día se opera con ellas con cierto grado de acuerdo y con me-
diciones más o menos aceptables. Tómese, por ejemplo, la historia
del cálculo diferencial, para comprobar cómo un concepto que ini-
cialmente provocaba hasta la burla pudo llegar a ser plenamente res-
petado.7

La salud también se ha resistido a las definiciones teóricas y
aunque ellas existen (la Organización Mundial de la Salud la define
como "el estado de completo bienestar físico, mental y social y no
sólo la ausencia de enfermedad"), tienen graves deficiencias y no
son tomadas muy en serio por la mayoría de los estudiosos. A pesar
de esto, existe en este campo una vasta literatura sobre las medicio-
nes del estado de salud, que no obstante las diferencias conceptuales
sobre la idea misma, revelan métodos prácticos muy similares. Se
acepta que para medir el estado de salud de una población o grupo
social, las tasas de mortalidad y morbilidad son indicadores admisi-
bles, aunque se les reconocen virtudes y defectos. Los índices fun-
cionales, que intentan medir en forma mucho más precisa el estado
de salud de una persona, y que pueden ser combinados para revelar
el estado de un grupo, han recibido considerable atención y algunos
de ellos comienzan ya a difundirse.8 De paso, estos estudios más
prácticos han servido para aunar ideas y precisar el significado del
concepto mismo. Igual cosa sucedió en su tiempo con el ejemplo ci-
tado del cálculo.

Lo que resulta indudable es que la construcción de índices que
reflejan ideas abstractas es una tarea que va más allá de cualquier in-
vestigación aislada y requiere, más bien, de un programa coherente
de estudios para su diseño y validación.

Algunos de los puntos que ofrecen dificultades en un proceso
de medición de un concepto abstracto pueden ser ilustrados con un
ejemplo. Supongamos que se quiere medir el talento de un pianista
y comparar su desempeño de año en año para evaluar sus progresos.
La calidad de su ejecución se manifiesta por un sinnúmero de aspec-
tos relativamente concretos, tales como los elementos dinámicos de
intensidad sonora y los de duración, como el tempo y el rubato. Ca-
da uno de ellos traduce capacidades aún más concretas como la pre-
sión ejercida sobre las teclas, el uso de los pedales y otras. Pero, ade-
más, a todo esto le podemos sumar la crítica, los contratos concer-

7 Boyer, C. D. (1959); "The History of the Calculus and its Conceptual De-
velopment". Dover Publications, New York.

8 Bergner, M. et al (1981); "The sickness impact profile: development and
final revisión of a health status measure". Med Care 19: 787.
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tados, la popularidad, que a su vez se manifiesta en la venta de en-
tradas o de discos. Todos ellos, desde las capacidades neuromuscula-
res hasta la asistencia de público a sus conciertos, pueden servirnos
como indicadores. Cada uno reflejará aspectos algo diferentes y nin-
guno de ellos, ni siquiera la combinación de todos los índices sus-
ceptibles de ser cuantificados, revelará el conjunto global del talen-
to artístico del ejecutante.

En general, cualquier variable que es abarcada por el concepto
es susceptible de ser empleada como uno de sus indicadores, pero en
rigor ningún componente, ni conjunto de componentes, va a cap-
tarlo todo y siempre quedarán algunos intangibles que se escapan de
los registros. Como resultado, los conceptos más abstractos parecen
imposibles de medir.

Pero debe estar claro, sin embargo, que el modelo de los dos
mundos significa que todos los conceptos, aunque aparezcan relati-
vamente tangibles o concretos, son siempre abstracciones que sólo
pueden inferirse de los procesos de medición de los objetos. Esto es
válido incluso en las ciencias naturales como la física. La energía, el
potencial eléctrico o la temperatura son conceptos abstractos. Algu-
nos nos pueden parecer más fáciles para nuestras intuiciones, pero
las relaciones entre los conceptos y sus mediciones difieren sólo en
cuestión de grados. No hay nada formalmente diferente en la mane-
ra en que aquéllos se miden.

Así, no existen las mediciones directas de los conceptos, sino
que todas requieren de inferencias. A veces éstas provienen de un
amplio conjunto de fenómenos y otras, de uno solo, pero cualitati-
vamente el proceso sigue siendo el mismo.

1 Definición Operacional de la Validez

Desde un punto de vista operacional, es posible definir la vali-
dez, según este modelo, en términos estadísticos. Como ya está di-
cho, un concepto puede tener diferentes indicadores. El bienestar
material de un grupo social, por ejemplo, se relaciona con los facto-
res que lo producen (por ej.: el ingreso o el producto per cápita);
con factores que lo constituyen (por ej.: algunos elementos de la vi-
vienda) y con factores que resultan de él como efectos o consecuen-
cias (por ej.: el estado nutricional). Además pueden existir otros
factores, más difíciles de clasificar, que simplemente se correlacio-
nan con el concepto mismo. Tanto las causas, como las consecuen-
cias y otros factores relacionados con el bienestar material pueden
servir como sus indicadores. No es necesaria una relación causal para
afirmar la validez de una medida; basta con una correlación estable
para que sea útil como índice.

La validez de una medida está dada por su pureza, su completi-
tud y su representatividad. La medida es pura si refleja sólo a ese
concepto; es completa si engloba o contiene todos sus aspectos rele-
vantes y es representativa si combina balanceadamente los diversos
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componentes. Ninguna medida es perfecta y la validez no es una
cualidad discreta que está completamente ausente o completamente
presente, sino que varía a lo largo de un continuo.

Estos puntos pueden formalizarse empleando conceptos esta-
dísticos (ver Apéndice 1). Un conjunto de mediciones que se reali-
ce en diversos grupos sociales arrojará diferencias entre ellos. Estas,
que se expresan matemáticamente a través de la varianza del conjun-
to, no sólo se deben a verdaderas diferencias en el concepto en estu-
dio, sino también a dos errores: el error sistemático, que se origina
por la expresión de otros conceptos en la misma medida, y el error
aleatorio, propio de toda medición. Aquella proporción de la varian-
za que se debe a las variaciones en el concepto, se define como la va-
lidez y corresponde a la correlación estadística entre el concepto y
la medida que se ha empleado para cuantificarlo. Aunque jamás
puede medirse directamente la correlación entre una medida y un
concepto, se la puede aproximar en estudios empíricos de validez,
reemplazar al concepto por otra medida cuya validez ya ha sido
aceptada, o mediante otro tipo de estudios que se describirán más
adelante.

El error sistemático refleja la impureza de una medida que re-
coge en sus valores a más de un concepto. Si esa medida se empleara
como índice de esas otras abstracciones, la parte de la varianza que
se consideraría válida naturalmente cambiaría.

La confiabilidad de una medida está definida por la proporción
de la varianza exenta de error aleatorio. Así, la validez es una com-
ponente de la confiabilidad.

2 Métodos de Estudios de Validez

Para estimar la validez de una medida se han diseñado diversas
estrategias. En el campo del desarrollo social hay dos grandes pro-
blemas que deben resolverse para efectuar un estudio de validación.
El primero es decidir si es en realidad posible medir un fenómeno
tan difuso como éste y el segundo, resolver si el grado de validez de
las mediciones propiamente tales es suficiente para los propósitos
que se persiguen.

Respecto del primero, es evidente que se requiere afinar la idea
misma, que hasta ahora hemos relacionado con el cambio en las
condiciones de vida. Si estas últimas pueden medirse, podríamos
luego examinar su evolución. Pero las condiciones de vida, que po-
demos designarlas mejor con el término de "bienestar social", plan-
tean problemas potencialmente serios como quedará claro para mu-
chos con la sola palabra bienestar. Es un hecho bien conocido que
los intentos más rigurosos de definir una función de bienestar social
han fracasado y que Keneth Arrow demostró mediante su teorema



82 ESTUDIOS PÚBLICOS

de la imposibilidad, que las condiciones o supuestos necesarios para
definirla eran incompatibles entre sí.8b

El problema se suscita porque cada individuo puede tener dis-
tintas preferencias por los diversos componentes del bienestar. Es
decir, cada uno valora estos ingredientes de un modo distinto de los
demás. Para algunos la educación de los hijos puede ser mucho más
importante que el cuidado de los ancianos, pero otros pueden pen-
sar lo contrario. Difícilmente estas valoraciones pueden ser cuantifi-
cadas, pero tal vez es posible jerarquizarlas por orden de preferen-
cia. Enseguida se plantea el problema de agregarlas de un modo a-
ceptable para conformar un sistema de preferencias sociales.

Las dificultades, desde luego, pueden resolverse otorgando a
una persona el derecho a decidir dictatorialmente por todos. Basta
un mínimo de coherencia de parte de esta persona para establecer
una función de bienestar social, aunque el significado del vocablo
social en estas condiciones es, cuando menos, problemático.

Sin embargo, tal vez es posible debilitar algunos de los supues-
tos de Arrow y conseguir un ordenamiento razonable de las diferen-
tes opciones. Los supuestos son los siguientes:

1 Las preferencias sociales deben ser transitivas (si A es preferi-
ble a B y éste a C, entonces A debe ser preferible a C).

2 Si todas las personas prefieren A sobre B, entonces la preferen-
cia de la sociedad como conjunto debe ser A.

3 La decisión social entre A y B sólo depende de las preferencias
de las personas por A y por B.

4 Nadie puede dictar por sí mismo las preferencias del grupo so-
cial.

Todos ellos parecen razonables, pero son mutuamente incon-
sistentes y no es posible sostener los cuatro a la vez. El tercer su-
puesto, en particular, es mucho más restrictivo de lo que aparece a
primera vista y si se lo cambia gradualmente, quizá podría encon-
trarse una solución satisfactoria para los problemas de definir, al
menos, una función de bienestar mínimo.

Frente a esta posibilidad, podría ser aceptable la decisión ex-
terna, que no considera la opinión de las personas afectadas. Pero es
fácil encontrar paradojas políticamente inaceptables frente a funcio-
nes de bienestar social arbitrarias.

La opción de minimizar una función de sufrimiento social,
como lo ha sugerido Karl Popper,9 no resuelve el problema teóri-

8b Arrow, K. J. (1973); "Formal Theories of Social Welfare". En: "Dictio-
nary of the History of Ideas". Vol. IV p. 276. Charles Scribner's Sons,
New York.

9 Popper, K. (1966); "The open society and its enemies". 5th edition.
Routledge and Kegan Paul, London.
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co,10 aunque la idea no es desechable. La complejidad del tema re-
sulta alarmante para quienes aspiran a analizarlo con rigor.

Las soluciones prácticas tienen todas algún grado de arbitrarie-
dad. Es decir, no es posible evitar que un grupo de expertos defina
las condiciones que considera preferibles sin considerar cabalmente
las divergencias internas del grupo social. Cuánta arbitrariedad es to-
lerable, según los valores políticos nacionales, es algo que debe exa-
minarse en forma más explícita de lo que se ha hecho hasta ahora.
En general, los especialistas se han inclinado por favorecer distintas
mediciones prácticas y dejar de lado el análisis exhaustivo de la idea
que está detrás del proceso de medición.

El tema no está agotado y las investigaciones en torno a una
definición de bienestar social continúan. Para muchos propósitos, el
único camino realizable parece ser el de iniciar el análisis sin perder
de vista el problema de fondo, mediante un estudio de validez de
contenido.

a Validez de Contenido: éste es el primer método de estudio
de validez y es muy útil al iniciar un trabajo de elaboración de indi-
cadores o medidas. La validez de contenido se basa en análisis cuali-
tativos sobre los componentes básicos del bienestar, los que sólo pa-
recen definibles en sus aspectos más materiales. Una vez definidos di-
chos componentes, es decir, el dominio sustantivo de la medida, de-
ben construirse mediciones de cada aspecto del dominio y combi-
narlas en forma balanceada.

Esta tarea, que no produce una estimación cuantitativa de la
validez, es indudablemente muy costosa. La extensa lista de com-
ponentes, la necesidad de ajustar estadísticamente por factores no
deseados, la ponderación de las diferentes medidas parciales, los mé-
todos de recolección y procesamiento de datos y otras dificultades,
representan un obstáculo serio. Pero la forma de proceder permite
una apreciación general sobre la validez y hace posible ofrecer suge-
rencias para mejorarla.

Una vez que se ha producido algún consenso sobre su valor,
puede continuarse con la validación de construcción.

b Validación de Construcción: según este método, la validez
se juzga de acuerdo con la variación de los resultados realmente ob-
tenidos, en situaciones donde el concepto en estudio, teóricamente
se altera. Así, en diferentes circunstancias en que el bienestar mate-
rial sufre modificaciones, según predicciones teóricas, las medidas
deben cambiar de acuerdo a lo esperado. Por cierto, este proceso de-
pende de un modo fundamental de la calidad de la teoría en que se

10 Smart, J. C. C. y Williams, B. (1973); "Utilitarianism: for and against"
Cambridge University Press, London.
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basan las predicciones y en este campo del bienestar social, por sus
complejidades, es difícil que se produzcan acuerdos generalizados.

Ninguno de los métodos descritos conduce a estimaciones
cuantitativas de la validez de una medida, pero son necesarios en las
primeras etapas de los estudios. Posteriormente, una vez que se al-
cance una definición más exacta de la idea de desarrollo social, se
puede proceder con otros métodos.

c Validez Concurrente: si existe una medida ya aceptada como
válida, pero que puede ser inconveniente en términos prácticos por
su costo (generalmente llamada el criterio), una nueva medida, más
simple o barata, puede validarse estudiando su correlación con aqué-
lla. La validez de algunos criterios, sin embargo, puede no ser muy
alta y una baja correlación podría explicarse, en algunos casos, si la
medida resulta mejor que el criterio. Al comienzo, sin embargo, se
le juzga en relación a este último que, por cierto, puede estar suje-
to a continuas revisiones.

d Validez de Convergencia: la existencia de un criterio supone
que ya han sido resueltos muchos de los problemas relativos a la po-
sibilidad de medir un asunto tan abstracto y global como el bienes-
tar social. La validez de convergencia no singulariza a ninguna de las
medidas que podrían servir eventualmente como criterio. En estos
estudios se toman diversas medidas, que se supone tienen algún gra-
do de validez, y se estudian sus correlaciones mutuas. Si éstas son
fuertemente positivas entre algunas de ellas, se confirmaría la vero-
similitud de las presunciones acerca de la validez de cada una. Por
cierto, es posible que dos medidas se correlacionen por motivos aje-
nos a los que interesan, como, por ejemplo, una varianza común en
el error sistemático. Las correlaciones bajas son aún más difíciles de
interpretar ya que podrían deberse a factores estadísticos, a errores
en una u otra de las medidas, a que miden diferentes aspectos del
mismo concepto (medidas no bien balanceadas), etc.

El principio básico subyacente es el examen analítico de la
consistencia de una red de supuestos, inferencias y datos empíricos.
No debe olvidarse que en último término los esfuerzos de validación
siempre descansan en supuestos e inferencias.

e Validez Predictiva: este método también se basa en la exis-
tencia de un criterio y puede ser útil en el campo de las políticas so-
ciales. Su aplicación está reservada a aquellas situaciones en que se
desea obtener una medida precoz, que anticipe la evolución poste-
rior del criterio. El ejemplo clásico es el de los exámenes de admi-
sión para predecir el desempeño escolar o laboral. Se trata de un
compromiso en que se sacrifica algo de validez a cambio de obtener
una medida en un momento más oportuno. Quienes adoptan deci-
siones públicas, sin duda estarían interesados en encontrar una me-
dida, tal vez algún componente del bienestar social, que anticipe su
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evolución posterior y que permitiría una evaluación rápida de mu-
chos programas.

III Indicadores de Salud y Desarrollo Social

Probablemente la mejor manera de medir el desarrollo social es
proceder de un modo que se aproxime a los métodos descritos en la
sección anterior. Sin embargo, a falta de un número suficiente de es-
tudios sobre la materia en nuestro país, podría ser conveniente in-
tentar el examen de algunos indicadores simples, bien establecidos,
para decidir sobre su validez como medidas de desarrollo social.

Hemos visto en la primera parte que el producto geográfico
por habitante presenta algunas deficiencias y no debe ser usado co-
mo el único patrón de medida. En esta etapa de la evolución de los
conceptos en estudio, un análisis sobre la convergencia entre dife-
rentes medidas vinculadas al desarrollo parece ser un método promi-
sorio, ya que, de este modo, se trabajaría simultáneamente en afinar
las ideas y en medir las condiciones reales imperantes. En particular,
nos interesa el examen de los indicadores tradicionales de salud para
estimar aproximadamente su validez como índices de desarrollo so-
cial. Estos indicadores son bien conocidos, resultan relativamente
fáciles de medir, no presentan mayores ambigüedades, son práctica-
mente iguales en todos los países y existen registros de ellos desde
hace muchos años. En todos estos aspectos superan a todos los
otros indicadores propuestos,11 pero al igual que los demás, no han
sido sistemáticamente validados para estos fines.

Son muchos los trabajos que apoyan la idea de que algunos in-
dicadores de salud son muy buenos índices del bienestar general. La
mortalidad infantil especialmente (mortalidad entre niños menores
de un año) y la mortalidad infantil tardía (menores de un año pero
mayores de 28 días) han sido consideradas como los índices más
sensibles del desarrollo de una sociedad.12,13 Algunos de estos tra-
bajos basan sus conclusiones en rigurosos análisis cuantitativos. O-
tros, dan importancia al examen cualitativo de los factores determi-
nantes de la mortalidad. Menchaca, por ejemplo, afirma: "Este pe-
queño ser humano, mal adaptado aún a la naturaleza y cultura cir-
cundantes, no puede escapar, verbi gracia, si su hogar es antihigié-
nico; poco puede hacer si no recibe el alimento con la calidad y
cantidad requeridas; está inerme ante la desorganización de la fami-

11 Pinera, S. (1978); "¿Cómo medir el progreso de los países?". Cepal, do-
cumento de trabajo.

12 Brenner, M. H. (1973); "Fetal, Infant and maternal mortality during pe-
riods of economic inestability". Int J. Health Services 3: 145.

13 Menchaca, F. J. (1981); "La mortalidad infantil post-perinatal como indi-
cador del desarrollo económico-social". Cuad. Med. Soc. 22:42.
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lia y su comunidad, ante la ignorancia de sus padres y ante la falta
de medios de asistencia y seguridad social".

Esta base, aunque en principio es aceptable, se ha prestado pa-
ra largas controversias. En nuestro país tales ideas han sido cuestio-
nadas. Existen datos, sin embargo, obtenidos mediante un estudio
bien diseñado y controlado14 que demuestran directamente las in-
fluencias de la pobreza y el aislamiento de la vivienda, de la disponi-
bilidad de agua potable y sistemas de eliminación de excretas, del
hacinamiento y de la educación de la madre, sobre el riesgo de
muerte en los niños menores. La falta de correlación entre la mor-
talidad y el estado general de la economía, medida fundamental-
mente a través del PGB y los índices de cesantía, han hecho dudar a
muchos de la vigencia en Chile de la relación entre mortalidad y
condiciones de vida.15,16,17.

Para una alta proporción de la gente, el principal determinante
de los indicadores de salud es la calidad de la atención médica. Quie-
nes así piensan sostienen un modelo conceptual que le atribuye una
alta eficacia a la medicina, pero generalmente lo manifiestan en for-
ma implícita. Su corolario inevitable es que los índices de mortali-
dad tienen validez como medida de la realidad social, sólo en cuan-
to sea la atención médica un reflejo de ella, pudiendo ser muy alta o
muy baja.

El punto no está claramente resuelto y algunas preguntas son
legítimas y pertinentes. ¿No podrá la medicina alterar los resultados
finales del área de la salud, separando a esta variable del resto del
conjunto de los fenómenos sociales y económicos? ¿Es posible que
las tecnologías médicas constituyan una intervención tan selectiva
que, sin alterar sustancialmente las condiciones de bienestar mate-
rial, puedan influir en forma significativa en las tasas de mortalidad?
O, por el contrario, ¿dependen éstas del conjunto de condiciones
materiales, sociales y culturales —que hemos identificado vagamente
con el desarrollo social— sin que la medicina pueda cambiarlas?

En esta sección se expondrán algunos de los innumerables tra-
bajos que pueden servir para intentar una respuesta a tales interro-
gantes. En la última parte, se presentarán algunos resultados preli-
minares de un análisis de datos nacionales y latinoamericanos.

14 Burke, M. (1979); "Inter-american investigation of mortality in child-
hood-report on a Household sample". P.A.H.O. Scientific Publication
N° 386.

15 Raczynski, D. y Oyarzo, C. (1982); "Evolución reciente de la tasa de
mortalidad infantil". Rev. Med. Chile. 110:784.

16 Medina, E. y Kaempfer, A. M. (1982); "La salud en Chile durante la dé-
cada del setenta. I: Descripción de la situación. II: Un intento de inter-
pretación". Rev. Med. Chile. 110: 903 y 1004.

17 Haignerere, C. S. (1983); "The application of the freemarket economic
model in Chile and the effects on the population's health status". Int J.
Health Services 13: 389. •
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a Antecedentes Históricos

Desde los tiempos antiguos se aceptó que la intervención médi-
ca influía decisivamente en el desenlace de las enfermedades. Hipó-
crates y Galeno, desprovistos de toda capacidad médica efectiva, lo-
graron renombre por la eficacia que injustificadamente se les atribu-
yó a sus métodos. Recién en el siglo XIX surgen los primeros estu-
dios controlados de las terapéuticas y para sorpresa de todos, pudo
observarse que muchas enfermedades entregadas a su evolución na-
tural terminaban en la curación espontánea. La importancia de este
descubrimiento no pasó inadvertida. En 1876 el profesor Edward
Clarke, de Harvard, consideró a dicho hallazgo como el mayor logro
de la ciencia médica en ese siglo.18

Desde entonces se ha acumulado una vasta literatura que tien-
de a confirmar la limitada influencia de las intervenciones médicas
en la mortalidad de la gente. Thomas McKeown, en Inglaterra, y Re-
ne Dubó en Estados Unidos, han sido las principales figuras detrás
de estas ideas.

McKeown inició sus trabajos estudiando el crecimiento de la
población en Inglaterra y Gales durante el siglo XVIII. Sus conclu-
siones afirman que éste se debió a una reducción en la tasa de mor-
talidad que sólo puede explicarse por el mejoramiento de las condi-
ciones ambientales.19 Tal afirmación no sólo resultaba sorprendente
para quienes atribuían los cambios a acciones médicas cada vez más
eficaces, sino que contradecía la creencia generalizada de que la re-
volución industrial había deteriorado las condiciones ambientales.
Pero hoy día son muchos los historiadores económicos que compar-
ten la opinión de McKeown sobre el entorno de la época, como Von
Hayek y Ashton. Como lo ha insinuado Hayek, los pobres de enton-
ces eran los muertos de antes.20 La conclusión de McKeown, que es
médico, se basó en la eliminación sistemática de otras hipótesis y
para reafirmarla termina citando a Sherlock Holmes: "Habiendo eli-
minado lo imposible, lo que queda, no importa cuán improbable,
debe ser la verdad".

Sus análisis continuaron con la mortalidad en el siglo XIX des-
de 1838, en que se crean los registros oficiales, y encontró su ya clá-
sico resultado de que la mortalidad por tuberculosis, una de las
principales causas de muerte de la época, comienza a declinar junto

18 Thomas, L. (1979); "Medical lessons from history". "The Medusa and
the Snail". Bantam Books, New York.

19 McKeown, T. y Brown, R. G. (1955); "Medical evidence related to en-
glish population changes in the eighteenth century". Pop Studies 9: 119.

20 Hayek, F. et al (1960); "Capitalism and the Historians". University of
Chicago Press, Chicago.
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con los registros más tempranos.21 Al momento de descubrirse el
bacilo de la tuberculosis, la mortalidad por esa afección ya había
caído en un 50%. Posteriormente, se demostró que dicha tasa era
mínima en Europa en la época en que se encuentra la primera droga
eficaz contra el mal.

Al progreso de las ciencias y a la atención profesional, los tra-
bajos de McKeown le asignan una pequeña influencia en el cambio
en las tasas de mortalidad general ocurrido en el siglo XX.22 Proba-
blemente inferior al 10%.

Naturalmente estos estudios han despertado críticas. Evers-
ley23 subraya la existencia de muchos factores, no sólo las condicio-
nes ambientales, para explicar la declinación de la mortalidad. Pero
si hay que señalar uno, dice, debe atribuirse al hecho de que "no
volvieron a repetirse las grandes epidemias por razones que podrían
no estar relacionadas con ninguna acción humana". Otras críticas se
verán más adelante y aunque ellas pueden hacernos cambiar algunos
números y algunas ideas, las conclusiones básicas de McKeown han
resistido bien los análisis posteriores.

En Estados Unidos, Dubó llegaba a conclusiones parecidas.24

En la segunda mitad del siglo XVIII la lepra y la peste virtualmente
desaparecen de Europa y la viruela, la malaria y el cólera estaban ya
controlados en buena medida. Muchas de estas enfermedades, inclu-
yendo el tifus, estaban prácticamente erradicadas de Europa mucho
antes de que se formulara la teoría de los gérmenes.

Los análisis realizados con datos norteamericanos revelan igua-
les resultados.25 La gran disminución de mortalidad en Norteaméri-
ca se debe principalmente a la desaparición de ciertas enfermedades
infecciosas, para las cuales, al menos, existen tratamientos eficaces.
Sin embargo, las conclusiones de los investigadores indican que las
medidas de tipo médico, quimioterapéuticas y profilácticas en con-
junto, dan cuenta de una proporción mínima en la reducción de la
tasa de mortalidad, probablemente inferior al 3.5%.

En Latinoamérica la disminución de la mortalidad ha ocurrido
a un ritmo mayor que en los países desarrollados y aunque es igual-
mente cierto que el proceso general de desarrollo ha sido más rápido
—las tasas de crecimiento económico en Europa durante el siglo

21 McKeown, T. y Record, R. G. (1962); "Reasons for the decline of morta-
lity in England and Wales during the nineteenth century". Pop Studies
16: 94.

22 McKeown, T. et al (1975); "An interpretation of the decline of mortality
in England and Wales during the twentieth Century". Pop Studies 29: 391.

23 Eversley, D. E. C. (1965); "Population, economy and society", citado en
Bereby (30).

24 Dubó, R. (1959); "The mirage of health". Anchor Books, New York.
25 McKinlay, J. B. y McKinlay, S. M. (1977); "The questionable contribu-

tion of medical measures to the decline of mortality in the U. S. in the
twentieth century" Milbank Mem Fund Quart 55: 405.
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XIX alcanzaron un promedio de 1.5% anual26— es posible que las
intervenciones médicas hayan sido y continúen siendo más eficaces
aquí, de lo que lo fueron en Europa en el pasado. Taucher,27 sin
embargo, al estudiar la reducción de la mortalidad en Chile entre
1955 y 1975 encontró que el fenómeno se debía principalmente a
la disminución de las muertes por enfermedades evitables mediante
la prevención. También se reducen las enfermedades que responden
al saneamiento y a las medidas mixtas. Las únicas que no declinan
son aquellas que dependen del diagnóstico y tratamiento médico.

Blanco et al28 realizaron un análisis del factor para la estructu-
ra de causas de muertes por provincias chilenas en dos períodos re-
cientes. El trabajo no fue diseñado para estudiar determinantes de
mortalidad, sin embargo, los autores pudieron concluir, a través de
inferencias muy indirectas, que la atención médica podría afectar
parcialmente a la estructura de causas de muerte. El tercer factor de
su análisis, que explica un 10% de la varianza total, podría reflejar,
en parte, la influencia de los servicios médicos.

b Determinantes Socioeconómicos de la Mortalidad

Los estudios en este campo, quizá más abundantes que los rela-
tivos a la eficacia médica, revelan una importante contribución de
los factores socioeconómicos en los indicadores tradicionales de sa-
lud. Grosse,29 al estudiar países en vías de desarrollo, concluyó que
los factores sociales tales como los hábitos de alimentación e higie-
ne, explican mejor las variaciones entre países que los factores médi-
cos y sanitarios.

En los países desarrollados se han podido practicar estudios pa-
ra cada causa de muerte encontrándose, en general, un predominio
de los factores socioeconómicos como determinantes de mortali-
dad.30

Las metodologías necesarias para alcanzar conclusiones confia-
bles son inevitablemente complejas debido al número de variables
en juego. Diversas formas de regresión múltiple, análisis de factores,
de componentes principales, de series de tiempo en diversas de sus

26 Hartwell, R. (1972); "The long debate on poverty". Institute of Econo-
mic Affaires, Londres.

27 Taucher, E. (1978); "La mortalidad en Chile desde 1955 a 1975: Ten-
dencias y causas". Notas de Población 6: 113.

28 Blanco, R. et al (1977); "Análisis del factor para la estructura de las cau-
sas de muerte en Chile I parte: Quinquenio 1961-1965. II parte: Quin-
quenio 1968-1972", Rev. Med. Chile. 105: 822 y 934.

29 Grosse, R. B. (1979); "Background paper on health", mimeo, citado en
Berebi (30).

30 Berebi, Z. M. y Silber, J. (1981); "Health and development: socioecono-
mic determinants of mortality structure". Soc. Sci. Med. 15C: 31.
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variantes y otras más específicas pueden ser necesarias para respon-
der algunas preguntas.31 Pero nada elimina el problema de la calidad
de los datos, lo que es particularmente importante entre países me-
nos desarrollados. No obstante, analizando diversos países seleccio-
nados por la calidad de sus estadísticas, es posible utilizar algunos
de los métodos analíticos más poderosos.

En Israel, Berebi y Silver30 estudiaron la mortalidad en 34 paí-
ses con diferentes grados de desarrollo y encontraron mediante un
análisis de componentes principales, que el primer componente, que
refleja sin duda el nivel general de desarrollo, explica más del 50%
de la varianza. En un análisis de proximidad que les permite el estu-
dio de las diversas patologías, sólo pudieron encontrar moderadas
influencias médicas en dos de las once causas de muerte estudiadas:
las enfermedades respiratorias y las degenerativas.

Los estudios sobre Latinoamérica no son muy numerosos, pro-
bablemente por la desconfianza de los investigadores sobre los datos
estadísticos. Carvajal y Burgess33 analizaron cinco variables eco-
nómicas como determinantes de mortalidad fetal y de la niñez, me-
diante un modelo de regresión múltiple. El estudio se realizó con
muestras de mujeres en tres ciudades y reveló que las variables —in-
greso, educación, participación en la fuerza laboral, migración y ma-
trimonio legal— explican buena parte de la varianza. En algunos gru-
pos etarios alcanza al 43% y el mínimo, que se observó en mujeres
jóvenes de Río de Janeiro, fue cercano al 15%.

Palloni y Wyrick32 estudiaron la declinación de la mortalidad
en once países latinoamericanos, con el propósito de estimar las in-
fluencias de la difusión de tecnologías médicas en contraposición a
las condiciones ambientales. Mediante un modelo de regresión múl-
tiple que empleaba sólo tres variables —el Producto Geográfico Bru-
to, el analfabetismo y la disponibilidad de agua potable— los autores
consiguen explicar el 90% de la varianza en las tasas estandarizadas
de mortalidad en la década del 50, y el 67% en el año 1973. La va-
riable PGB, sin embargo, no tiene influencia significativa en 1973,
de modo que sólo una variable educacional y otra de vivienda asu-
men todo el poder del modelo.

El resultado es especialmente interesante por tratarse de un
trabajo hecho en países que disminuían rápidamente sus tasas de
mortalidad, en un período en que existían tecnologías médicas efi-
caces para combatir enfermedades de alta prevalencia. La hipótesis
contraria, por lo tanto, habría parecido más verosímil.

31 Pocock, S. J. et al (1982); "Analysing geographic variation in cardiovascu-
lar mortality: Methods and Results". J. R. Stat Soc. A 145: 313.

32 Palloni, A. y Wyrick, R. (1981); "Mortality decline in Latin America:
Changes in the structure of causes of death, 1950-1975". Social Biol. 28:
187.

33 Carvajal, M. y Burgess, P. (1978); "Socioeconomic determinants of fetal
and child deaths in Latin America". Soc. Sci. Med. 12C: 89.
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Aunque la confiabilidad de los datos latinoamericanos permite
plantear algunas dudas, la conclusión de los autores de que "los fac-
tores no-económicos resultaron mucho menos significativos de lo
que se pensaba anteriormente", parece incuestionable. Entre los
países sin malaria, como Chile, los datos son aún más claros, indi-
cando una alta influencia de los niveles de vida en las tasas de mor-
talidad.

En ciencias sociales es casi imposible aislar variables y estudiar-
las matemáticamente. Por eso es necesario el análisis de modelos es-
tadísticos relativamente complejos. El caso de Inglaterra, sin embar-
go, aporta algunos datos simples que son relevantes para el estudio
de los determinantes socioeconómicos de la mortalidad. Ese país
cuenta desde hace más de 30 años con un servicio de salud único
que atiende por igual a todos los sectores sociales. En cierta forma
puede decirse que la variable atención médica se convirtió allí en un
parámetro constante. La mortalidad, sin embargo, desde 1951 hasta
1971 tuvo cambios diferentes según las clases sociales.34,35 Para la
clase más alta declinó en 29%, la intermedia en 8% y las dos clases
más bajas experimentaron un alza del 9 y del 3%. Es decir, a igual
atención médica aumentaron las disparidades entre clases sociales
en cuanto a mortalidad, reflejando el efecto de otros factores de
crucial importancia. Existen, sin embargo, una serie de variables que
no son médicas ni económicas, como, por ejemplo, el hábito de fu-
mar, que podrían explicar en parte estas diferencias (en 1976 el
53% de los obreros ingleses fumaba, en tanto que sólo lo hacía el
25% de los profesionales, aunque no hay datos disponibles de 1951
como para examinar cuantitativamente esta hipótesis). Pero, incues-
tionablemente, el hallazgo tiende a corroborar la influencia del con-
junto de determinantes no médicos, de tipo social o cultural, en la
tasa de mortalidad.

Una experiencia que guarda relación con lo ocurrido en Ingla-
terra tuvo lugar en Estados Unidos entre 1956 y 1962. En la reserva
indígena de Many Farms-Rough Rock, de los indios Navajos, la Uni-
versidad de Cornell dispuso un equipo médico que ponía al alcance
de sus empobrecidos habitantes toda la tecnología médica contem-
poránea. Al hacerse un recuento en 1968, se encontró que la tasa de
mortalidad no había experimentado modificaciones significativas.
El moderno armamentario médico, que incluía desde vacunas hasta
posibilidades quirúrgicas, sólo atenuó la incidencia de algunas enfer-
medades que pueden dejar secuelas, pero que generalmente no cau-
san la muerte, como la otitis media de los niños.36

34 Bosanquet, N. (1981); "Mortality rates and social class". Lancet 1: 162.
35 Townsend, P. (1981); "Toward equality in health through social policy".

Int J Health Services 11: 63.
36 McDermott, W. et al (1972); "Health care experiment at many farms".

Science 175: 23.
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c Factores Conductuales

La influencia de la cultura y los hábitos sociales en la salud de
las personas es un hecho que se ha comprobado reiteradamente. La
extensa literatura al respecto sólo se ilustrará señalando algunos es-
tudios referidos a las principales causas de muerte en Chile.

Las enfermedades cardiovasculares y circulatorias han sido re-
lacionadas a la dieta, al hábito de fumar, a la vida sedentaria, a las
tensiones emocionales y a ciertos rasgos de personalidad. Algunos
de estos factores han sido muy bien establecidos. En la segunda gue-
rra mundial las dietas de diversas naciones sufrieron modificaciones
importantes que hicieron posible estudios cuasiexperimentales, to-
dos los cuales indican en forma notablemente exacta que las enfer-
medades cardiovasculares, en gran medida, están condicionadas por
el consumo de ciertas clases de lípidos.37,38 La declinación de esta
causa de muerte en Estados Unidos desde 1964, al parecer, también
podría explicarse por cambios dietéticos y del hábito de fumar.39

La moderna tecnología médica, según parece, no ha influido
mayormente en alterar las tasas de mortalidad por estas enfermeda-
des. Mather et al,40 en un ensayo clínico al azar, encontraron que la
mortalidad por infarto era igual si éstos se trataban en la casa o en
las más complejas unidades coronarias. Este estudio ha despertado
controversias y no debe considerársele como la última palabra. Lo
que sí queda claro, es que a pesar de los enormes progresos tecnoló-
gicos sus efectos reales no son tan obvios como se les supone. Es sig-
nificativo que el estudio sobre las unidades coronarias se haya hecho
después que ellas ya llevaban varios años funcionando. Hoy día aún
no se cuenta con mediciones exactas de los efectos de estos trata-
mientos, que aunque potencialmente eficaces, probablemente no
han sido empleados de una manera apropiada.

La influencia de las prácticas médicas en esta área no está bien
establecida. El desarrollo económico, por sí mismo, tampoco parece
influir en estas enfermedades que dependerían fundamentalmente
de factores sociales y culturales. Indirectamente, sí, es posible que
el desarrollo económico, influyendo sobre los fenómenos sociales,
altere la mortalidad por estas enfermedades, pero no puede prede-
cirse si la aumenta o la disminuye.

37 Strom, A. y Adelsten Jensen, R. (1951); "Mortality from circulatory di-
seases in Norway 1940-1945". Lancet 1: 126.

38 Malmros, H. (1950); "The relation of nutrition to health: a statistical
study of the effect of the war-time on arteriosclerosis, cardiosclerosis, tu-
berculosis and diabetes". Acta Med. Scand 246 Suppl. (137).

39 Walker, W. J. (1977); "Changing United State life-style and declining
vascular mortality: cause or coincidence?". N Engl. J Med. 297: 163.

40 Mather, M. G. et al (1971); "Acute myocardial infarction: home and hos-
pital treatment". Brit Med J 3: 334.
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Con respecto al cáncer, la segunda causa de muerte en Chile,
sus determinantes no son bien conocidos, aunque todo parece indi-
car que se trata de una enfermedad de origen ambiental.41 La pre-
vención del tabaquismo, por sí sola, reduciría en un tercio la morta-
lidad por todos los tipos de cáncer.42 Algunas formas de este mal
parecen tener factores predisponentes tan variados como la pérdida
de un ser importante en la niñez del afectado, el divorcio o la inca-
pacidad para expresar emociones.43

Los programas médicos destinados a controlar esta enfermedad
no arrojan resultados convincentes. Los factores económicos, por sí
mismos, tampoco parecen influir en forma decisiva en estas afeccio-
nes. Nuestra ignorancia en la materia sólo nos permite decir que la
medicina, a lo sumo, influye discretamente y que los otros determi-
nantes sólo podrán describirse mediante estudios de carácter epi-
demiológicos.

La tercera causa de muerte en Chile es la de los accidentes que,
contrariamente a lo que se piensa, guardan una compleja relación
con el desarrollo, observándose generalmente una tendencia a dis-
minuir.

La influencia de la atención médica sobre nuestras principales
causas de muerte no son muy marcadas. Igual cosa podría suponerse
de los elementos propios del desarrollo económico, pero para deter-
minar los factores relevantes sólo cabe el análisis de los datos empí-
ricos. La información disponible hasta ahora les asigna gran trascen-
dencia a los factores sociales y culturales.

d Mediciones Rigurosas de la Eficacia Médica

Otra fuente de información de interés para nuestro análisis es
el estudio riguroso de las prácticas médicas. Cochrane,44 en Ingla-
terra, ha realizado un detallado análisis sobre la materia. Aquellas
terapias que han sido rigurosamente estudiadas, con alarmante fre-
cuencia, han resultado ser inefectivas. La lista sería larga de deta-
llar, pero incluye los tratamientos de los infartos, la diabetes, el
cáncer, algunas anemias y muchos tratamientos psiquiátricos. Igual-
mente larga podría ser la lista de terapias eficaces, como las de la
mayoría de las enfermedades infecciosas, la hipertensión arterial y
otras. En realidad hay tratamientos tan eficaces que por razones
éticas, ya no es posible practicar estudios controlados.

41 Doll, R. y Peto, R. (1981); "The causes of cáncer: quantitative estimates
of avoidable risks of cancer in the U. S. today". J.N.C.I. 66: 1200.

42 Doll, R. (1983); "Perspectivas de la prevención"; Foro Mundial Salud
4: 253.

43 Wood, C. (1982); "Cultura, estilo de vida y enfermedades crónicas". Fo-
ro Mundial Salud 3: 509.

44 Cochrane, A. L. (1972); "Effectiveness and efficiency: Random reflect-
ions on health services". The Nuffield Provincial Hospitals Trust.
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La conclusión, sin embargo, dista mucho de ser la esperada
frente a las continuas celebraciones sobre los avances de la medicina
contemporánea. "Uno debiera quedar deleitadamente sorprendido
cuando cualquier tratamiento que sea resulta ser efectivo y siempre
debiera suponer que un tratamiento es inefectivo hasta que se de-
muestre lo contrario", concluye el profesor Cochrane.

En casi todos los campos de la medicina parece ocurrir el mis-
mo fenómeno. En obstetricia el problema del control del embarazo
no puede aún darse por resuelto. Las mujeres que concurren a con-
trol son aquellas que tienen cierto nivel cultural y que, además, se
interesan por el resultado de su embarazo. Sus buenos resultados fi-
nales no pueden atribuirse únicamente al control médico. Al pare-
cer, la intervención médica en este campo produciría una reducción
en el riesgo de tener un niño de bajo peso de nacimiento, y esto sólo
entre las madres de bajo nivel socioeconómico.45 Los diferentes es-
tudios han topado con problemas metodológicos y presentan con-
clusiones diferentes. No parece ser así con la atención profesional
del parto, que, a pesar de las polémicas, probablemente reduce la
mortalidad perinatal.46

No abundaremos mayormente sobre el tema, que tiene un ca-
rácter eminentemente técnico. Sólo agregaré que los estudios sobre
la cirugía no son muy optimistas47,48 y que en pediatría existen
datos de que sólo una baja proporción de las muertes podrían evi-
tarse con medidas médicas.49 Las consultas tardías, y hasta las
muertes en domicilio, son relativamente frecuentes entre estos
pacientes.

Cochrane distingue entre las opiniones, las observaciones y las
pruebas experimentales, como bases para justificar las distintas con-
ductas médicas. El enfoque experimental en medicina clínica, puede
decirse que comenzó sólo en la década del 50, cuando ya varias de
las actuales conductas profesionales estaban muy desarrolladas. Mu-
chas de las formas de atención fueron aceptadas en su época de a-
cuerdo a los métodos disponibles entonces —opiniones y observacio-
nes— y no han sido sometidas a las rigurosas demostraciones que
son posibles hoy día.

45 Gortmaker, S. L. (1979); "The effects of prenatal care upon the health
of the newborn". Am J Public Health 69: 653.

46 Adamson, G. D. y Gare, G. D. (1980); "Home or hospital birth".
J.A.M.A. 243: 1732.

47 Bunker, J. P. et al (1977); "Costs, risks and benefits of surgery". Oxford
University Press, New York.

48 Wennberg, J. y Gittelsohn, A. (1982); "Variations in medical care among
small áreas". Scientific American, april: 120.

49 Pharoah, P.O.D. (1976); "International comparisons of perinatal and in-
fant mortality rates". Proc. R Soc. Med. 69: 335.
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El Papel de la Medicina

Las evidencias de que la medicina influye en una medida pe-
queña, aunque no despreciable, en las tasas de mortalidad, ha esti-
mulado en muchos círculos la reflexión sobre el papel social de es-
tas actividades. Los resultados expuestos, contradicen, sin duda, las
creencias generales del público y de la mayoría de los clínicos, por
lo que me permitiré una disgresión para tratar este tema que sólo
podré tocar superficialmente.

Desde luego, debe reconocerse que han surgido algunos grupos
que le asignan un valor social francamente negativo a la profesión
médica. El representante más destacado de estas tendencias es Iván
Illich, quien da por sentada la ineficacia de la medicina, pero, ade-
más, extiende el concepto de iatrogenia hasta sus dimensiones cultu-
rales.50 Sus ideas, aunque interesantes y dignas de conocerse, son a
todas luces exageradas y no las expondré en este trabajo.

Una línea de argumentos más importante cuestiona la validez
de las tasas de mortalidad como indicadores de salud.51,52 Si en vez
de aquéllas se utilizan las mediciones de incapacidad física, el cua-
dro general de la evolución de la salud en algunos países es muy di-
ferente del que se obtiene a través de las mortalidades.53 Un estudio
de gran interés por su metodología54 concluye que los indicadores
tradicionales deben abandonarse para evaluar la efectividad de la
atención médica ya que ellos son muy sensibles a las variables socio-
demográficas. Sus autores proponen buscar otros índices, tales co-
mo la letalidad por diagnóstico, para cumplir estos objetivos.

Prevenir las enfermedades; educar a los pacientes sobre los fac-
tores predisponentes de las diferentes afecciones; evitar las secuelas
de algunos males; rehabilitar a los incapacitados; asegurar, a quienes
están sanos, de su buen estado de salud; diagnosticar y formular
pronósticos y muy especialmente, curar, cuidar, reconfortar y ali-
viar a los enfermos, son tareas médicas de primera importancia, co-
mo lo puede atestiguar quienquiera que haya sufrido la incertidum-
bre y el dolor de la enfermedad. Debe recordarse, además, que si
sólo se evita el 1% de las muertes en un año, nos estamos refiriendo
a unos 500 mil casos individuales. No es posible en estas líneas exa-

50 Illich, I. (1976); "Medical nemesis: the expropriation of health". Ran-
dom House, New York.

51 Green, R. M. (1977); "Beyond the role of medicine: McKeown as medi-
cal philosopher". Milbank Mem Fund Quart 55: 389.

52 McDermott, W. (1980); "Medicine: the public good and one's own"
World Health Forum 1: 123.

53 Wilson, R. W. (1981); "Do health indicators indicate health? Am J Pu-
blic Health 71: 451.

54 Martini, C. J. M. et al (1977); "Health indexes sensitive to medical care
variation". Int. J. Health Services 7: 293.
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minar exhaustivamente el papel social de la medicina, que considero
de alto valor, pero sí dejar en claro que su influencia sobre la morta-
lidad no debe entenderse de ningún modo como la única tarea de
los médicos.

Es preciso, además, hacer una distinción importante entre la
atención médica y los servicios de salud. Estos últimos, en nuestro
país, constituyen un centro comunitario de relevancia, que imparte
educación sanitaria, ofrece servicios sociales no médicos, distribuye
alimentos y realiza otras tareas que no son propiamente las de la a-
tención médica. Algunas de esas labores contribuyen directamente
al bienestar social y no se han considerado en la discusión preceden-
te que buscaba esclarecer si era posible una intervención selectiva
que modificara la mortalidad sin influir específicamente en las con-
diciones de bienestar general. No son las acciones de los servicios de
salud las que se han tratado de aislar para los propósitos de este es-
tudio, sino sólo las acciones médicas clásicas.

No obstante se debe intentar la medición del rendimiento de
los servicios de salud. Algunos antecedentes extranjeros no son favo-
rables, pero difícilmente se podrían aplicar a nuestro país. En Vene-
zuela la expectativa de vida en diferentes municipios aumentó al
mismo ritmo en aquellos con servicios organizados de salud que en
aquellos sin esos servicios.55

Nuestras ideas y conceptos se basan tanto en los supuestos co-
mo en los datos reales. Para la mayoría, los estudios que he revisado
brevemente constituyen una sorpresa la primera vez que se conocen.
La idea de salud a lo largo de los siglos se vinculaba a una noción de
equilibrio entre diferentes elementos. Para los griegos cuatro humo-
res determinaban el estado de salud. Para los chinos, el equilibrio
entre el ying y el yang. Con el advenimiento del reduccionismo car-
tesiano, el terreno se volvió propicio para la aparición de la teoría
de la etiología específica, que explica mecánica y linealmente, de
causa a efecto, el origen de las enfermedades. Cuando Koch descu-
brió que la inoculación con determinados bacilos producía la tu-
berculosis en animales previamente sanos, se creyó encontrar la res-
puesta final a las interrogantes sobre la naturaleza de las enfermeda-
des que habían turbado al hombre desde sus orígenes. No obstante,
si hubieran podido examinarse los pulmones del propio Koch o de
la mayoría de los asistentes a su disertación, se habría podido com-
probar que el bacilo estaba presente en ellos sin causarles ninguna
alteración (ver 19). La presencia del germen es una condición nece-
saria, pero está lejos de ser suficiente.

La causa de las enfermedades es tan compleja, que hasta el uso
de la palabra causa es inadecuado en este contexto.56 En casi todos

55 Gabaldón, A. (1980); "First need, to track the killer". World Health Fo-
rum 1: 159.

56 Bunge, M. (1979); "Causality and modern science". Third revised edition:
Dover Publications, New York.
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los casos "es necesario que diversos factores determinantes actúen
en forma concatenada para producir un estado patológico" según
Dubó57 y en condiciones normales, fuera del laboratorio, la com-
plejidad de los fenómenos, hasta en casos tan simples como un acci-
dente por el reventón de un neumático liso en un camino en repara-
ciones una noche de lluvia, impide responder a la pregunta "¿cuál
es la causa?". ¿La lluvia?, ¿la noche?, ¿la señalización del camino?,
¿el clavo del pinchazo?, ¿el desgaste de los neumáticos?, ¿la edad
del conductor?, ¿su estado físico?, ¿la alegría desbordante de una
fiesta previa? Es inútil tratar de reducirse a la simple línea de causa
y efecto para dilucidar todos los factores que determinan esta clase
de fenómenos.

La medicina, como todas las ciencias contemporáneas, busca
sus explicaciones en la separación analítica de diferentes elementos.
Los sistemas complejos, en la realidad, no se ajustan a este modelo y
es probable que nos llevemos muchas sorpresas más antes de que po-
damos identificar un nuevo paradigma para abordar fenómenos de
esta naturaleza. Por ahora, puede decirse que los métodos tradicio-
nales de la medicina no parecen ser todo lo efectivo que se les su-
puso. El gran esfuerzo contemporáneo que se ha hecho sobre estas
bases —en los últimos 20 años se ha gastado en medicina tanto co-
mo es toda la historia anterior58— no ha dado los frutos esperados.
Probablemente por haber atribuido a las intervenciones médicas los
cambios en la mortalidad, se pensó que éstos podrían continuar fá-
cilmente, pero los datos indican que sin un mejoramiento de las
condiciones sociales y económicas, no es mucho lo que se puede lo-
grar.

IV Observaciones Nacionales y Regionales

Los antecedentes examinados permiten afirmar con un grado
razonable de confianza que la proposición de emplear a las tasas de
mortalidad como índices de las condiciones generales de vida es
muy atendible. Un estudio acabado sobre la materia debería incluir
diferentes estrategias de validación y aún así, se necesitarían nume-
rosas investigaciones para sostener una proposición de esa naturale-
za y lograr estimaciones cuantitativas de la validez de tales índices.

Un breve análisis preliminar de algunos datos chilenos y latino-
americanos, que se presenta en el apéndice 2, tiende a confirmar la
validez de los indicadores de salud como medidas de desarrollo so-
cial. Al examinar los indicadores tradicionales de mortalidad con-
juntamente con variables económicas, educacionales, de vivienda y

57 Dubó, R. (1975); "Hombre, medicina y ambiente". Fondo de Cultura E-
conómica, México, p. 121.

58 Horrobin, D. F. (1980); "Whither medicine? Nemesis or not? A reply to
Ivan Illich". World Health Forum 1: 139.
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de atención médica, puede apreciarse que existen múltiples correla-
ciones entre la mayoría de los factores considerados.

Los datos disponibles, sin embargo, no resultan suficientes pa-
ra obtener conclusiones definitivas. El grado de agregación, por una
parte, y las variables empleadas, por otra, que se seleccionaron en
importante medida por su disponibilidad y no por un buen análisis
previo de los componentes del concepto de bienestar, son dificulta-
des que deben superarse en una etapa ulterior.

No obstante, hasta ahora, se puede observar que los indicado-
res tradicionales de salud aparecen inmersos en una red de fenóme-
nos sociales de la cual sería arbitrario separarlos. Las condiciones so-
cioeconómicas, al parecer, siguen influyendo en Chile en las tasas de
mortalidad. A pesar de los peligros de extraer conclusiones de los
coeficientes de correlación, no deja de ser interesante el hallazgo de
una asociación significativa entre mortalidad general y condiciones
de vivienda, o entre mortalidad infantil y proporción de la pobla-
ción empleada en el PEM, por ejemplo. (Ver Apéndice 2.) Muchas
otras relaciones de interés podrían discutirse pero el único objetivo
de examinar estos datos era observar el comportamiento de las mor-
talidades frente a las otras variables. Ni ellas ni las variables propias
de los servicios médicos presentan características especiales para ex-
cluirlas de un conjunto de indicadores sociales.

El presente trabajo, muy modestamente, tiende a confirmar la
decisión de los organismos internacionales de utilizar los indicadores
de mortalidad como índices del desarrollo social. Su validación sis-
temática, sin embargo, continúa pendiente como una tarea que re-
quiere la participación de numerosos investigadores.

Apéndice 1

Si (Xi) representa un conjunto de mediciones reales obtenidas
empleando la medida X, la varianza total a x2i se puede descompo-
ner en tres elementos:

en que a v2 corresponde a la varianza asociada al concepto en
estudio, llamada la varianza válida; o es2 la varianza debida al error
sistemático y o e2 la varianza originada por error aleatorio.

La validez de una medida está dada por:

Validez =

que corresponde a la expresión algebraica de ƒxc2, el cuadrado del
coeficiente de correlación teórico entre la medida X y el concepto C.

La confiabilidad de una medida está dada por:

Confiabilidad =
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Apéndice 2

En este apéndice se presenta un breve análisis de datos nacio-
nales y latinoamericanos, obtenidos de Geografía Económica de
Chile,59 del Instituto Nacional de Estadísticas60 y de Unicef.4

Con respecto a América latina se consideraron 24 países y para
cada uno de ellos se registró la expectativa de vida, expresión que
resume las mortalidades de cada edad. Además, se incluyó el pro-
ducto per cápita como indicador económico; dos variables de los
servicios médicos: el número de habitantes por cama de hospital y
el número de habitantes por médicos; dos variables habitacionales:
el número de personas por habitación y la proporción de habitantes
sin conexión al agua potable; y tres variables educacionales: el anal-
fabetismo entre los mayores de 15 años, el analfabetismo en la po-
blación de 11 a 15 años y la tasa neta de escolaridad entre 6 y 11
años.

La matriz de correlaciones se presenta en la tabla 2. En la pri-
mera columna aparecen los coeficientes de correlación de Pearson
entre la variable en estudio, expectativa de vida, y las otras. El nú-
mero que aparece entre paréntesis corresponde a la significación, es
decir, la probabilidad de que un coeficiente igual o mayor pudiera
obtenerse simplemente por azar. Puede apreciarse que todas las va-
riables presentan una correlación significativa con la estudiada, pero
a la vez se observa una alta multicolinealidad entre todas las varia-
bles.

El análisis de regresión múltiple se mantuvo deliberadamente
simple, sin incluir términos de interacción ni efectuando transfor-
maciones, ya que sólo se deseaba explorar la capacidad de la expec-
tativa de vida de reflejar los valores de las otras variables. Para reali-
zar este análisis se utilizó el programa correspondiente del Statistical
Package for Social Sciences, empleando el procedimiento incremen-
tal (step-up) que en cada paso incorpora una nueva variable sólo en
función de la varianza remanente. De este modo se tiende a evitar la
repetición de variables muy correlacionadas entre sí.

El primer paso incorporó el analfabetismo de adultos, que ex-
plica el 67% de la varianza de la variable dependiente. Luego fueron
incorporados sucesivamente el número de habitantes por cama de
hospital, el analfabetismo entre 15 y 19 años, el porcentaje de la po-
blación sin conexión al agua potable y el número de personas por
habitación, para lograr una proporción explicada de la varianza del
85%. Los coeficientes de regresión, sin embargo, no son todos signi-
ficativos y dos de ellos tienen un signo contrario al esperado. La

59 Gemines (1982); "Geografía económica de Chile". Editorial Andrés Be-
llo, Santiago.

60 Instituto Nacional de Estadísticas (1983); Compendio estadístico 1983,
Santiago.
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multicolinealidad impide mayores estudios de los datos, que refle-
jan, no obstante, una estrecha relación entre todas las variables, in-
cluida la expectativa de vida.

En el caso chileno, los datos fueron tomados por regiones e in-
cluyeron la mortalidad general, la mortalidad infantil y la mortali-
dad infantil tardía. Además, se registraron otras 19 variables que
fueron consideradas independientes. La lista de las variables se in-
cluye en la tabla 3. La tabla 4 presenta los coeficientes de correla-
ción entre las diferentes mortalidades y aquellas variables que resul-
taron estadísticamente asociadas a ellas. Puede observarse en esta ta-
bla que una serie de factores aparecen correlacionados con las mor-
talidades. Sin embargo los coeficientes de correlación no constitu-
yen una evidencia concluyente y se necesitan mayores estudios para
aclarar la naturaleza de las asociaciones.

Es importante destacar que no se dispuso de datos sobre la es-
tructura etaria de la población, que habría permitido ajustar las va-
riables para dicho factor. Este hecho podría explicar algunas corre-
laciones aparentemente paradojales, como la correlación positiva en-
tre las mortalidades infantiles, por una parte, y el número de alum-
nos en enseñanza básica por habitante, la cantidad de leche reparti-
da por habitante y las consultas a los profesionales no médicos. Si
la cobertura de la enseñanza básica es alta y uniforme a lo largo del
país, como parece serlo, la variable alumnos en enseñanza básica por
habitante reflejaría la proporción de niños menores en la población
y la multicolinealidad entre las cinco variables mencionadas podría
explicarse por esta razón de tipo demográfico. Según estudios bien
establecidos, existe una asociación entre altas tasas de natalidad y
altas tasas de mortalidad infantil.

El análisis de regresión múltiple constituye la herramienta más
apropiada para estudiar las relaciones entre las variables considera-
das. La tabla 5 resume estos análisis, practicados mediante el méto-
do incremental para cada una de las mortalidades. En la tabla se in-
dican la variable incluida en cada paso y la proporción en que se re-
duce la varianza con su incorporación. El total de la varianza expli-
cada resulta bastante alto, pero no todos los coeficientes de regre-
sión son significativos.

En la tabla 6 se presentan los coeficientes estandarizados de re-
gresión para las variables independientes incorporadas en los tres
primeros pasos del análisis incremental. De esta forma puede apre-
ciarse la influencia relativa de cada variable independiente sobre la
mortalidad en estudio, evitando la aparente ponderación exagerada
que recibe la primera variable incorporada en el proceso incremental.

Finalmente, se practicó un análisis de factores que permitiría
reducir las variables explicatorias. Este análisis transforma el conjun-
to de variables en un nuevo conjunto de factores ortogonales (sin
correlación entre sí). Puede decirse que este procedimiento es en
cierta forma el inverso del descrito en la sección II. Con él, se selec-
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cionan medidas para el conjunto de datos, pero se desconocen los
conceptos que subyacen tras cada una de ellas.

El primer factor, que explica el 52% de la varianza del conjun-
to de datos, probablemente refleja la composición demográfica, ya
que está altamente correlacionado con el número de alumnos en
educación básica por habitante y el programa de leche y presenta
una relación inversa con el número de teléfonos por habitantes.
Además, tiene una correlación negativa con el número de médicos
por habitantes y con el número de metros de vivienda construidos
en el decenio por habitante.

El segundo factor que explica el 18% de la varianza está alta-
mente correlacionado con el consumo de energía y las consultas mé-
dicas por habitantes y en menor grado al número de habitantes por
metros cuadrados de vivienda y al producto per cápita. No hay co-
rrelaciones negativas importantes. No es fácil interpretar el signifi-
cado de este factor, aunque en cierta medida puede reflejar bienes-
tar económico.

Tabla II

Matriz de Correlación para los Datos Latinoamericanos

1 Expect.
de vida

2PGB
Per Cáp.

3 Habit/Cama
Hospital

4 Habit. por
Médico

5 Personas/
Habitación

6 Porcent. Pobl.
sin agua

7 Anaifab. Ma-
yores 15 años

8 Analfab.
15-19 años

9 Tasa Neta
Escolar 6-11 A

1
E.D.V.
1,0

0,618
(0,001)
-0,719
(0,001)
-0,514
(0,009)
-0,387
(0,051)
-0,747
(0,001)
-0,842
(0,001)
-0,702
(0,001)
0,814

(0,001)

2
P.G.B.

1.0

-0.558
(0,004)
-0,517
(0,008)
-0,423
(0,045)
-0,429
(0,026)
-0,585
(0,002)
-0,428
(0,027)
0,497

(0,009)

3
H.C.H.

1.0

0,757
(0,001)
0,726

(0.001)
0,738

(0,001)
0,776

(0,001)
0,755

(0,001)
-0,684
(0,001)

4
H.P.M.

1,0

0,620
(0,004)
0,630

(0,001)
0,731

(0,001)
0,735

(0,001)
-0,549
(0,005)

5
P.P.H.

1,0

0,549
(0.007)
0,523

(0,011)
0,269

(0.157)
-0,477
(0,019)

6 7 8 9
P.S.A. A.Ad. A.15-19 T.N.E.

1,0

0,681
(0,001)
0,667

(0,001)
-0,657
(0,001)

1.0

0.937 1,0
(0,001)
-0,930 -0,839 1,0
(0,001) (0,001)

Coeficientes de correlación de Pearson entre las variables que se indica, prove-
nientes de 24 países latinoamericanos.
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Tabla III

Lista de las Variables Empleadas
(Regiones de Chile)

1 Tasa de mortalidad general.
2 Mortalidad infantil (por mil nacidos vivos).
3 Mortalidad infantil tardía, 28 días a un año (por mil nacidos vi-

vos).
4 Producto Geográfico Bruto por habitante.
5 Kilowatt hora de energía consumidos por habitante.
6 Alumnos de enseñanza básica por habitante.
7 Alumnos de enseñanza media por habitante.
8 Consultas médicas por habitantes.
9 Consultas profesionales no-médicas por habitante.

10 Número de periódicos editados por habitante.
11 Alumnos por profesor en enseñanza básica.
12 Trabajadores en el Plan de Empleo Mínimo por habitante.
13 Número de teléfonos por habitante.
14 Kilos de leche y mezclas proteicas distribuidos por habitante.

Programa Nacional de Alimentación Complementaria.
15 Metros cuadrados de vivienda construidos en el último decenio

por habitante.
16 Metros lineales construidos en la red de agua potable en el últi-

mo decenio por habitante.
17 Metros lineales construidos en la red de alcantarillado en el últi-

mo decenio por habitante.
18 Número de médicos por habitante.
19 Número de habitantes por vivienda.
20 Número de habitantes por cama de hospital.
21 Número de habitantes por metro cuadrado de vivienda.
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Tabla IV

Coeficientes de Correlación y Significancia
entre las Variables que se indica.
Datos de las Regiones de Chile

Mortalidad Teléfonos por habitante (-0,668; s = 0,017)
general Metros de vivienda último decenio (-0,515; s = 0,036)

Habitantes por vivienda (0,4824; s = 0,048)
Alumnos enseñanza media (-0,478; s = 0,049)

Mortalidad Teléfonos por habitante (-0,863; s = 0,001)
infantil Médicos por habitante (-0,833; s = 0,001)

Alumnos enseñanza básica (0,826; s = 0,001)
Alumnos enseñanza media (-0,758; s = 0,001)
Cons. prof. no-médicos (0,627; s = 0,011)
Kilos de leche P.N.A.C. (0,716; s = 0,003)
PGB per cápita (-0,572; s = 0,021)
Trabajadores PEM (0,516; s = 0,035)

Mortalidad Teléfonos por habitante (-0,849; s = 0,001)
infantil Alumnos enseñanza básica (0,806; s = 0,001)
tardía Médicos por habitante (-0,791; s = 0,001)

Alumnos enseñanza media (-0,783; s = 0,001)
Cons. prof. no médicos (0,627; s = 0,011)
Kilos de leche P.N.A.C. (0,625; s = 0,011)
PGB per cápita (-0,5918; s = 0,017)
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Tabla V

Resumen de los Pasos de las Regresiones Múltiples

Mortalidad Alumnos de enseñanza media (47%; 0,686)
general Habitantes por cama hospital (19%; 0,815)

Metros alcantarillado últ. dec. (26%; 0,962)
PGB per cápita (5%; 0,986)

Mortalidad Alumnos enseñanza básica (75%; 0,864)
infantil Médicos por habitante (8%; 0,909)

Metros vivienda últ. dec. (7%; 0,945)
Teléfonos por habitante (2%; 0,956)

Mortalidad Médicos por habitante (73%; 0,857)
infantil Alumnos enseñanza media (11%; 0,918)
tardía Metros alcantarillado últ. dec. (6%; 0,952)

Metros vivienda últ. dec. (4%; 0,974)

En la tabla se indica la variable incorporada en cada uno de los cuatro primeros
pasos de la regresión múltiple incremental. Los números entre paréntesis repre-
sentan la reducción porcentual de la varianza de la variable dependiente y el co-
eficiente de correlación múltiple.
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Tabla VI

Coeficientes de Regresión Estandarizados

Variables independientes:
Mortalidad Alumnos enseñanza media -0.613
general Metros alcantarillado últ. dec. -0.572

Habitantes por cama hospital -0.397
(R2 = .56)

Variables independientes:
Mortalidad Alumnos enseñanza básica 0.629
infantil Médicos por habitantes -0.369

Metros vivienda últ. dec. 0.238
(R2 = .79)

Variables independientes:
Mortalidad Médicos por habitantes -0.410
infantil Alumnos enseñanza media -0.617
tardía Metros alcantarillado últ. dec. -0.265

(R2 = .85)

Coeficientes de regresión estandarizados para cada una de las tres variables se-
leccionadas por el método incremental. Entre paréntesis se indica la proporción
de la varianza explicada por estas variables en la ecuación de regresión obtenida
por mínimos cuadrados ordinarios.
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Factores de Importancia para disminuir los Riesgos de Salud
en diversos momentos o Etapas de Evolución

Riesgos de
Salud

A. Desarrollo
Global

B.Atención
de Salud

C. Hábitos, Costumbres
Ecología

Evolución en el Tiempo



ENSAYO

LA ECONOMÍA POLÍTICA DE LA LIBERTAD*

Michael Oakeshott**

Planteado como una reflexión sobre el aporte del profesor Henry Simons
al desarrollo del pensamiento político y económico de nuestro tiempo,
este ensayo intenta precisar el concepto de sociedad libre a partir de la
experiencia inglesa y norteamericana. No desarrolla por lo mismo un aná-
lisis abstracto sobre el tema. Su propósito es más bien rescatar una incon-
fundible forma de vida y de gobierno que, hoy por hoy, se encuentra a-
menazada por la expansión de los monopolios públicos y privados, a raíz
de los avances de ideas y actitudes colectivistas, por un lado, y del sindi-
calismo, por el otro. Se trata de un sugerente análisis acerca de la descon-
centración del poder en la sociedad hecho con el singular estilo del desta-
cado filósofo inglés.

El trabajo del difunto profesor Henry C. Simons, de la Univer-
sidad de Chicago, es bien conocido por los estudiantes de economía
y no es necesario llamar la atención hacia esta colección de algunos
de sus ensayos más importantes.1 Para otros, en cambio, podemos

* Publicado bajo el título "The Political Economy of Freedom" (1949)
en Rationalism in Politics and Other Essays (Methuen & Co. Ltd., Lon-
dres, 1962; existen numerosas ediciones posteriores tanto en Inglaterra
como en Estados Unidos). Traducido y publicado con la debida autoriza-
ción.

** Profesor de Ciencia Política en el London School of Economics and Poli-
tical Science, Universidad de Londres. Autor de Experience and its Mo-
dos (1833). Esta revista publicó "Qué es ser conservador" (Estudios Pú-
blicos, N° 11, invierno 1983, pp. 245-270).

1 Economic Policy for a Free Society. University of Chicago Press and
Cambridge University Press, 1948.
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suponer que su nombre es desconocido. Pero, a pesar de no ser un
escritor brillante ni popular, tiene algo que entregar al lector co-
mún. Y aun cuando mucho de lo que dice tiene como antecedente
inmediato los Estados Unidos, hay algo en particular para el lector
inglés. En este escrito quiero recomendarlo como un escritor que no
debe ser desdeñado por nadie que se interese por el rumbo que ha
ido tomando la actualidad. Como economista, Simons se preocupó
particularmente de los problemas de política bancaria, monetaria y
financiera. Pero (al igual que su profesor y colega de la Universidad
de Chicago, el profesor F. H. Knight,2 quien ha instituido una dis-
tinguida escuela de estudios económicos en esa universidad) estaba
muy consciente de que en toda discusión de un problema especial y
en toda proposición de política económica yace, a menudo, una
preferencia no revelada por una sociedad integrada de una manera
determinada y no de otra. Para proteger sus ideas en esta materia de
la superstición, se dio el trabajo de exponerlas abiertamente y orde-
narlas, aunque no llegan a ser algo tan elaborado como una filosofía
política. En realidad, sólo pide para ellas el título de "credo políti-
co". No hay nada pretencioso en este intento de mantener juntas la
"economía" y la "política", y esto es acertado principalmente por-
que no es sólo un proyecto entre muchos, sino que representa su
habitual modo de pensar. Es cierto que hay un par de ensayos en es-
te volumen dirigidos expresamente a la investigación de los medios
y fines políticos, pero la mayor parte de ellos trata sobre problemas
económicos específicos, y nunca deja de demostrar cómo la solu-
ción propuesta se relaciona con el contexto más amplio del tipo de
sociedad que propone como ideal. Para aquellos ansiosos de descu-
brir cuál es su posición en estas materias, ofrece no sólo un lúcido
resumen de sus propias preferencias, sino también una profunda vi-
sión de la compatibilidad o incompatibilidad entre los diferentes
expedientes económicos y las diversas formas de integración social.

No es necesario decir que Simons no pretende inventar un cre-
do político para sí mismo: no tiene la vanidad de aquellos que rehu-
san ser convencidos de su propia honestidad de propósito hasta que
han vaciado su conciencia antes de empezar a cultivarla por sí mis-
mos. Se precia de pertenecer a una tradición. Habla de sí mismo co-
mo "un liberal chapado a la antigua" y se relaciona con una línea de
predecesores que incluye tanto a Adam Smith, Bentham, Mill, Sidg-
wick, como a Tocqueville, Burckhardt y Acton. Esto le choca al lec-
tor porque pareciera que le falta algo de crítica, y el matiz histórico
se pasa por alto. Pero no hay nada de qué preocuparse. Simons fue
un hombre de mente generosa en lo concerniente al trabajo de o-
tros, aceptando agradecido lo que se le ofrecía y dejando las críti-
cas sutiles para sí mismo. Si fue un liberal, al menos no tuvo ningu-

F. H. Knight, Ethics of Competition (1935), and Freedom and Reform
(1947).
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no de los problemas actuales del liberalismo —ignorancia de quienes
son sus verdaderos amigos y la mentalidad asustadiza que otorga
una receptividad senil e indiscriminada a cualquiera que dice estar
del lado del "progreso". No necesitamos, sin embargo, preocupar-
nos demasiado por la etiqueta que puso a su credo. Se llama a sí
mismo un liberal y un demócrata, pero no da mayor importancia a
estos nombres, y se preocupa de resolver la ambigüedad que ahora
infortunadamente los ha invadido. Puede esperarse, entonces, que
mucho de lo que Simons tiene que decir parezca al mismo tiempo
familiar e imperdonablemente pasado de moda. Parecerá familiar no
porque haya sido indebidamente examinado durante los años re-
cientes, sino porque los líderes de moda, los dandies intelectuales de
la Sociedad Fabiana, lo preservaron en su improvisado programa de
errores. Y parecerá pasado de moda debido a la desaprobación de
estos arbitros excéntricos. El gran mérito de este libro, sin embargo,
es la oportunidad que da a esta "sofisticada generación", que sabe
todas las respuestas, pero que carece desgraciadamente de educación
para considerar por sí misma lo que le han dicho que debe ser recha-
zado como mera superstición.

Simons encuentra en su "énfasis en la libertad" el "rasgo dis-
tintivo" de la tradición con la cual se relaciona; cree en la libertad.
Esto inmediatamente despertará una sospecha en su contra, porque
ser un libertario genuino en política es pertenecer ahora a un tipo
humano desgraciadamente pasado de moda. Otros entusiasmos nos
han embrujado, y confesar una pasión por la libertad —no como al-
go valioso bajo ciertas circunstancias sino como el unum necessa-
rium— es admitir una inocencia vergonzosa, disculpable sólo cuan-
do enmascara un deseo de dominio. La libertad se ha convertido en
el emblema de las políticas frivolas y falsas; pero el daño que ha su-
frido la política liberal por parte de enemigos declarados y ocultos
no es irreparable; después de todo, su malicia es sólo un tortuoso
desatino y los delatará. Son los que se dicen sus amigos los que han
demostrado ser a menudo los más peligrosos. Debemos ser claros
—dicen ellos— sobre lo que entendemos por "libertad". Primero, de-
finámosla; y cuando sepamos lo que es, habrá tiempo suficiente pa-
ra buscarla, amarla y morir por ella. ¿Qué es una sociedad libre?
Con esta pregunta (propuesta en forma abstracta) entramos en la
noche de los sofismas interminables, iluminada solamente por las
estrellas de la sofística. Como los hombres nacidos en prisión, es-
tamos obligados a soñar con algo que nunca hemos conocido (li-
bertad de la inteligencia) y a hacer de ese sueño el fundamento de
nuestra política. Se nos instruye para distinguir entre libertad "po-
sitiva" y "negativa", entre la "vieja" y la "nueva" libertad, entre la
libertad "social", "política", "civil", "económica" y "personal".
Se nos dice que la libertad es "el reconocimiento de la necesidad";
y se nos enseña que todo lo que importa es la "libertad interior" y
que ésta debe identificarse con igualdad y poder: no tiene término
el abuso de que somos objeto. Pero una generación que ha estado



120 ESTUDIOS PÚBLICOS

detenida tanto tiempo en el umbral esperando el amanecer, a la que
"le silence éternel de ces espaces infinis" ha empezado a enervar,
debería estar lista ahora para oír un mensaje más sencillo. Cualquie-
ra que tenga el valor de entrar y cerrar la puerta, debería ser escu-
chado. Esto, al menos, es lo que yo entiendo que Simons está di-
ciéndonos. La libertad que se propone estudiar no es ni una abstrac-
ción ni un sueño. El es un libertario, no porque empiece con una de-
finición abstracta de la libertad, sino porque en la práctica ha cono-
cido un modo de vida (y ha visto a otros disfrutarlo) que quienes
han experimentado (sobre la base de ciertas características precisas)
se han acostumbrado a llamar modo libre de vida, y Simons lo ha
encontrado bueno. El propósito de la investigación no es definir una
palabra sino detectar el secreto de aquello que disfrutamos, recono-
cer lo que le es adverso y discernir dónde y cómo puede ser disfruta-
do más plenamente. De esta investigación no sólo surgirá una mayor
comprensión de lo que realmente disfrutamos, sino también un cri-
terio confiable para juzgar las libertades abstractas propuestas y que
se nos urge a abrazar. Porque una libertad propuesta que manifiesta-
mente no podría alcanzarse mediante el tipo de orden que nos ase-
gura la libertad que ahora tenemos, sería una ilusión. Más aún, no
debemos escribir "libertad" manipulados por respeto a las suscepti-
bilidades de —digamos— un ruso o un turco, que nunca han disfru-
tado de esta experiencia (y que consecuentemente pueden pensar
sólo en abstracto), porque cualquier otro uso de la palabra inglesa
podría ser engañoso y excéntrico. Libertad en inglés es una palabra
cuya connotación política emerge directamente de nuestra expe-
riencia política, al igual como las connotaciones de eleuthería, liber-
tas y liberté, emergen, respectivamente, de experiencias bastante di-
ferentes.

¿Cuáles son entonces las características de nuestra sociedad
que nos permiten creer que disfrutamos de libertad, y cuáles caren-
cias nos harían pensar que no somos libres, en nuestro sentido de la
palabra? Primero, debe establecerse que la libertad que disfrutamos
no está compuesta de un número de características independientes
de nuestra sociedad, que en conjunto compondrían nuestra libertad.
Puede hacerse una distinción entre las libertades, y algunas pueden
ser más generales o estar más arraigadas y maduras que otras, pero la
libertad que el liberal inglés conoce y valora radica en la coherencia
de libertades que se apoyan mutuamente, donde cada una amplía el
total y ninguna se mantiene sola. La libertad no es la consecuencia
ni de la separación de iglesia y estado ni del gobierno de la ley, ni
de la propiedad privada, ni del gobierno parlamentario, ni de la vi-
gencia del habeas corpus, ni de la independencia del poder judicial,
ni de ninguno de los otros miles de elementos y órdenes característi-
cos de nuestra sociedad, sino de lo que cada uno representa y signi-
fica, a saber, la ausencia en nuestra sociedad de concentraciones a-
brumadoras de poder. Esta es la condición más general de nuestra
libertad, tan general, que puede abarcar a todas las demás. En pri-
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mer lugar, se manifiesta en la difusión de autoridad entre pasado,
presente y futuro. Nuestra sociedad no está regida por ninguna de e-
llas exclusivamente. Una sociedad gobernada totalmente por su pa-
sado, su presente o su futuro podría sufrir el despotismo de la su-
perstición que impide el desarrollo de la libertad. Las políticas de
nuestra sociedad son una conversación en la que cada cual —pasado,
presente y futuro— tiene una voz; y aunque una u otra puede a ve-
ces prevalecer, ninguna de ellas domina permanentemente y por eso
nosotros somos libres. Más que eso, en nuestra sociedad, el poder
está repartido entre la multitud de intereses y organizaciones de in-
terés que conforman nuestra sociedad. Nosotros no tememos ni bus-
camos suprimir la diversidad de intereses, pero consideramos imper-
fecta nuestra libertad cuando la dispersión de poder es incompleta,
y amenazada si cualquier interés particular o combinación de intere-
ses, incluyendo el interés de la mayoría, adquiere un poder extraor-
dinario. Del mismo modo, la conducta del gobierno en nuestra so-
ciedad implica una repartición de poder, no sólo entre los órganos
reconocidos del gobierno, sino que también entre la administración
y la oposición. En resumen, nos consideramos libres porque a nadie
en nuestra sociedad se le permite tener un poder ilimitado: a ningún
líder, facción, partido o "clase", a ninguna mayoría, a ningún go-
bierno, iglesia, corporación, asociación sindical o profesional o gre-
mio. El secreto de su libertad es que está compuesta por una multi-
tud de organizaciones, y en la constitución de las mejores, se repro-
duce esa difusión de poder que caracteriza al conjunto.

Más aún, no ignoramos que el resultado de una sociedad como
ésta es siempre precario. Acton dice que "la historia de las institu-
ciones es a menudo una historia de decepción e ilusiones". Los or-
denamientos que en sus comienzos produjeron una dispersión de
poder, a menudo, a través del tiempo, se vuelven todopoderosos e
incluso absolutos, mientras exigen el reconocimiento y lealtad que
les pertenecía en cuanto a su preponderancia. Para promover la li-
bertad necesitamos estar bien alertas, lo suficiente como para reco-
nocer un cambio semejante, y además lo suficientemente enérgicos
como para atacar la situación mientras el mal es todavía pequeño.
Lo que más contribuye a tener una visión clara, es el mantenerse a-
lejado de la distracción de las doctrinas rígidas que dan a una
institución un carácter permanentemente falseado, y entonces
(cuando la ilusión es finalmente reconocida) clama por una revolu-
ción. Las mejores instituciones, por supuesto, son aquellas cuya
constitución es al mismo tiempo firme y autocrítica, y que gozan
del carácter de depositarias de una provechosa parte del poder, pero
que rehusan la inevitable invitación al absolutismo. Y aunque son
pocas, quizá sea lícito nombrar entre ellas a los partidos existentes
hasta ahora en la política inglesa.

Se podría pensar (por parte de los que no han disfrutado de la
experiencia de vivir en una sociedad como ésta y que, por tanto, só-
lo pueden pensar en ella en forma abstracta) que una sociedad de es-
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ta clase podría ser salvada de la desintegración sólo mediante la exis-
tencia de algún poder avasallador capaz de mantener a todos los o-
tros poderes en orden. Pero ésta no es nuestra experiencia. Nosotros
pensamos que la fuerza es una virtud para gobernar, pero la defensa
contra la desintegración no está ni en el poder arbitrario ni en el
gran poder. De hecho, nos inclinamos a ver en ambos los síntomas
de una avanzada decadencia. Un poder opresivo lo podría necesitar
sólo un gobierno que tuviera en su contra una combinación tan ex-
tensa de poderes, radicados en una variedad tal de individuos e in-
tereses diferentes, como para culpar al gobierno de un egoísmo tan
enorme que lo descalificara del ejercicio de sus funciones. Normal-
mente, para realizar su tarea (la cual es impedir la coerción), nuestro
gobierno necesita ejercer sólo un poder mayor que el concentrado
en cualquier otro centro de poder en cada ocasión. Consecuente-
mente, es difícil despertar en nosotros la creencia de que un gobier-
no que no posea un poder opresivo sea por eso un gobierno débil. Y
nosotros consideramos que nuestra libertad depende mucho más de
la moderación del poder ejercido por el gobierno que del uso idóneo
y valeroso de tal poder cuando surge la necesidad.

Aún más, nuestra experiencia nos ha revelado un método de
gobierno notablemente económico en el uso del poder y, por tanto,
peculiarmente adecuado para preservar la libertad: a este método se
le llama el gobierno de la ley. Si la actividad de nuestro gobierno
fuera una continua o esporádica interrupción de la vida y de los ór-
denes de nuestra sociedad mediante medidas correctivas arbitrarias,
no podríamos considerarnos libres aun cuando las medidas estuvie-
ran dirigidas contra concentraciones de poder universalmente reco-
nocidas como peligrosas. Ya que este tipo de gobierno no sólo re-
queriría un poder extraordinario (siendo cada uno de sus actos una
intervención ad hoc), sino que también, a pesar de esta concentra-
ción de poder gubernamental, la sociedad estaría sin esa estructura
protectora conocida y arraigada, que es una condición tan impor-
tante de la libertad. Pero el gobierno que aplica la ley (imponiéndo-
la a través de métodos prescritos de reglas fijas que atañen igualmen-
te a gobernantes y gobernados), sin perder en nada su fortaleza, es
en sí mismo el emblema de esa difusión de poder que él fomenta, y
es por tanto peculiarmente apropiado para una sociedad libre. Es el
método de gobierno más económico en el uso del poder; implica
una alianza tal entre pasado y presente y entre gobernantes y gober-
nados, que no deja espacio para arbitrariedades; estimula una tradi-
ción de resistencia en contra del crecimiento de las concentraciones
de poder peligrosas que es mucho más efectiva que cualquier embes-
tida violenta, no importa cuán aplastante sea; controla efectivamen-
te, pero sin quebrar el imponente y afirmativo curso de las cosas; y
da una definición práctica de la clase de servicio, limitado pero ne-
cesario, que una sociedad puede esperar de su gobierno, restringién-
donos y apartándonos de expectativas vanas y peligrosas. Nosotros
sabemos que leyes particulares pueden fallar en la protección de la
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libertad que goza nuestra sociedad y pueden, además, destruir algu-
nas de nuestras libertades; pero sabemos también que el gobierno de
la ley es la mayor y única condición de nuestra libertad, y que nos
libera del gran temor que ha ensombrecido a tantas comunidades: el
miedo al poder de nuestro propio gobierno.

De los diferentes tipos de autonomía que componen la libertad
que tenemos, cada uno aumentando y haciendo más seguro el con-
junto, hemos reconocido hace mucho la importancia de dos: la li-
bertad de asociación y la libertad del derecho a la propiedad priva-
da. Un tercer tipo de libertad se sitúa a menudo junto a estas dos: la
libertad de expresión. Sin duda, ésta es una grande y elemental for-
ma de la libertad; incluso se le puede considerar como la piedra an-
gular del arco de nuestra libertad. Pero la piedra angular no es en sí
el arco, y la exageración actual de la importancia de esta clase de li-
bertad puede ocultarnos la pérdida de otras libertades no menos im-
portantes. La mayor parte de la raza humana no tiene nada que de-
cir; las vidas de la mayoría de los hombres no giran en torno a una
necesidad consciente de expresarse. Debe suponerse que este énfa-
sis extraordinario en la libertad de expresión es el trabajo de un pe-
queño grupo ruidoso de nuestra sociedad y, en parte, representa un
interés propio legítimo. Tampoco es un interés invulnerable al abu-
so; cuando se extiende al derecho indiscriminado de tomar y publi-
car fotografías, colocar guardias y entrar a casas privadas, adular o
chantajear a gente indefensa para hacer despliegue de su frivolidad
y publicar insinuaciones respecto de quienes rehusan hablar; el abu-
so comienza a revelarse como una amenaza a la libertad. Para la ma-
yoría de los hombres, el ser privado del derecho a la libre asocia-
ción o a la propiedad privada podría constituir un sentimiento de
pérdida de la libertad más grande y profundo que el ser privado del
derecho a expresarse libremente. Y es importante que esto se diga
justo ahora en Inglaterra porque, bajo la influencia de periodistas
desatinados y astutos tiranos, estamos demasiado prestos a creer
que, mientras nuestra libertad de expresión no se menoscabe, no ha-
bremos perdido nada importante; pero no es así. Por más seguro
que sea el derecho de un hombre para manifestar sus pensamientos,
puede encontrar restringida una libertad que es mucho más impor-
tante para él cuando una autoridad pública venda su casa sin autori-
zación, o cuando se transgreda su derecho a arriendo porque el a-
rrendador ha vendido la propiedad, o cuando su asociación a un sin-
dicato es coactiva y lo priva de un empleo que en otras circunstan-
cias tomaría.

La libertad de asociación ejercida en nuestra sociedad ha crea-
do una vasta multitud de asociaciones de manera que puede decirse
que la integración de nuestra sociedad se realiza mayoritariamente
por medio de asociaciones voluntarias, y por este hecho considera-
mos que nuestra libertad se extiende y se hace más segura. Ellas re-
presentan una difusión del poder apropiado a nuestra noción de li-
bertad. El derecho de asociación voluntaria significa el derecho a to-
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mar la iniciativa en la formación de nuevas asociaciones, y el dere-
cho a unirse, a no unirse o a abandonar las asociaciones ya existen-
tes: el derecho de asociación voluntaria es también el derecho de di-
sociación voluntaria. También implica el deber de no formar o de
no incorporarse a ninguna asociación destinada a prohibir, o a efec-
tivamente privar, a los demás del ejercicio de cualquiera de sus dere-
chos, particularmente aquel de libre asociación. Esta obligación no
debe entenderse como una limitación del derecho; éste, como todos
los derechos, no tiene límites, excepto los que ha provisto el sistema
de derechos al cual pertenecen y los inherentes a su propio carácter:
esta obligación es meramente la definición negativa del derecho. Y
cuando consideramos la naturaleza global del derecho, es evidente
que su ejercicio puede ser contrario a lo que conocemos como nues-
tra libertad sólo cuando tiende a lo que de hecho niega su propio
carácter: una asociación "compulsiva-voluntaria". Este tipo de aso-
ciación es una conspiración para abolir nuestro derecho de asocia-
ción; es una concentración de poder verdadera y potencialmente
destructiva de lo que nosotros llamamos libertad.

Acordaremos que, desde un cierto punto de vista, la propiedad
es una forma de poder y la institución de la propiedad un modo par-
ticular de organizar el ejercicio de esta forma de poder en una socie-
dad. Desde este punto de vista, las distinciones entre diferentes ti-
pos de sociedad no aparecen casi nunca; ciertamente, todas las dis-
tinciones categóricas están ausentes. La propiedad real y personal,
los bienes, la propiedad de las capacidades físicas y mentales de un
hombre y la propiedad de los llamados medios de producción, son
todos, en diferentes grados, formas de poder e incidentalmente pro-
vienen de las mismas fuentes, inversión, herencia y suerte. En toda
sociedad alguna institucionalidad de la propiedad es inevitable. La
clase de institución ideal y más simple es aquella en la cual todos los
derechos propietarios están concentrados en una sola persona,
quien, por esto, se convierte en déspota y monopolista, y sus em-
pleados terminan siendo esclavos. Pero además de ser menos com-
pleja esta institución es, a nuestro modo de ver, la más contraria a
la libertad. Quizá nosotros no hemos tenido tanto éxito, desde el
punto de vista de la libertad, en nuestra institución de la propiedad
como en algunas de nuestras otras organizaciones, pero no hay duda
acerca de cuál deberá ser el carácter general de la institución de la
propiedad más cercana a la libertad: una que permita la distribución
más amplia, y que evite más eficazmente las concentraciones gran-
des y peligrosas de este poder. Tampoco hay duda alguna acerca de
lo que esto implica. Implica el derecho a la propiedad privada, insti-
tución de la propiedad tal que permita a todo miembro adulto de la
sociedad una igualdad de derechos para disfrutar de sus capacidades
personales y de cualquier otra cosa obtenida mediante los métodos
de adquisición reconocidos por la sociedad. Este derecho, como
cualquier otro, es autolimitado: por ejemplo, proscribe la esclavi-
tud, no arbitrariamente, sino porque el derecho de posesión sobre o-
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tro hombre nunca podría ser disfrutado en igual forma por todos
los miembros de una sociedad. Pero en tanto una sociedad imponga
límites externos, excluyendo en forma arbitraria ciertas cosas de la
propiedad privada, necesariamente prevalecerá un derecho de pro-
piedad menos vigoroso de lo que le corresponde para dispersar el
poder. Porque lo que no pueda ser poseído por ningún individuo,
debe y será poseído, directa o indirectamente, por el gobierno, su-
mándose al poder gubernamental y constituyendo una amenaza po-
tencial para la libertad. Ahora bien, podría suceder que una socie-
dad determinara eliminar la propiedad privada de ciertas cosas no
inherentemente excluidas por el derecho de propiedad privada mis-
mo, y podría haber una buena razón para tomar esta medida. Pero
debe observarse que entre los beneficios que puedan surgir de un
arreglo como éste, el incremento de libertad, tal como nosotros lo
entendemos, no está entre ellos. La institución de la propiedad más
favorable a la libertad es, incuestionablemente, un derecho a la
propiedad privada que esté lo menos restringido posible por límites
y exclusiones arbitrarias, ya que solamente por estos medios puede
ser alcanzada la difusión máxima de poder que emana de la propie-
dad. Esta no es una mera especulación abstracta; es la experiencia
de nuestra sociedad, en la cual las mayores amenazas contra la liber-
tad han sido consecuencia de la adquisición de derechos de propie-
dad extraordinarios por parte del gobierno, de grandes negocios y
corporaciones industriales y de sindicatos, los cuales deben ser con-
siderados como limitaciones arbitrarias al derecho a la propiedad
privada. Una institución de propiedad basada en la propiedad pri-
vada no es, por supuesto, ni simple ni primitiva; es la más comple-
ja de todas las instituciones de propiedad y sólo puede ser mante-
nida a través de una vigilancia constante, reformas ocasionales y el
rechazo de la manipulación. Es instructivo observar cuán celosa-
mente muchos de los derechos a la propiedad privada —que todos
consideramos como inseparables de la libertad— están ligados a o-
tros derechos a la propiedad privada los que, actualmente, por una
moda mal entendida, son considerados como contrarios a la liber-
tad. Todo el que usa la libertad en el sentido inglés, piensa que un
hombre no es libre hasta que ejerce su derecho de propiedad sobre
sus capacidades personales y su trabajo. Sin embargo, no existe tal
derecho a menos que haya muchos empleadores potenciales de su
trabajo. La libertad que separa a un hombre de la esclavitud no es
nada más que la libertad de elección y de movimiento entre organi-
zaciones, empresas y compradores de trabajo autónomos e indepen-
dientes, Y esto implica propiedad privada de recursos aparte de la
capacidad personal. Siempre que los medios de producción caen
bajo el control de un poder único, emerge la esclavitud en alguna
medida.

Junto con la propiedad hemos ya empezado a considerar la
organización económica de una sociedad. Un sistema de propiedad
es, en parte, un expediente para la organización de la actividad pro-
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ductiva y distributiva de la sociedad. Para el libertario de nuestra
tradición, el problema principal será cómo regular la empresa de ga-
narse la vida en una forma tal que no destruya la libertad que apre-
cia. Por supuesto, deberá reconocer en nuestro sistema de propiedad
privada un medio para organizar dicha empresa en forma totalmente
compatible con esta libertad. Para el libertario, todos los monopo-
lios, o casi todos, son un impedimento para tal libertad, y la mayor
institución independiente que se levanta entre nosotros y el mono-
polio es la propiedad privada. Respecto de los monopolios no se ha-
rá ilusiones; no los considerará en forma optimista, esperando que
ellos no abusen de su poder. Sabrá que a ningún individuo, grupo,
asociación o sindicato podrá otorgársele mucho poder y que es una
tontería quejarse cuando se abusa del poder absoluto. Este existe
para abusar de él y, en consecuencia, tendrá fe sólo en aquellas orga-
nizaciones que desalienten su existencia. En otras palabras, el liber-
tario reconocerá que la única manera de organizar una forma de vi-
da que no restrinja la libertad que ama, es a través del establecimien-
to y mantenimiento de la competencia efectiva. Sabrá que la com-
petencia efectiva no es algo que surge espontáneamente, ya que ésta
como cualquier alternativa a ella son criaturas de la ley. Pero como
ha observado la creación (a menudo en forma inadvertida) a través
de la ley de monopolios y otros impedimentos a la libertad, no cree-
rá a su sociedad incapaz de edificar a partir de su ya sustanciosa tra-
dición de creación y mantenimiento de una competencia efectiva
por ley. Sin embargo, reconocerá que cualquier confusión entre la
tarea de hacer efectiva la competencia y la tarea (que ha de ser reali-
zada por la competencia efectiva misma) de organizar la empresa de
ganarse la vida y satisfacer las necesidades será inmediatamente fatal
para la libertad tal como él la conoce. Ya que el reemplazo de la in-
tegración de las actividades —que es obra de la competencia (el mer-
cado)— por una política de control, provoca inmediatamente la
creación de monopolios y destruye esa difusión del poder que es in-
separable de la libertad. En esta materia, el libertario, sin duda, de-
berá contestar la crítica que dice que ha descuidado considerar la
eficiencia con la que su sistema económico produce los bienes; ¿có-
mo podemos reconciliar las demandas en conflicto, la libertad y la
eficiencia? Pero tendrá lista su respuesta. La única eficiencia por
considerar es la forma más económica de abastecer las cosas que el
hombre desea comprar. Las circunstancias formales en las cuales es-
to se maximizará son aquellas en las que la empresa es efectivamen-
te competitiva, porque aquí el empresario es solamente el interme-
diario entre los consumidores de bienes y los vendedores de servi-
cios. Bajo este ordenamiento ideal, la comparación pertinente no
debe hacerse entre el nivel de eficiencia propio de una economía
competitiva mejorada (pero no perfecta) y la eficiencia en una eco-
nomía perfectamente planeada, sino que entre una economía com-
petitiva mejorada y el tipo de economía planificada (con todas sus
pérdidas, frustraciones y corrupción), que es la única alternativa



LA ECONOMÍA POLÍTICA DE LA LIBERTAD 127

práctica. En resumen, lo que es adverso a la libertad —el monopolio,
el cuasimonopolio y todas las grandes concentraciones de poder—,
al mismo tiempo, impone la única eficiencia que vale la pena consi-
derar.

Puede estimarse que este esquema de la fe política de un liber-
tario de la tradición inglesa carece de algo importante, a menos que
se le agregue una sugerencia acerca del fin o propósito que manifies-
ta tal sociedad. Pertenece, de todos modos, a otra tradición pensar
en este propósito como el logro de una utopía premeditada, como
un ideal abstracto (tal como la felicidad o la prosperidad), o como
un fin predeterminado e inevitable. El propósito de esta sociedad
(si en realidad se puede decir que tiene alguno) no es algo impuesto
desde afuera ni tampoco puede ser definido en términos abstractos
sin abreviarlo demasiado. No estamos estudiando una sociedad que
floreció recién, sino una que ya posee un carácter definido y tradi-
ciones de actividad. Y en estas circunstancias el logro social es per-
cibir el próximo paso impuesto o sugerido por el carácter de una
sociedad en contacto con condiciones cambiantes, y darlo de tal
manera que la sociedad no se quiebre y que las prerrogativas de las
generaciones futuras no sean mayormente deterioradas. Entonces,
en lugar de un propósito preconcebido, una sociedad como ésta en-
contrará su guía en un principio de continuidad (difusión del poder
entre pasado, presente y futuro) y en un principio de consenso (di-
fusión del poder entre los diferentes intereses legítimos del presen-
te). Nos llamamos libres ya que nuestra búsqueda de anhelos actua-
les no nos priva de simpatizar con los que hubo antes; como el hom-
bre sabio, nosotros estamos en paz con nuestro pasado. En la obsti-
nada negativa al cambio, en el pragmatismo puro de una democra-
cia plebiscitaria, en el menoscabo de la tradición que consiste en re-
petir lo que fue hecho "la última vez", y en la preferencia por el
camino fácil en lugar del camino largo que educa a cada paso, reco-
nocemos también las huellas de la esclavitud. Nos consideramos li-
bres porque, mirando a largo o a corto plazo, no queremos sacrifi-
car ni el presente por un futuro remoto e incalculable, ni el futuro
inmediato y predecible por un presente transitorio. Una vez más la
libertad está presente en la opción por los cambios lentos y peque-
ños que llevan en sí un consenso voluntario de opinión, en nuestra
habilidad para resistir la desintegración sin suprimir a la oposición,
y en nuestra percepción de que es más importante para una socie-
dad moverse en forma conjunta que moverse rápido o lejos. No pre-
tendemos que nuestras decisiones sean infalibles; de hecho, la infa-
bilidad no tiene significado ya que no hay ninguna prueba de per-
fección externa o absoluta. Encontramos lo que necesitamos en un
principio de cambio y en un principio de identidad, y desconfiamos
de quienes nos ofrecen más; aquellos que nos llaman a realizar gran-
des sacrificios y que quieren imponernos un carácter heroico.

Ahora bien, como ninguna de estas características está en su
totalidad presente en nuestra sociedad actual, ninguna está total-
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mente ausente. Tenemos bastante experiencia como para saber lo
que significa, y de esa experiencia ha surgido nuestra noción de li-
bertad. Nos llamamos libres porque nuestras organizaciones se a-
proximan a esta condición general y la tarea del libertario en políti-
ca será cultivar lo que ya ha sido sembrado y evitar los intereses in-
fructuosos de libertades propuestas que no pueden ser aseguradas
por el único método conocido para lograr la libertad. La política no
se basará en una nueva clase de sociedad imaginada, o en la transfor-
mación de una sociedad existente para que corresponda con un i-
deal abstracto. Será la aprehensión de lo que debe hacerse ahora pa-
ra cumplir en forma más completa con las necesidades de nuestra
sociedad existente. La correcta conducción de la política implica,
entonces, un conocimiento profundo del carácter de la sociedad,
que debe ser cultivado, una clara percepción de su condición actual
y la formulación precisa de un programa de reformas legislativas.

La actual condición de nuestra sociedad es extremadamente
compleja, pero, desde el punto de vista del libertario, hay tres ele-
mentos principales que deben diferenciarse. Primero, existe una ig-
norancia generalizada y deplorable sobre la naturaleza de la tradi-
ción liberal misma, una confusión mental respecto de la clase de
sociedad que hemos heredado y de la naturaleza de su fuerza y de
su debilidad. Con la vista puesta en horizontes distantes y con las
mentes enturbiadas por la habladuría extranjera, la generación
impaciente y sofisticada generación actualmente en el poder, ha
disuelto su vínculo con su pasado y está preocupada de todo
excepto de su libertad. En segundo lugar, debido a la negligencia de
las generaciones pasadas, hay una masa acumulada de desajustes, de
concentraciones de poder no dispersas, que los libertarios desearían
corregir porque amenazan la libertad, y que otros también desearían
corregir por razones menos convincentes. En tercer lugar, está la
confusión contemporánea producida por hombres ignorantes de la
naturaleza de su sociedad, que han intentado corregir los desajustes
por medio de recursos que, por no estar inspirados en un anhelo de
libertad, son una amenaza para ella tanto en caso de triunfo como
de fracaso.

Los dos grandes, y mutuamente excluyentes, opositores con-
temporáneos de la sociedad liberal, como nosotros la concebimos,
son el sindicalismo y el colectivismo. Ambos recomiendan la inte-
gración de la sociedad a través de la construcción y el mantenimien-
to de los monopolios; ninguno ve virtud alguna en la difusión del
poder. Pero deben ser considerados como oponentes mutuamente
excluyentes de una sociedad libre debido a que el monopolio favo-
recido por el sindicalismo imposibilitaría tanto una sociedad colec-
tivista como una sociedad de hombres libres.

En el mundo moderno, el colectivismo tiene varios sinónimos;
significa una sociedad manipulada, y sus otras denominaciones son
comunismo, nacional socialismo, socialismo, democracia económica
y planificación centralizada. Pero continuaremos llamándolo colec-
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tivismo, ya que éste es su nombre menos emotivo. Supondremos
que el problema de imponer una organización colectivista a una so-
ciedad que goza de un alto grado de libertad ha sido resuelto exito-
samente, es decir, supondremos que el consenso contemporáneo ne-
cesario ha sido logrado. Esto no es una suposición descabellada, ya
que (paradojalmente) el colectivismo se nos presenta, en su forma
más acabada, como un remedio para los elementos que en nuestra
sociedad se consideran como impedimentos para la libertad. Lo que
le concierne investigar al libertario es la compatibilidad que tiene la
organización colectivista con la libertad tal como él la conoce. Para
ser conciso, el colectivismo y la libertad son alternativas reales: si
optamos por una, no podemos tener la otra. Y el colectivismo pue-
de ser impuesto a una sociedad, que ha sido educada en el amor a la
libertad tratando de no destruir la continuidad, sólo si los hombres
olvidan su amor a la libertad. Esto, por supuesto, no es una idea
nueva. Así lo vieron hombres como Tocqueville, Burckhardt y Ac-
ton, cuando recién se revelaba el carácter del colectivismo moderno.

Dejando de lado los cargos más escandalosos, que pueden ser
formulados en contra del colectivismo en acción, consideremos só-
lo los defectos que (desde el punto de vista de la libertad) son inhe-
rentes al sistema. La oposición del colectivismo a la libertad apare-
ce, primero, en el repudio colectivista a toda noción de difusión de
poder y a una sociedad organizada mediante una multitud de aso-
ciaciones genuinamente voluntarias. El remedio propuesto para el
monopolio, es la creación de monopolios más numerosos y extensi-
vos que sean controlados mediante la fuerza. La organización que
se impondrá en la sociedad es idea de aquellos que conforman el
gobierno. Es ésta una organización abarcadora. Los cabos sin atar,
las actividades sin control, deben considerarse como producto de la
incompetencia porque inevitablemente hacen peligrar la estructura
del conjunto. Y se requiere un gran poder para el control total de
esta organización: poder suficiente no sólo para romper una con-
centración de poder única y todopoderosa cuando entra en acción,
sino que también para controlar en forma continua las enormes
concentraciones de poder creadas por el colectivista. El gobierno
de una sociedad colectivista puede tolerar sólo una oposición muy
limitada a sus planes; en realidad, esta distinción tan duramente
ganada (que es uno de los elementos de nuestra libertad) entre opo-
sición y traición es rechazada: lo que no es obediencia es sabotaje.
Al descartar todos los otros medios de integración social e indus-
trial, un gobierno colectivista debe imponer su orden o dejar que la
sociedad se hunda en el caos. O, siguiendo una tradición económica
en el uso del poder, se verá obligado a comprarse a la oposición po-
lítica favoreciendo a grupos que van a exigir privilegios como pre-
cio de paz. Todo esto es claramente un impedimento para la liber-
tad; pero hay más todavía. Para ser eficiente el colectivismo depen-
de, además de normas legales, y a menudo en lugar de éstas, de un
uso pródigo de autoridad discrecional. La organización que impone
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sobre la sociedad no tiene ímpetu propio o energía interna. Debe
mantenerse, mediante intervenciones inmorales y permanentes, con-
troles de precios, licencias para poder realizar actividades, permisos
para fabricar y cultivar, para comprar y vender, reajustes permanen-
tes de raciones y distribución de privilegios y franquicias. En resu-
men, se sostiene mediante el ejercicio de la clase de poder más pro-
penso al abuso y la corrupción. La difusión de poder intrínseca a la
norma legal deja al gobierno con un poder que no es suficiente para
el manejo de una sociedad colectivista. Además, deberá observarse
que el colectivismo implica la abolición de la división laboral entre
los controles competitivos y políticos que pertenecen a nuestra li-
bertad. Por supuesto, la competencia puede sobrevivir en forma
anómala y vertiginosa, a pesar de la política; pero, en principio, la
tentativa es tolerada sólo si no es competitiva, es decir, si toma la
forma de sindicatos que sirven como instrumento a las autoridades
centrales o de pequeños negocios en los cuales un sistema de cuotas
y control de precios los privan de todos los elementos de riesgo o de
empresa genuina. La competencia, como forma de organización,
primero es desvitalizada y luego destruida, y la tarea integradora
que realiza en nuestra sociedad se incorpora a las funciones del go-
bierno, sumándose así a su poder e involucrándose en cada conflicto
de intereses que pueda surgir en la sociedad. Con la desaparición de
la competencia se elimina lo que hemos observado como uno de los
elementos esenciales de nuestra libertad. Pero de todas las conquis-
tas de poder gubernamental que ha hecho el colectivismo, la que
proviene de su monopolio del comercio extranjero es, quizá, la más
peligrosa para la libertad; porque el comercio externo libre es una
de las protecciones más preciadas y efectivas que una comunidad
puede tener contra el poder excesivo. Y así como la abolición de la
competencia interna involucra al gobierno en cada conflicto (y lo
magnifica), también el comercio colectivista con el extranjero
compromete al gobierno en transacciones comerciales competitivas
y aumenta las oportunidades y la gravedad de una discordia interna-
cional. El colectivismo entonces es la movilización de una sociedad
hacia una acción unitaria. En el mundo contemporáneo, éste
aparece como un remedio para la libertad imperfecta, que surge de
la competencia imperfecta, pero es un remedio que mata. Esto no
sorprende, ya que el objetivo real del colectivismo no es un anhelo
de libertad sino de guerra. La anticipación de la guerra es el gran
incentivo y la conducción de ella es el gran proceso colectivizador.
Un colectivismo en gran escala es aún más inherentemente parecido
a la guerra; la condición del desarrollo de los acontecimientos hace
al final su aparición. Esta ofrece una doble ocasión para la pérdida
de la libertad: en la organización colectivista misma y en el propósi-
to hacia el cual esta organización se dirige. Si bien el colectivismo se
recomienda a sí mismo como algo que brinda "prosperidad", la
única "prosperidad" que es capaz de lograr —una "prosperidad"
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nacional centralizada— es contraria a la libertad interna y finalmen-
te se traduce en una pugna organizada en el exterior.

El colectivismo es indiferente a todos los elementos de nuestra
libertad y es enemigo de algunos. Pero la verdadera antítesis de una
forma de vida libre, como nosotros la concebimos, es el sindicalis-
mo. Verdaderamente, el sindicalismo no sólo destruye la libertad,
sino que también destruye cualquier otra clase de existencia ordena-
da. Rechaza tanto la concentración del poder opresivo en el gobier-
no (mediante el cual una sociedad colectivista está siempre resguar-
dada del caos que alienta) como la amplia dispersión del poder que
es la base de la libertad. El sindicalismo es una maquinación en la
cual la sociedad está expuesta a una guerra civil perpetua, cuyas par-
tes son los intereses personales organizados de minorías funcionales
y un gobierno central débil, y en donde la comunidad en conjunto
paga la cuenta a través de precios monopólicos y desorden. En una
sociedad sindicalista las grandes concentraciones de poder son los
vendedores del trabajo, organizados en asociaciones funcionales mo-
nopólicas. Todos los monopolios son perjudiciales para la libertad,
pero hay buenas razones para suponer que los monopolios del tra-
bajo son más peligrosos que cualquier otro y que una sociedad en
manos de tales monopolios tendrá menos libertad que cualquier
otra clase de sociedad. En primer lugar, los monopolios del trabajo
han mostrado ser más capaces que los monopolios de empresas pa-
ra alcanzar realmente el gran poder económico, político, e incluso
militar. Su ansia de poder es insaciable y, sin producir nada, no su-
fren ninguna pérdida de producción excesiva. Una vez que han cre-
cido en forma desproporcionada son extremadamente difíciles de
disolver e imposibles de controlar. Simulando surgir del ejercicio
legal del derecho de asociación voluntaria (aunque como asociacio-
nes monopólicas son realmente una negación de tal derecho), ganan
inmunidades legales y gozan del apoyo popular, sin importar lo es-
candalosa que sea su actividad. Las empresas monopólicas, por otro
lado (que han de ser no menos deploradas por los libertarios) son
menos peligrosas ya que son menos poderosas. Están sostenidas
precariamente entre sí, son impopulares y altamente sensibles al
control legal. Tomadas en forma separada, no cabe duda de cuál de
las dos clases de monopolio es la más subversiva para la libertad. Pe-
ro además de su gran poder, el monopolio del trabajo es peligroso
porque demanda como complemento a la empresa monopólica.
Existe una identidad de interés desastrosa entre estas dos clases de
monopolio; cada una tiende a fomentar y fortalecer a la otra, lu-
chando juntas para maximizar los logros colectivos del público,
mientras, al mismo tiempo, se disputan la repartición del botín. De
hecho, el conflicto entre trabajo y capital (la pugna sobre la reparti-
ción de las ganancias) es meramente una pelea simulada (a menudo
costeándola más el público que los participantes), que esconde un
conflicto substancial entre el productor (empresa y trabajo ambos
organizados en forma monopólica) y el consumidor. El sindicalis-
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mo, entonces, puede ser considerado el adversario preeminente de la
libertad, pero también es enemigo del colectivismo. Un gobierno co-
lectivista podría ser víctima fácil del chantaje si se enfrenta con nu-
merosas minorías funcionales, cada una organizada en forma mono-
pólica, con poder para quebrantar todo el plan de producción si sus
demandas no son satisfechas y donde cada uno (cuando no hace
grandes exigencias) fomenta la guerra civil interponiendo pequeños
obstáculos inmorales a la conducción ordenada del quehacer. Y si
un gobierno colectivista saca su fuerza política de las grandes orga-
nizaciones sindicales de trabajo, su posición sería tan desesperada
como la de la víctima chantajeada en una sociedad en la cual esa
actividad no sea una ofensa. De todas las formas de sociedad, la co-
lectivista es la menos capacitada para negociar con las potencias
destructoras del sindicalismo.

Cuando el sindicalismo y el colectivismo se han impuesto sobre
las sociedades que tienen una tradición libertaria, ambos aparecen
como tendencias mutuamente excluyentes (algunas veces en una a-
lianza anómala entre ellas), amenazando la libertad establecida. Pero
para el libertario que aún tiene fe en su tradición, el principal peli-
gro no radica en la posibilidad de que cada uno (colectivismo y sin-
dicalismo) pueda establecerse a sí mismo en exclusividad, sino en el
éxito conjunto que puedan obtener para impedir una genuina em-
bestida libertaria para corregir los desajustes acumulados en nuestra
sociedad y en nuestros problemas reales. Ciertamente esta embesti-
da ha sido retrasada por mucho tiempo y la demora no debe atri-
buirse enteramente a la popularidad de estos seudorremedios. La so-
ciedad libertaria no ha estado totalmente ociosa en los últimos cin-
cuenta años. La libertad se ha ido extendiendo mediante la correc-
ción de varios abusos pequeños. Pero la tendencia general de refor-
ma en este país se ha inspirado, muy a menudo, en vagos motivos
colectivistas. La libertad se ha ido perdiendo inadvertidamente por
la carencia de una política de reforma libertaria claramente formu-
lada.

No obstante, Simons ahora ha formulado tal política. No es el
primero en hacerlo, pero ningún amigo de la libertad dejará de bene-
ficiarse si reflexiona sobre lo que él tiene que decir. Nadie puede es-
tar menos conforme que Simons con el presente estado de la liber-
tad; y sus proposiciones no sólo son libertarias. En muchos aspectos
(como él señala) son más radicales que los proyectos de los colecti-
vistas. Un planificador que anhele un cambio a través de interven-
ciones amorales y del uso discrecional de la autoridad, mientras des-
truye la libertad, hace menos por reformar que un libertario que hi-
ciera extensiva la aplicación de la ley y la consolidara. Simons llama
a su política un "programa positivo de Laissez Faire", principalmen-
te porque apunta a hacer efectiva la estructura de la competencia
dondequiera que ésta no sea imposible de modo demostrable, por-
que apunta al restablecimiento de una difusión del poder actual-
mente demasiado comprometida por monopolios de todo tipo y a la
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preservación de esa división del trabajo entre los controles competi-
tivos y políticos que constituyen el secreto de nuestra libertad. Pe-
ro, tanto en Inglaterra como en América, la política que él propuso
en 1934, sería ahora en parte un programa de laissez faire en el sen-
tido histórico: un programa de remoción de restricciones específicas
a la competencia que se han impuesto por sí mismas, no por omi-
sión, sino por la actividad de los colectivistas. Sin embargo, sus pro-
posiciones no tienen, por supuesto, nada que hacer con una condi-
ción imaginaria de una competencia totalmente destrabada que se
confunde con el laissez faire y que es ridiculizada por los colectivis-
tas cuando no tienen nada mejor que argumentar. Como todo estu-
dioso solía saber, si la competencia efectiva puede existir es sólo
gracias a un sistema legal que la promueva, y el monopolio se ha im-
puesto sólo porque el sistema legal no lo ha impedido. El principio
de la economía política de la libertad es saber que la competencia
no regulada es una quimera, que regular la competencia no es lo
mismo que interferir la operación de los controles competitivos, y
es también conocer la diferencia entre estas dos actividades.

El libertario, entonces, encuentra que la tendencia general ha-
cia una política de colectivismo es una amenaza, pero el inevitable
(y excesivamente antieconómico) colectivismo que surgió de las so-
ciedades libertarias implicadas en una guerra de supervivencia es
reconocido como un mal no libre de compensación. El que cree en
el colectivismo, naturalmente, ve en la guerra una oportunidad no
desdeñable, y la desmovilización de la sociedad no forma parte de
su programa. Pero para aquéllos que creen en la libertad pero que
aún tienen dudas sobre la desmovilización, Simons tiene algunas
palabras sabias: "Si las guerras son frecuentes, las victorias les per-
tenecerán a aquellos que permanezcan movilizados. . . (Pero) si
hay fuerzas vitales y creativas para ser liberadas por la desmoviliza-
ción —mediante el retorno a una sociedad libre— la nación puede
entonces ganar suficiente fuerza para compensar generosamente los
riesgos comprometidos". Todo hombre, a quien la guerra aleja de
su vocación elegida, vuelve a ella con nuevas energías, listas para ser
liberadas. Y lo que vale para el individuo también vale para la eco-
nomía. La desmovilización ofreció una oportunidad para el surgi-
miento de una economía competitiva revitalizada y más efectiva (u-
na oportunidad que nos fue quitada por los colectivistas), la que nos
podría haber capacitado mejor para enfrentar futuras guerras. Para
una sociedad con una tradición libertaria, hay una ganancia poten-
cial (si puede ser cosechada) en los impactos sucesivos que implican
la movilización y la desmovilización. Y tal como un civil luchará
mejor (ya que tiene algo por qué luchar) si se le permite ser un civil
en los intervalos de paz (sin estar perdiendo el tiempo en un ejército
industrial), así también una economía, a la que en períodos de paz
se le permite estirarse y flectar sus miembros, cuando se movilice
para la guerra, poseerá una energía superior a la que se mantiene
permanentemente movilizada.
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Los principios más importantes de la política son simples, y
nosotros ya los hemos hecho notar. En primer lugar, el monopolio
privado debe ser suprimido en todas sus formas. Esto significa el es-
tablecimiento y mantenimiento (por medio de reformas de las leyes
que rigen el mundo de los negocios y de la industria) de una compe-
tencia efectiva dondequiera que esto no sea manifiestamente impo-
sible: una genuina "socialización" de la empresa en lugar de la "so-
cialización" engañosa del colectivista. Los monopolios y las prácti-
cas monopólicas que deben destruirse son los monopolios del traba-
jo. La restricción del comercio debe ser tratada como un crimen ma-
yor. Respecto de las empresas, los poderes absurdos de las corpora-
ciones deben ser reducidos. "Simplemente no hay excusa", dice Si-
mons, "excepto en un tipo limitado y especializado de empresas,
para permitir a las corporaciones tener acciones en otras corporacio-
nes; y tampoco hay excusa razonable (excepto las utilidades) para la
existencia de corporaciones de cientos de millones de dólares, no
importa qué forma tenga su propiedad. Aun cuando fueran reales
las bien promocionadas economías de las gigantescas combinaciones
financieras, una política sana sacrificaría sabiamente esas economías
en favor de la conservación de una mayor libertad económica e i-
gualdad". La corporación es un instrumento socialmente útil para
organizar la propiedad y el control de las compañías de operación
de tamaño suficiente como para obtener reales economías de escala
bajo una administración unificada; pero la ley que ha permitido que
este mecanismo entrabe la libertad hace tiempo que debería haber
sido reformada. Respecto del trabajo, el problema de la reducción
de los monopolios existentes o amenazados y de las prácticas mono-
pólicas es más difícil. Lo más que puede esperarse es, quizá, que los
monopolios del trabajo, al no estar apadrinados o respaldados por la
ley, dejen de crecer e incluso disminuyan su poder. Y si nosotros
manejamos eficientemente otros problemas más fáciles, este proble-
ma se hará menos intratable debido al progreso obtenido en otras
direcciones.

En segundo lugar, aquellas empresas en las cuales la competen-
cia no puede funcionar en cuanto agente controlador, deben trans-
ferirse a la gestión pública. Ahora bien, debería observarse la dife-
rencia entre esta política y la del colectivista. Hay, en primer lugar,
una diferencia de énfasis. Los colectivistas tomarían, en último tér-
mino, el control de todas las empresas y esta "nacionalización" no
presentaría dificultades técnicas insuperables; los libertarios crea-
rían un monopolio controlado por el gobierno sólo cuando fuera
inevitable la creación de algún tipo de monopolio. El colectivista
favorece los monopolios como un medio para extender su control
político; el libertario terminará con todos los monopolios destrui-
bles. La base de este énfasis está clara. Para el libertario todos los
monopolios son caros y producen servilismo. Mientras que el colec-
tivista da la bienvenida y ve su oportunidad en una sociedad en la
cual (debido al crecimiento de la población y a los cambios en las
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técnicas de producción) la empresa tiende a volverse gigantesca, aun
cuando la ley no fomente un tamaño desproporcionado, el liberta-
rio ve en esta tendencia una amenaza a la libertad, la que debe ser
protegida (y puede serlo) mediante las reformas legales apropiadas.
De esta diferencia de énfasis surgen todas las otras diferencias: la
falta de motivación para crear monopolios donde no los hay (en e-
ducación, por ejemplo), la inclinación a reducir y simplificar todos
los monopolios controlados a fin de que contribuyan lo menos posi-
ble a aumentar el poder del gobierno, el desaliento legal más fuerte
a la aparición de tendencias sindicalistas dentro de estos monopo-
lios, y el reconocimiento de que el efecto de todas estas proposicio-
nes sobre el poder del gobierno es tan importante como el efecto so-
bre la "sociedad". En resumen, la economía política de la libertad
descansa sobre el reconocimiento diáfano de que lo que se está con-
siderando no es la "economía" (ni la maximización de la riqueza, la
productividad o el nivel de vida) sino que la política, esto es, la cus-
todia de un estilo de vida; que estas soluciones deben pagarse, son
una carga sobre nuestra capacidad productiva; y que vale la pena pa-
garlas siempre que el precio no sea una disminución de lo que he-
mos aprendido a reconocer como libertad.

El tercer objetivo de esta política económica es una moneda
estable mantenida a través de la aplicación de normas fijas y cono-
cidas y no mediante los trucos administrativos del día a día. No se
puede discutir que esto es parte de la economía política de la liber-
tad: la inflación es la madre de la servidumbre.

La política no es la ciencia de la creación de una sociedad inex-
pugnable para siempre, sino el arte de saber hacia dónde dar el
próximo paso en la exploración de un tipo tradicional de sociedad
que ya existe. Y en una sociedad como la nuestra, que no ha perdi-
do aún la noción de gobierno en tanto impedimento contra la coer-
ción, en tanto fuerza que mantiene bajo control al sujeto demasiado
poderoso, en tanto protector de las minorías contra el poder de las
mayorías, bien puede pensarse que esta generación está llamada a
realizar no sea la tan anunciada tarea de "reconstrucción de la socie-
dad", sino que la protección en contra de las nuevas tiranías que el
inmenso crecimiento de la población en una sociedad desenfrenada-
mente productivista están empezando a imponer; y esa protección
debe llevarse a cabo de modo tal que el remedio no sea peor que la
enfermedad.
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Nuestra tesis es que en un contexto en que el Estado dicta nor-
mas y administra empresas, es decir, es juez y parte a la vez, las em-
presas estatales tienen una influencia sobre la legislación que, aun-
que positiva para los intereses de estas empresas, es negativa para los
intereses del país. Creemos que esta tesis se ve corroborada por los
dos casos que presentamos en este trabajo.

Específicamente, los casos analizados demuestran que la in-
fluencia de estas empresas estatales sobre la legislación chilena ten-
dió, sistemáticamente, a favorecerlas en relación a las empresas pri-
vadas de la competencia y a perjudicar a los sustitutos cercanos de
los servicios que prestaban estas empresas públicas, con el evidente
propósito de lograr o afianzar un poder monopólico.

Queremos ir todavía más lejos. Quizás el mayor daño de la le-
gislación de carácter discriminatorio no estuvo en que perjudicó
abiertamente a las empresas privadas que existieron al momento de
dictarse esa legislación, sino que inhibió la creación de nuevas em-
presas privadas. Este constituye un efecto negativo invisible e impo-
sible de cuantificar aunque la reciente experiencia en cuanto a eli-
minación de franquicias de toda índole y franca liberalización de
algunos sectores productivos y de servicios ha demostrado el dina-
mismo con que se han incorporado nuevas empresas y por ende in-
directamente el daño de la legislación discriminatoria.

No conocemos la intención que el legislador y el ejecutivo tu-
vieron al dictar esta legislación, aunque creemos que estaban inspi-
rados en lograr el máximo desarrollo de las empresas beneficiadas,
los sectores a los cuales pertenecían y consecuentemente el país.
Creemos, sin embargo, que el efecto de esta legislación fue justa-
mente el inverso: las empresas favorecidas distaron de ser modelos
de eficiencia, los sectores y el país se estancaron y, finalmente, los
consumidores, ante la falta de alternativas, estuvieron obligados a
cancelar altos precios por servicios de discutible calidad.

Estas consideraciones llevan a preguntarse ¿cómo evitar este
problema en el futuro? Creemos que el objetivo se logra abriendo
todos los sectores productivos y de servicios a la entrada de empre-
sas privadas y eliminando toda franquicia a la empresa estatal, de
modo que la competencia sea en igualdad de condiciones y que sea
el consumidor el que finalmente decida la suerte de cada empresa.

Por otra parte, nos parece recomendable que ellas no depen-
dan directamente de los ministerios, órganos por definición nor-
madores de los distintos sectores. Es probable que la dependencia
de entes gestores (empresas), de entes normativos (ministerios), ha-
ya conducido a la siguiente situación: no es deseable que una misma
decisión (otorgar una franquicia tributaria a la empresa estatal) lleve
a una misma persona a ser un buen empresario (aumento de utilida-
des de la empresa, disminución de la competencia) y un mal minis-
tro (inhibición del desarrollo del sector) o viceversa.

Sin lugar a dudas, se ha hecho mucho durante este gobierno
por eliminar el caudal de franquicias que a continuación presenta-
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mos. Estimamos, sin embargo, que la tarea dista de estar concluida
y esperamos que este trabajo demuestre el extremo al que se llegó
en Chile en términos de legislación discriminatoria, injusta e inefi-
ciente.

Empresa de Ferrocarriles del Estado

El 6 de agosto de 1862 se promulgó en Chile la primera Ley
General de Ferrocarriles, firmada por don José Joaquín Pérez y don
Manuel Antonio Tocornal. Cabe destacar que la ley que da origen a
Ferrocarriles del Estado se promulga recién en 1884, es decir, más
de 20 años después.

La ley general de 1862 es una ley que otorga a las empresas
una gran libertad de decisión, reservándose el Estado el derecho a
modificar las decisiones de los empresarios si éstas atentaran contra
el bien común. En su artículo 40°, la ley de 1862 señala:

"Podrá, sin embargo, toda empresa fijar de un modo general
las condiciones con que presta el servicio de transporte y a e-
llas deberán conformarse los que con la empresa contrataren.
Pero si las condiciones fijadas fueren contrarias a los principios
generales que dominan el contrato de transporte o sujetasen la
condición a restricciones y embarazos que perjudiquen a la
conveniencia pública, el Gobierno podrá requerir a la empresa
para que las modifique o modificarlas por sí, en caso de negar-
se a ello la empresa o de no hacerlo en el término que le seña-
le".

Esta misma ley da mucho énfasis al control de las normas de
seguridad por parte del Estado.

En lo que se refiere a tarifas, la ley general de 1862 otorga li-
bertad a las empresas para su fijación y añade en su artículo 52°:

"Toda empresa podrá, sin embargo, reducir los precios de tari-
fa en favor de los remitentes que acepten plazos más largos que
los fijados para la conducción por trenes de pequeña velocidad,
o de los que se obliguen un mínimo de tonelada de carga. Más
la concesión hecha a uno o muchos remitentes será extensiva a
todos los que la pidan sujetándose a iguales condiciones".

En esta época se construyó en nuestro país una parte impor-
tante de los ferrocarriles que existen en la actualidad. Había varias
compañías, que atendían distintas líneas y distintos tramos de una
misma línea. Una empresa podía usar la línea de otra empresa, a
condición de que pagara el correspondiente peaje, que se fijaba por
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acuerdo de las partes. Veamos el artículo correspondiente de la ley
general de 1862:

Art. 31°:
"Cuando dos o más ferrocarriles construidos por diferentes
empresas, se cruzan en un mismo pueblo o estación, los trenes
de cualquiera de ellas, podrán traficar por la vía que pertenece
a la otra, pagando el peaje que fijaren por convenio mutuo. Si
no pudiesen ponerse de acuerdo en el peaje, el Presidente de la
República, de acuerdo con el Consejo de Estado, fijará el que
deba cobrarse".
"El tráfico de los trenes de cualquiera de las empresas no po-
drá perjudicar al tráfico de los de la Empresa que ha construi-
do la vía".

En suma, la ley general de 1862 dejaba un gran margen de de-
cisión a los empresarios privados, fomentaba la libre competencia
y no contemplaba trato preferencial alguno.

El 7 de enero de 1884 se promulga, en el número 2.020 del
Diario Oficial, la Ley General de los Ferrocarriles del Estado. Esta
ley orgánica no otorgaba beneficios o franquicias para esta empresa
por el hecho de ser fiscal, sino que la sujetaba a las mismas leyes ge-
nerales vigentes para las demás empresas de ferrocarriles. En su ar-
tículo 78° dispone:

"Los Ferrocarriles del Estado, considerados como empresa in-
dustrial de acarreo y transporte, estarán sujetos a las leyes ge-
nerales vigentes para esta clase de empresas".

Transcurrieron sólo 15 años desde la dictación de la Ley Gene-
ral de los Ferrocarriles del Estado, antes que se promulgara la prime-
ra franquicia para los Ferrocarriles del Estado. La ley 1230 del 28
de julio de 1899, en su artículo único, establece:

"Las municipalidades que hayan recibido, o en lo sucesivo re-
cibieren, alguna subvención fiscal para instalar o sostener el
servicio de agua potable, la proporcionarán gratuitamente a la
Empresa de los Ferrocarriles del Estado, a los establecimientos
de beneficencia i de enseñanza nacional i particular gratuita i a
todos los establecimientos fiscales".

Esta franquicia era el comienzo de una larga serie de privilegios
que habrían de atentar contra el desarrollo de este sector.

La Ley 3.852, del 20 de febrero de 1922, establece un impues-
to de diez centavos por cada quintal métrico de peso bruto o frac-
ción para las mercaderías que se exporten o importen por puertos
marítimos o terrestres. Sin embargo, este impuesto no afectaba a las
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mercaderías fiscales, ni a las que transportaren por la Empresa de
los Ferrocarriles del Estado.

Apenas tres años después, una nueva ley gravaba el crecimiento
y entrababa al sector de las empresas privadas dejando exenta a la
empresa fiscal. El Decreto Ley 160, publicado en el Diario Oficial
N° 14.078 del 16 de enero de 1925, determina que, a contar de esa
fecha, toda concesión que otorgue el Gobierno a particulares, para
la construcción y explotación de líneas férreas, deberá pagar la su-
ma de cincuenta pesos por kilómetro de longitud de línea. Además,
cada vez que se obtenga una prórroga de los plazos establecidos en
el decreto de concesión se pagará un derecho igual al anterior. Por
último, el concesionario no podrá transferir ni ceder, a ningún títu-
lo, su derecho sobre la concesión, sin autorización previa del Go-
bierno, y al aprobarse la cesión o transferencia, deberá pagarse un
derecho de veinticinco pesos por kilómetro de longitud de la línea
(artículos 10,11 y 12 del DL 160 de 1925).

Es claro que este DL atenta contra el crecimiento, la forma-
ción y aun la permanencia de empresas privadas en este sector, con-
tribuyendo así a configurar un monopolio estatal en ferrocarriles.

El mismo año 1925, con fecha 17 de marzo, se dicta el decreto
ley 342, que establece una nueva Ley General de Ferrocarriles y de-
roga la primera Ley General de 1862 y todas las disposiciones del
DL 160 ya comentadas. Esta nueva ley introduce condiciones aún
más restrictivas y discriminatorias que el DL 160 del mismo año. A-
sí, se mantienen los impuestos al otorgamiento, la renovación y la
transferencia de concesiones privadas. A mayor abundamiento, y
con el claro propósito de estatizar las líneas existentes, se suma a los
impuestos antes mencionados la prohibición a las empresas privadas
de levantar las líneas, sin autorización expresa del Presidente de la
República (Art. 24°).

Con respecto a tarifas, se establece que éstas se regularán sobre
la base de que no se exceda un cierto porcentaje de utilidades sobre
el capital inmovilizado (Art. 77°).

Fundadas sospechas existen que las fijaciones de precios tien-
den a disminuir la competencia, perjudicar al consumidor y favore-
cer a los productores al existir una tendencia a fijar el precio del
producto o servicio al nivel del productor más ineficiente, para que
así todas las empresas puedan sobrevivir, logrando las más eficientes
utilidades ilegítimas. El decreto ley N° 342 en su artículo 86, lo es-
tablecía en forma inequívoca:

". . .en los casos en que dos ferrocarriles pudieren servir un
mismo tráfico, se cobrarán en ambas empresas los mismos fle-
tes. Al fijar las tarifas correspondientes, el Consejo tomará en
cuenta las necesidades de la empresa en condiciones más des-
favorecidas".

El DFL 167, del 27 de mayo de 1931, establece numerosas
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franquicias a la empresa estatal, cuyo costo para la comunidad resul-
taría difícil de cuantificar. En su art. 33° inciso tercero se establece
que:

"a la Empresa no le afectará ningún otro gravamen, aporte o
contribución existente a favor del Estado, que la retribución
indicada en el presente artículo".

Esa retribución se refiere a un 7% de los ingresos de la Empresa
de Ferrocarriles del Estado que ésta entregará al Fisco como retribu-
ción anual por el capital y fondos de explotación entregados a los
Ferrocarriles para su administración.

Por otra parte, el DFL 167 establece en su artículo transitorio
2° que condona

"todas las sumas que la Empresa pudiera adeudar al Fisco en
virtud de leyes o decretos anteriores a la presente ley".

Aun en materia de control de seguridad, la legislación favore-
cía explícitamente a la empresa estatal. El DFL 292, del 30 de ma-
yo de 1931, crea el Departamento de Ferrocarriles del Ministerio de
Fomento y establece:

"Un mes antes de entrar en servicio el material rodante, las
Empresas darán cuenta de ello al Departamento, a fin de que,
si lo estima indispensable, proceda a efectuar su revisión. Exí-
mese de esta obligación a la Empresa de Ferrocarriles del Esta-
do, sin perjuicio de que cuando el Departamento lo estime del
caso, efectúe el reconocimiento de material".

El DFL 386, Ley de Administración de los Ferrocarriles del
Estado, de 27 de julio de 1953, libera a la empresa de cualquier pa-
go en favor del Fisco:

"A la Empresa no le afectará ningún gravamen, aporte, contri-
bución, impuesto o pago por prestación de servicios estableci-
dos en favor del Fisco, de las municipalidades o de cualquier
otra entidad o Corporación".

Y termina este artículo afirmando:

"Sin embargo, las prestaciones de servicios que sean solicitadas
por la Empresa serán pagadas por ésta".

Resulta increíble que la ley mencione explícitamente que lo
que la empresa desee comprar, debe pagarlo con sus recursos. Él que
esta última frase no se haya omitido parece indicar que la posibili-
dad fue considerada.
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Además de todas las franquicias impositivas ya mencionadas, el
DFL 386 contempla una disposición que otorga a la empresa estatal
la facultad para traspasar a los consumidores vía mayores precios to-
das sus ineficiencias.

"En caso de que el Gobierno rechace un alza de tarifas pro-
puestas por la Empresa para financiar mayores gastos de explo-
tación o costos de transporte, el déficit producido deberá ser
de cargo fiscal".

En orden a consolidar su poder monopólico, toda empresa de-
be preocuparse de evitar el desarrollo de los sustitutos a los servi-
cios que presta. El Decreto 400 de la Subsecretaría de Transportes,
de 26 de diciembre de 1956, cooperó con la Empresa de Ferroca-
rriles del Estado en lo que se refiere al otorgamiento de permisos
de recorrido para locomoción colectiva. Este decreto establece que:

"En la movilización rural no se podrán otorgar nuevas autori-
zaciones para recorridos en las líneas en que haya servicios es-
tablecidos o que sean paralelos al que presta la Empresa de
Ferrocarriles del Estado".

La opinión pública favorece en general el que se prohiba la
duplicación de un servicio, en aras de un supuesto ahorro de recur-
sos para la comunidad. Esta postura, sin embargo, revela un profun-
do desconocimiento de las causas de la enorme prosperidad lograda
por las economías libres en los tiempos modernos. Ella ha sido en
gran medida consecuencia de la competencia y de la imaginación
de los hombres, ingredientes ambos que se hubieran visto totalmen-
te impedidos de operar si hubiera primado en la legislación el con-
cepto estático implícito en el párrafo anterior. Tenemos la firme
convicción de que las empresas que promovían este tipo de legisla-
ción no lo hacían por evitar a la comunidad pérdidas por duplica-
ción de servicios, sino para afianzar una posición monopólica.

Línea Aérea Nacional

La primera ley de aeronavegación comercial fue promulgada en
el Decreto Ley 675 del 26 de noviembre de 1925. Fue redactada to-
mando como referencia la ley francesa de aeronavegación de 1924,
la ley alemana de 1921, la ley italiana de 1923 y las disposiciones
sobre navegación aérea de la convención internacional celebrada en
París con fecha 13 de octubre de 1919. Si bien esta ley reservaba al
Estado "la plena y exclusiva soberanía sobre el espacio atmosférico
existente sobre su territorio y sus aguas jurisdiccionales", se otorga-
ba libertad de navegación a las aeronaves chilenas, condicionada a
que cumplieran con ciertas normas de seguridad, calificación del
personal y otras de similar naturaleza. El Decreto Ley 675 estable-
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ció una libertad bastante amplia en materia de aeronavegación co-
mercial reservando al Estado el velar por la seguridad de la opera-
ción de las aeronaves.

Seis años más tarde, el 30 de mayo de 1931, se publicaron en
el Diario Oficial los DFL 221 y 222. El primero de ellos fijaba el
texto definitivo del Decreto Ley 675, y el segundo concedía perso-
nalidad jurídica a una empresa: Línea Aérea Nacional.

El DFL 221 confirmó la mayor parte de las normas del DL
675 introduciendo sólo algunas modificaciones de importancia. Por
ejemplo, el artículo 7° del DFL 221 eliminó la posibilidad de que
"un extranjero domiciliado en Chile, que tenga casa de comercio
establecida en el país o ejerza en él alguna profesión o industria, pu-
diera ser dueño de una aeronave chilena". Más grave aún, el artículo
23° prohibió el cabotaje tanto comercial como postal a las aerona-
ves extranjeras, disposición que no contemplaba el DL 675.

El DFL 222 ya citado, concede personalidad jurídica a la Lí-
nea Aérea Nacional y, junto con ello, le otorga el monopolio absolu-
to del transporte aéreo dentro del territorio de la República. Dice
así el artículo 2°:

"La Línea Aérea Nacional tendrá la exclusividad para efectuar
y explotar el transporte aéreo de toda clase en el territorio de
la República. Podrá, sin embargo, la Línea Aérea Nacional, con
el acuerdo del Consejo de Administración, conceder a otras
personas o instituciones la explotación de determinadas líneas
de aeronavegación o de una clase determinada de transporte o
servicio aéreo, en las condiciones que fije el Consejo de Admi-
nistración".

El Consejo de Administración tenía a su cargo la dirección de
la Línea Aérea Nacional y estaba compuesto por el director del
Material y cuatro representantes del Presidente de la República.

Al parecer la exclusividad no fue suficiente, pues el artículo 8°
del DFL 222 en su letra b) decía que la Línea Aérea Nacional "per-
cibiría los derechos, que según las tarifas establecidas, deben pagar
los aviones particulares por el uso de aquellos aeródromos públicos
que el Gobierno le transfiera a la LAN".

Cinco años después de concedida la personalidad jurídica a
LAN, la Ley 5.902, de 3 de septiembre de 1936, liberó a la Línea
Aérea Nacional, por el plazo de cinco años, a contar de la fecha de
publicación de esta ley, de todo impuesto o contribución fiscal o
municipal.

Posteriormente, la ley 6.023, de 20 de febrero de 1937, inclu-
ye en la exención contemplada en la ley anterior, los impuestos,
contribuciones, intereses y multas que a la fecha adeudaba LAN por
la adquisición de la Fábrica de Aviones "Curtiss Wright Export
Corporation", ubicada en Los Cerrillos.

Una nueva ley, la 3.852, de 10 de febrero de 1922, se preocu-
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pó de gravar y por ende inhibir el desarrollo de los sustitutos del
transporte aéreo. Esta ley afirmaba en su artículo 1°:

"Las mercaderías que se embarquen por los puertos marítimos
de la República con destino al extranjero, como asimismo las
que se exporten por puertos terrestres, pagarán un impuesto de
diez centavos por cada quintal métrico de peso bruto o frac-
ción".

Y el mismo artículo 1° agregaba:

"Pagarán el mismo impuesto las mercaderías extranjeras que se
desembarquen en puertos mayores o menores habilitados al e-
fecto o que se internen por puertos terrestres".
"En esta disposición quedan también comprendidas las enco-
miendas postales e internacionales".

En caso de que estos impuestos, que desalentaban la compe-
tencia, no fueran suficientes para proteger a LAN, la ley 6.602, de
1° de agosto de 1940, en su artículo 1° estableció:

"Elévase a veinticinco centavos ($ 0,25) a beneficio de la Lí-
nea Aérea Nacional, el impuesto establecido por la Ley N°
3.852 de 10 de febrero de 1922".

De esta forma, el impuesto ha sido aumentado de diez centa-
vos a veinticinco centavos por quintal métrico y lo recaudado lo
percibió casi integralmente LAN. Decimos "casi" porque un diez
por ciento del producto de este impuesto fue a beneficio del Club
Aéreo de Chile, posteriormente Federación Aérea de Chile, para es-
timular el desarrollo de la aviación civil en el país.

Por último, esta misma ley 6.602 en su artículo 4° amplió a
diez años el plazo de cinco años por los cuales LAN estaría exenta
de todo tipo de impuestos: la exención se mantiene ahora hasta el
3 de septiembre de 1946.

Posteriormente, la ley 8.789, de 9 de julio de 1947, prorrogó
por otros cinco años el plazo que duraría la exención de impuestos:
la exención se mantendría ahora hasta septiembre de 1951.

No sólo se seguía eximiendo a LAN del pago de impuestos, si-
no que existió evidente preocupación por seguir aumentando los im-
puestos a la competencia. Así, la ley 8.903, de 21 de octubre de
1947, modifica el artículo 1° de la ley 6.602 reemplazando las pa-
labras "veinticinco centavos" por "sesenta y cinco centavos", es
decir, aumenta en 160% el impuesto a los servicios de transporte
competitivos, cuya recaudación además iría a las arcas de LAN.

Como ya era de esperar, la exención de impuestos que termi-
naba en septiembre de 1951 se prorroga por otros diez años median-
te el DL 10.645, de 15 de octubre de 1952. Por primera vez, esta
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exención se hace extensiva a las líneas aéreas privadas cuyo capital
fuera por lo menos en un 75°o perteneciente a chilenos nacidos en
Chile. La extensión de esta franquicia a otras empresas aéreas provo-
caría, no ya distorsiones entre empresas aéreas, sino entre el sector
aeronáutico y el resto de los sectores de la economía.

El DFL 241, de 6 de abril de 1960, creó la Junta de Aeronáu-
tica Civil, dependiente del Ministerio de Economía, y la convirtió
en el órgano rector de la aeronavegación comercial en nuestro país.
Precisamente el mismo día en que se dictó el DFL 241, se dictó el
DFL 305, Ley de Administración de la Línea Aérea Nacional, que
establecía en su artículo 23°:

"Previamente a la discusión y concertación de convenios inter-
nacionales sobre transporte aéreo o cualquier otro acto que im-
porte otorgamiento de permiso o ampliación de los existentes
para operar comercialmente en el país, la Línea Aérea Nacio-
nal deberá ser oída, pudiendo evacuar su informe por escrito".

¡Ya se desearía cualquier empresa tener una relación tan direc-
ta con el organismo público rector de su sector!

Este mismo DFL 305 establece en su artículo 19 una norma
que debió haberse dictado antes para ahorrar papel, lápiz y, sobre
todo, tiempo: la Línea Aérea Nacional estará definitivamente exen-
ta de toda clase de impuestos o contribuciones fiscales o municipa-
les.

Finalmente el artículo 14° de la ley 17.101, de 19 de febrero
de 1969, dispone que:

"Las autorizaciones para el establecimiento en el territorio na-
cional de servicios regulares de cabotaje aéreo requerirán infor-
me de la Línea Aérea Nacional".

Este artículo no hace más que reforzar el papel de la empresa
estatal como juez y parte interesada en el sector aéreo. Si aceptamos
que los intereses de la empresa no son siempre concordantes con los
del país, tenemos que concluir que estas normas retardaron el desa-
rrollo del sector. El crecimiento del sector aéreo en los últimos a-
ños, producto en parte importante de la eliminación de las normas
que aquí hemos enunciado, parece indicar que los intereses entre
empresa y país eran contrapuestos.
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PENSAMIENTO DE RAYMOND ARON

Oscar Godoy*

El autor revisa las ideas de Raymond Aron, filósofo, sociólogo y cientis-
ta social francés, acerca de la anarquía violenta del sistema de relaciones
internacionales contemporáneas. Aron, según el autor, no solamente pen-
só que en esa anarquía existía un orden "real", impuesto por el "tabú a-
tómico", sino también la posibilidad de crear un nuevo orden, supra-esta-
tal y pacífico, sobre el supuesto de una profundización de la democracia
pluralista. Aron, para llegar a esa conclusión, hizo una aguda crítica de
los proyectos racionalistas para establecer una sociedad planetaria; pro-
yectos que emergen de un optimismo desmesurado en las posibilidades
de anticipar y planificar el porvenir del hombre. Las ideas de Aron, seña-
la el autor, se inscriben en la misma tendencia liberal caracterizada por
F. A. Hayek y L. von Mises, entre otros.

Introducción

La obra de Raymond Aron, recientemente fallecido, testimo-
nia un persistente interés por el porvenir de la sociedad contempo-
ránea. Desde temprana edad esta preocupación, intelectual y políti-
ca, estuvo enlazada con una cierta visión de la historia, cuyos carac-
teres fundamentales nuestro autor quiso analizar y describir, en su-
cesivos asedios, a lo largo de cincuenta años. Con la excepción de su
Introduction a la philosophie de l'histoire, cuyo contenido parcial-
mente fenomenológico arranca de una experiencia académica, sus
escritos sobre este tema fueron provocados —y quizás allí radiquen
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148 ESTUDIOS PÚBLICOS

sus posibles flaquezas— por la polémica entablada alrededor del des-
tino de Occidente y los nuevos horizontes que se avizoran para la
constitución de una sociedad planetaria.

Aron fue un hombre de paradojas. Su producción intelectual
trasunta esa suave ironía que es propia de los espíritus escépticos.
Sin embargo, su escepticismo siempre guardó un límite, que no po-
día trasgredirse a riesgo de invadir ese dominio, reservado y prodi-
gioso, constituido por la esencia del hombre, su personalidad y las
libertades reales que posibilitan su despliegue y plenitud. La parado-
ja, en Aron, es un modo de apartarse y hacer la crítica de la opinión
ilustrada prevaleciente en la Francia de la post-guerra. Aron buscó
siempre el contraste, contra la corriente, entre las astucias de la inte-
ligencia parisina y la realidad de un mundo inasible para las preten-
siones deterministas de la razón. De ahí su marginalidad, simboliza-
da en la insolente frase que corría por el París de los años 50: "me-
jor equivocarse con Sartre, que tener la razón con Aron".

Tengo la impresión de que el tema que intento desarrollar ex-
presa una paradoja típicamente aroniana: la gran empresa de la hu-
manidad es construir el porvenir, un porvenir incierto e incognosci-
ble. Probablemente, a más de alguien le parezca que en esta aserción
no hay paradoja alguna. No ha pensado así gran parte de la "intelli-
gentsia" occidental moderna y contemporánea, para la cual el mun-
do se encamina, siguiendo un riguroso determinismo, hacia un nue-
vo y promisor estadio, ya previsto y al alcance de la razón. Aron se
constituyó en piedra de escándalo cuando expuso esa triunfante ilu-
sión a su devastador espíritu crítico, especialmente agudo para es-
crutar las incoherencias no ya de sus antagonistas, sino de los siste-
mas ideológicos que les servía de manto protector.

Aron se sirvió de la idea de "estado de naturaleza", amplia-
mente difundida a partir del siglo XVII, para describir una situación
similar, pero ahora real, en la esfera de las relaciones entre las nacio-
nes. Esta tesis, sobre el "orden anárquico" internacional, es el mar-
co concebido por Aron para proponer un proyecto liberal de socie-
dad global. A partir suyo, además, nuestro autor establece las bases
de una opción para la acción política a nivel de la sociedad contem-
poránea. Por ello, como se verá, la referencia a la reflexión de Aron
sobre la historia es ineludible. Creo que esos son los temas mayores
del presente ensayo.

El Orden Anárquico

El "estado de naturaleza", a diferencia del "estado social", o
simplemente de la situación del hombre en sociedad, "excluye una
autoridad suprema, un tribunal encargado de dar veredictos, una po-
licía autorizada para hacerlos cumplir; en consecuencia, cada hom-
bre es responsable de su propia seguridad, libre en sus decisiones,
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incluyendo la decisión de tomar las armas".1 Esta idea puede impu-
tarse tanto a Hobbes como a Locke,2 olvidando matices; pero éste
es un asunto que a Aron no le preocupa, porque su interés está foca-
lizado en la distinción entre ambos estados, más allá de la perversi-
dad o bondad del hombre natural diseñado por los dos filósofos in-
gleses. Para Aron es mucho más relevante poder concebir, en térmi-
nos condicionales, un estado de anarquía "si" no existiese un prin-
cipio (arjé) soberano, cuyo imperio sobre los individuos garantice
un orden social. Poco importa si cada cual, en esa hipotética condi-
ción, se comporte como lobo de su prójimo (Hobbes), o siga impul-
sos naturales de justicia (Locke), sino el hecho de que, en ausencia
de una autoridad superior, los individuos deben velar por su seguri-
dad y conservación con sus propias fuerzas.

a Anarquía del Sistema Internacional

Aron aplica la idea de "estado de naturaleza" para interpretar
las relaciones entre las naciones. Toma como punto de partida el
protagonismo de los estados nacionales en el escenario internacio-
nal. Los estados (cuyo número puede contabilizarse por la nómina
de miembros de las Naciones Unidas) son los actores de las relacio-
nes ya nombradas, que, por lo mismo, son más bien inter-estatales.
Ellas, a pesar del derecho internacional y de las Naciones Unidas y
otros organismos regionales, no se rigen por un "principio" único de
autoridad; cada cual decide sus propios destinos, siguiendo una con-
ducta semejante a la del hombre en "estado de naturaleza".

La argumentación hobbesiana y lockeana apunta a la legitima-
ción de una "transferencia" de poder. En efecto, se trata de traspa-
sar el poder o fuerza de cada cual (individual) para concentrarlo en
un solo ente, que puede llamarse soberano, sociedad o pueblo, y
que entraña la constitución de un "principio" único de orden, cuya
función es el bien de la comunidad.

No debe olvidarse, asimismo, que las monarquías europeas des-
truyeron el orden feudal, con el propósito de realizar la "unidad na-
cional". Este proceso produjo, de "facto", una gran concentración
del poder en el estado. Mejor aún, allí se inició una acumulación
que no parece haber terminado, como lo demuestran las experien-
cias totalitarias de nuestro siglo. Este fenómeno no sólo exigió el
monopolio de la fuerza para mantener la paz y la seguridad de los
ciudadanos, sino también para la defensa de la nación misma. Sin
embargo, apunta Aron, esa fuerza no sólo ha servido esos intereses,
también ha sido un instrumento para la conquista, la expansión te-
rritorial y la servidumbre de unos pueblos sobre otros. En la reali-

1 Aron, Raymond; Progreso y Desilusión, Monte Avila, C. A.; 1969; p. 245.
2 Hobbes, Leviatán, I, cap. XIII; Locke, Segundo Tratado sobre el Gobier-

no Civil, cap. III-IX.
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dad. los estados actúan dentro de los límites permitidos por su pro-
pio poder y el de los demás, dándole a la guerra un carácter endé-
mico. No puede comprenderse el actual sistema internacional sin
considerar a la guerra como parte integrante del mismo. Nos dice
Aron: "las condiciones de la organización política de la humani-
dad, constantes a través de toda la historia, bastan para explicar la
precariedad de la paz y la frecuencia de las guerras''.3

Nuestro autor sostiene que aquello acontece justamente por-
que no se ha producido una "transferencia" de poder similar al des-
crito más arriba. El sistema internacional no ha traspasado las fron-
teras del "estado de naturaleza". El primado de la violencia es prue-
ba suficiente, cree Aron, para demostrar su afirmación: "El orden
Ínter-estatal ha sido siempre anárquico y oligárquico; anárquico de-
bido a la ausencia de un monopolio legítimo de la violencia, y oli-
gárquico (o jerárquico) en el sentido de que, sin una sociedad civil,
los derechos dependen ampliamente de la fuerza".4

Los estados soberanos, únicos actores válidos y relevantes del
sistema internacional,5 ¿admitirán algún día la necesidad de reali-
zar una transferencia de poder semejante a aquella que funda su
propio y actual poder? Aron no cree que esto pueda acontecer en
un futuro inmediato. En sus escritos de los años sesenta deja entre-
ver un cierto optimismo, motivado por las primeras realizaciones de
las Comunidades Europeas. Pero la verdad es que Aron no confiaba
en los mecanismos institucionales que podían emerger del actual es-
tado de cosas. Concuerda con Lord Russel, que concedía un men-
guado plazo para elegir entre un estado mundial o la aniquilación de
la humanidad, pero no creía que se diesen las condiciones adecuadas
para optar entre uno de los dos términos de tan trascendental dile-
ma. Para Aron, la transición desde "varias" soberanías a una sola no
es hoy realizable. Ese cambio, cuando acaezca, será "una mutación
de la historia misma y no una mutación dentro de la historia".6 Si
llega a ocurrir, el "paso" de las soberanías nacionales a un estado
mundial diferirá "esencialmente" de la transición del estado (o ciu-
dad estado) al imperio.

En el contexto del devenir histórico actual, los nacionalismos
definen la conducta básica de los estados. Con el término "naciona-
lismo", Aron quiere significar "la voluntad de colectividades políti-

3 Aron, Raymond; op. cit.; p. 246.
4 Aron, Raymond; op. cit.; p. 270.
5 Aron comenta que escribe como si las Naciones Unidas no existieran. En

realidad, su posición respecto de esta organización es muy crítica. En un
texto señala que se limita, cuando toca el tema, "a la afirmación, a mis o-
jos evidente, de que las N. U. no habían ejercido una influencia funda-
mental sobre el desarrollo de las relaciones internacionales". Cita de Paz
y Guerra entre las Naciones; Revista de Occidente, Madrid, 1963; p. 825.

6 Aron, Raymond; Progreso y Desilusión, Monte Avila, C. A., 1969; p. 248.
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camente organizadas, establecidas en un territorio y sometidas a un
estado, de mantener frente a otras colectividades similares una liber-
tad teórica total o, al menos, semejante a la de las otras".7 Esta vo-
luntad es el obstáculo mayor a la constitución de un estado mundial
(pero, como se verá más adelante, es un obstáculo válido y legítimo
mientras se den ciertas condiciones, aún presentes en la realidad).
Si, como supone Aron, la historia hoy se nutre de la acción inter-es-
tatal, desde ella sólo puede emerger un estado mundial bajo la for-
ma de imperio. O sea, en un contexto Ínter-estatal es aceptable la
hipótesis de un estado-nación con vocación universal y con el poder
adecuado para someter al mundo bajo una autoridad global. En este
caso, solamente se proseguiría la dialéctica del proceso histórico en
curso, que aún mantiene al sistema internacional en "estado de na-
turaleza". El estado mundial surgido de ese proceso no podría ser
sino un imperio, producto de la conquista y la dominación del mun-
do por un estado-nación con un destino universal manifiesto.

Muchos estiman que la ciencia, la tecnología y la economía
contemporánea han producido una mutación histórica esencial. A-
ron disiente. Acepta el hecho de que sus efectos son "planetarios",
y permiten decir que la sociedad se ha "globalizado". Sin embargo,
ese fenómeno, que ha estimulado la imaginación de tanto analista
social, no se ha reflejado en un cambio substancial de la conducta
de los estados, ni hacia su propio interior ni menos en el ámbito de
sus relaciones con el resto de la comunidad internacional. Y aun
cuando los hombres se han aproximado, cuestionando fronteras y
diferencias, los "estadistas se aferran a la soberanía".8 En definitiva,
los "estados actúan en el escenario histórico como individuos que se
niegan a someterse a un señor y no saben cómo someterse a una
ley común".9

En las actuales circunstancias, un Estado mundial bajo la for-
ma de Imperio, no solamente tendría que crearse por la fuerza, ade-
más habría de preservar su existencia por el mismo medio: sólo po-
dría sobrevivir mediante el monopolio efectivo de la violencia. Se
puede especular y aceptar que un estado imperio, por el mero trans-
curso del tiempo, legitime su autoridad por el ejercicio sostenido del
poder. Así, a fin de cuentas, los ex estados nacionales terminarían
por transferirle una cuota importante de su antigua autonomía, in-
dependencia y soberanía. Aron rechaza esta hipótesis. No sólo en el
plano moral, porque recusa los medios que habrían de usarse, o sea,
la violencia, la fuerza, la coacción, etc. También porque cree que el
papel protagónico de la historia del porvenir "no" le debe corres-
ponder al estado nacional, ni menos a su maximalismo, el imperio
universal.

7 Aron, Raymond; op. cit.; p. 248.
8 Aron, Raymond; op. cit.; p. 248.
9 Aron, Raymond; op. cit.; p. 248.
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En síntesis, para Aron, el "imperio'' no es sino la extensión, a
todo el orbe, de la dominación de un Estado nacional con vocación
universal. La realización de la idea de Imperio supone que un Esta-
do (o bloque) "ha eliminado del mundo a sus rivales y estabilizado
su victoria al integrar a los vencidos dentro de orden garantizado
por el monopolio de la violencia".10 Aron agrega gravemente, "en
nuestra época, esta hipótesis equivale a la derrota o a la capitulación
de los occidentales".11

b Orden del Sistema Internacional

El orden internacional es anárquico, en el sentido ya descrito.
Pero, postula Aron, también es o tiene un orden. La anarquía está
referida, como lo señala la palabra misma ("a", sin; "arjé", princi-
pio), a la carencia de una ley constitucional única para regir a la so-
ciedad global. Algunas personas pueden entender que cuando Aron
afirma que en esa anarquía existe un "cierto" orden, se está refirien-
do a la existencia del derecho internacional. No es así, ciertamente
no desconoce la vigencia de una institucionalidad jurídica interna-
cional, e incluso le ha dedicado innumerables páginas de su obra
(véase: Paz y Guerra entre las Naciones, especialmente el capítulo
XXIII de la cuarta parte). Pero, en definitiva, el politólogo francés
postula la "anterioridad" de ciertos "hechos reales" a la práctica de
un endeble andamiaje jurídico internacional. Siempre consistente
con su visión realista del "ordo mundis" imperante, nuestro autor
postula que ese orden descansa sobre la facticidad de la concentra-
ción de poder termonuclear en Estados Unidos y la Unión Soviética.

Aron es un crítico acervo de las deficiencias del derecho inter-
nacional —no desconoce sus logros, pero los reduce a avances en el
interior de la política de poder de los estados— y le asigna una fun-
ción ordenadora sustantiva al "hecho nuclear". Piensa que este he-
cho le propone, efectivamente, al hombre contemporáneo, el límite
infranqueable de su propia violencia; en efecto, hoy día existe la
posibilidad real de que la humanidad se autodestruya. La toma de
conciencia de este "factum" es extremadamente intensa y potente,
porque pone en entredicho la legitimidad de la política de poder de
los estados y, en consecuencia, a todo el edificio jurídico internacio-
nal construido alrededor suyo. Si el hombre no poseyese el arma
atómica, ¿no es acaso verosímil que las grandes potencias hubiesen
dirimido sus conflictos en una tercera ronda bélica, con armas con-
vencionales, claro está? Aron se plantea esa hipótesis, y cree que, a
pesar de los millones de muertos y del costo fabuloso implicado en
esta aventura, Occidente no se habría privado de ella. La cercanía

10 Aron, Raymond; Paz y Guerra entre las Naciones; Revista de Occidente,
Madrid, 1963; p. 880.

11 Aron, Raymond; op. cit.; p. 880.
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de un holocausto global ha actuado como freno. Las dos superpo-
tencias —duopolistas nucleares— "advirtieron que su interés común
era no dejarse involucrar en una guerra de aniquilación; o sea, enten-
dieron que nada de lo que estaba en juego en sus conflictos valía la
pena de una guerra termonuclear".12

El arma nuclear ha difuminado la distinción entre la guerra y la
paz. Hoy, dice Aron, "la paz es belicosa", porque siendo posible so-
lamente un uso limitado de la fuerza militar, el mundo mantiene
una guerra convencional permanente.13 Hobbes pensó que una de
las razones que inducen al hombre a alejarse del "estado de natura-
leza" es el miedo (miedo al otro, miedo recíproco), al cual define
como "la nuda aprehensión y previsión de un mal futuro".14 Vencer
al miedo es destruir al otro, a aquel que puede causarme mal, o
bien, y por una superior consideración de la razón, crear por mutuo
consentimiento un orden pacífico.15 Aron parece creer que el miedo
a un conflicto terminal puede ser el inicio de una conversión de la
humanidad a un estado universal. En todo caso, sin duda alguna,
sostiene que ese miedo es un principio de orden en la anarquía vi-
gente en las relaciones interestatales.

La diseminación nuclear —que no afecta, por el momento, al
duopolio atómico— no viene sino a reforzar la argumentación ante-
rior, al poner en evidencia la proximidad de una escalada suicida. En
el fondo, tal proliferación contribuye a configurar en el espíritu del
hombre un nuevo "tabú", el "tabú nuclear". La tendencia de la hu-
manidad es a la conservación de su propia existencia; sobre este im-
pulso primario reposa la intangibilidad de ese tabú.

El "orden anárquico", en síntesis, nos deja en el umbral de una
opción trascendental para el porvenir de la humanidad. El desafío
consiste en transitar hacia una nueva historia, dentro de la cual se
constituya una "sociedad civil planetaria", un estado mundial no
imperial.

Historia, Porvenir y Política

La historia, según Aron, nos dice muy poco sobre el futuro. Su
mirada más lúcida esta vuelta hacia el pasado. Apenas si acepta que
hay historia "magistra vitae" (maestra de la vida), pero no hay ci-
clos que se repitan, ni leyes conocidas que le den una articulación
meta-histórica al tiempo. A pesar de todo lo anterior, la historia "si-
túa" el presente, y con ello abre un espacio de acción política efi-

12 Aron, Raymond; Progreso y Desilusión; Monte Avila, C. A., 1969; pp.
255-256.

13 Aron, Raymond; op. cit; p. 259.
14 Hobbes; De Cive; Publications de La Sorbonne, E. Sirey, París, 1981;

Section I, cap. 1, p. 81.
15 Hobbes; op. cit.; p. 81.
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caz. La "praxis" política se realiza "desde" ciertos datos, cuyo co-
nocimiento es la condición necesaria para excederlos y sobreexce-
derlos, en el proceso de creación del futuro.

La reflexión de Aron sobre la historia siempre culmina en un
llamado a "hacer" un futuro incierto, indeterminado e incognosci-
ble. Supone a la historia como la nuda realidad social en estado de
cambio (su carácter de proceso), y desde allí elabora, por lo menos,
tres argumentos. Por una parte, distingue entre el conocimiento
científico de ese proceso y su "toma de conciencia" por los indivi-
duos y la sociedad. Por otra, hace una crítica, profunda y extensa, a
eso que se ha denominado el "sentido" de la historia (incluso dedica
gran parte de su obra al análisis de distintas "visiones" de la historia;
aquí, por razones obvias, no corresponde descender a ese nivel de
especificidad). Ninguna de estas vías, como veremos enseguida, ilu-
mina suficientemente el futuro en cuanto tal, como algunos preten-
den; iluminan sí, al presente y al pasado, o sea, al momento inme-
diatamente precedente al futuro.

Cuando Aron se explaya sobre el conocimiento histórico, dis-
tingue entre "espíritu objetivado" y "espíritu objetivo". Llama "es-
píritu objetivado" a todas las realidades (cosas de la naturaleza) in-
tervenidas por el hombre: "libros impresos, piedras talladas, telas
pintadas"16; y reserva el término "espíritu objetivo" para designar
a las representaciones colectivas, a las expresiones "jurídicas, filosó-
ficas, religiosas, etc." de una sociedad.17 Es posible, en consecuen-
cia, un doble conocimiento del pasado: uno que recaería "sobre el
espíritu inscrito en la materia y otro sobre la conciencia de una per-
sona y un grupo, accesible a través de objetivaciones".18 Si dejamos
a un lado la estructura interna de estas dos vías epistemológicas, y
nos atenemos a sus resultados, concluimos que solamente podemos,
conseguir una recreación parcial y fragmentaria del pasado. Ambas
resultan inermes para darnos conocimientos causales sobre los even-
tos históricos y establecer leyes universalmente válidas para el tiem-
po, y aplicables, en suma, al porvenir. Aron acepta que el historia-
dor, cuando practica su saber, sobrepasa ese carácter múltiple y ato-
mizado, propio del "espíritu objetivo", y puede llegar a aprehender
una cierta unidad y continuidad del devenir histórico. Pero, en defi-
nitiva, lo que descubre es "la identidad formal de la razón"19 del su-
jeto histórico, que no es sino el hombre. No es poco. Pero, como
comprenderá el lector, es insuficiente para aquellos que aspiran a
descubrir "leyes" o "regularidades" que nos den la clave de "todo"
tiempo histórico. La "identidad formal de la razón" es el solo pará-

16 Aron, Raymond; Introduction a la Philosophie de l`Histoire; Gallimard,
París, 1981; p. 90.

17 Aron, Raymond; op. cit.; p. 90.
18 Aron, Raymond; op. cit.; p. 91.
19 Aron, Raymond; op. cit.; p. 400.



ORDEN ANÁRQUICO Y PROYECTO LIBERAL SEGÚN R. ARON 155

metro, hito, que permite explicar "las contradicciones entre los mo-
delos de vida y los "ethos"; proposiciones que mantienen a la vez la
unidad y la realidad de la historia".20

Por otra parte, como vimos, Aron habla de la "toma de con-
ciencia" de la historia. Este modo de aprehender el proceso histó-
rico difiere del conocimiento, al cual se dedica el párrafo anterior,
porque a través suyo solamente se nos entrega un "reconocimiento"
espontáneo del pasado histórico, y no una "reconstitución" cientí-
fica del mismo. Decimos que un individuo, un grupo o una sociedad
tienen "conciencia histórica" cuando poseen el pasado, "reconocién-
dolo como propio".21 Gracias a ella, nos dice Aron, las colectivi-
dades saben lo que "significan para ella humanidad, civilización, na-
ción, el pasado, el porvenir, los cambios a que se hallan sujeta, a tra-
vés del tiempo, las obras y las ciudades".22 Pero, además, esa con-
ciencia también comporta la percepción, más o menos clara, de una
pertenencia a una pluralidad de culturas y de épocas. Pluralismo sor-
prendente, pero real. Piénsese en el término "cultura occidental" y
podrá advertirse que ella connota "varias" culturas (griega, romana,
judía, cristiana) y distintas épocas (lo cual permite a los historiado-
res disputar sobre el mejor modo de dividirla y delimitar sus perío-
dos).

La "conciencia histórica" de la sociedad occidental, que es la
nuestra, además de hacernos patente la pertenencia a un "todo" cu-
yas fuentes, generatrices y nutricias, son plurales, también nos reve-
la otro factor, que conviene mencionar. Aron sostiene que el hom-
bre occidental ha vivido, y difundido en el planeta, la "dialéctica en-
tre la tradición y la libertad".23 La conciencia de esta dialéctica se
expresa en el juego, establecido por la civilización occidental, entre
el pasado, asumido como tal (tradición), y la voluntad práctica de
liberarse e ir más allá del mismo (libertad). De esta voluntad surge
el modo occidental de conocer al pasado, que, en un sentido negati-
vo, consiste en no haberlo fijado, sacralizándolo en fórmulas ritua-
les e inmutables. Allí encuentra también su origen la creación de la
ciencia y la tecnología, tal cual la ha diseminado el Occidente por
todo el mundo. Me parece que Aron, con estas reflexiones, desea
dramatizar el impulso occidental por transformar y humanizar la
realidad, justamente por intermedio del saber.

Finalmente, a Aron también le preocupa, y mucho, el tema del
"sentido" de la historia. "Sentido", en este contexto, puede signifi-
car, y significa así para muchos, una manera de prever el futuro hu-
mano, conociendo de antemano la forma, que determinados acto-

20 Aron, Raymond: op. cit.; p. 101.
21 Aron, Raymond; Dimensiones de la Conciencia Histórica; Tecnos, Ma-

drid, 1962; p. 13.
22 Aron, Raymond; op. cit; p. 72.
23 Aron, Raymond; op. cit.; p. 71.
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res, le darán a la realidad social. En esta perspectiva, si se utiliza el
"sentido de la historia" para mirar hacia el pasado, se dirá que ta-
les eventos se explican porque realizaron un "fin", el cual "aparece
retrospectivamente como el objetivo al cual tendían, consciente o
inconscientemente, los actores de este drama secular".24 Aron no
considera epistemológicamente posible encontrar un "sentido" a la
historia. Siempre la capacidad previsora será parcial y relativa. Si
bien la ciencia histórica establece nexos causales, ellos son insufi-
cientes, porque son "entre hechos aislados, desgajados de su contex-
to, no entre unidades globales". Y agrega, "en materia de historia
los vínculos causales que se llegan a establecer entre hechos aislados
son la mayor parte de las veces inciertos, equívocos, por múltiples
razones: porque los hechos se hallan imperfectamente definidos,
porque las series no son nunca enteramente aislables, porque fenó-
menos exteriores pueden modificar, desviar o paralizar el curso pre-
visto de los acontecimientos".25 La obra de Aron es pródiga en la a-
plicación de esta crítica a la posibilidad de descubrir un "sentido" a
la historia; creo que sus trabajos sobre el marxismo, como teoría so-
bre el porvenir de la sociedad post-capitalista, son una buena mues-
tra de su intensa preocupación por este tópico.26

Quizá la significación aroniana más aceptable del "sentido de
la historia" se desprenda de la dialéctica entre la tradición y la liber-
tad. En efecto, nos dice, "querer que la historia tenga un sentido es
invitar al hombre a dominar su naturaleza y a hacer razonable el or-
den de la vida en común".27 Tal afirmación nos reenvía al tema cen-
tral de este ensayo.

El Proyecto Liberal de Sociedad Global

No hay, en suma, determinismo histórico, y, por otra parte, el
mundo Ínter-estatal se encuentra en "estado de naturaleza". Aron,
ya lo vimos, sostiene que la constitución de un imperio no puede re-
flejar a la esencia del hombre. No sólo porque esa salida implica el
uso de la fuerza y la violencia, sino por algo más profundo: ese pro-
yecto político es irrealizable porque la misma violencia ha reconoci-
do unos límites intangibles (tabú atómico), y la fuerza convencio-
nal no es capaz de someter a la humanidad. Además, ese proyecto
vano surge de una historicidad en crisis, aquella que protagonizan
agonalmente los estados. El gran desafío es salir hacia una nueva his-
toricidad, cuyo quicio no puede ser otro sino el modo occidental de
transformar el mundo, fundado en la libertad. Mientras la voluntad

24 Aron, Raymond; op. cit.; p. 28.
25 Aron, Raymond; op. cit.; p. 33.
26 Sobre este tema pueden consultarse Opium des intellectuels, Marxismes

imaginaires y Democratie et Totalitarisme.
27 Aron, Raymond; op. cit.; p. 39.
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política del hombre occidental no se mueva en esa dirección, el ho-
rizonte seguirá enclaustrado en opciones vacías o monstruosas, tales
como "mejor rojo que muerto" y otras semejantes.

Después de todo lo expuesto, ¿qué ocurre con Estados Uni-
dos? La pregunta es pertinente, y Aron se ha preocupado con singu-
lar latitud del país del Norte, especialmente en su libro Lo Républi-
que impériale. Les Etats-Unis dans le monde (1945-1972). Sus estu-
dios demuestran que esta nación ha venido a salir de su tradicional
"aislacionismo" —cuidadosamente analizado en el siglo XIX por
Alexis de Tocqueville— solamente en la década de los cuarenta. Esta
salida, para cumplir pesadas tareas anexas a su enorme poderío eco-
nómico y militar, es coyuntural. Aron estimaba en los años sesen-
ta que Estados Unidos había iniciado un repliegue sobre sí mismo.
La balanza política, sostenía en aquel entonces, lo inclina o a au-
sentarse del escenario internacional o, al menos, a invitar a sus alia-
dos a asumir mayores responsabilidades, en sus esferas de influencia
natural. Tal repliegue es una demostración clara de una carencia de
vocación imperial. Pareciera que Estados Unidos está ansioso por
terminar con una tarea limitada, aunque importante para Occiden-
te, que Kennan, citado por Aron, resume así: la "contención del
comunismo", empresa que debe durar hasta "el día en que el po-
der soviético resulte quebrado por sus contradicciones y suavizado
por el desgaste del tiempo".28 Aron expresa su pensamiento en el
siguiente texto, que prefiero reproducir integralmente, a pesar de
su extensión: "ninguna fórmula surgida de la experiencia histórica
—ni las zonas de influencia ni el equilibrio de poderes— se aplica tal
como la conocemos al sistema en que el Presidente Nixon va a inser-
tar a la república estadounidense, pues la doble fragmentación, hori-
zontal (o geográfica: la de los subsistemas recortados en el mapa-
mundi) y vertical (la de las relaciones militares, políticas, comercia-
les e ideológicas), más la jungla de los monstruos fríos, la formación
de un sistema económico transnacional, el contraste entre la riqueza
de unos pocos y la pobreza de la mayoría, el cuestionamiento que
los ricos hacen del camino que los ha llevado a la riqueza y sus
desilusiones, mientras que los pobres no renuncian a seguir análogo
camino, está creando un mundo de complejidad sin precedentes.
Los Estados Unidos no ejercerán ya sino una influencia reducida en
comparación con la que han ejercido en los últimos 25 años. . ,".29

El optimismo de Aron es, otra vez, paradojal. En realidad, en
la trama tejida por la anarquía de las relaciones internacionales y la
consciencia del hombre de que su constitutiva violencia tiene un te-
cho, aquel de su extinción, Estados Unidos tiene una función princi-
pal. Ella es difícil de conceptualizar, quizá por su ambigüedad. En

28 Aron, Raymond; La República Imperial: Alianza Editorial, Madrid, 1976;
p. 361.

29 Aron, Raymond; op. cit.; p. 361.
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efecto, este país es uno de los duopolistas nucleares, y, en conse-
cuencia, representa una de las dos fuentes que potencialmente pue-
den aniquilar a la humanidad. Pero, también, en su voluntad no im-
perial y en la vitalidad de su democracia, ¿no hay acaso algo que
rescatar para una sociedad global pacífica?

La acción política asume en el planteo de Aron una dimensión
fundamental. La historia reposa sobre opciones y acciones humanas,
o sea, sobre la libertad. Y, a su vez, el pasado histórico enmarca a la
libertad y, por ende, a la "praxis" política por lo menos en tres sen-
tidos:

a jamás se retorna sobre lo ya adquirido (se restablece a la mo-
narquía, pero no a los derechos feudales);

b el futuro es incierto, y no siendo enteramente previsible es
también un desafío al riesgo;

c cada época impone condiciones a la creación política, y hoy,
nos dice Aron, es menester "lucidez y fe, creer en una volun-
tad histórica sin creer ni en los mitos ni en las masas. Psicológi-
camente, humanamente, ningún grupo y ningún partido po-
dría, en el orden moral, reivindicar un privilegio o una superio-
ridad".30

El proyecto liberal aroniano, cuya meta es un orden planetario
pacífico, montado a partir de un principio único, supone la acepta-
ción voluntaria, por parte de la humanidad, de someterse a "las exi-
gencias de la administración racional en lo que respecta a los pro-
blemas que afectan claramente a toda la humanidad",31 como, por
ejemplo, en todo lo que incumbe al medio ambiente. Sobre la eco-
nomía y el progreso de las naciones, Aron sostiene que los proble-
mas deberán afrontarse, según su alcance, "a diferentes niveles, glo-
bal, continental, nacional o regional, por diferentes autoridades que
cooperan entre sí y con competencia para hacerlo".32 Este proyecto
exige la realización de cuatro condiciones, que se enuncian a conti-
nuación:

1 Las soberanías nacionales deben transferir una parte de su po-
der político a una autoridad planetaria. Esta debe gobernar
por medio de leyes ecuménicas, que, a su vez, contemplen me-
canismos de control y balance de toda la estructura de po-
der.33

30 Aron, Raymond; Introduction à la Philosophie de l`Histoire, Gallimard,
París, 1981; p. 415.

31 Aron, Raymond; Progreso y Desilusión; Monte Avila, C. A., 1969; p. 342.
32 Aron, Raymond; op. cit; p. 342.
33 A mi juicio, Aron considera la aplicación de una democracia pluralista a

nivel de una sociedad global.
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2 Las culturas deben disociarse de la "praxis política", con el
propósito de descargar de contenido nacionalista a esta última.
Las culturas han de convertirse en un asunto privado, como
ocurre parcialmente en Estados Unidos, y no en el País Vasco,
por ejemplo.

3 Las desigualdades económicas que hoy separan al norte del sur,
o a los países industrializados del Tercer Mundo, deben desapa-
recer.

4 La nueva sociedad debe asegurar, a través de organizaciones
político-sociales, que las ideologías con pretensiones de univer-
salidad no accedan a las estructuras de gobierno.

En suma, nos dice Aron, "tendrían que quedar resueltos los e-
ternos problemas de la política y la economía, del poder legítimo y
la abundancia".34 Como vemos, lo que Aron nos propone es un
"proyecto político liberal" para crear una sociedad global pacífica.
Esa es su opción, a la que nos invita a plegarnos.

Pero, nueva paradoja, mientras esa "agenda" no sea factible, el
liberalismo mantiene vigente una "non agenda", que consiste en sos-
tener que "mientras tanto" la humanidad ha de mantenerse bajo el
alero del "orden anárquico" existente. Ese orden, cuyo umbral es
el "tabú atómico", contradice a la agenda que acabamos de enun-
ciar. Implica una sociedad internacional dividida "por la aspiración
a la independencia nacional; debido a la desigualdad del desarrollo,
debido a la prevalencia de un nacionalismo esencialmente particula-
rista; y debido a las tensiones creadas por ideologías que sus segui-
dores tienen por universales".35 En estas condiciones no es posible
acabar con la pluralidad de Estados, ello equivaldría "a poner fin,
en el plano político, a cierto tipo de historia, a adoptar una solución
técnica".36 En este texto hay que enfatizar la última parte de la fra-
se, porque la primera forma parte de la agenda aroniana (positiva-
mente dicho: pasar a otro nivel de la historia). El conflicto surge
cuando se estima que las condiciones señaladas son realizables a tra-
vés de una "solución técnica". Este es el punto crucial de la tesis de
Aron, porque tal solución no existe. Su intención es romper con la
tentación o la ilusión del "progreso", al modo como lo entendió el
racionalismo del siglo XVII y lo sostiene el marxismo contemporá-
neo. Desea llamar nuestra atención para advertirnos que no hay re-
cursos científicos y técnicos capaces de resolver, por sí solos, com-
plejos problemas como el racismo, la aspiración de las naciones a la
independencia total, o la asociación "cultura-forma política". La
dialéctica de la universalidad, que parece mover los hilos de los a-
vances del saber, no es sino otra astucia más de la razón. En reali-

34 Aron, Raymond; op. cit.; p. 342.
35 Aron, Raymond; op. cit.; p. 341.
36 Aron, Raymond; op. cit.; p. 350.
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dad, nos dice Aron, ese saber nos puede procurar materiales "para
realizar actos cuya configuración y cuyos resultados impredecibles
son, en última instancia, irracionales, pese a la racionalidad parcial
por la que cada uno se afana".37

Este círculo se cierra en la provisoriedad. Las ideas de Aron ex-
puestas en Democratie et totalitarisme y Playdoyer pour l`Europe
decadente, por ejemplo, nos señalan que Occidente tiene el deber de
profundizar sus sistemas democráticos pluralistas, pues en ese proce-
so puede abrirse paso la espontánea construcción de las condiciones
requeridas para una nueva sociedad global. El pensamiento aronia-
no, en definitiva, nos plantea la alternativa entre los proyectos de
sociedad global, creados por las ilusiones de la razón, y, aquel del
otro que habrá de surgir de la espontaneidad de la libertad.

37 Aron, Raymond; op. cit.; p. 357. En este punto hay una neta convergen-
cia de Aron con F. A. Hayek y L. von Mises. De hecho, puede establecer-
se una serie de concordancias, que permiten confirmar la filiación de A-
ron a la misma tendencia liberal representada por los autores citados.



OPINIÓN

MODELOS CONCEPTUALES DE LA POLÍTICA*

Ángel Flisfisch**

Estas notas abordan el problema de la crisis de los modelos en uso de
conceptualización de la política en los países del sur de América Latina.
Se identifican dos modelos en uso: la visión napoleónica de estado y go-
bierno y el modelo de estado de compromiso. El primero confiere a la
política un carácter antisecular, el segundo la hiperseculariza. Además,
ambos le confieren una naturaleza meramente instrumental. Estos ras-
gos dificultan la solución de la cuestión política fundamental que en-
frentan nuestros países, y son contradictorios con sus realidades socio-
económicas. Se propone explorar un modelo alternativo, que defina a
la política a partir de su dimensión deliberativa.

Estas notas, cuyo carácter provisorio y exploratorio conviene
subrayar, desean contribuir a esclarecer la relación entre las modali-
dades con que se conceptualiza la política y los resultados que en
definitiva se obtienen a través de la política.

Si bien el tema en cuestión posee una importancia teórica que
trasciende sus manifestaciones concretas, en nuestro caso cobra una
relevancia adicional porque pensamos que está íntimamente vincula-
do con el problema que es prioritario en los países del sur de Amé-
rica Latina: el problema de la democracia.

* Versión revisada de una exposición hecha en el Seminario sobre Orden
Internacional, Política, Sociedad Civil y Cultura en América Latina, reali-
zado en Bologna, 2 al 4 diciembre, 1982. Una versión anterior de este tra-
bajo fue publicada por FLACSO como Documento de Trabajo N° 179,
mayo, 1983.

** Abogado, Universidad de Chile; M. A. y Ph. D. (C) en Ciencia Política,
Universidad de Michigan. Profesor de FLACSO.
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El futuro de la democracia en nuestros países depende no sólo
de las circunstancias económicas y sociales específicas, generadas
tanto por el movimiento de largo plazo de estas sociedades como
por las coyunturas contemporáneas, sino también de las modalida-
des que asume en ellos la política.

A su vez, esas modalidades están determinadas, en un grado
importante, por las concepciones en uso de lo que es política y de
cómo se construye y se hace la política. Es esta dimensión la que
deseamos poner de relieve, mostrando cómo esas concepciones o
modelos conceptuales en uso crean dificultades y restricciones para
los procesos de conquista de la democracia y para la estabilidad de
la democracia que se pueda conquistar.

Si bien el problema enunciado posee contornos bien nítidos y
precisos, se necesita dar un rodeo para llegar a atacarlo derechamen-
te. La necesidad de ese rodeo resulta de los prejuicios con que se
conciben la investigación y la reflexión sobre la política, prejuicios
que conducen a una visión equivocada sobre la naturaleza de estas
actividades y sus resultados. Si estos prejuicios no se disipan, es di-
fícil que se advierta el sentido que posee la crítica de los modelos
conceptuales que orientan la política.

Usualmente, la investigación y reflexión sobre la política pa-
decen de dos prejuicios, que son particularmente negativos en el ca-
so del tema de estas notas.

El primero es un prejuicio reduccionista, donde el reduccionis-
mo es tanto economicista como sociologizante. El segundo podría
calificarse de prejuicio positivista o "analiticista".

El reduccionismo en la investigación y reflexión sobre la polí-
tica no sólo tiene que ver con el imperialismo de la idea de que la
política es eminentemente superestructural o epifenómeno.

Se trata de eso, pero también de una visión para la cual los
problemas que enfrenta la política son primordialmente económicos
y sociales. A la vez, los problemas políticos adquieren un carácter
secundario, en un doble sentido.

Por una parte, los problemas políticos siempre son suscepti-
bles de postergarse, frente a la primacía y prioridad de los proble-
mas económicos y sociales.

Por otra parte, se atribuye a la política y sus problemas una na-
turaleza fundamentalmente instrumental. Los problemas de la polí-
tica se identifican con el problema de la opción por los medios ade-
cuados para alcanzar unos fines sustantivos, cuyo carácter es econó-
mico o social. Esta concepción instrumentalista de la política viene
avalada por el prestigio y respetabilidad de autores de la talla de un
Max Weber1, y ello dificulta particularmente su crítica.

1 Sobre el instrumentalismo político de Weber, véase David Beetham, Max
Weber y la teoría política moderna, Centro de Estudios Constitucionales,
Madrid, 1979, especialmente pp. 147-186.
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El prejuicio positivista o analiticista reside en que, en el fondo,
las investigaciones y reflexiones se orientan casi siempre a desentra-
ñar verdades, según un paradigma convencional de conocimiento. Es
decir, según un paradigma construido sobre la imagen de las ciencias
naturales.

Un enfrentamiento exitoso con los problemas que plantea la
política en nuestros países supone romper con ambos prejuicios.

En el caso del reduccionismo, ello implica aceptar que los
problemas políticos pueden aún adquirir primacía por sobre los pro-
blemas económicos y sociales, y que si bien la política presenta una
dimensión instrumental, no se agota en ella. Hay aspectos y valores
que son irreductiblemente políticos, y que la política realizará o
consumará mejor o peor, dependiendo de las formas específicas que
asuma.

Romper con el prejuicio positivista supone percatarse de que a-
quello que se pretende hacer pasar por conocimiento en política es
frecuentemente mucho menos un conocimiento de realidades —en
sentido clásico—, y sí mucho más un elemento que contribuye a
constituir realidades2. Así, por ejemplo, no se trata tanto de que de-
terminadas predicciones se cumplan o no, sino de que ellas en defi-
nitiva contribuyen en grados variables a conformar determinadas
realidades.

Esta última afirmación es central para la comprensión de la re-
lación entre las modalidades de conceptualización de la política y
las formas concretas que ésta adopta. Al tenor de la afirmación, el
aspecto principal de esa relación no reside en la naturaleza que un
determinado modelo conceptual invoque para sí mismo —por ejem-
plo, que se presente revestido de pretensiones de cientificidad—,
sino en la manera en que ese modelo conceptual constituye la
política en el caso particular de que se trate.

En términos prácticos, la cuestión que plantea esa relación es,
entonces, la de si un cierto modelo conceptual es o no adecuado res-
pecto de la realización o consumación de ciertos fines o valores con
los que existe un compromiso que necesariamente es producto de
una decisión.

En otras palabras, el peligro siempre presente es que las moda-
lidades de conceptualizar la política se revelen inadecuadas desde el
punto de vista de ciertos fines o valores explícitamente perseguidos,
en cuanto contribuyen a conformar una realidad que prácticamente
refuta esos fines o valores.

El problema de la democracia en nuestros países parece pade-
cer en una medida importante de esa inadecuación. Se tiene la im-

Sobre el punto hay una extensa literatura. Para una exposición sumaria,
remito al lector a A. Flisfisch, Reflexionando sobre ciencias sociales y so-
ciedad, en Ensayos, varios autores, Editora Debates, Santiago de Chile,
1978.
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presión de que frente a las cuestiones que plantea hoy la política, se
dispone de modelos conceptuales inadecuados, de modalidades de
conceptualización que van conformando realidades que eternizan y
agudizan los problemas identificados, sin avanzar en su resolución.

Los rasgos generales de esta situación no son nuevos. En efec-
to, de estarse a interpretaciones recientes sobre ciertos períodos par-
ticularmente relevantes de la historia política occidental moderna,
se podría concluir que se trata de un tipo de situación relativamente
universal.

En este punto, el trabajo seminal es el de J. G. A. Pocock, so-
bre el caso de los intelectuales de las ciudades-estados del renaci-
miento italiano3. Estos intelectuales, de entre los cuales se destaca
Maquiavelo como personalidad paradigmática, enfrentaban un pro-
blema bien preciso. Por un lado, existía un compromiso con una
forma de organización política que, vista desde una perspectiva
secular, se les aparecía frágil y amenazada, precaria y de difícil so-
brevivencia. Por otro, para conceptualizar esa problematicidad dis-
ponían de dos tradiciones, legadas por el pensamiento político y la
práctica política medievales. Ambas tradiciones se revelaban inade-
cuadas para el problema específico que tenían entre manos.

En efecto, tanto la tradición agustiniana, usualmente conserva-
dora, de las dos ciudades —la ciudad de Dios y la ciudad terrena—,
como la tradición apocalíptica o escatológica de la consumación del
reino de Dios en la tierra —frecuentemente, pero no siempre, una
tradición revolucionaria— poseían en común una visión trascenden-
te, no secular, de la política, trascendencia implicada por el hecho
de que ambas tradiciones contenían como elemento esencial una fi-
losofía de la historia.

El punto de vista secular asumido por los intelectuales italia-
nos, íntimamente relacionado con el énfasis en la fragilidad y pre-
cariedad de las formas políticas, chocaba con el carácter trascenden-
te de las visiones heredadas. Las filosofías de la historia en que se a-
poyaban una y otra tradición las tornaba inadecuadas para concep-
tualizar los problemas por ellos definidos.

Una situación con esos rasgos plantea dos cursos de desarrollo
probables. O bien la persistencia de los modelos conceptuales en uso
genera un empantanamiento o bloqueo, en cuanto van conformando
la realidad sin resolver los problemas identificados. O bien se produ-
cen rupturas importantes en el universo mental, capaces de inducir
reconceptualizaciones provistas de mayor grado de adecuación.

En el caso particular del pensamiento italiano renacentista hu-
bo una respuesta innovadora, que consistió en echar mano del mo-
delo republicano romano, aprovechando su trasmisión a través de

3 J. G. A. Pocock, The Machiavellian Moment. Florentine political thought
and the atlantic republican tradition, Princeton University Press, 1975.
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una tradición literaria. Ese modelo tenía la virtud de adecuarse a
una perspectiva secular.

El grado de eficacia histórica de esta reconceptualización pue-
de ser discutible. En todo caso, ateniéndose al análisis de J. G. A.
Pocock, habría que concluir que sus efectos fueron considerables,
proyectándose mucho más allá de los confines de las ciudades-esta-
dos donde se originó4.

La posibilidad de ver similitudes entre la situación italiana de
que parte Pocock y las que afectan a los países latinoamericanos del
sur es clara.

En efecto, esas situaciones aparecen revestidas de una fragili-
dad y precariedad profundas.

A veces, esa precariedad se manifiesta en la percepción de que
lo que está en juego son las posibilidades mismas de sobrevivencia
nacional. Así, no son infrecuentes los diagnósticos que afirman la
existencia de bloqueos políticos y sociales generalizados, que si
cuentan con tiempo suficiente sólo pueden tener por desenlace la
ruina nacional. En síntesis, el rasgo principal de la situación residi-
ría en la operación de procesos de decadencia, que contaminarían al
conjunto de la vida social.

En otros casos, se expresan vivencias menos trágicas, pero que
siguen poseyendo no obstante resonancias intensamente dramáticas.
Así, muchos tienen la impresión de vivir en países donde la destruc-
ción de la sociedad política es cabal, y donde esta ausencia trae
consigo, por un lado, impactos negativos considerables en las posi-
bilidades de desarrollo económico y social, y por otro conlleva con-
secuencias específicamente políticas expresables sintéticamente me-
diante la idea de la generalización del despotismo.

Más concretamente, se puede apelar al testimonio de diversas
situaciones nacionales, donde los problemas y las urgencias son muy
similares, pese a las especificidades. Empleando una fórmula debida
a Osear Landi5, se podría decir que estos problemas y urgencias
apuntan a una misma cuestión: ¿cómo llegar a un pacto institucio-
nal, capaz de generar y estabilizar un régimen político que siente
al mismo tiempo las bases para una sociedad política duradera y sa-
tisfactoria? No pecaríamos de exageración si dijéramos que ésta es
la cuestión política fundamental en los países del sur de América
Latina.

La tesis que se sostiene en estas notas puede resumirse en dos
proposiciones. La primera afirma que en las sociedades mencionadas
se han heredado determinadas tradiciones de conceptualización que
son inadecuadas para orientar prácticas políticas capaces de solucio-
nar razonablemente la cuestión política fundamental. La segunda,

4 J. G. A. Pocock, op. cit, pp. 333-552.
5 Osear Landi, Sobre lenguajes, identidades y ciudadanías políticas, en Es-

tado y Política en América Latina, N. Lechner (editor), Siglo XXI Edito-
res, México, 1981.
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que la posibilidad de esa solución exige modalidades nuevas de con-
ceptualización de la política, que enfaticen elementos distintos de
aquellos que privilegian los modelos conceptuales heredados.

¿Cuáles son, entonces, esos modelos conceptuales heredados,
vigentes aún hoy, y que se revelan inadecuados frente a las exigen-
cias de la política contemporánea? Simplificando, podría hablarse
de dos modelos conceptuales: el modelo napoleónico de estado y
gobierno6, y aquello que a falta de mejor noción se puede designar
de modelo del estado de compromiso.

La naturaleza de la inadecuación es distinta en uno y otro ca-
so. En el primer modelo, sus rasgos constitutivos llevan finalmente
a una concepción y a unas prácticas políticas no seculares. En el se-
gundo, está inscrita una tendencia hacia una hipersecularización,
que en el extremo acaba por devalorizar radicalmente la política,
tornándola en un puro conflicto entre intereses sectoriales estrechos
y estableciendo así las condiciones de posibilidad para la emergencia
de actitudes cínicas o de distanciamiento respecto de ella.

La vida política termina por expresar un vaivén incesante entre
actitudes básicas que la fundamentan o en una interpelación utópica,
susceptible de consumarse sólo en una afirmación de voluntad radi-
calmente transformadora, o en un realismo miope y casi ramplón,
que es siempre zaguero en relación con los problemas que va plan-
teando el movimiento de la sociedad. Al final de cuentas, la política
o es el medio para el advenimiento del reino, o es corrupción.

La dificultad reside en que ninguno de los modelos proporcio-
na horizontes compatibles con una solución razonable de la cuestión
política fundamental. La mejor manera de explorar la plausibilidad
de esta aseveración es a través del examen de cada modelo concep-
tual.

Elemento central de la visión napoleónica reside en el supuesto
de que estado y gobierno son órdenes de actividades susceptibles de
construirse racionalmente, siendo aquí razón equivalente a razón
científica de acuerdo a un paradigma convencional de ciencia.

Este supuesto trae consigo un corolario, relativamente inme-
diato y obvio: los problemas que plantea el movimiento de la socie-
dad requieren ser iluminados por la verdad del experto, y la supera-
ción de estos problemas hay que hacerla por medios tecnoburocrá-
ticos. Es decir, a través de la razón científica aplicada a la adminis-
tración de hombres y cosas.

Pero hay otro corolario, mucho menos obvio, igualmente exi-
gido por el supuesto de racionalidad: en este modelo, el poder es
una cuestión central, y la política, al asimilarse al ejercicio de po-
der, adquiere una naturaleza primordialmente instrumental.

6 Sobre este modelo y su vigencia, se avanzan algunas ideas en A. Flisfisch,
Una nueva ideología democrática en el sur de América Latina, de próxi-
ma aparición en la revista Crítica & Utopía.
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Que la pretensión de poseer una "verdad científica" sobre
la sociedad y sus movimientos se asocie fatalmente a una aspira-
ción primordial por el poder —es decir, por el poder que implica el
control del estado y el gobierno— parece a primera vista insólito o
paradójico. Después de todo, las ideologías en uso sobre la razón
científica y las ciencias tienden justamente a destacar la separación
entre poder y verdad, entre razón científica y razón de estado.

No obstante, no hay nada de paradójico en ello. Cualquier
esfuerzo por realizar un proyecto determinado desde el estado y
con los recursos coactivos que le son propios, va a encontrar, en
mayor o menor grado, resistencias de parte de los medios humanos
que con los medios materiales constituyen el conjunto de instru-
mentos de que necesariamente tienen que echar mano quienes im-
pulsan ese proyecto. Pero desde el momento en que la visión que se
tiene de la sociedad descansa en la idea de que la primera es equiva-
lente a una verdad, científicamente garantizada, la oposición o resis-
tencia encontrada es simplemente error, equivocación. Es la irracio-
nalidad presente en la sociedad, que sólo puede ser vencida median-
te la educación o la fuerza. Y tanto una como otra exigen controlar
los recursos de poder que representa el control de estado y gobier-
no. Es esta misma lógica la que lleva, en este modelo conceptual, a
identificar la política con el control de estado y gobierno, y con el
esfuerzo por adquirir ese control.

Sin embargo, tanto el esfuerzo por adquirir ese control como
el ejercicio del poder que él posibilita plantean fundamentalmente
una cuestión de legitimidad. Hay que justificarlos.

Respecto de aquellas actividades gubernamentales y estatales
más o menos acotadas, que se expresan en políticas específicas, el
propio marco conceptual provee un fundamento de legitimidad de
manera casi natural. Es el saber del experto, esto es, un saber espe-
cializado, con pretensiones de objetividad y cientificidad.

Pero la invocación de ese fundamento no resuelve el problema
general de legitimidad. Los saberes especializados, precisamente por
ser especializados, no confieren ninguna garantía a las aseveracio-
nes sobre fines, trátese de los fines particulares a que se articula la
opinión del experto, o de los fines más generales que están en el
trasfondo de la política específica en cuestión.

En el contexto del modelo napoleónico, el problema general
de legitimidad sólo puede ser resuelto invocando una filosofía de la
historia, a la que se atribuirá la virtud de garantizar una cientificidad
general para el ejercicio general de los recursos de poder que conlle-
va el control del estado y el gobierno.

Los contenidos de esa filosofía de la historia variarán según los
casos. Las hay de izquierda, ejemplificadas por las versiones más or-
todoxas del marxismo, y las hay de derechas, como la visión neoli-
beral predominante en Chile durante los últimos años. Lo que no
varía son las tres funciones principales que, independientemente de
sus contenidos, ella cumple en cuanto artificio de legitimación.
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Su función primera y primordial reside en identificar unos fi-
nes, que son objetivamente asignables al curso de la historia. El su-
puesto de que se trata de fines verdaderos, además de reforzar los
saberes parciales del experto, permite resolver el problema general
de legitimidad, procurando una justificación al empleo de los recur-
sos coactivos estatales.

Adicionalmente, la filosofía de la historia en cuestión identi-
fica también un agente o unos agentes, históricamente privilegia-
dos, llamados a cumplir las tareas de desarrollo implicadas por los
fines últimos identificables en la historia. Este privilegio histórico
no sólo permite justificar determinadas posiciones en la sociedad
—propietarios, el partido y sus funcionarios, etc.—, sino también
desvalorizar la resistencia de la sociedad a la acción estatal y guber-
namental. Además de tratarse de resistencias equivocadas —por lo
tanto, irracionales—, sus protagonistas están condenados por la
propia historia. Reprimirlos es entonces actuar en armonía con
esta última, despejando su camino al extirpar excrecencias inútiles.

Finalmente, la filosofía de la historia de que se trate postula
un saber o conocimiento del futuro. Más allá de las pretensiones de
cientificidad con que se lo revista, o de garantías de otra clase que
se esgriman en su favor —por ejemplo, la fe religiosa expresada en
una esperanza escatológica—, este pretendido conocimiento posee
la virtud de remover la política del mundo contemporáneo en que
ella se está efectuando, desplazando su sentido a un espacio y un
tiempo que no son, en definitiva, del mundo. De manera sintética,
podría decirse que este último rasgo de cualquier filosofía de la
historia que esté por detrás de una determinada aplicación del mo-
delo napoleónico des-seculariza la política, trascendentalizándola.

Este último punto muestra con claridad como el modelo con-
ceptual en discusión crea reales obstáculos al logro de una solución
razonable para la cuestión política fundamental.

El sentido de la política se ve desplazado a un espacio y a un
tiempo imaginarios, cuyas relaciones con el espacio y el tiempo del
mundo pueden definirse con toda discrecionalidad. Pero ello signi-
fica desplazar y tornar difusos los horizontes de la política, enten-
dida ya como la política que se hace aquí y ahora. En el extremo,
ningún problema es urgente. Todo problema es susceptible de desva-
lorizarse, mediante una redefinición adecuada de horizontes.

Mencionábamos anteriormente que el sentimiento de la urgen-
cia de un pacto institucional, capaz de generar una sociedad política
satisfactoria y estable, expresaba entre otras la percepción de un es-
tado de cosas cuya profundización afectaba así la viabilidad de la
nación. Pues bien, una redefinición adecuada de horizontes permiti-
ría también relativizar y desvalorizar radicalmente esas percepciones
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y esas urgencias. Por ejemplo, en la visión de un imperio universal
homogéneo, a la Hegel7, poco o nada importa si la historia no pasa
por Buenos Aires, Lima o Santiago de Chile. Pasará por Nueva York,
Moscú o Pekín, o por algún otro lado.

La política adquiere así un carácter antisecular, cuya conse-
cuencia inmediata es la de poner las bases para un clima de irrespon-
sabilidad al enfrentarla. Por la misma razón de que no hay urgen-
cias, tampoco hay batallas o confrontaciones decisivas. Una adecua-
da redefinición de horizontes siempre permitirá interpretaciones ad
hoc, que posibiliten rehuir la responsabilidad por los resultados, y
por patentemente negativos que ellos sean.

Aquí, la manipulación de horizontes se ve notablemente refor-
zada por la idea de que la historia tiene un sentido objetivo que tras-
ciende a sus protagonistas. Sean cuales sean los resultados de hoy, la
última batalla está siempre pendiente. Por lo demás, su desenlace es-
tá a la larga garantizado.

La idea de pacto institucional es una respuesta a una cuestión
política cuyo significado primordial viene dado por su urgencia. El
diagnóstico que subyace a esa idea supone que lo que está en juego
hoy y aquí es de una extrema gravedad. Ello exige perentoriamente
decisiones en el presente. Y estas decisiones no son unas decisiones
cualesquiera: son decisiones críticas, preñadas de consecuencias. El
sentido de la apuesta, en este presente que vivimos hoy, es grave.
Después, no habrá tiempo para arrepentimientos, para volver a apos-
tar al constatar que nos habíamos equivocado. Semejante apuesta
exige ser asumida con una seriedad y una responsabilidad totales, y
es contra ellas que atenta el carácter antisecular de la visión napo-
leónica de estado y gobierno.

Esa visión pone un obstáculo adicional a los posibles procesos
de construcción de un pacto institucional. En efecto, a partir de esa
peculiar combinación que se da en ella entre la posesión de una ver-
dad objetiva sobre la sociedad por un lado, y el énfasis en la natura-
leza instrumental de la política por el otro, resulta altamente proba-
ble que se termine con una imagen de la política como juego
suma-cero.

Entre la verdad y el error no hay transacción posible. O se vive
en la verdad, o se vive en la equivocación. En el último caso, se ha
perdido todo. Tal como se ha ganado todo en el primer caso.

Esa imagen explica que quienes asumen una visión napoleónica
del estado y el gobierno se deslicen rápidamente hacia una concep-
ción que hace sinónimas la lógica de la guerra con la lógica de la po-
lítica. En el fondo, el adepto al modelo napoleónico es fatalmente
un aprendiz de Clausewitz. La dificultad reside en que la política

7 La idea de imperio universal homogéneo como meta del desarrollo histó-
rico en el pensamiento hegeliano ha sido enfatizada por Kojéve. Véase
Alexandre Kojève. Esquisse d'une Phénoménologie du Droit, Gallimard,
1981.
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entendida como guerra torna improbable un pacto institucional, o
socava y erosiona velozmente la sociedad política que pudiera resul-
tar de un pacto institucional generado en esas condiciones.

Ciertamente, el modelo conceptual del estado de compromiso
no introduce aquellas rigideces características de la visión napoleó-
nica, que afectan desfavorablemente la construcción de un pacto
institucional o la sociedad política a que éste dé lugar.

No obstante, una sociedad política construida sobre la base de
una constitución de la política a partir de esa visión no sería ni sa-
tisfactoria ni estable por lo menos en las condiciones sociales y eco-
nómicas que son propias de nuestros países.

El elemento central en este segundo modelo consiste en com-
prender la lógica de la política desde el punto de vista de la lógica
del mercado. La democracia es un mercado político, tal como la ha
descrito abstractamente un Downs8, en una conceptualización sin
duda clásica.

Pero esa conceptualización descansa en una imagen de socie-
dad que en nada difiere de la que empleó Hobbes en su demostra-
ción del fundamento de la obligación de obediencia política. Es la
sociedad que consiste, primordialmente de confrontaciones de inte-
reses, no necesariamente individuales. Puede tratarse de intereses de
grupos, de intereses corporativos correspondientes a sectores diver-
sos, o de intereses más globales imputables a conglomerados más
amplios. Por ejemplo, a clases. Sin embargo, la naturaleza hobbesia-
na no varía. El individualismo posesivo tendrá que ceder el paso al
corporativismo posesivo, y así por delante, manteniéndose como
rasgo central la confrontación de intereses.

Lo que hay que destacar aquí, en relación con el problema que
nos preocupa, es el fundamento de legitimidad postulado para la
política por este modelo conceptual.

Ese fundamento reside en la regulación del conflicto de intere-
ses. Hay aquí nuevamente resonancias hobbesianas. El puro juego
de intereses, librado a sí mismo, es capaz de una autorregulación li-
mitada. La operación de la sola lógica del mercado o cuasimercado
encuentra rápidamente obstáculos, y su dinámica se torna disrupti-
va. La lógica de la política, que en su estrecha similitud con la pri-
mera pasa a ser simplemente una continuación de la lucha económi-
ca por otros medios, posibilita la búsqueda de equilibrios de intere-
ses provistos de alguna permanencia, a través de la negociación de
normas generales o particulares.

La lucha política opera entonces en subsidio de la lucha econó-
mica, cuando ésta tiende a generar escalamientos de los conflictos
de intereses potencialmente disfuncionales a la preservación de la
paz civil, o a la preservación del orden y los límites dentro de los

8 A. Downs, An Economic Theory of Democracy, Harper & Row, New
York, 1957.
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cuales tiene que mantenerse y autorregularse el conflicto de intere-
ses.

La política pasa a ser en consecuencia la imposición coactiva
de un orden, que si bien es exterior al juego de los intereses, es
también producto de una negociación entre intereses llevada a cabo
a través de la lucha política. Ese orden negociado es aceptado por
los intereses en pugna en cuanto su imposición es preferible a la
situación de ausencia de ese orden, situación que implicaría un
conflicto desatado donde todos son potencialmente perdedores. En
ese sentido, el compromiso en el estado de compromiso presenta
similitudes esenciales con el pacto hobbesiano.

Tal como el modelo napoleónico peca por des-secularizar la
política, el de estado de compromiso la hiperseculariza. Esto se ve
con claridad en relación con el punto de la definición de los hori-
zontes temporales de la política.

En efecto, al constituirla en una relación directa e inmediata
con los distintos intereses sociales en pugna, el modelo conceptual
en cuestión asume unos horizontes temporales sumamente estre-
chos. En definitiva, la política no puede superar los horizontes que
los propios intereses sectoriales se proponen para sí, so pena de vio-
lar las bases conceptuales esenciales que el mismo modelo impone.
De esta manera, la posible exigencia de unos horizontes más dilata-
dos queda librada, en su satisfacción, a la contingencia de que exis-
ta en la sociedad un interés que se proponga para sí esos horizontes
y pueda imponerlos a los restantes. Pero, a la vez, es probable que la
existencia de un interés semejante haga reventar los requerimientos
conceptuales del modelo, o bien, que una vida política constituida
en lo fundamental por un modelo de esta especie haga muy impro-
bable la existencia de intereses semejantes.

La hipersecularización explica la dificultad de que en este mo-
delo se pueda elaborar adecuadamente la categoría de interés público.
Uno de los rasgos básicos de un interés público reside precisamente
en la dilatación de sus horizontes temporales, comparativamente
con otras categorías de intereses. En estos modelos, el único interés
público admisible es el asociado con el fundamento de legitimidad
de la política: la necesidad de regulación del conflicto. Más allá de
la dilatación de horizontes que ese imperativo imponga, reina la es-
trechez que se asocia con los intereses sociales particulares prevale-
cientes en la sociedad.

La imposibilidad de elaborar adecuadamente la categoría de in-
terés público trae consigo dos consecuencias de importancia. Por
una parte, el modelo de estado de compromiso posee inscrita una
tendencia a la corporativización. La experiencia de los capitalismos
maduros, donde la política se ha constituido y orientado por refe-
rencia al modelo examinado, muestra claramente que ello es así,
cuando se constata la notable corporativización que caracteriza al
Welfare State. Por otra parte, cuando se producen bloqueos impor-
tantes de estas situaciones corporativizadas, la imposibilidad de ela-
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borar un interés público refuerza notablemente ese bloqueo. En de-
finitiva, esas situaciones sólo pueden desbloquearse por la sola diná-
mica económica. La política del estado de compromiso es incapaz
de hacerlo, y ello explica que funcione satisfactoriamente en perio-
dos de crecimiento y expansión, pero que se muestre particularmen-
te insatisfactoria en período de contracción.

Un buen ejemplo de las proposiciones anteriores es el análisis
que hace L. C. Thurow de la sociedad estadounidense contemporá-
nea9. Según el diagnóstico de Thurow, esa sociedad puede describir-
se como una sociedad suma-cero, donde el equilibrio de intereses
corporativos impide la emergencia de dinámicas socio-económicas
capaces de romper el estancamiento inducido por ese equilibrio.

Esa ruptura exigiría la elaboración de un interés público pro-
visto de horizontes lo suficientemente dilatados como para hacer
aceptable el sacrificio de intereses particulares en pos del interés
compartido en la superación del estancamiento. Sin embargo, el mo-
delo conceptual que orienta la política obstaculiza esa elaboración,
reforzando así el bloqueo de la situación.

Estas consideraciones muestran la inadecuación del modelo de
estado de compromiso a la realidad política y socioeconómica de
nuestros países. En principio, es un modelo que no dificulta la cons-
trucción de un pacto institucional. Pero el tipo de práctica política
que se sigue de él, al desarrollarse en sociedades en que el rasgo de
ser sociedades suma-cero es endémica, hace altamente insatisfactoria
la sociedad política que surge de ese pacto institucional, existiendo
así desde el comienzo bases para su inestabilidad.

De este modo, ni el modelo napoleónico ni el del estado de
compromiso son útiles para enfrentar las urgencias políticas y socia-
les de la hora presente. Ello exige y hace perentoria la búsqueda de
modelos conceptuales alternativos, adecuados a la tarea de recons-
truir la sociedad política.

No sólo escapa a la intención de estas notas ofrecer ese modelo
alternativo, sino que además sería extremadamente pretencioso in-
tentarlo. Un modelo conceptual adecuado, capaz de reconstituir la
política, no es la obra de una persona, ni tampoco es simplemente
producto de una reflexión de escritorio, encandilada por la ilusión
constructivista de establecer el blueprint de la política futura. Lo
que la reflexión sí puede hacer es subrayar ciertos rasgos que pare-
cen básicos, y que pueden significar otras tantas pistas para la in-
dagación ulterior.

El elemento central que hay que destacar, y a partir del cual
se ha hecho en gran medida la crítica de los modelos aquí examina-
dos, es el de que la política hay que entenderla como una actividad
secular.

9 L. C. Thurow, The Zero-Sum Society. Distribution and the possibilities
for economic change, Penguin Books, New York, 1981.
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Ello implica la exigencia de pensar y practicar la política en el
tiempo del mundo, y referida esencialmente a ese tiempo. Otorgar
a la política un sentido eminentemente secular permite superar las
dificultades que trae consigo la visión napoleónica, rechazando la
apelación a filosofías de la historia como fundamento de legitimi-
dad de la política.

No obstante, esa afirmación del carácter secular de la política
no evita, por sí misma, el riesgo de hipersecularización implícito en
el modelo de estado de compromiso. Este modelo la conceptualiza
como una actividad secular. Sólo que demasiado secular, según se
ha visto.

A nuestro juicio, ese riesgo de hipersecularización proviene de
la naturaleza esencialmente instrumental que se atribuye a la polí-
tica, atribución que es común a los dos modelos conceptuales cri-
ticados. Para evitar ese riesgo es necesario entonces relegar esa natu-
raleza instrumental a un lugar secundario, y poner de relieve la
presencia en la actividad política de ciertos valores que sólo ella
puede consumar.

Esta última exigencia supone buscar para la política un funda-
mento ético inmanente a ella. Es decir, alguna dimensión esencial de
su descripción que permita rechazar su legitimación desde la apela-
ción a un fundamento externo a ella, tal como acontece cuando se
invoca una filosofía de la historia.

Esa dimensión la vemos en la idea de que la sociedad política
democrática se constituye primordialmente por procesos de libre
deliberación pública racional. Es decir, por procesos de deliberación
ciudadana, en el sentido clásico de esta noción.

No se trata, sin duda, de una proposición exótica, o particular-
mente original. La dimensión comunicativa y deliberativa de la polí-
tica ha venido siendo reivindicada desde tradiciones de pensamientos
diversas. A título de ejemplo, se puede indicar la creciente revalori-
zación de que es objeto la reflexión aristotélica10, o la favorable
acogida otorgada a los desarrollos de Habermas y similares sobre es-
te tema específico11.

En esta visión, la deliberación ciudadana está al servicio de ob-

10 Sobre el punto, véase por ejemplo O. N. Guariglia, Dominación y legiti-
mación en la teoría política de Aristóteles, en Revista Latinoamericana
de Filosofía, Vol. V. N° 1, marzo, 1979; y del mismo autor, La política
de Aristóteles en una Nueva Perspectiva, ibid.

11 Un excelente tratamiento se encuentra en M. R. dos Santos y D. R. Gar-
cía Delgado, Democracia en cuestión y redefinición de la política, Crítica
& Utopía, 8, noviembre, 1982. J. J. Brunner ha recogido en diversos es-
critos las ideas habermasianas sobre el punto. Véase, por ejemplo, J. J.
Brunner, Ideología, legitimación y disciplinamiento: Nueve argumentos,
en Autoritarismo y alternativas populares en América Latina, F. Rojas
(ed), Ediciones Flacso, Colección 25 aniversario, Costa Rica, 1982.
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jetivos que la trascienden, y en este sentido es instrumental. Pero
esa deliberación representa también, por sí misma, un valor que ella,
y sólo ella, es capaz de consumar. En la jerarquización de valores
políticos, la deliberación ciudadana ocupa el primer lugar, y a ella
se subordinan las restantes dimensiones identificables como valio-
sas.

A partir de ese supuesto, resulta que la continuidad y preserva-
ción de la deliberación ciudadana y de sus condiciones de posibili-
dad son asuntos igualmente valiosos, entendiendo que esas condicio-
nes incluyen tanto el conjunto de instituciones que posibilitan la de-
liberación como las circunstancias socioeconómicas generales y es-
pecíficas que la favorecen.

Hay entonces un interés por la continuidad y preservación de
la deliberación ciudadana, y ese interés necesariamente tiene que
dilatar los horizontes temporales de la política. Es esa dilatación de
horizontes la que pone a su vez las condiciones de posibilidad para
la elaboración de la categoría de interés público.

Formulándolo de manera sintética y recurriendo a nociones
más clásicas, puede decirse que la república no es otra cosa que la
continuidad y preservación en el tiempo de la deliberación ciudada-
na. Puesto que esta última es valiosa, ella misma no puede ser indi-
ferente a la suerte que corra la república. Pero ese destino se juega
y se realiza en el tiempo del mundo, no en un tiempo imaginario cu-
ya plasticidad lo hace ilusorio. Ello evita que la categoría de interés
público acabe por simbolizar unos ideales también imaginarios,
imputables a unos sujetos igualmente imaginarios, que guardan una
tenue relación, si alguna, con el curso efectivo de los asuntos socia-
les.

No obstante, la categoría de interés público a que apunta la
afirmación de la deliberación ciudadana como el valor político pri-
mordial es mucho más fuerte, rica en determinaciones y potencial-
mente transformadora que aquella que se puede elaborar en el mar-
co del modelo de estado de compromiso.

En ese último caso, el único interés público admisible reside
en el imperativo de evitar que los intereses en pugna se destruyan u-
nos a otros. Se trata entonces de un interés público débil en conte-
nidos y eminentemente conservador.

Desde la perspectiva de la deliberación ciudadana, la regulación
del conflicto puede sin duda constituir un ingrediente importante
del interés público, tal como se lo defina en un momento determi-
nado. Pero la amplitud de las condiciones de posibilidad para una
efectiva Y progresiva consumación de ella en cuanto valor político
primordial claramente apuntan a una vida política escasamente con-
servadora, y sí renovadora y transformadora.

En consecuencia, se podría decir que frente a la crisis de mode-
los conceptuales hoy disponibles para concebir y practicar la políti-
ca, no parece descabellada la idea de rescatar aquella tradición, ini-
ciada en los intelectuales italianos de las ciudades-estados renacen-
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tistas y elaborada posteriormente por el liberalismo clásico, para la
cual el modelo republicano de la política es el elemento central.

Obviamente, esa idea requiere de exploraciones y elaboracio-
nes sistemáticas, y desde el comienzo suscita más problemas que
aquellos que aparentemente su formulación podría resolver. ¿Qué
puede significar, en las realidades concretas de los países del sur de
América Latina, la noción de deliberación ciudadana? Parecería ser
esa la pregunta clave y, para responderla, ciertamente se requiere
dar una respuesta a diversas preguntas previas.

El propósito de estas notas era solamente el de estimular el
comienzo de esa reflexión.



ESTUDIO

PROPIEDAD MINERA:
PASADO Y PRESENTE*

Arturo Marín V.**

Los debates sobre la propiedad minera que siguieron a las reformas cons-
titucionales de 1971 y de 1980 adolecieron de dos defectos principales,
que hasta hoy perturban su comprensión: a) una desatención al desarro-
llo histórico que forjó a esta especie de propiedad, y b) una equivocada
manera de afrontar la interpretación de normas constitucionales. Sus tres
características seculares —consistentes en que nace de concesión, que
afecta a un inmueble ajeno y que está sujeto a caducidad— no alteran, sin
embargo, la definición de fondo, en cuanto los atributos y efectos del do-
minio minero son los propios de una especie de verdadera propiedad pri-
vada. De otro lado, el intento de estatizar la minería fracasó en 1971 por
los resguardos que introdujo el Congreso Nacional, pero algunos comen-
taristas no lo entendieron así y, malamente, extendieron a toda la refor-
ma promulgada la intención trasunta en el mensaje que inició la tramita-
ción de ese proyecto. Una defectuosa interpretación también distorsionó
el verdadero significado de la reforma de 1980.

La historia de la propiedad minera demuestra que ésta se ha
forjado en una contraposición de intereses, entre el del dueño del
suelo y el interés particular por la actividad minera, y también en la
preocupación de acentuar el aprovechamiento general de la riqueza
que esa actividad produce. La legislación antigua y la moderna han
procurado sintetizar y armonizar esos intereses, y utilizado diversas

* Centro de Estudios Públicos, 11 de enero de 1984. Una versión anterior
de este trabajo fue publicada por el CEP como Documento de Trabajo
N° 14, enero, 1984.

** Abogado, Universidad Católica; Pro Secretario del Consejo de Estado.
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instituciones jurídicas para resguardar los aspectos legítimos que en
todos ellos es posible reconocer.

La primera contraposición se presentaba a raíz del concepto
romano de la propiedad, en virtud del cual quien es dueño del suelo
lo es, también, del espacio que se levanta sobre él y del subsuelo, es
decir, "el propietario del suelo es dueño del cielo y del infierno".
Tal concepción de la propiedad territorial no tenía excesivas conse-
cuencias negativas en una época en que las necesidades de la mine-
ría no eran muy exigentes y en que la explotación era básicamente
superficial. Sin embargo, el corolario natural de tan grande amplitud
para la propiedad del suelo debía tener una grave limitación e impe-
dimento para el progreso de una actividad que, con la expansión im-
perial, comenzó a advertirse como una fuente directa de riqueza y
de poderío bélico de los pueblos.

La sabiduría romana paulatinamente revisó su ortodoxia, y re-
conoció la necesidad de extraer del derecho del titular del suelo su
extensión sobre las minas: conservó su dominio sobre el subsuelo,
pero no sobre las minas que en él se encontraren. Las minas se asig-
narían a los que mantuvieran interés por explotarlas y pagaran un
impuesto en especie aplicado a los productos de ellas. En algunos
casos, el derecho romano estableció, también, un impuesto o regalía
a favor del propietario territorial.

El derecho español —que tanto en su vertiente peninsular co-
mo en la hispanoamericana es el antecedente indiscutible de nuestro
sistema jurídico de minería— se preocupó, desde su primera legisla-
ción especial minera, de separar el dominio del suelo del que corres-
ponde a las minas, y lo asignó al rey. Leyes posteriores fueron espe-
cificando los derechos de los particulares sobre las minas, y consa-
graron la facultad general de buscarlas y el derecho de explotarlas,
incluso en terrenos públicos, aunque en un principio se reconoció
el derecho del propietario del suelo a exigir su permiso.

Felipe II volvió por los fueros mineros, amagados por el requi-
sito del permiso de los propietarios territoriales, y radicó todas las
minas en la corona y estableció el derecho de todos los subditos a
buscarlas, registrarlas y explotarlas de manera exclusiva y absoluta,
con la sola condición de ampararlas con el trabajo. Las Ordenanzas
del Nuevo Cuaderno superaron la antinomia, que desprotegía al ti-
tular del suelo, y ordenó que fuera indemnizado cuando sufriere
perjuicios. Posteriormente, se reservó a éste la propiedad sobre las
minas de carbón.

La misma corona se encargó de establecer que la conservación
en su patrimonio de las minas que concedía a los particulares "no es
a fin y efecto que Nos solos ni en nuestro solo nombre se busquen y
descubran y beneficien las tales minas; antes es nuestra intención y
voluntad que los nuestros subditos y naturales participen y hayan
parte en las dichas minas y se ocupen en el descubrimiento y benefi-
cio de ellas" porque "queremos y mandamos que las hayan y sean
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suyas propias en posesión y propiedad y que puedan hacer y hagan
en ellas como de cosa propia suya".

Esas leyes rigieron en América por expresas disposiciones rea-
les. Pero el nuevo continente también produjo un conjunto de nor-
mas especiales para la minería, como las Ordenanzas de Nueva Es-
paña, con vigencia expresa en el Reino de Chile desde 1785, cuya
aplicación fue ratificada por la república en 1833. En estas ordenan-
zas se establece categóricamente que las minas son de propiedad de
la corona, para concederlas a sus vasallos en los términos absolutos
que el monarca había establecido y con la condición de poblarlas, o
sea, de conservarlas en operación.

La preocupación por que la riqueza minera aprovechara a la co-
munidad se tradujo, en la legislación española, en la exigencia del
pueble, de mantenerlas en actividad, para que, aparte del trabajo
que procuraban, beneficiaran al comercio, al erario, etcétera.

El Código Civil nacional ratificó en 1855 la clásica fórmula es-
pañola, atribuyendo al Estado los derechos que antes fueron de la
corona. Y cuando estableció que la propiedad de las minas es del
Estado, lo hizo en contraposición expresa "del dominio de los par-
ticulares sobre la superficie de la tierra" para, en seguida, conceder
a cualquiera persona las facultades de catar y cavar en tierras de
cualquier dominio para buscar minas, de explotarlas y de disponer
de ellas como dueños.

El primer código de minería, de 1874, se consideró, parado-
jalmente, favorable a la agricultura antes que a la minería, pues
permitió registrar muy pocas sustancias minerales, reglamentó muy
minuciosamente el cateo y mantuvo el amparo por el trabajo, lo
que atentaba contra la seguridad de la conservación jurídica de la
mina. El código de 1888 aumentó las sustancias de libre denuncia-
bilidad y estableció el amparo por la patente, que ya habían dis-
puesto la ley española de 1868 y el código de Bolivia de 1882. Los
códigos nacionales de 1930 y 1932 ampliaron aún más las sustan-
cias que podían explorar y explotar los particulares, al establecer
que toda sustancia fósil era susceptible de pertenencia, salvo conta-
das y expresas excepciones, y mejoraron el tradicional sistema de
constitución de la propiedad minera, que el código de 1874 había
alterado.

El principio español, recogido por el Código Civil, no sólo fue
reiterado en los cuatro primeros códigos, sino que, además, desarro-
llado y expuesto, pues se dispuso que la pertenencia era una propie-
dad que la ley concedía, que su título era el acta de mensura inscri-
ta, y que recaía en un inmueble distinto y separado del terreno su-
perficial, aunque en ambas propiedades coincidiera un mismo dueño.

La convicción general entre los especialistas fue que esos cua-
tro códigos de minería habían descartado las tesis de la accesión a
favor del dueño del suelo, de la simple ocupación, del dominio pa-
trimonial aunque alienable del Estado, o de que las minas eran cosa
de nadie, y que el sistema instituido era el del dominio eminente del
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Estado, o radical —en la raíz, en el principio o en el origen del cual
provenían los derechos de los particulares sobre las minas-- como lo
habían calificado las Ordenanzas de Nueva España, cuyo significado
residía en otorgar un título a la autoridad pública que fuera útil pa-
ra marginar la pretensión del dueño del suelo de adquirir las minas
por el solo hecho de serlo, y que le permitiera patentizar la constitu-
ción de derechos privados. Se trataba de un dominio originario pú-
blico, distinto del dominio originario que adquiría el primer consti-
tuyente, y del cual el Estado no se desprendía, a fin de justificar su
imposición de amparar las minas y, eventualmente, volver a conce-
derlas.

El análisis del derecho particular sobre las minas desde el pun-
to de vista del derecho privado llevaba a la conclusión de que la con-
cesión minera —pertenencia o propiedad minera— constituía en la
ley una especie de propiedad especial, que participaba de casi todas
las características del dominio civil común, pero en la cual se inte-
graban algunas características peculiares.

Estos elementos propios de la propiedad privada de las minas
podían resumirse en dos: nacía de concesión y era caducable.

Por tratarse de concesión, andando el tiempo, no faltaron quie-
nes se esforzaron por entenderla administrativa, por considerar que
la forma natural de expresar la voluntad estatal provenía de la admi-
nistración. Sin embargo, es evidente que el Estado también se mani-
fiesta por otros poderes, como el judicial, órgano público al cual las
Ordenanzas de Toledo ya habían asignado la función de conceder
las minas. El desarrollo del derecho administrativo publicitó en de-
masía el concepto de concesión como perteneciente sólo a esa disci-
plina jurídica, olvidando casi por completo que el derecho siempre
había reconocido la concesión en propiedad. Este concepto sui ge-
neris está en el origen de muchas otras especies de dominio, pero
subsistió más que nada respecto de las minas y en las mercedes de
aguas, aunque tampoco deben olvidarse las mercedes de tierras.

La caducidad, igualmente, es una característica propia pero
tampoco exclusiva de la propiedad minera. Incluso, la Constitución
de 1925 la impuso a la propiedad sobre descubrimientos o produc-
ciones intelectuales. Ella consiste en una forma de extinguir el do-
minio que está preestablecida por el legislador, o sea, que es una a-
menaza que existe antes o al momento de adquirirse el derecho,
porque está incorporada al título adquisitivo por causas originarias.
La caducidad puede tener un carácter sancionatorio o común. La
pérdida del derecho por incurrir en una causal de caducidad no cons-
tituye privación del dominio, razón por la cual no exige indemniza-
ción; si, en cambio, las causales que se invocaren para hacer cesar el
derecho fueren establecidas por ley sobreviniente, se estaría ante
una privación del dominio, para lo cual todas las constituciones na-
cionales han requerido de ley que autorice la expropiación e indem-
nización. El código minero pudo establecer la caducidad como san-
ción al desamparo porque la legislación hispanoamericana (Ordenan-
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zas de Nueva España) ya había impuesto esa característica a la pro-
piedad minera, de suerte que después sólo se mantuvo.

La opinión unánime sobre la consagración del dominio emi-
nente no fue obstáculo para que, a cien años del Código Civil, co-
menzara a propiciarse por algunos que se reforzara el dominio del
Estado, apoyándose, incluso, en algunas vacilaciones de la jurispru-
dencia, que todos consideraban erradas. Era una parte pequeña de
los entendidos que más bien reaccionaba a la propiedad y utilidades
de las empresas extranjeras en la gran minería del cobre.

En 1971, en menos de cinco meses de estudio, las Cámaras
aprobaron una reforma constitucional, que ratificaron dos meses
después, para dar origen a un conjunto de nuevas disposiciones fun-
damentales sobre la minería. Es indudable que el proyecto primiti-
vo, el mensaje inicial, pretendía nacionalizar las empresas extranje-
ras del cobre, apropiándose de los derechos de uso, goce y disposi-
ción que ellas ostentaban sobre las grandes minas. Se escogió la vía
constitucional para evitar toda discusión jurídica posterior sobre la
validez y fuerza del acto legislativo y, sobre todo, porque los conve-
nios que el gobierno anterior había suscrito con las mismas empre-
sas se habían sustentado en facultades conferidas por normas espe-
ciales de una ley, por lo que aquéllos podían eventualmente estimar-
se intangibles, máxime si la "Corte Suprema, en uso de facultades
que le son privativas, ha sentado reiteradamente la conclusión de
que en Chile, cuando el legislador establece las bases o aprueba una
forma de contratación determinada entre el Estado y los particula-
res, enajena sus poderes y no puede modificar unilateralmente los
términos de la contratación" (mensaje con que se inició esa reforma).

Respecto de la pequeña y mediana minería, la inquietud de los
autores iniciales de la reforma era menor y sólo se manifestaba ante
la eventualidad de que con el tiempo pudieren erigirse en grandes.
Más bien perseguían dar una mayor autonomía a la autoridad para
modificar el sistema de amparo sin que estuviera limitado por la teo-
ría de los derechos adquiridos.

Los antecedentes fidedignos de la historia del establecimiento
de esa reforma constitucional demuestran el esfuerzo que se hizo
para proteger al minero que no estaba comprendido en la nacionali-
zación. Se habló de que la ley le asignaría un derecho real, inmue-
ble, a veces, pero no mayoritariamente, de que sería administrativo,
etcétera, pero se prefirió dejar las especificaciones al legislador, por
cuanto en la Constitución sólo se estaban dando las bases de un de-
recho sui generis que no competía al constituyente precisar porque
entonces era difícil y prematuro definirlo frente a la exigencia de
consolidar las atribuciones del Estado y de asegurar la nacionaliza-
ción que afectaba a otras muy determinadas minas.

En definitiva, la legislación que viniera a puntualizar los dere-
chos mineros frente al Estado no se dictó.

A pesar de ello, el constituyente adoptó ciertos resguardos en
relación a la construcción que en el futuro pudiere hacer el legisla-
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dor: 1° El legislador debía proteger los derechos del concesionario
y, en especial, sus facultades de defenderlos frente a terceros y de
usar, gozar y disponer de ellos por acto entre vivos o por causa de
muerte; 2° La injerencia de la autoridad administrativa sería sus-
ceptible de revisarse por los tribunales ordinarios de justicia; 3° Los
requisitos de amparo debían establecerse por el legislador y no por
la autoridad administrativa, y 4° Las modificaciones que se hicie-
ren al amparo, por importar una caducidad fundada en causales so-
brevinientes, debían ir acompañadas de un plazo legal que permitie-
ra a los titulares cumplir los nuevos requisitos. Todos estos elemen-
tos no se contenían en el mensaje presidencial, de manera que el
análisis constitucional no puede circunscribirse sólo a la intención
de los que iniciaron la reforma, sino que debe intentar la interpre-
tación de los autores todos, que son los que conforman el poder
constituyente.

El texto constitucional aprobado en 1971 suscitó innumera-
bles controversias y el consiguiente pesimismo de los mineros, que
vieron amagada la estabilidad de su derecho ante la, en apariencias
ostensible, categórica extensión del derecho estatal sobre las mi-
nas, en cuanto éste se definía ahora como un dominio absoluto, ex-
clusivo, inalienable e imprescriptible. A los resguardos de los dere-
chos privados —que la oposición había logrado introducir en la tra-
mitación legislativa, principalmente en el Senado—, no se les atri-
buyó toda la importancia que revestían, por dos razones: primero,
porque estaba por verse la legislación que los iba a concretar; y, se-
gundo y principalmente, porque el impacto producido por la expro-
piación sin pago, como efectivamente fue la nacionalización, hacía
temer que la corriente también alcanzara a propietarios menores,
como ya había sucedido en la agricultura.

Defectuoso y poco sereno fueron el clima y el debate de en-
tonces. Poco se reparó en que el constituyente no había aprobado
sólo un inciso que atribuía un gran dominio al Estado, sino que,
también, otros de protección a los derechos particulares, todo lo
cual configuraba la reforma entera, la norma completa, y que ésta
era la síntesis que se componía de varias proposiciones que no en-
volvían una unidad individualmente, sino en su conjunto. Así, el Es-
tado era dueño, pero constitucionalmente, los particulares también
eran dueños.

Este mismo criterio tuvo su punto crítico al aprobarse la Cons-
titución de 1980, de cuyas normas mineras a veces se coligen con-
clusiones de análisis sólo aisladas e individuales de las distintas dis-
posiciones que contiene. El análisis inciso por inciso tiene un indu-
dable valor, pero se concluirá en un absurdo o en el error si se pres-
cinde de la unidad que forman todos ellos en conjunto, incluso con
las normas generales aplicables a toda especie de propiedad. Para e-
fectos didácticos, es conveniente la explicación pormenorizada de
cada disposición, pero la síntesis final es indispensable para concluir
la voluntad del constituyente o del legislador.
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El inciso sexto del número relativo a la propiedad privada, ase-
gurada por la Constitución, es el que normalmente concita toda la
atención, y casi impele al intérprete no habituado a paralogizarse en
él. Este establece que "el Estado tiene el dominio absoluto, exclusi-
vo, inalienable e imprescriptible de todas las minas , . . . no obstante
la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos
en cuyas entrañas estuvieren situadas". Dos observaciones pueden
destacarse: primero, los términos de absoluto, inalienable e impres-
criptible con que se califica la propiedad estatal provienen de la ley
que, en 1950, reservó el petróleo al Estado, lo que sucedió en una
circunstancia en que no se afectaron derechos adquiridos, porque
ya habían caducado por efecto de una ley de 1926; en segundo lu-
gar, ese dominio del Estado es contrapuesto expresamente por la
Constitución a la propiedad del suelo, que, como un imperativo
secular, se adosaba subrepticiamente a las minas, y que en 1855,
1874 y en adelante también se había tenido el cuidado de estable-
cer, pero que en 1971 se omitió.

Aparte de encargarse a una ley orgánica constitucional el desa-
rrollo y definición precisa de los derechos privados sobre las minas,
los incisos séptimo y octavo establecen que las concesiones se cons-
tituirán judicialmente; que el amparo tenderá directa o indirecta-
mente al cumplimiento de la obligación de realizar la actividad ne-
cesaria para satisfacer el interés público; que estarán sujetas a cadu-
cidad en caso de incumplimiento por causales ya previstas, y que
compete a los tribunales ordinarios resolver las controversias que
se produzcan. Para culminar, el inciso siguiente señaló que el titu-
lar de concesión minera tiene dominio de ella, el cual "está protegi-
do por la garantía constitucional".

El inciso décimo volvió sobre los derechos del Estado y explicó
la forma como éste podía actuar respecto de las minas que el legisla-
dor no autorizara constituir por los tribunales.

Lo sustancial que proporciona la síntesis radica en que, cual-
quiera que sea la doctrina por la que se opte para interpretar el do-
minio del Estado sobre las minas, ahora tan categóricamente califi-
cado, existe para él una limitación que la misma norma radica en
otro derecho, que es la concesión judicial, la cual recibe la protec-
ción de la garantía constitucional a la propiedad privada. La aprecia-
ción completa y unitaria de la norma fundamental concluirá que,
cualesquiera que fueren las leyes y los códigos que se dicten, no po-
dría, constitucionalmente, prescindirse de esa notable limitación a
la propiedad estatal.

Con todo, hay cuatro aspectos más que explican el alcance de
la potestad legislativa en materia de minas.

¿Podría el legislador haber establecido que no existirán sustan-
cias concesibles o que ellas serán en reducido número, o en un nú-
mero menor a las que ya estaban concedidas? Una disposición tran-
sitoria aclaró esta inquietud, y estableció que las concesiones ante-
riores subsistirán en la nueva legislación, sin perjuicio de que pudie-
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ra establecer nuevas normas de extinción. Dado que la concesión es-
tá reducida al objeto "sustancia", su eliminación en una concesión,
aunque subsistieran otras sustancias, importaría una disminución,
una privación que el constituyente no quiso hacer. Esa disposición
transitoria debe entenderse cumplida con la legislación minera dic-
tada en 1982 y 1983.

Otra cuestión se refiere a si el legislador podría declarar no
concesible una sustancia que actualmente sí lo es. La Constitución
establece que corresponde a la ley determinar qué sustancias pueden
ser objeto de concesiones, de manera que podría sostenerse la
posibilidad legislativa de eliminar algunas de la calidad de concesi-
bles. En realidad, el Estado, mediante el ejercicio de su función de
establecer la ley, sí podría transformar una sustancia concesible en
inconcesible, pero el efecto de esa declaración sería distinto en el
caso de que exista concesión minera de aquella situación en que no
la haya. Se presentan aquí dos instituciones jurídicas: el concepto
de reserva a favor del Estado y el de privación.

La institución de la reserva, consagrada constitucionalmente
por la reforma de 1967, no afecta los derechos adquiridos; la priva-
ción, en cambio, se refiere específicamente a éstos y sólo puede o-
perar en virtud de ley que la autorice y mediando indemnización.
Como nadie puede ser privado del bien sobre el que recae su propie-
dad —la sustancia mineral es el bien sobre el cual recae la concesión,
el derecho de explotarla—, para que una declaración de no concesi-
bilidad alcance a las concesiones ya constituidas, sería necesario ex-
propiarlas, aunque fuere parcialmente. La posición de que la decla-
ración de inconcesible sería una atribución que el Estado posee para
recuperar un objeto que constitucionalmente es suyo, se encuentra
con la limitación que la misma Constitución estableció en la conce-
sión minera respecto de la propiedad estatal. En realidad, la declara-
ción de inconcesible que pudiere afectar a una sustancia proviene de
la atribución del legislador para impedir la adquisición de nuevas
concesiones, no para eliminar la continuación de las existentes. La
discusión, en todo caso, será práctica y tendrá valor cuando se trate
de afectar sustancias que efectivamente interesan al concesionario.

Cabe plantear también si el régimen de amparo podría ser alte-
rado por una nueva ley orgánica constitucional, y sobre cuál podría
ser el criterio legislativo para proteger los derechos adquiridos.

Al igual que en la declaración de no concesibilidad, la potestad
estatal tiene amplias posibilidades en materia de amparo y sólo está
limitada para el legislador en cuanto a que un nuevo régimen que es-
tatuya debe tender directa o indirectamente a desarrollar la activi-
dad necesaria para satisfacer el interés público. Respecto de las con-
cesiones que se constituyan con posterioridad al establecimiento de
un nuevo régimen de amparo, la norma que así se concrete no ofre-
cería controversia alguna. Distinto es el caso de que se pretenda a-
fectar a las concesiones mineras ya constituidas.

Concerniente a una concesión vigente, la Constitución estable-



PROPIEDAD MINERA: PASADO Y PRESENTE 185

ce que su amparo contemplará causales de caducidad para el caso de
incumplimiento, pero que, en todo caso, tales causales y sus efectos
deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión. Da-
do que el incumplimiento del nuevo régimen de amparo ocasiona la
extinción del derecho por causales establecidas por ley sobrevinien-
te, el acto legislativo de esta naturaleza será objetable por inconsti-
tucional y, no obstante haber salvado un control previo y general
del Tribunal Constitucional, sería susceptible de inaplicabilidad por
la Corte Suprema.

Es cierto que la experiencia nacional señala varias modificacio-
nes al régimen de amparo. En 1888 se sustituyó el amparo por el
trabajo y se estableció el de patente; en 1926 se hizo caducar las es-
casas concesiones petroleras porque no pudieron cumplir un amparo
nuevo y especial; y en 1971 y 1980, se autorizó al legislador para
modificarlo. Pero siempre se encargó al legislador que estableciera
un plazo para no dañar los intereses del minero e, incluso, la prime-
ra alteración se adoptó con el claro propósito de estabilizar los dere-
chos privados.

En relación con la posibilidad de afectar extintivamente los de-
rechos mineros se encuentra la posibilidad de expropiarlos. Esta po-
sibilidad emana de la Constitución, no de la ley orgánica, la cual no
ha autorizado su expropiación, sino que sólo ha regulado la forma
como el juez se asesorará para determinar el valor de la indemniza-
ción en caso de controversia en una expropiación que, eventualmen-
te, pudiere autorizarse. La referencia a la materia era aconsejada por
la propia Constitución, que estableció que los derechos del conce-
sionario minero estarían estatuidos en esa ley. Aunque es jurídica-
mente obvio que uno de los derechos del concesionario es el de ser
indemnizado en caso de expropiación, convenía especificarlo en la
ley, de manera general por lo demás, porque algunos no se explica-
ban que hubiere que indemnizar un derecho caducable y que recae
en bienes que también son del Estado.

En realidad, la mina también es objeto de la concesión privada
y su privación está sancionada con indemnización por la Constitu-
ción. Entonces, era necesario explicar, además, que las facultades
que otorga el derecho de concesión no se tienen para ejercerlas mien-
tras la concesión no se expropie, sino que para mientras la conce-
sión dure. Y la duración, al ser indeterminada, sólo va a depender
del cumplimiento del amparo. Si éste se ha cumplido, la expropia-
ción debe llevar indemnización por la interrupción definitiva de un
derecho patrimonial adquirido. La misma conclusión es válida para
el caso de expropiación de un derecho que estuviere sujeto a plazo,
pues el acto expropiatorio viene a privar de un derecho que, en tan-
to el amparo se cumpla y el plazo no venza, existe en el patrimonio
de su titular.

Las consideraciones anteriores afirman dos cualidades básicas
de la propiedad minera y que han pugnado por mantenerse constan-
tes en diferentes épocas.
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La primera apunta a que siempre el derecho ha procurado un
estatuto para el minero que compatibilice su actividad con la propie-
dad territorial. Esta preocupación no es un antecedente meramente
histórico, cuya superación por una perseverante legislación permita
sostener que es una cuestión tan zanjada que no merezca destacarse
más que en una leve referencia introductoria al amplio tema minero.
La vigencia de esta nota característica cobra hoy fundamental im-
portancia, porque la Constitución ha explicado expresamente que el
derecho estatal sobre las minas es una contraposición a un eventual
derecho de los propietarios territoriales; y, por consiguiente, esa
fundamentación que el constituyente hizo resalta como elemento
significativo para interpretar la propiedad del Estado.

Otra cualidad del sistema de propiedad minera es que éste in-
tenta responder a una inquietud jurídico-política, que entrañan di-
versas reformas, y que siempre se ha traducido en el cuidado de for-
talacer los derechos privados, de protegerlos frente a la eventual ar-
bitrariedad administrativa, cualquiera que sea el calificativo que se
asigne a la propiedad del Estado para justificar medidas concretas.
Todo esfuerzo ideológico por estatizar de manera global la actividad
minera ha culminado siempre por reconocer a los particulares la
opción general para explotar las minas.
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PEDRO MORANDE:
"CULTURA Y MODERNIZACIÓN EN AMERICA LATINA"*

Cristian Gazmuri**

I Un Ensayo Polifacético

Como reza el título, el libro de Pedro Morandé es efectivamen-
te un ensayo acerca de la cultura latinoamericana y su relación con
la modernización. Pero es más que eso, pues a las ya vastas dimen-
siones, temporales, espaciales e intelectuales del objeto enunciadas
en el título, el autor agrega el tratamiento de otros problemas teóri-
cos fundamentales. Para lograr todo esto, Pedro Morandé se mueve
libre y asertivamente haciendo uso de categorías filosóficas, antro-
pológicas, históricas, teológicas y obviamente sociológicas.

La obra constituye formalmente una unidad, pero creo que po-
demos distinguir en ella dos partes, ligadas por un vínculo —el sacri-
ficio en cuanto categoría cultural central— que, a diferencia del au-
tor, no me parece que baste para integrar al libro en un todo. La
parte I comprende los capítulos 1, 2, 3, 11 y 12 y se preocupa pro-
piamente de la realidad cultural latinoamericana, la modernización
y la ligazón entre ambas. Esta parte I me parece la de más valor
creativo y analítico. La parte II, que comprende los capítulos 4, 5,
6, 7, 8 y 9, consiste en una alambicada especulación intelectual en
torno a la categoría de sacrificio y su evolución en el mundo moder-
no. Me referiré primero a esta parte II para entrar a analizar después
la hipótesis central del libro, contenida en la I.

* Cuadernos del Instituto de Sociología U. C. de Chile. Santiago 1984. 181
págs.

** Abogado. Licenciado en Historia, Universidad Católica. M. A. en Histo-
ria, Berkeley. Profesor Universidad Católica de Chile. Investigador de Es-
tudios de la Realidad Contemporánea (CERC), Academia de Humanismo
Cristiano.
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II El Sacrificio como Categoría Cultural Central y su Evolución

Sostiene Pedro Morandé que como consecuencia de la Ilustra-
ción (punto de partida de la modernidad) y su tendencia a seculari-
zar y racionalizar la realidad, el acto sacrificial, central en las cultu-
ras arcaicas (y en general en todas las pre-modernas) en cuanto ri-
tual de "vinculación esencial del hombre con el orden cósmico"
(pág. 91) ha sufrido un cambio primordial. Allí estaría la explica-
ción fundamental (o al menos una de ellas) de las características
de la modernidad.

¿Por qué esta importancia concedida al sacrificio al que califi-
ca Morandé, citando a Márcele Mauss, de "fenómeno social total"?
¿Por qué transformarlo en pivote de toda cultura, aceptando una
definición "mucho más amplia que la que habitualmente utilizan los
antropólogos"? (pág. 79). Como dice el propio Morandé, "¿qué
propiedad puede tener este fenómeno para tener un alcance tan glo-
bal y decisivo sobre las restantes instituciones sociales?" ..."Pensa-
mos que el sacrificio está en la base de la constitución social del va-
lor. Tanto a nivel de discurso racional como a nivel de 'eficacia' no
discursiva de los símbolos, el sacrificio nos remite a la manera que
tiene cada cultura de enfrentar y comprender la contradicción entre
la vida y la muerte. Pero, a su vez, esta contradicción es tomada co-
mo material simbólico para expresar, por medio de ella, la contra-
dicción entre naturaleza y cultura, es decir, el tránsito de la animali-
dad a la humanidad y también, finalmente, para expresar la contra-
dicción entre inmanencia y trascendencia y, por tanto, el problema
del 'sentido' de la vida humana. Toda representación sacrificial hace
experimentar, colectivamente, a quienes participan en ella, el límite
acerca de la vida social. Es un acercamiento de lo que es socialmente
regulable y manejable al abismo del misterio, del absoluto, de lo que
está más allá de toda experiencia y todo ordenamiento normativo"
(pág. 77). Ni más ni menos, todo eso sería el sacrificio en cuanto
institución. Ahora bien, no cabe duda que esta opinión está fundada
en estudios serios acerca del tema (que está siendo objeto de mucha
preocupación en la actualidad) pero se echa de menos un mayor tra-
bajo empírico en apoyo de tamañas afirmaciones o, por lo menos, la
mención y síntesis de la principal bibliografía al respecto. Por des-
gracia, Morandé se limita a la referencia al libro de Mauss, y en las
notas a mencionar a los trabajos de Jean Cazaneuve Sociología del
rito y Georges Bataille Teoría de la religión y Las lágrimas de Eros.

Pero sea como fuere, después de esa definición, su afirmación
de que "la identidad de cada cultura particular depende de la mane-
ra que ella exprese u oculte el sacrificio y de las instituciones que
cree para administrarlo" (pág. 79) parece perfectamente consecuen-
te.

Sin embargo, obviemos de momento la duda sobre lo que el fe-
nómeno sacrificio en realidad signifique para una cultura y acepte-
mos la hipótesis de Pedro Morandé. Eso nos permite retornar al pro-
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blema central de esta parte II, el carácter y las consecuencias del
cambio experimentado por el sacrificio y su relación con la moder-
nidad.

Es así que nuestro autor sostiene que "de ser un acto solemne
de la comunidad del que nadie podía sustraerse" y cuyos efectos
comprometían a todos necesariamente, ha pasado a ser —por lo me-
nos aparentemente— "una obligación moral que cada persona pue-
de libremente asumir por un acto soberano de su voluntad" (pág.
68). Y así, el sacrificio ya no consiste en "la destrucción física o
simbólica de la persona u objeto que representa el papel de víctima,
para derivar de esta inmolación un beneficio para la comunidad que
se reúne en sacrificio" (pág. 74); el sacrificio en el mundo posterior
a la Ilustración "pasa a ser un proceso que se despliega al interior de
la conciencia de cada sujeto y que se le presenta como una elección
fundada en las probabilidades"; en fin "El sacrificio se convierte
ahora en acumulación y ahorro" (pág. 91) y también en consumo,
pues afirma Morandé: "contrariamente a la opinión de muchos,
pensamos que la sociedad de consumo no es hedonista" (pág. 95).
Se consume por imperativo cultural, por sacrificio.

¿Por qué este tránsito? Para explicarlo, nuestro autor recurre a
Franz Hinkelhammert: la Ilustración habría hecho al mundo de los
valores dependiente del de la funcionalidad, el que habría tomado el
cariz de natural o de utopía total: "En el orden liberal-iluminismo,
el orden natural es a la vez concepto valorativo y concepto de maxi-
mización del producto económico" (. . .) "La misma idea de conver-
gencia de los dos planos aparece en el marxismo" (pág. 57).

Este macro fenómeno habría afectado a todas las instituciones
sociales, pero especialmente al sacrificio "que, como ninguna otra,
explícitamente ha intentado vincular el valor y la funcionalidad en
casi todas las culturas conocidas" (pág. 66).

De modo que el sacrificio moderno es doblemente funcional y
lo es de manera muy precisa. Introyectado, subjetivizado, transfor-
mado en "ahorro ascético" y aun en consumo, pasa a ser la pieza
vital para una sociedad organizada sobre la base de la reciprocidad
(particularmente socioeconómica) y más concretamente para la pro-
pia acumulación de capital: "La sustitución del sacrificio (pre mo-
derno) por la circularidad del intercambio de palabras y del inter-
cambio de bienes y servicios, permite a la sociedad un hecho funda-
mental: acumular el excedente en vez de destruirlo" (pág. 102) co-
mo ocurría en el sacrificio arcaico. Hasta aquí llega con sus conclu-
siones Pedro Morandé, a pesar de que reconoce que "no es frecuen-
te encontrar estudios acerca del papel que juega el sacrificio en el se-
no de la sociedad moderna" (pág. 68).

Pero, ¿qué podemos decir nosotros de este desarrollo audaz,
asertivo, hipotético y —me parece— fundamentalmente intuitivo?
¿Existe realmente la categoría sacrificio como centro de la sociedad
moderna y si existe está ésta transformada en un simple "apoyo éti-
co" al sistema tal cual piensa Morandé?
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¿O es todo este desarrollo una colosal, aunque brillante, entele-
quia, fruto de un voluntarismo exagerado en desarrollar una idea
hasta sus últimas consecuencias; siendo así, un ejemplo más del hi-
perracionalismo, tan frecuente y tan peligrosamente distorsionador,
que suele darse en la sociología especulativa?

Planteo la duda; no me creo calificado para entregar sobre esta
parte II una respuesta. Para hacerlo requeriría poseer conocimientos
profundos en varias disciplinas, los que no poseo. Asimismo, los que
nos dedicamos a la historia solemos ser metódicamente más cautos
que los sociólogos y me parece que la cantidad de información em-
pírica necesaria para aclarar el problema (que es casi una nueva filo-
sofía de la historia) es difícilmente posible de reunir en toda la vida
de un hombre, mal podría intentarlo pues para esta crítica.

Lamento sí, empero, que la línea discursiva central de la hipó-
tesis de Morandé se vea interrumpida (o complementada) por el tra-
tamiento, ultrasintético, de temas no siempre necesariamente conec-
tados con ésta. Vgr.: sus alcances acerca de la transformación, du-
rante el siglo XX, de la guerra y la política en "film"; problema sólo
muy tangencialmente conectado con el tema central. Y en relación
a este mismo punto, y para terminar, un detalle: la frase (de Clause-
witz) mencionada, "la política es la continuación de la guerra por o-
tros medios" (pág. 117) en realidad dice exactamente lo contrario
(ver Karl von Clausewitz De la guerra; parte 1, ¿qué es la guerra?,
N° 24).

III La Modernización y Latinoamérica

Creo que el libro de Pedro Morandé es una obra de interés,
aunque polémica y no siempre novedosa, en lo que hemos designa-
do como su parte I.

Se inicia ésta con una aguda crítica a las ideologías (y corrien-
tes sociológicas) de la modernización que hasta el día de hoy se han
planteado como solución para los problemas latinoamericanos. Hace
ver Morandé que en el discurso y en la práctica el problema de la
modernización "hunde sus raíces en los albores del siglo XIX y en la
constitución misma de los estados latinoamericanos" (pág. 16) y
que no responde a un imperativo de la evolución de nuestra propia
cultura, sino que "se presenta, más bien como una imperiosa necesi-
dad de ajuste de su identidad ante el cambio producido en el equili-
brio de fuerzas de las potencias europeas" (pág. 16), refiriéndose
obviamente al desplazamiento y reemplazo de España como poten-
cia hegemónica.

También hace notar que "durante las décadas del veinte y del
treinta surge una generación de intelectuales que se plantea los desa-
fíos del advenimiento de la sociedad de masas" para los cuales "la
modernización no era vista (. . .) sólo como un proyecto de socie-
dad fu tura , sino también como una necesidad de reconciliación con
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la herencia cultural de la colonización hispano-lusitana que en pun-
tos muy fundamentales había sido abandonada en el período de la
constitución de los estados nacionales" pues "las repúblicas oligár-
quicas habían puesto orden y atajado la anarquía del período inme-
diatamente posterior a la emancipación, pero no habían logrado una
nueva síntesis cultural" (pág. 17). De lo que resultó —según esos au-
tores— que la gran mayoría de los latinoamericanos habían Quedado
al margen de la cultura "oficial"; concluyendo que el único desarro-
llo posible era uno que rescatara esa identidad negada.

Sin embargo, esta generación no habría dejado huella; apabu-
llada por los intentos desarrollistas de origen sociológico posterio-
res a la Segunda Guerra Mundial que hicieron del desarrollo funcio-
nal, planificado y tecnocrático, la base de sucesivos proyectos histó-
ricos para Latinoamérica, retomándose así la línea cultural "ajena"
del siglo XIX. Con este nuevo enfoque, a la modernización "se la
percibe como una opción tecnológica a disposición de todos los
pueblos de la tierra, siempre que ellos mismos tengan la voluntad de
desarrollarse y superar los obstáculos que se antepongan a esta op-
ción" (pág. 18). Entre estos obstáculos ha estado la verdadera cultu-
ra latinoamericana, menospreciada, y que los modernizadores conci-
bieron como destinada a desaparecer en la medida que debiera sub-
ordinarse a la racionalidad de la transformación modernizadora. Va-
le decir, experimentar el mismo proceso vivido por Europa durante
la Ilustración, la subordinación de los valores a la funcionalidad ra-
cionalista. La aparición de las sociologías comprometidas (en los
60's) "lejos de solucionar la crisis la rigidizaron" pues sólo habrían
representado el paso del lenguaje científico al ideológico.

"La mirada se dirige entonces a la cultura" —continúa Moran-
dé—, "¿por qué razón? Porque la cultura es siempre expresión par-
ticular de sujetos o pueblos particulares. La cultura es histórica. No
hay culturas abstractas. Todas ellas tienen la referencia espacio/tem-
poral de los sujetos que la constituyen". Siendo así "el primado de
la 'racionalidad formal' tecnocrática sólo puede entenderse entonces
históricamente como resultado de procesos particulares en culturas
particulares" (pág. 24); de allí que esa forma cultural que es la mo-
dernidad racional-tecnocrática sea ajena a Latinoamérica, ya que es
una etapa de la cultura europea.

Este problema nos conduce rápidamente -siempre siguiendo a
Morandé— a la cuestión de la relación entre catolicismo latinoame-
ricano y modernidad, pues la cultura latinoamericana (la verdadera)
sería fruto de una síntesis inicial, ocurrida en el siglo XVI, entre la
cultura del conquistador y la del indígena. Síntesis que se habría
plasmado alrededor del "rito" religioso y de allí la importancia, y la
larga disquisición hipotética, acerca del sacrificio, un rito por exce-
lencia.

Este encuentro fundamental alrededor del rito sacrificial ha-
bría sido posible porque el catolicismo de los conquistadores era
barroco, vale decir, con un rito fortalecido y espectacular tal como
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quedó consagrado en el Concilio de Trento. Y como el sacrificio
"es el centro de gravedad al que convergen la totalidad de las accio-
nes humanas" (pág. 155), este rito sacrificial católico se transformó
en la esencia definitoria de la cultura latinoamericana. Afirma Mo-
randé: "Nunca hubo dificultad de llamar Cristo a alguna divinidad
local o incluso reservar ese nombre para la divinidad como tal. Pero
que además tuviese que asumirse la historia particular del cristianis-
mo como historia propia, eso sí que representaba una dificultad, a
veces insalvable. No obstante, como lo dijimos precedentemente, la
especial orientación del catolicismo barroco contribuyó a superar
exitosamente esa dificultad" (pág. 154).

Y como "a su vez, la religión —especialmente en su vertiente
de religiosidad popular— ha resultado ser, contrariamente a lo espe-
rado por las ciencias sociales basadas en el paradigma modernizan-
te, el 'eslabón más fuerte' y no el más débil de nuestra continuidad
cultural y de la resistencia cultural que el tercer mundo ha contra-
puesto a las oleadas modernizadoras del norte" (pág. 125) no queda
sino intentar otra modernización, a partir de ese ethos cultural que
es el auténticamente latinoamericano, vale decir, el "sustrato católi-
co formado en el siglo XVI". Tanto más cuanto esta dimensión cen-
tral de nuestra cultura aparece como "terreno no conquistado por el
vencedor", es decir, por la modernización.

Insiste Morandé en que el quid de la cuestión está en que la
síntesis cultural latinoamericana formada en el siglo XVI no es sólo
pre moderna sino pre ilustrada. Y como es precisamente de la ilus-
tración donde arrancan los intentos de modernización, éstos no la
habrían afectado en su esencia, excepto en el caso de la minoría
"criolla" que no logró hacerlos extensivos hacia la base demográfica
mestiza del continente. Esta mayoría, hasta el día de hoy, seguiría
siendo fiel a la síntesis cultural inicial y de allí el fracaso de las mo-
dernizaciones intentadas, artificiales y en definitiva ajenas.

No significa esto que toda modernización sea imposible en A-
mérica latina sino sólo aquellas que no son conciliables con nuestro
ethos cultural: "Si modernidad e ilustración se identifican, entonces
el catolicismo latinoamericano es arcaico y la secularización un pro-
ceso inevitable que terminará por arrasar ese arcaísmo. Si en cam-
bio, la ilustración y su secularismo es sólo una de las variantes histó-
ricas transitadas por la modernidad, el redescubrimiento del barroco
y del ethos cultural latinoamericano, además de ser necesario en vir-
tud de nuestra identidad particular, es en sí mismo una posibilidad
de descubrir las bases de una modernidad no secularista" (pág. 142).

Sin embargo, Pedro Morandé no nos aclara suficientemente
cómo sería concretamente esta modernización "no secularista" sal-
vo una breve y vaga alusión a una diferente concepción del trabajo
(pág. 158).

Pero aun cuando el autor no entrega respuestas alternativas a la
modernización "que nos viene del norte" la crítica que hace de ella
le parece lo suficientemente consistente como para afirmar: "En
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Chile hemos tenido la experiencia, en los últimos treinta años, de
grupos iluminados que quieren comenzar todo de nuevo, que quie-
ren inventarse una realidad porque no les gusta la que tienen. Una
y otra vez han quedado atrapados entre los pliegues de un ritual
que ni entienden ni se han preocupado de investigar" (pág. 162).
Y concluye Morandé: "Por nuestra parte pensamos que sin la ade-
cuada interpretación del siglo XVI nada podrá entenderse ni del si-
glo XX ni del XXI".

IV Una Hipótesis Demasiado Hipotética

Ahora bien, más allá de problemas relativos a la fantástica se-
guridad en afirmaciones como la última transcrita, esta primera par-
te del libro de Morandé tiene sin duda aspectos sugerentes; además,
su llamado a volver a lo nuestro —aunque ya hecho incontables ve-
ces—, siempre resulta emotivo, aunque pensamos que estaba mejor
expresado en la verba poética de un Jaime Eyzaguirre que en la
aridez del sociologismo especulativo. Quizá lo más valioso del tra-
bajo sea su crítica a los intentos de modernización de los años cin-
cuenta y sesenta, al menos parcialmente ajenos a la cultura latinoa-
mericana. Asimismo, no debemos olvidar que el libro es también un
mensaje de esperanza. . . aunque sólo falte que esta modernización
"diferente" sea definida en su posibilidad de concreción para que
esa esperanza sea colmada. En cualquier caso, las ideas planteadas
en "Cultura y Modernización en América Latina" constituyen un
paso más en la búsqueda de nuestro desarrollo histórico en torno a
lo propio.

Sin embargo, también esta parte del libro puede ser objeto de
críticas concretas:

1 Toda la hipótesis acerca de Latinoamérica, su pasado, presente
y futuro (siglo XXI) deja de tener valor si la categoría cultural
sacrificio no tiene la importancia desmesurada que le concede
Pedro Morandé: ya no podría explicarse la cultura latinoame-
ricana en virtud de su síntesis inicial en torno al rito sacrificial,
propio del catolicismo barroco.

2 Pero aun si aceptamos la idea de sacrificio propia del autor y
de sus mentores, queda siempre la duda de si esa síntesis ocu-
rrió realmente como éste pretende que fue. El ensayo que co-
mentamos no nos aporta pruebas históricas, o científicas de
cualquier tipo, que sirvan de base empírica para sus afirmacio-
nes. Simplemente no se mencionan hechos ni testimonios, aun
cuando, por otra parte, se citen monografías de indudable au-
toridad. Pero, y tomando en cuenta que más de una vez reco-
noce Morandé sus palabras como provisorias, yo diría que re-
sultan demasiado provisorias para constituir un análisis y un
aporte fundamentales.
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3 Además me parece dudoso que la cultura latinoamericana ha-
ya podido permanecer "anclada" en torno al rito sacrificial,
católico, barroco, por más de cuatro siglos. La cultura es algo
dinámico que va incorporando siempre nuevos elementos, se
mueve con la historia; el propio Morandé reivindica ese carác-
ter histórico de la cultura, pero historia es cambio.
Siendo así, ¿por qué la síntesis cultural plasmada en torno al
catolicismo ritual del siglo XVI no habría de haber evoluciona-
do? Por una parte —como lo reconoce Morandé— esa síntesis
evolucionó a nivel de las élites criollas que asimilaron la ilus-
tración. Pero aun cuando la masa mestiza no asimilara ese le-
gado, no podemos decir lo mismo de los elementos culturales
que nos llegaron de Europa en los siglos XIX y XX y que se
extendieron en la medida que crecía el alfabetismo. Así, fue-
ron incorporados, primero, el positivismo entre los sectores
medios, después diversos fermentos ideológicos como el cono-
cimiento fruto de la técnica, en sus múltiples dimensiones y al-
cances, entre las masas urbanas y luego campesinas e indias, sin
duda alterando esa cultura mestiza que —supongamos— habría
permanecido detenida durante los siglos coloniales y gran parte
del XIX.
Hacia 1984, con radio, TV, prensa escrita y alfabetismo mayo-
ritario, resulta difícil pensar que aún la cultura de la masa lati-
noamericana gira exclusivamente en torno al rito sacrificial, en
su forma original, que sería la base intocada de su ethos cultu-
ral.
Creo que, por el contrario, más bien cabría pensar que esa sín-
tesis original, si es que se produjo con la solidez que sostiene
Pedro Morandé, ha venido enriqueciéndose —o empobrecién-
dose— pero en todo caso evolucionando, de modo que reducir
a ésta la esencia de la cultura latinoamericana tiene mucho, me
parece, de voluntarismo.

4 La misma idea de la síntesis inicial tal como la presenta Moran-
dé aparece como una abstracción hinchada artificialmente;
pues, si bien uno de los dos elementos constitutivos, el hispa-
no-lusitano y su aporte, el catolicismo barroco, aparece como
bastante homogéneo, no ocurre lo mismo con el otro. La sín-
tesis en cuestión se habría realizado con culturas que eran muy
diferentes entre sí, ya fuera en sus elementos definitorios, co-
mo en el grado de evolución. Poco de común parece haber ha-
bido entre la cultura Maya, tal como era en el siglo XVI, casi
tan avanzada como la hispana en muchos aspectos, y la de los
indios jíbaros o la de los mapuches. Siendo así ¿es posible que
la síntesis haya sido la misma o muy similar en toda América?,
¿o habría que incorporar a este ensayo un análisis más matiza-
do?
¿Y cómo insertar en la tesis de la síntesis inicial en torno al ri-



MORANDE: "CULTURA Y MODERNIZACIÓN..." 195

to católico barroco países como la Argentina, cuya población
es mayoritariamente heredera, biológica y culturalmente, de
una inmigración que se remonta a no más de cien años, muchas
veces menos, y que no pueden haber participado de la cultura
de la síntesis? Una duda parecida se nos presenta en relación a
la integración del elemento africano, llegado a América en su
gran mayoría después del siglo XVI y portador a su vez de cul-
turas muy diferentes a las indoamericanas. Es cierto que estos
inmigrantes pueden haber llamado "Cristo" a sus antiguas di-
vinidades y sin aceptar la "historia" cristiana, incorporar sus
formas rituales. Si fuera así, con todo, todavía cabría pregun-
tarse si una convergencia en las "formas" del rito puede cons-
tituir el fundamento de una cultura común.

5 ¿Significa la adopción por Indoamérica del rito barroco, que
no hubo otros elementos de ese encuentro primigenio que tam-
bién marcaron la cultura de la síntesis? La historia, y esta vez
con pruebas, nos señala fenómenos como la existencia de un
Potosí, como la devastación de Tenochtitlán, como el desas-
tre demográfico centroamericano, como la imposición del Es-
tado Español en las Indias, todos de tal magnitud que nos in-
ducen a pensar que esa síntesis cultural inicial —por muy im-
portante que pueda ser el rito sacrificial en toda cultura— tuvo
otras dimensiones concretas que también la marcaron indele-
blemente quizá hasta el día de hoy. Vgr. en la estructura de
clases, las mentalidades predominantes, etc.

En fin, las dudas en torno a este problema podrían multipli-
carse como, por ejemplo, preguntarse con cifras y datos en la ma-
no si la modernización en Latinoamérica realmente ha fracasado
tan estrepitosamente. Pero, en síntesis, creo que Pedro Morandé
cayó en lo que Marc Bloch definió como "el ídolo de los orígenes",
concluyendo que: "un fenómeno histórico (como la cultura latino-
americana del presente) nunca puede ser explicado en su totalidad
fuera del estudio de su momento. Esto es cierto de todas las etapas
de la evolución. De la etapa que vivimos como de todas las demás.
Ya lo dijo el proverbio árabe antes que nosotros 'los hombres se
parecen más a su tiempo que a sus padres' ".1

Ahora bien, esta idolatría de los orígenes, transformada even-
tualmente en ideología, puede tener consecuencias sociales impre-
visibles. No me refiero sólo a que dé nacimiento a un nuevo (o re-
novado) integrismo, sino que además —como la hipótesis tiene pre-
tensiones socio-políticas— pueda conducir hacia la fetichización de
formas concretas del pasado y no acceder así a modernidad alguna,

1 Marc Bloch: Introducción a la historia. F. C. E. México, 1963, pág. 27 y
sigs.
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ni propia ni ajena. Fue quizás el caso de Jaime Eyzaguirre citado tan
elogiosamente por Morandé.

¿Terminará nuestro autor como ideólogo integrista? Cuesta
creerlo, pero la dirección de su nueva orientación ideológica, por el
momento, apunta en esa dirección.

Para terminar siempre queda la duda de si es posible otra Mo-
dernidad. La modernidad es un producto de la historia y no obede-
ce a un intento voluntarista; se produjo por la confluencia de cente-
nares de elementos que en cierta época plasmaron una cultura, más
allá de la voluntad de uno o muchos hombres. Es así que, si en Lati-
noamérica la síntesis cultural inicial no derivó espontáneamente ha-
cia su "propia" modernidad, quiere decir que no tenía la potencia-
lidad para hacerlo. En este sentido, creo que se dio y se da lo que
Morandé avizora como posibilidad: la síntesis inicial fue un fenó-
meno propio de su tiempo e intentar revivirlo ahora para continuar-
lo es aferrarse a un arcaísmo. De no ser así, ¿dónde surgen las posi-
bilidades de concretar esa herencia en instituciones reales? Cierta-
mente no del ensayo de Pedro Morandé.

Sin embargo, no pretendo con esta crítica —insisto— afirmar
que el libro que comento no tiene valores. Todas las hipótesis auda-
ces y que además se presentan de manera provisoria tienen vacíos y
fallas, incluso errores. Hay que apreciarlas pues por lo que aportan y
no por estas deficiencias. En este sentido algunas de las ideas de Pe-
dro Morandé abren un amplio campo de trabajo y de renovación en
nuestro estudio de América que sin duda es hoy especialmente nece-
sario. Pero es sólo un aporte inicial.
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sidad de Estambul, y creó y dirigió el Instituto de Estudios Económicos.
Luego se instaló como profesor en el Instituto de Estudios Internaciona-
les de Ginebra. Fue miembro y presidente de la Sociedad Mont-Pelérin.
Es autor de muchos libros y artículos. Entre ellos destacan Introducción
a la Economía Política, trad. de José María Jimeno, Madrid: Unión Edi-
torial, S. A., 1974 (basada en la décima edición alemana, 1966, revisada
por el autor); y Más allá de la oferta y de la demanda, trad. Marciano Vi-
llanueva Salas, Madrid, Unión Editorial, S. A., 1979. El presente artículo
está tomado de la versión en inglés de Jenseits von Angebot und Nach-
frage, 1958, Cap. IV, libro publicado bajo el título A Humane Economy:
the Social framework of the free market, Chicago: Henry Regnery Com-
pany, A Gateway Edition, 1971.
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amenaza a las instituciones de la sociedad libre. Esta preocupación, origi-
nalmente planteada por el llamado neo-liberalismo, está siendo comparti-
da por un espectro cada vez mayor de ensayistas y pensadores, entre los
cuales se cuentan incluso severos críticos del sistema capitalista.
Como exposición sistemática de los riesgos que entraña la hipertrofia del
aparato estatal en las sociedades occidentales modernas, el capítulo que
Wilhelm Röpke dedicó en su libro A humane Economy al Estado bene-
factor y al efecto económico que le es consubstancial, la inflación cróni-
ca, es un texto fundamental. El autor no sólo propone un marco concep-
tual claro para encuadrar las actividades estatales en el ámbito que les
corresponde sino que también desarrolla interesantes reflexiones sobre
el debilitamiento de las energías que a nivel individual y social comporta
la institucionalización del estatismo.

El comunismo no constituye un peligro inmediato para los paí-
ses del mundo occidental libre, ni alza su cabeza entre nosotros el
espectro del totalitarismo, por grande que sea la amenaza de paulati-
na corrupción interna y de ataque inescrupuloso desde el exterior.
Tampoco la economía cabalmente planificada y la socialización ge-
neralizada, ni el Estado totalitario que forzosamente las acompaña,
son fines que logre movilizar con éxito a las grandes masas del elec-
torado. Lo que amenaza desde adentro la estructura de nuestra eco-
nomía y de nuestra sociedad es otra cosa: las enfermedades crónicas
que se extienden en secreto y por ello son tanto más malignas. Es
difícil averiguar sus causas y su verdadera índole se oculta al obser-
vador superficial o desprevenido; ellas tientan a los individuos y a
los grupos con ventajas inmediatas, en tanto que sus fatales conse-
cuencias tardan mucho en manifestarse y se dispersan en un amplio
radio. Por esto, precisamente, es que cabe temer tanto a estas enfer-
medades.

Entre estos lentos cánceres de nuestra economía y sociedad oc-
cidentales se destacan dos: el avance al parecer incontenible del Es-
tado de beneficencia o Benefactor y la erosión del valor del dinero,
lo que se denomina inflación reptante. Existe entre ambos un
estrecho vínculo nacido de sus causas comunes y de su refuerzo
recíproco. Los dos se inician lentamente, pero al poco tiempo el
ritmo se acelera hasta que cuesta detener el deterioro, lo cual
multiplica el peligro. Si los afectados supieran lo que les aguarda al
final, tal vez se detendrían a tiempo. La dificultad estriba en que es
extraordinariamente difícil lograr que se oiga la voz de la razón
mientras todavía es tiempo. Los demagogos sociales emplean las
promesas del Estado Benefactor y de la política inflacionaria para
seducir a las masas y cuesta advertir a la gente de modo convincente
acerca del precio que todos habrán de pagar al final. Tanto mayor
razón para que aquellos cuya visión es más equilibrada y extensa
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redoblen sus esfuerzos por desengañar a los demás, sin atender a los
violentos ataques de los demagogos sociales, poco escrupulosos para
escoger sus medios, y de los funcionarios del propio Estado Bene-
factor.

Otra característica común del Estado Benefactor y de la infla-
ción crónica es que ambos fenómenos demuestran, en forma clara y
aterradora, de qué manera ciertas fuerzas políticas socavan los ci-
mientos de una economía y una sociedad libres y productivas. Am-
bos son el resultado de opiniones masivas, reclamaciones masivas,
emociones masivas y pasiones masivas, y a ambos los dirigen esas
fuerzas en contra de la propiedad, la ley, la diferenciación social, la
tradición, la continuidad y el interés común. Los dos convierten al
Estado y al voto en medios para hacer que una parte de la comuni-
dad avance, a expensas de las otras, hacia donde la mayoría del elec-
torado empuja por la fuerza de su solo peso. Los dos son expresión
de la disolución de aquellos principios morales firmes que antaño se
aceptaban como incuestionables.

Límites y Peligros del Estado Benefactor

Hay, con todo, diferencias considerables entre el Estado Bene-
factor y la inflación crónica. Contra la inflación la única actitud co-
rrecta es el rechazo resuelto y airado; la menor desviación de esta
conducta está mal. En cambio, el concepto del Estado Benefactor
comprende muchas cosas que no se pueden rechazar de plano sim-
plemente. Nuestra preocupación es, pues, no sólo la de condenar el
Estado Benefactor como tal sino la de determinar sus límites y peli-
gros. Debemos observar la máxima de que todo economista deseoso
de estar a la altura de sus responsabilidades debe decidir con cuida-
do a cuál lado apoya.

No puede caber ninguna duda de que la época en que el Estado
Benefactor necesitaba nuestra ayuda y defensa ya pasó. No es pro-
bable que falte el mínimo indispensable de previsión organizada por
el Estado, en esta era de democracia masiva, de poderes sociales ro-
bustos, de igualitarismo desenfrenado y de "robo por votación" casi
habitual. Asimismo, es más que probable que ese mínimo exceda
peligrosamente, con perjuicio del pueblo, la salud de la sociedad y la
fuerza de nuestra economía. No cabe titubear, pues, acerca de cuál
lado debemos apoyar con la fuerza que podamos poseer. Son los lí-
mites y peligros del Estado Benefactor, y no sus ventajas cada vez
más dudosas, los que exigen nuestra atención crítica.

Es indudable que desde 1945 ha ocurrido un cambio notable
en todos los países. Las palabras "Plan Beveridge" deben bastar para
recordar aquella época, hace más de un decenio, cuando muchos
círculos recibieron con entusiasmo la idea que encontraba en el Plan
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Beveridge su expresión más interesante.1 Tanto legos como expertos
pensaban entonces que el futuro de la postguerra pertenecía a ese
"Estado Benefactor". De hecho, en todas partes, y en especial en
los países en que dominaban exclusiva o principalmente influencias
socialistas, se hicieron esfuerzos para crear semejante Estado Bene-
factor garantizada y de igualación de ingresos. Prestaron ímpetu adi-
cional a la tendencia los pronósticos errados que dieron alas al te-
mor de una gran ola de desempleo después de la guerra.

El entusiasmo se ha disipado en todas partes, incluso en Gran
Bretaña y los países escandinavos. El ideal del Estado Benefactor ha
cedido el paso a su práctica cotidiana. La desilusión y el desengaño,
aun las dudas y la amargura, se van extendiendo y se alzan voces de
crítica que no pueden pasar inadvertidas.2 Pocos pueden cerrar to-
davía los ojos ante el contraste entre los éxitos extraordinarios de
un orden social y económico que se apoya en las fuerzas reguladoras

1 Hay un extenso análisis del Plan Beveridge en mi libro Civitas Humana
(Londres, 1948), 14248. En su obra Full Employment in a Free Society
(Londres, 1944), el creador de este famoso plan, mediante el cual Gran
Bretaña se convirtió en modelo del Estado Benefactor, contribuyó mu-
cho, posteriormente, a complementar la ideología igualitaria del Estado
Benefactor con la ideología de este inflacionario "pleno empleo". Véase
la crítica pertinente del segundo Plan Beveridge en Henry C. Simons,
"The Beveridge Program: An Unsympathetic Interpretation", Journal of
Political Economy (septiembre 1945), reproducido en Economic Policy
for a Free Society, 277-312: Lionel Robbins, The Economist in the
Twentieth Century (Londres, 1954), 18-40. Ambos críticos llegan a la
conclusión correcta, hoy confirmada por los hechos, de que la política de
pleno empleo que propiciaba Beveridge tiene que conducir a la inflación.
Es gran mérito de Lord Beveridge que él mismo, más tarde, franca y reite-
radamente, criticó el desarrollo que su primer plan puso en movimiento.
En su obra posterior, Voluntary Action (Londres, 1948), por ejemplo,
tuvo ocasión de mostrar la ayuda voluntaria de grupo en su aspecto co-
rrecto. Con todo, parece que nunca se dio cuenta cabal del papel tan
grande que desempeñó en el desarrollo que criticaba. No hace mucho de-
claró francamente en una conferencia que la inflación estaba destruyen-
do los ahorros que había guardado para su ancianidad; podría ocurrir,
por tanto, dijo, que viviera más de lo que sus medios se lo permitieran.
Pero parece que no ha comprendido que buena parte de la responsabili-
dad por esta inflación, que devora sus ahorros y amenaza sus últimos
años despreocupados, es obra de su creación, junto con el empleo excesi-
vo, también objeto de sus alabanzas. Aparece como la patética figura del
hombre que no sabe que él mismo cortó la rama sobre la cual se sentaba.

2 Colin Clark, Welfare and Taxation (Oxford, 1954); A. C. Pigou, "Some
Aspects of the Welfare State", Diógenes (julio 1954); Bertrand de Jouve-
nel, The Ethics of Retribution (Cambridge. 1951); Hans Willgerodt, "Die
Krisis der sozialen Sicherheit und das Lohproblem", Ordo. Jahrbuch fur
die Ordnung von Wirtschaft und Gesellschaft (Washington, 1955),
145-87.
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y estimulantes del mercado y de la libre empresa, por un lado, y,
por el otro, los resultados de una redistribución constante del ingre-
so y la riqueza en aras de la igualdad. Es un contraste que a la larga
se hace intolerable. Una u otro tendrá que ceder: la sociedad libre
o el moderno Estado Benefactor. En las palabras de otro distinguido
economista británico, Lionel Robbins, hombre que mide con cuida-
do lo que dice, "la sociedad libre no se ha de edificar sobre la envi-
dia".3

Lo curioso es que este hinchado Estado Benefactor nuestro es
en realidad un anacronismo. La asistencia pública organizada en be-
neficio de los económicamente débiles tuvo origen e importancia en
un período determinado de la historia económica y social, el perío-
do entre la sociedad preindustrial y la sociedad industrial avanzada
de hoy, cuando el antiguo patrón social se deshizo y el individuo,
privado de su apoyo, se convirtió en desvalido proletario. Se creó
así un vacío y surgió la necesidad de ayuda y asistencia, la que difí-
cilmente se hubiera podido costear sin fondos públicos, a pesar de la
caridad privada. La paradoja está en que hoy en día el moderno Es-
tado Benefactor lleva al exceso el sistema de ayuda masiva organiza-
da por el Estado precisamente en un momento en que los países
económicamente avanzados han salido en gran medida de aquel pe-
ríodo de transición y en que, por tanto, las potencialidades de auto-
ayuda voluntaria, por parte del individuo o del grupo, están muy
acentuadas.

La ayuda a las masas organizada por el Estado es sencillamente
la muleta de una sociedad lisiada por el proletarismo, un recurso a-
daptado a la inmadurez económica y moral de las clases que surgie-
ron de la descomposición del antiguo orden social. Este recurso fue
necesario mientras los obreros de las fábricas, en su mayoría, fueran
demasiado pobres para ayudarse solos, estuvieran demasiado parali-
zados por su situación proletaria para ser previsores y demasiado
desligados de la antigua estructura social para contar con la solidari-
dad y ayuda de las pequeñas comunidades auténticas. Podemos
prescindir de él en la medida en que tengamos la esperanza de ven-
cer aquel ignominioso período de proletarización y desarraigo.

En la medida, pues, en que los países avanzados han salido de
esta fase y pueden contar con un grado normal de previsión indivi-
dual, el principio del Estado Benefactor ha perdido su razón de ser.
Cuesta comprender por qué el Estado Benefactor crece con tal exu-
berancia precisamente ahora que ha perdido tanto de su carácter ur-

3 Lionel Robbins, "Freedom and order", en Economics and Public Policy
(Washington, 1955), 152. Un poco antes, Robbins dice: "En una socie-
dad en que el incentivo y la asignación dependen de la empresa privada y
del mercado, una redistribución continua del ingreso y de la propiedad en
beneficio de un modelo de igualdad, o de algo que se aproxime a la igual-
dad, es casi una contradicción."
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gente. Se suele mirar como progreso lo que seguramente deriva su
origen y significado de las condiciones de un período de transición,
casi terminado, en el desarrollo económico y social. Y se olvida que,
al contrario, si hemos de tomar en serio el respeto por la persona
humana, debemos medir el progreso por el grado en que se puede
pretender que las grandes masas del pueblo se mantengan con sus
propios recursos y bajo su propia responsabilidad, mediante el aho-
rro y el seguro, y las múltiples formas de ayuda voluntaria de grupo.
Esto únicamente es lo que cabe, en último término, a hombres li-
bres y maduros: ellos no deben recurrir constantemente al Estado
en busca de una ayuda que, al cabo, sólo se podrá sacar del bolsillo
de los contribuyentes o de las restricciones que la devaluación del
dinero impone a sus víctimas.

¿Hemos de hablar de progreso si aumentamos continuamente
el número de personas a las que hay que tratar como menores de
edad y que por ende han de permanecer bajo la tutela del Estado?
¿Acaso no es progreso, por el contrario, si las grandes masas del
pueblo cumplen la mayoría de edad en términos económicos, gra-
cias a sus ingresos crecientes, y se hacen responsables de ellas mis-
mas, de manera que podamos disminuir el Estado Benefactor en lu-
gar de inflarlo más y más? Si la ayuda organizada por el Estado es la
muleta de una sociedad tullida por el proletarismo y la masificación,
entonces debemos dirigir todos nuestros esfuerzos a tratar de mane-
jarnos sin esa muleta. Este es el verdadero progreso, desde cualquier
punto de vista que se le mire. Se le puede medir por el grado en que
logremos ensanchar constantemente el campo de la previsión indi-
vidual y de grupos voluntarios a expensas de la previsión pública o-
bligatoria. En igual medida venceremos también la proletarización y
la masificación, además del peligro permanente de degradar al hom-
bre a la condición de obediente animal doméstico en los gigantescos
establos del Estado, a los cuales nos arrean y donde nos alimentan
más o menos bien.

Contra este punto de vista se oye a veces la objeción de que si
bien es cierto que el mejoramiento económico ha disminuido las
necesidades de las masas en cuanto a ayuda pública, el aflojamien-
to de los vínculos familiares ha acrecentado esas necesidades. No se
puede negar que los vínculos familiares se han aflojado. No obstan-
te, podemos preguntar si la necesidad de ayuda de las masas no ha-
brá disminuido, debido a los mayores ingresos, mucho más de lo
que ha aumentado debido al aflojamiento de los vínculos familia-
res. En segundo lugar, podemos observar que no hay razón alguna
para que debamos simplemente aceptar la disolución de la familia
y de la solidaridad familiar. Hace poco, una diputada de la Cámara
de los Comunes describió en forma conmovedora la situación de su
padre para demostrar cuan insuficiente es todavía el Estado Bene-
factor. Pero esto no prueba la necesidad urgente de ayuda pública;
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sólo ofrece un indicio alarmante de la desaparición de los sentimien-
tos naturales en el Estado Benefactor. En el hecho, la dama de ma-
rras recibió la única respuesta correcta cuando un colega del Parla-
mento le dijo que debía sentir vergüenza si a su padre no lo cuidaba
adecuadamente su propia hija.

El moderno Estado Benefactor, que a la luz de estas reflexio-
nes aparece como un anacronismo, sería incomprensible si no tomá-
ramos en cuenta el hecho de que ha cambiado de significado. Su
propósito esencial ya no es el de ayudar a los débiles y desvalidos,
cuyos hombros carecen de fuerza suficiente para cargar con la vida
y sus vicisitudes. Tal propósito va retrocediendo, incluso con fre-
cuencia en desmedro de los más desvalidos. El Estado Benefactor de
hoy no es simplemente una versión mejorada de las antiguas institu-
ciones de seguro social y asistencia pública. En un número cada vez
mayor de países se ha convertido en herramienta de revolución so-
cial en procura de la mayor igualdad posible de ingresos y de rique-
za. El motivo dominante ya no es la compasión sino la envidia.4

Tomar ha llegado a ser al menos tan importante como dar. En
ausencia de una cantidad suficiente de personas auténticamente ne-
cesitadas, es preciso inventarlas, de modo que la nivelación de la ri-
queza hacia abajo, hasta un promedio normal que satisface las injus-
ticias sociales, se pueda justificar con frases moralizantes. El lengua-
je del antiguo gobierno paternal sigue en uso, lo mismo que sus ca-
tegorías, pero todo ello se está convirtiendo en una pantalla que

4 Helmut Schoek, "Das Problem des Neides in der Massendemokratie", en
Masse und Demokratie, 239-72.

5 "El odio que el hombre siente por el privilegio aumenta a medida que los
privilegios se tornan más escasos y menos considerables, de manera que
las pasiones democráticas arderían, al parecer, con más fiereza justamente
cuando tienen menos leña. Ya he señalado la razón de este fenómeno.
Cuando todas las condiciones son desiguales, ninguna desigualdad es tan
grande que ofenda la vista, en tanto que en medio de una uniformidad
general la menor disimilitud resulta odiosa; cuando más completa es la
uniformidad, más insoportable se hace el espectáculo de esa diferencia.
De aquí que sea natural que el amor a la igualdad se acreciente constante-
mente junto con la propia igualdad, y que deba crecer por lo que la ali-
menta. Este odio que nunca muere, que está siempre ardiendo, que levan-
ta a los pueblos democráticos en contra de los menores privilegios, es es-
pecialmente favorable a la concentración paulatina de todos los derechos
políticos en el representante del Estado solamente. El soberano, puesto
que está necesaria e incontestablemente por encima de todos los ciudada-
nos, no excita la envidia de éstos, y cada uno piensa que priva a sus igua-
les de las prerrogativas que concede a la corona." (Alexis de Tocqueville,
Democracy in America, Vol. II, Libro IV, Capítulo 3, pág. 205. El desta-
cado es mío.)
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oculta la nueva cruzada en contra de todo lo que ose exceder el pro-
medio, ya sea en ingresos, riqueza o desempeño. La meta de esta re-
volución social no se cumple hasta que todo esté reducido al mismo
nivel, y las pequeñas diferencias que subsisten dan aún mayor moti-
vo para el resentimiento social; en cambio, es imposible imaginar
una situación en la que el resentimiento social ya no encuentre de
qué aferrarse. En tales condiciones no puede haber un fin previsible
a este estado de cosas, mientras no se reconozca la adocenada filo-
sofía subyacente del moderno Estado Benefactor y se la rechace co-
mo uno de los grandes errores de nuestro tiempo.5 Las malas conse-
cuencias, cada día más evidentes, del Estado Benefactor, entre ellas
la inflación crónica, deberían ayudar a hacernos recapacitar.

Hay diversos enfoques posibles para tratar de definir más exac-
tamente el cambio revolucionario del cual el Estado Benefactor es
una expresión. Podríamos decir, por ejemplo, que es el resultado de
un desarrollo en tres etapas durante los últimos cien años, comen-
zando con la etapa de la ayuda individual graduada de acuerdo a las
necesidades verdaderas, pasado por el seguro social público, y termi-
nando en la actual etapa de previsión universal que todo lo abarca.
Otra interpretación se relaciona con la anterior. Según ella, la prime-
ra etapa fue de asistencia y estaba destinada a autoliquidarse tan
pronto como fuera posible; seguía la idea de que la ayuda estatal de-
bía llegar a ser una institución permanente, aunque selectiva, a la
que se recurriría sólo en casos bien definidos. La última etapa es la
del principio revolucionario de hoy, el cual convierte al Estado en
una bomba de ingresos que trabaja día y noche, con tubos y válvu-
las, con flujos de succión y de presión, tal como la describió, hace
más de diez años, su inventor, Lord Beveridge.

Por donde se le mire, la índole revolucionaria de esta última e-
tapa es evidente. Todo un mundo separa a un Estado que ocasional-
mente salva de la destitución a algún infortunado, de otro en que,
en nombre de la igualdad económica y acompañado por el deterio-
ro progresivo de la responsabilidad personal, se chupa constante-
mente una buena parte del ingreso privado con la bomba del Estado
Benefactor, la que lo desvía, con considerables pérdidas por fric-
ción. Todo entra en la misma olla, todo sale de la misma olla: tal
viene a ser lo ideal. Como lo dijo sarcásticamente un astuto crítico
británico: "Todo ha de ser igual y gratuito. . . menos los impuestos
progresivos con los cuales se financia todo." (Walter Hagenbuch, en
Lloyd's Bank Review (julio, 1953), pág. 16.)6

El viejo y sano principio, conservador y filantrópico, de que
aun los más pobres deben tener algo con qué contar, se ha trocado
por otro muy distinto: la socialización creciente del uso del ingreso,
apoyada en la teoría niveladora del Estado, de que toda ampliación
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de los servicios sociales para las masas es un hito de progreso. Como
en tal sistema la necesidad personal auténtica, tal como se la identi-
fica caso por caso, deja de ser el patrón de la ayuda, resulta, como
lo hemos dicho, que los más pobres y débiles frecuentemente salen
perdedores. El carácter inequívocamente colectivista del Estado Be-
nefactor conduce, en el caso extremo, a aquello que otro crítico bri-
tánico, Colm Brogan, ha dado en llamar el Estado de la mesada. Es
un Estado que priva a las personas del derecho a disponer libremen-
te de sus ingresos y se los quita por medio de impuestos, y que, en
cambio, luego de descontar los costos administrativos extraordina-
riamente elevados del sistema, se encarga de la responsabilidad de
satisfacer las necesidades más esenciales, ya sea por entero (como es
el caso de la educación o de la atención médica) o en parte (como es
el caso de la vivienda o alimentación subvencionada). Lo que al últi-
mo conservan las personas de sus ingresos es una mesada, dinero que
se gasta en las pollas del fútbol o de la televisión.

6 Hay un análisis de la demanda de igualdad y todas sus consecuencias en
mi libro anterior Mass und Mitte, 65-75. Sigo partidario de esa crítica y
también de mis serias inquietudes acerca de aquella forma de igualdad,
sutil y por ello muy tentadora, a la que se ha dado en llamar igualdad de
oportunidades. Los argumentos que entonces presenté parecerían sufi-
cientemente convincentes, en particular el argumento de que sería to-
talmente arbitrario procurar la igualdad de oportunidades solamente en
asuntos susceptibles a la acción niveladora del Estado, en tanto que hay
que aceptar la desigualdad en otros campos: salud desigual, inteligencia
desigual, carácter desigual. Si las oportunidades han de ser realmente
¡guíales, por tanto, las condiciones materiales (el ingreso y la riqueza de
los padres del niño) deben medirse en dosis tales que sumadas a las con-
diciones no materiales y no igualables den la "oportunidad igual". Su-
pongamos que un niño tiene mala salud, pero sus padres pueden, al me-
nos, equiparlo con condiciones materiales mejores para la lucha por la
vida. Ahora bien, ¿qué justificación posible habría para privarlo inclu-
so de ellas? ¿No deberían los otros alegrarse de haber heredado un es-
tómago sano, un corazón fuerte o nervios de acero? ¿Cómo se va a
calcular todo aquello? Desde este punto de vista la redistribución ince-
sante que presupone la estricta igualdad de oportunidad, aparece aún
más indignante de lo que es en todo caso. Además, si es justo que un
hombre posea propiedad privada (y los defensores de la igualdad de o-
portunidad, afortunadamente, no llegan al extremo de negarlo), ¿por
qué ha de ser injusto que sus hijos se beneficien de ella? Puedo hacer lo
que se me antoje con mi ingreso y riqueza: comprar un televisor, adqui-
rir un automóvil de lujo, viajar alrededor del mundo; sólo una cosa no
puedo hacer: dar a mis hijos la mejor y más cuidada educación. Por lo
demás, en el próximo capítulo veremos que el clamor por la igualdad de
oportunidades corresponde a una idea extrema del liberalismo según la
cual conviene que haya una carrera incesante de todos por todo. Surge la
interrogante: ¿en virtud de qué derecho ha de detenerse esta carrera en
las fronteras nacionales?
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Hace cien años Heinrich Heine resumió en los versos siguientes
el ideal de un epicureismo igualitario y colectivista:

Frutos dulces para todos,
las vainas entreguen su don;
con gusto los cielos dejamos
al ángel y al gorrión.7

Los "frutos dulces para todos" se han cumplido, gracias a una
socialización de la vida que Heine habría aborrecido, pese a sus co-
queteos teóricos con el socialismo. Que ellos compensen aquello
que Heine con irreverencia llama "los cielos" es asunto distinto y
muy dudoso.

La situación que los principales países del Estado Benefactor
ya han alcanzado y que los demás persiguen coincide asombrosa-
mente con la visión que un contemporáneo de Heine, Alexis de Toc-
queville, entregó en su obra clásica Democracia en América: "(El
Estado) cubre la superficie de la sociedad con una red de pequeñas
reglas, menudas y uniformes, que ni las mentes más originales ni los
caracteres más enérgicos pueden penetrar para alzarse por encima de
la muchedumbre. La voluntad del hombre no se destruye sino que
se suaviza, se pliega y se dirige; raras veces se obliga a alguien a ac-
tuar, pero a todos se les frena constantemente en su acción. Un po-
der semejante no destruye la vida sino que la impide; no es tiránico
con el pueblo, sino que lo comprime, lo enerva, lo apaga y lo aton-
ta, hasta que cada nación queda reducida a poco más que un rebaño
de animales tímidos e industriosos, donde el gobierno es su pastor."
(Vol. II, libro IV, Capítulo 6, pág. 319.) Hace poco un distinguido
socialista alemán aventuró la observación (en un artículo del Deuts-
che Rundschau) de que, gracias al desarrollo del Estado Benefactor,
la "humanización del Estado", la noble aspiración de Pestalozzi, iba
cediendo, incluso más acá de la Cortina de Hierro, a la "estatización
del hombre".

Tal es el carácter revolucionario del moderno Estado Benefac-
tor. Sus huellas están por doquier. Una de ellas es la extensión al
parecer irresistible de la previsión pública a clases cada vez más am-
plias que, si las dejaran tranquilas, se mantendrían por cierto solas,
pero que ahora se encuentran bajo la tutela del Estado. Otra par-
ticularidad del Estado Benefactor moderno, íntimamente ligada a su
naturaleza, es también notable. Antiguamente, como ya lo dijimos,
la asistencia pública estaba dirigida a servir de sustituto temporal y
subsidiario de la propia mantención y en tal calidad tenía por obje-

7 Heinrich Heine, Deutschland, Kaput I. Debería ser evidente que el utilita-
rismo y epicureismo colectivos de la ideología del Estado Benefactor es-
tán estrechamente ligados a la desaparición de la creencia en la trascen-
dencia y la inmortalidad. Cf. Aloys Wenzl, Unsterblichkeit (Berna, 1951).
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to asegurar sólo cierto mínimo; hoy los servicios públicos son cada
día más habituales, a menudo con la intención apenas velada de
cumplir normas máximas, incluso de lujo. Sea como fuere, nada es
tan caro al corazón de los nuevos ideólogos del socialismo fiscal co-
mo la tributación más alta posible y podemos estar ciertos de que
no sienten ningún impulso irresistible a economizar en aquellos
campos en los que pueden conferir bendiciones a las amplias masas
de votantes.

Quizá podamos aclarar aún más todo esto si ilustramos el cam-
bio con algunos ejemplos. Campo muy fructífero para tal fin es,
otra vez, la política de vivienda. Casi todos los países conocen esta
especial manifestación del Estado Benefactor. El antiguo y merito-
rio principio de que en el mercado de viviendas existen algunos pro-
blemas marginales que merecen un poco de ayuda, se ha transfor-
mado hasta hacerse irreconocible. Con el pretexto de la guerra y sus
consecuencias, lo ha reemplazado una política de largo plazo de al-
quileres bajos, primero a costa de la minoría políticamente débil
compuesta por los arrendadores, quienes en ciertos países resultan
así expropiados; en seguida, a costa de los contribuyentes, quienes,
desde luego, coinciden en gran medida con los arrendatarios subsi-
diados, de modo que pagan en impuestos lo que ahorran en alquiler;
y luego a costa de los residentes de edificios nuevos sin subsidio, cu-
yos alquileres suben empujados por el sistema de alquileres contro-
lados; y por último a costa del conjunto de capital de la nación. He-
mos llegado al punto en que parece extraño incluso preguntar por
qué todo el mundo no paga de su bolsillo, como era costumbre an-
tes, el precio total de costo de su departamento, igual como paga
por su ropa.

Otro cambio muy característico se ha producido en el campo
igualmente importante de la educación. En muchos países el anti-
guo y probado principio de ayudar con becas a los jóvenes dotados,
pero, en cuanto a los demás, contar con que los padres contribuirán
a la educación superior de sus hijos, se ha reemplazado con el ideal
de un sistema de educación público y uniforme, gratuito a todos los
niveles y por ende completamente socializado. Uno apenas se atre-
ve a avanzar la idea de que no hay nada malo en pretender que los
padres normalmente se sacrifiquen por la educación de sus hijos.
Las consecuencias de esta suerte de jacobinismo educacional se ha-
cen cada día más visibles y tal vez terminen por conducir a un viraje
de la opinión pública. En Gran Bretaña, que es donde el sistema ha
llegado más lejos, se sospecha que aquellas personas que están dis-
puestas a hacer sacrificios personales para ofrecer a sus hijos una e-
ducación mejor que la que reciben gratis en la máquina educacional
del Estado no tienen una actitud "social" correcta. De nuevo po-
dríamos preguntar por qué es correcto y natural pagar de nuestro
bolsillo todos los gastos de un automóvil, y por qué se considera
que lo es traspasar los gastos al Estado, es decir, al contribuyente y
por tanto, posiblemente, otra vez a nosotros mismos, cuando se tra-
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ta de la educación de nuestros hijos; pero aquí, como en otros cam-
pos, la pregunta misma es una herejía y manifestación de opiniones
reprochables.8

Como último ejemplo importante tomemos el caso, reconoci-
damente difícil, de los servicios médicos. Otra vez se puede trazar
claramente el camino que va de la política social de estilo antiguo al
moderno Estado Benefactor. El principio original, según el cual los
más débiles económicamente debían verse liberados del riesgo de o-
peraciones costosas o de enfermedades prolongadas, ha ido cam-
biando, en nuestra generación, a una cosa enteramente distinta. Pa-
so a paso se han socializado los servicios de salud y el Servicio Na-
cional de Salud británico es la cumbre más acá de la Cortina de Hie-
rro; la excepción se ha convertido en regla y la asistencia que se da-
ba para suplir necesidades auténticas se ha transformado en sistema
permanente.

De este modo nos estamos alejando más y más de la regla se-
gún la cual las personas que pueden mantenerse en otros aspectos
deben, en principio, prever en su presupuesto privado lo necesario
para la salud y contar, si lo desean, con un seguro como institución
inventada para los riesgos de lo imprevisible. Tal principio, en todo
caso, debe verse como principio sano y normal, apropiado para una
economía de mercado, y debe hallar la más amplia aplicación posi-
ble. La situación a la que ha llegado el seguro de salud obligatorio,
en la mayoría de los países industrializados occidentales, sugiere
con urgencia que debemos recordar este principio. El propio seguro
de salud obligatorio se encuentra gravemente enfermo en casi todas
partes y hay que procurar su recuperación de las siguientes maneras
principales: primero, el seguro obligatorio debe limitarse a aquellas
clases para las cuales el riesgo de enfermedad constituye una carga
onerosa y que no se prestan fácilmente al seguro voluntario; segun-
do, debemos estimular todas aquellas múltiples formas de asistencia

8 Colm Brogan, The Educational Revolution (Londres, 1954), pinta un
cuadro vivido de Gran Bretaña, la que, por ahora, permanece como caso
extremo. En los Estados Unidos, el término "sin clases", aplicado a la
educación, es una ficción, como en muchos otros campos, puesto que los
padres son libres de enviar a sus hijos a colegios particulares si quieren
que tengan una educación mejor que la que se puede pedir a las escuelas
públicas. El único inconveniente de esto es que resulta mucho más caro
que los costos tan mal mirados que actualmente prevalecen en Europa
para los buenos colegios públicos. Tenemos una vasta documentación a-
cerca del espantoso deterioro del nivel educacional que ha acarreado la
socialización de la educación. Otro factor importante es que si tantos jó-
venes van a las universidades los grupos no académicos de la población se
ven continuamente privados de sus elementos más inteligentes y empren-
dedores (Erik R. von Kuehnelt-Leddhin, Freiheit oder Gleichheit? (Salz-
burgo, 1953), 473) y los lazos familiares se rompen. Véase también la
Nota 1 del Capítulo V de este libro.
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descentralizada de las cuales Suiza puede figurar como modelo; y
tercero, en todos los sistemas de seguros de enfermedad debemos in-
troducir contribuciones personales al costo, universales y sustancia-
les, fácilmente ajustables en caso de dificultades.9

Procuremos ahora estimar la importancia que tiene el Estado
Benefactor en la civilización, sociedad, economía y vida pública mo-
dernas. Como es natural, sólo podemos destacar algunos aspectos
sobresalientes.

Comencemos con una circunstancia que tiene especial impor-
tancia en vista de las dudas ya mencionadas y las que faltan por
mencionar. Los peligros que encierra el Estado Benefactor son tanto
más serios porque no hay nada en la naturaleza de éste que lo limite
desde adentro. Por el contrario, tiene una tendencia opuesta y vigo-
rosa a seguir extendiéndose. Por ello es tanto más necesario impo-
nerle límites desde afuera y vigilarlo con ojo agudo y crítico. Con su
ampliación continua el Estado Benefactor procura abarcar cada vez
más incertidumbre de la vida y alcanzar a círculos cada vez más an-
chos de la población, pero a la vez tiende a aumentar las cargas de
esta última; y la razón de este peligro es que si bien la ampliación es
fácil y tentadora, toda revocación de una medida, que posterior-
mente se reconoce como precipitada, resulta difícil y, en último tér-
mino, desde el punto de vista político, impracticable.

Cuesta imaginarse que Gran Bretaña hubiera organizado el Ser-
vicio Nacional de Salud, en su actual forma de amplio alcance, si la
población hubiera sabido de antemano cómo iba a resultar, o aun si
algunas interrogantes que hoy parecen elementales se hubieran plan-
teado y meditado a tiempo.10 Lo mismo cuesta imaginarse cómo po-
dría deshacerse hoy lo hecho, y por eso la gente trata de acomodar-
se como mejor puede. Pero todo paso adicional por el camino de Es-
tado Benefactor debe estudiarse con la mayor cautela, con una vi-
sión muy clara de las consecuencias y a sabiendas de que, igual que
la disminución en la edad mínima para votar, normalmente será
irreversible.

9 Hermann Levy, National Health Insurance: A Critical Study (Londres,
1944); M. Palyi, Compulsory Medical Care and the Welfare State (Chica-
go, 1950); F. Roberts, The Cost of Health (Londres, 1952); Werner
Bosch, Patient, Arzt. Kasse (Heidelberg, 1954); H. Birkhauser, "Der Arzt
und der soziale Gedanke in der Medizin", Schweizerische Medizinische
Wochschrift, N° 5 (1956).

10 Respecto del Servicio Nacional de Salud, un distinguido economista bri-
tánico escribe: "La pregunta económica importante acerca de este meca-
nismo era la siguiente: si existe un servicio cuya demanda a precio cero es
casi infinitamente grande, si no se toman medidas para aumentar la ofer-
ta, si la curva de costos sube rápidamente, si a cada ciudadano se le garan-
tiza por ley el mejor servicio médico posible y si no hay un método obvio
de racionamiento, ¿qué va a ocurrir? No recuerdo que ningún economista
británico, antes del acontecimiento, se hiciera estas sencillas preguntas."
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El Estado Benefactor no sólo carece de frenos automáticos y
no sólo aumenta de velocidad a medida que avanza, sino que se
mueve por una calle con tránsito en un solo sentido, en la cual es
imposible o al menos muy difícil, en la práctica, volver atrás. Peor
aún, este camino lleva indudablemente a una situación en que el
centro de gravedad de la sociedad se traslada hacia arriba, alejándose
de las comunidades auténticas, pequeñas, humanas y cálidas, hacia
el centro de la administración pública impersonal y de las organiza-
ciones masivas impersonales que la acompañan. Ello significa una
creciente centralización de las decisiones y de la responsabilidad, y
la creciente colectivización del bienestar del individuo y de su pa-
trón de vida.

Hay que analizar los efectos de esta situación con mucho cui-
dado y en todos sus aspectos. Hasta aquí hemos podido confiar en
las reacciones de individuos que saben que deben asumir la respon-
sabilidad de determinados riesgos; pero debemos tener muy claro
que el Estado Benefactor, al mover hacia arriba el centro de grave-
dad de las decisiones y la responsabilidad, debilita o distorsiona esas
reacciones. ¿Cuál sería el efecto sobre la producción si los indivi-
duos se viesen liberados de las consecuencias de un mal desempeño,
pero privados, al mismo tiempo, de incentivos al buen desempeño,
en especial cuando éste acarrea cierto riesgo? ¿Qué efecto se produ-
ce sobre decisiones importantes como son las que conciernen al
ahorro y la inversión? ¿Qué ocurre con la tasa de natalidad, que en
el pasado estaba limitada, hasta cierto punto, por el hecho de que el
individuo era responsable de su familia, cualquiera fuese su tamaño,
en cambio hoy se ve liberado de esa responsabilidad o incluso se le
permite beneficiarse con la procreación? Estas son algunas de las
interrogantes que toda persona desprejuiciada debe plantear hoy.

El individuo y su sentido de responsabilidad constituyen el re-

(J. Jewkes, en Economics and Public Policy, 96). Compárese lo anterior
con la observación de M. Plyi (op. cit., 71): "La abolición total de un es-
quema obligatorio de salud, una vez establecido, aunque esté quebrado y
sea insatisfactorio, es inimaginable. No ha sucedido nunca." Otro testi-
monio: "Los entusiastas de la medicina nacionalizada se encontraron
compitiendo con los entusiastas de la educación de adultos, la vivienda
estatal subsidiada, pensiones y beneficios más elevados, y una docena de
otros planes con un fuerte atractivo emocional y captador de votos. . .
Yo estimo que el concepto contemporáneo y científico de la medicina no
puede prosperar cabal y firmemente donde la medicina está socializada."
(Colm Brogan, "The Price of Free Medicine", The Freeman (junio,
1956)). Por último, un médico británico confirma este punto de vista:
"El costo para el país en dinero se expresa, se comprende, se acepta, se
modifica o se rechaza con facilidad. El costo para el país en salud y feli-
cidad, derivado de la degradación de los médicos, supera nuestra capaci-
dad de comprensión." (Scott Edward, "Retreat from Responsability",
Time and Tide (octubre 10,1953)).
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sorte maestro secreto de la sociedad y este resorte corre peligro de
debilitarse si la máquina niveladora del Estado Benefactor disminu-
ye tanto los efectos positivos del desempeño mejor como los nega-
tivos del desempeño peor. No causa sorpresa ver que algunos obser-
vadores, entre ellos nada menos que el Mariscal Montgomery, co-
miencen a preguntarse si el desmesurado Estado Benefactor no va
camino de socavar la salud moral y social de la nación que sucum-
be a sus tentaciones. Algo semejante debe de haber tenido en la
mente Goethe cuando, dos años antes de la Revolución Francesa,
escribió esta profética frase: "Debo decir que creo que el humanis-
mo finalmente prevalecerá; pero me temo que al mismo tiempo el
mundo se va a convertir en un inmenso hospital, donde cada cual a-
tiende a su vecino." (Italienische Reise II, Nápoles, 27 de mayo,
1787.)

Tampoco podemos pasar en silencio otra cuestión que ya se
ha planteado con toda seriedad y que, a decir verdad, no se puede
eludir. Es la cuestión de si los costos aplastantes del Estado Bene-
factor, que ya no se pueden reducir sin consecuencias políticas ad-
versas, no constituyen uno de los principales factores que perjudi-
can la resolución del mundo libre y la fuerza de su defensa militar
contra el imperio comunista, obligando así a Occidente a concen-
trarse más y más en la defensa nuclear. Ello, por cierto, no impi-
de que aquellos, precisamente, que más simpatizan con el Estado
Benefactor quieran arrebatarle a Occidente incluso esta última ar-
ma desesperada que ese mismo fenómeno le ha dejado.

El extremo individualismo del pasado no es el menos culpa-
ble de la vuelta que ha traído consigo el extremo opuesto, el mo-
derno Estado Benefactor. Es sin duda señal de una sociedad sana
que el centro de gravedad de las decisiones y de la responsabilidad
quede a medio camino entre los dos extremos: el individuo y el Es-
tado, dentro de comunidades pequeñas y auténticas, entre las cuales
la más indispensable, primaria y natural es la familia. Y es sin duda
nuestra tarea la de estimular el desarrollo de la gran diversidad de
comunidades pequeñas y medianas, y por ende de la asistencia de
grupo, en círculos donde todavía hay espacio para la acción volun-
taria, el sentido de responsabilidad y el contacto humano, y que evi-
tan la fría impersonalidad de los servicios sociales masivos.

El moderno Estado Benefactor es, a no dudarlo, la respuesta a
la desintegración de las comunidades auténticas durante los últimos
cien años. Esta desintegración es una de las peores herencias que nos
ha dejado el pasado, ya la llamemos civilización de masas, proletari-
zación o por cualquier otro nombre. Pero es una respuesta errada.
Ya lo dije hace más de diez años, cuando tal era la esencia de mi
crítica del Plan Beveridge. Lejos de curar esta enfermedad de nues-
tra civilización, el Estado Benefactor alivia algunos síntomas de la
dolencia, a expensas de agravarla poco a poco y de hacerla por fin
incurable. Por ejemplo, es una lamentable incomprensión del pro-
blema el permitir que los fondos de asignaciones familiares absorban
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hasta a la familia misma dentro del sistema estatal de bombeo de in-
gresos.

Falta algo peor. Si el Estado moderno se encarga cada vez más
de repartir beneficencia y previsión a todos lados, a beneficio prime-
ro de unos, luego de otros, tiene que degenerar en una institución
que estimula la desintegración moral y prepara su propia condena fi-
nal. Nuevamente recordamos la maliciosa definición de Frédéric
Bastiat; el Estado moderno calza con ella cada vez más estrechamen-
te. También confirma a Dean Inge, quien con pesimismo veía la po-
lítica como el arte de birlar dinero de los bolsillos del partido con-
trario y meterlo en los del partido propio, y ganarse la vida con ello.

No se puede decir que el carácter moralmente edificante de
una política que desviste a un santo para vestir a otro sea de inme-
diato evidente. Pero degenera en un sistema absurdo de bombeo de
dinero en dos direcciones, cuando el Estado le roba a casi todo el
mundo y le paga a casi todo el mundo, de tal modo que al final na-
die sabe si en el juego ha ganado o ha perdido. También convendría
no traer a colación la moralidad cuando las injusticias sociales y la
política despiadada de los grupos de presión terminan con el dere-
cho al ingreso bien ganado y a la propiedad de los demás, y por tan-
to en la tributación confiscatoria que todos hemos llegado a cono-
cer bien.

Es cierto, desde luego, que las personas no siempre se dan
cuenta de que cuando recurren al Estado para satisfacer sus deseos,
sus reclamaciones se pueden cumplir sólo a expensas de los demás.
Ya conocemos el sofisma subyacente. Se apoya en la costumbre de
mirar al Estado como una suerte de cuarta dimensión, sin detenerse
a pensar que su alcancía ha de llenarla el conjunto de los contribu-
yentes. Un derecho a dinero del Estado es siempre un derecho indi-
recto al dinero de otra persona, cuyos impuestos contribuyen a la
suma que se exige: es una simple transferencia de poder comprador
por intermedio del Estado y de sus poderes obligatorios. Es asom-
broso ver por cuánto tiempo el moderno Estado Benefactor puede
oscurecer este hecho natural y simple.

Cuanto más se extiende la aplicación del principio del Estado
Benefactor, más se acerca el momento en que la gigantesca bomba
aparece como un engaño para todo el mundo y termina por conver-
tirse en un fin en sí misma, lo que a la postre no beneficia a nadie
salvo a los mecánicos que se ganan la vida manipulándola, esto es,
los burócratas. Ellos, como es natural, tienen interés en oscurecer
los hechos. No obstante, existe una circunstancia que debe ayudar-
nos a comprender cómo este engaño puede funcionar durante tanto
tiempo; es el hecho de que pocas cosas han contribuido más al desa-
rrollo reciente del Estado Benefactor que el concepto, nacido de la
Gran Depresión, de que la sociedad era inmensamente rica, pero
que su riqueza permanecía en potencia mientras la circulación mo-
netaria fuese defectuosa y que podría transformarse en riqueza
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efectiva mediante el aumento de la demanda real. Así despertada de
su letargo, la riqueza sería distribuida con justicia por el Estado Be-
nefactor. Al mismo tiempo, y ésta es una de las conclusiones más
populares que se sacan de la doctrina keynesiana, tal redistribución
del ingreso aumentaría el consumo masivo y reduciría el ahorro,
con lo que sería el mejor medio de asegurar el empleo pleno y de
mantener abiertas las fuentes del Estado Benefactor.

Fue la depresión de los años treinta la que estimuló esta fe en
una suerte de autofinanciamiento del Estado Benefactor amplio,
otra clase de "cuarta dimensión"; y es esta fe únicamente la que
puede explicar la temeridad con que se ha descuidado durante tan-
to tiempo el problema del costo.

Hoy ya pasó el tiempo de las ilusiones. Ha quedado en claro y
se sostiene ampliamente, en especial en Gran Bretaña,11 que si se
quiere seriamente poner en práctica el Estado Benefactor, es pre-
ciso usar la tributación para impulsar la redistribución del ingreso a
todo nivel y hay que recurrir incluso a los grupos de ingresos más
bajos para que ayuden a financiar el sistema. La carga de los servi-
cios sociales masivos, que impone el Estado, ya no la pueden soste-
ner los ingresos más altos solos, y hay que colocarla sobre los hom-
bros de las mismas masas cuyos intereses ha de servir el sistema. Es-
to quiere decir, en gran medida, que el dinero se saca del bolsillo
derecho de la gente y se mete en el izquierdo, pasando por el Fisco
y las inmensas pérdidas por fricción que con ello se generan. Ahora
ha quedado en claro que, bajo el hechizo de esa ilusión de "pobre-
za en medio de la abundancia", la gente sobreestimó la riqueza po-
tencial aun en el caso más favorable. También ha quedado en claro
que hay un precio que pagar, en los costos de una maquinaria esta-
tal cada vez más poderosa, en el entorpecimiento de la voluntad de
trabajar y de la responsabilidad individual, y en la triste penumbra
de una sociedad en la que el enojo arriba y la envidia abajo sofocan
el sentido cívico, el espíritu público, el ocio creativo, las relaciones
amistosas, la generosidad y la auténtica comunidad. Lo que queda
es la bomba de Leviatán, el insaciable Estado moderno.

El límite último del Estado Benefactor se encuentra, pues, en
aquel punto en que su mecanismo de bomba comienza a engañar a
todos. Algunas naciones ya han llegado a este punto. Podríamos ha-
cer la pregunta herética de si no estarían mejor todos si se desman-
telara el Estado Benefactor, salvo un mínimo indispensable, y si el
dinero ahorrado así se dejara a servicios sociales de corte no esta-

11 Sobre la ilusión del Estado Benefactor, véase Colin Clark, op. cit., y M. J.
Bonn, "Paradoxien eines Wohlfahrtsstaates", Aussenpolitik (abril, 1953).
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tal.12 La pregunta se hace más urgente por el hecho de que hay du-
das legítimas acerca de si la inmensa carga tributaria a la cual con-
tribuyen decisivamente los compromisos del Estado Benefactor, se
compadece a la larga con un orden económico libre y si puede con-
tinuar sin una presión inflacionaria permanente.

Hay otro aspecto gravísimo de esta situación que generalmen-
te recibe escasa atención. Es que la fraseología social de moda tien-
de a oscurecer el hecho de que la compulsión directa o indirecta in-
herente al Estado Benefactor tira a politizar la previsión social. Las
consecuencias son evidentes. La previsión contra los riesgos de la vi-
da está a merced tanto de la burocracia estatal como de la pugna po-
lítica. Así, nuestra época, tan rica en paradojas, alaba como progre-
so aquello que, en el hecho, acrecienta el poder del Estado nacional.
Cuanto más apelemos a la solidaridad de las personas de la misma
nacionalidad o del mismo domicilio y cuanto más las fundamos en
una "comunidad nacional" dentro de la cual el dinero se transfiere
de un lado a otro, tanto más perfectamente vamos a "nacionalizar"
al hombre con perjuicio de la libre comunidad internacional de los
pueblos y de su solidaridad.

En el siglo XIX Ernesto Renán todavía podía definir a una na-
ción como "un plebiscito de todos los días"; ahora vamos acercán-
donos al día en que podremos definirla como un fondo de pensio-
nes, un mecanismo de previsión obligatorio en el que pasaporte y
certificado de residencia son una póliza de seguro gratuita, una suc-
ción de los ingresos "de todos los días". El ahorro y el seguro pri-
vado son formas de prevenir riesgos que pertenecen al terreno de la
racionalidad económica, el mercado, el derecho privado y la liber-
tad. Aquí no existen fronteras nacionales. El campo de la inversión
privada y del seguro es el mundo entero; pero la previsión nacional
cae en el terreno de la política, la organización colectivista, el de-
recho público y la compulsión, y por tanto encierra a las personas
tras las rejas del Estado nacional. Los servicios sociales cuya colum-
na vertebral es la compulsión estatal son, en sentido estricto, servi-
cios nacionales, y el seguro social no es sino seguro nacional, sal-

12 Esto es, entre otras cosas, lo que resulta de las proposiciones de Colin
Clark. Compárese el siguiente informe reciente de Bélgica (Neue Zurcher
Zeitung, N° 1290 (abril 27, 1957)). El Ministro del Trabajo, socialista,
propuso, mediante el método hoy de moda en todas partes, elevar el lími-
te de ingreso del seguro estatal obligatorio y fusionar los distintos fondos
de pensiones privados en un fondo estatal. El resultado fue una ola de in-
dignación entre trabajadores y sindicatos. Las cargas sociales de la indus-
tria belga habían subido, en doce años, del 25 por ciento al 41 por ciento
de la planilla, y los trabajadores y empleadores belgas decidieron que era
suficiente, más que suficiente. Hicieron preguntas tan embarazosas como
la de si aún quedaba alguna relación justificada entre las crecientes cotiza-
ciones sociales y los servicios reales, y si no había alguna forma más bara-
ta de obtener un seguro de vejez.
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vo, por cierto, que pensemos en un estado mundial, donde alema-
nes, italianos, argentinos y etíopes participen en un fondo mundial
de pensiones.

La lista de las paradojas e ilusiones del Estado Benefactor no se
agota todavía. Hay otra circunstancia que merece mención. Muchí-
simas personas piensan que los impuestos a los ingresos superiores
simplemente significan suprimir los gastos en objetos de lujo y que
el poder comprador que se retira de arriba se canaliza a fines "so-
ciales" abajo. Es un error elemental. Es obvio que hasta ahora los
ingresos más altos (y la mayor riqueza) se han gastado principalmen-
te en fines que interesan a todos. Cumplen funciones de las cuales
la sociedad no puede en absoluto prescindir. La formación de capi-
tal, la inversión, los gastos culturales, la caridad y el patrocinio de
las artes, entre muchas otras. Si hay una cantidad suficiente de per-
sonas adineradas y si se encuentran dispersas, entonces es posible
que un hombre como Alejandro von Humboldt financie de su pro-
pio bolsillo empresas científicas valiosas para todos, o que Justo von
Liebig financie sus propias investigaciones. Entonces se hace posible
también que haya puestos para profesores particulares y miles de
otros peldaños en la escala que pueden trepar los más dotados, cuya
diversidad misma hace mucho más probable que aparezca alguna
ayuda en alguna parte, en tanto que en el moderno Estado Benefac-
tor su destino pende de la decisión de un solo funcionario o de la
suerte de un solo examen.13

Si, pues, se aplasta con impuestos progresivos a los grupos de
más altos ingresos, es evidente que algunas de sus funciones tendrán
que abandonarse y que, como son indispensables, las tomará a su
cargo el Estado, aun cuando sólo se trate de mantener algún monu-
mento histórico que solía ser de propiedad privada. En este sentido,
al menos, el poder comprador que se retira de arriba no queda a
disposición del Estado Benefactor. Hay que reservarlo para pagar,
con fondos públicos, aquellos servicios privados que los impuestos
han hecho imposibles. Esto anula el objeto del Estado Benefactor.
Si éste se atribuyera algún mérito por educar, digamos, a un genio
como Gauss a expensas del erario, la respuesta es que en el caso del
propio Gauss la tarea se cumplió de manera excelente y nada buro-
crática, no sólo por parte del Duque de Brunswick sino de muchos
otros que hoy en día se verían impedidos de hacerlo por los impues-
tos del Estado Benefactor, o bien a quienes, en última instancia, no
les quedaría estímulo ni ganas de gastar su dinero de ese modo.

En tal caso, entonces, la pérdida de poder comprador de los
grupos de más altos ingresos no se compensa con una ganancia de
parte de los grupos de ingresos más bajos. El beneficio pasa no a las
masas sino al Estado, el cual crece en poderío y en influencia. Al
mismo tiempo, se impulsa fuertemente el absolutismo estatal mo-
derno, con su centralización de las decisiones relativas a asuntos im-
portantísimos, como son la formación de capital, la inversión, la
educación, la investigación científica, el arte y la política. Lo que
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solía ser servicio voluntario y personal es hoy, en el mejor de los ca-
sos, servicio estatal, centralizado, impersonal, obligatorio, burda-
mente estereotipado y comprado al precio de la libertad disminuida.

Es inevitable que semejante socialización de los usos del ingre-
so para funciones de importancia social torne opresivo el clima mo-
ral del país. La bondad, el cargo honorífico, la generosidad, la con-
versación tranquila, el otium cum dignititate, todo aquello que Bur-
ke llama por el nombre ahora tan conocido de las gracias no com-

13 Es normal lamentar el destino de hombres como Winckelmann, Herder,
Hebbel, Racine, y muchos otros cuyo genio se vio impedido por la pobre-
za, pero lo que interesa es que todos ellos lograron llegar a la cumbre, gra-
cias a la estructura diversificada de la sociedad de su época. Estímulo y
ayuda se podían obtener en muchos lugares y de muchas personas: el
maestro de una escuela, un patrono principesco, un puesto de secretario,
una hospitalaria casa de campo. En tales condiciones había una alta pro-
babilidad de que se pudiera poner el pie en el peldaño de alguna escalera;
en todo caso, por decir lo menos, es una probabilidad que bien puede re-
sistir la comparación con la probabilidad de que ningún genio pase inad-
vertido en el Estado Benefactor actual. Cómo el surgimiento del talento
era posible en aquella época, en las condiciones más adversas, se observa
de modo impresionante en la vida de Winckelmann. (C. Justi, Winckel-
mann und seine Zeitgenossen (2a. ed., Leipzig, 1898), I, 22 y 28.)
Muchas otras biografías testimonian la misma cosa. Tomemos, por ejem-
plo, la vida de Scharnhorst, hijo de un inquilino campesino de Hanover, a
quien enseñó matemáticas un mayor retirado (esto sucedió en mi propio
pueblo) y que fue luego enviado por el Conde de Schaumburg-Lippe a un
pequeño colegio militar. Uno no puede dejar de sentirse a la vez conmovi-
do y asombrado ante las proezas de escalamiento de estos hombres a me-
dida que trepaban, de roca en roca, en la sociedad. No es tan seguro que
el andarivel socializado del Estado Benefactor siempre obtenga los mis-
mos éxitos. En otros aspectos, también, nuestra edad del Estado Benefac-
tor tiene escasos motivos para considerarse tan superior a los padecimien-
tos sociales del pasado. Cabe un poco más de modestia en relación con
nuestros antepasados. Cualquiera que, como yo, se haya criado en las sen-
cillas condiciones de un pueblo de campo, puede recordar fácilmente la é-
poca en que las clases se reunían como buenos vecinos, en cambio hoy se
encuentran muy distantes una de otra. La desigualdad real entre los hom-
bres no ha disminuido sino aumentado en los últimos cien años. Como e-
jemplo, tomemos a Zelter, quien se inició como aprendiz de albañil y ter-
minó como profesor de música y amigo íntimo de Goethe sin perder el
contacto con su propio medio. "Una vida de esta índole", escribía Paul-
sen a fines del siglo pasado (Ein System der Ethik (2a. ed., Berlín, 1891),
727), "hoy en día sería inconcebible. Hoy Zelter hubiera terminado la e-
ducación secundaria y hubiera estudiado arquitectura, hubiera aprendido
a dibujar y calcular, hubiera estudiado mecánica e historia del arte, y hu-
biera terminado de arquitecto y oficial de reserva, y jamás hubiera cons-
truido un solo muro. Hubiera sido empleador de albañiles, no su colega
e instructor. O bien hubiera seguido como albañil y colega de albañiles,
pero entonces no se hubiera ganado la amistad de un Geheimrat y minis-
tro, y no hubiera llegado a ser profesor de música."
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pradas de la vida, todo ello se ahoga bajo la mano estranguladora del
Estado. Todo, paradójicamente, en un Estado Benefactor, todo se
comercializa, todo es objeto de cálculo, todo pasa a la fuerza por la
bomba de dinero-ingreso del Estado. Casi nada se hace ya de mane-
ra honoraria, porque pocos pueden darse ese lujo: el sentido cívico
y el espíritu público se transforman arriba en enojo y abajo en en-
vidia. En tales condiciones, todo lo que se hace se hace profesional-
mente y por dinero. Queda un margen más estrecho del ingreso dis-
ponible para los dones gratuitos, el sacrificio voluntario, una forma
de vida cultivada y cierta amplitud del gasto, y por tal motivo el am-
biente no es propicio para la liberalidad, la diversidad, el buen
gusto, la comunidad y el espíritu público. La civilización se frustra.

Ésta es una de las raíces de aquel tedio mortal que, como ya
hemos tenido ocasión de señalar antes, parece que es rasgo caracte-
rístico del Estado Benefactor avanzado. Otra raíz de este mal está
estrechamente relacionada. Es que el Estado Benefactor, al contra-
rio del propósito que proclama, tiende a petrificar la estratificación
económica y social, y puede impedir el movimiento entre clases y
no facilitarlo. La tributación elevada, especialmente en forma de
impuestos a la renta fuertemente progresivos, golpea más duro, con
seguridad, aquellos ingresos que son lo suficientemente altos como
para permitir que se acumule la riqueza y que se corran riesgos co-
merciales.14 ¿No va a ser así forzosamente (y también por muchas
otras razones que no cabe analizar aquí) más difícil instalar nuevos
negocios y adquirir propiedades? ¿No quiere decir esto que se hace
cada vez más difícil para cualquiera trabajar para elevarse por enci-
ma del ancho y bajo llano de los ganapanes que no tienen propie-
dad? ¿Y no resulta también mucho menos atrayente siquiera tratar
de hacerlo, especialmente puesto que el propio Estado Benefactor
se encarga de una suerte de cómoda alimentación de pesebrera para
las masas domesticadas? ¿No es forzoso que esto beneficie precisa-
mente a las grandes empresas? Al mismo tiempo, la vida en semejan-
te país se convierte en algo tan emocionante y entretenido como un
juego de naipes en que al final las ganancias se reparten por igual en-
tre los jugadores. En tales condiciones parece tarea inútil la de pro-
curar elevarse uno mismo económica o socialmente, salvo que uno
elija ser funcionario, ya sea público o en las grandes empresas. Son
los funcionarios los que se convierten cada vez más en los pilares y
beneficiarios del sistema, sin excluir al número creciente de funcio-
narios de las organizaciones internacionales que se multiplican y cre-
cen incesantemente.

14 Estoy enteramente de acuerdo con la crítica que expresaron recientemen-
te dos distinguidos economistas contemporáneos: F. A. Hayek, "Progre-
ssive Taxation Reconsidered", en Mary Sennholz (ed.), Freedom and
Free Enterprise: Essays in Honor of Ludwig von Mises (Nueva York,
1956), 265-84; Wright, op. cit., 94 y sigs.
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En tal sentido, entonces, podemos preguntarnos si el Estado
Benefactor abierto no contrarresta uno de sus propios propósitos
principales. Igual que la pretensión del Estado Benefactor en el sen-
tido de que afloja la estratificación de clases, su pretensión de ser
instrumento de igualdad es muy dudosa. Si bien es cierto que pro-
cura la igualdad en el sentido que hemos analizado hasta aquí, no lo
hace en otro sentido decisivo y enteramente deseable. La redistribu-
ción continua y obligatoria del ingreso impulsa indudablemente la
igualdad material. Pero ¿a qué precio? Esta política acarrea inevita-
blemente una creciente concentración del poder en manos de la ad-
ministración que dirige el flujo de ingreso y esto, no menos inevita-
blemente, significa una creciente desigualdad en la distribución del
poder. ¿Acaso alguien negaría que la distribución de este bien no
material, el poder, es incomparablemente más importante que la dis-
tribución de bienes materiales, puesto que el primero es decisivo pa-
ra la libertad o falta de libertad de los hombres?

Decir esto es decir nada menos que el moderno Estado Bene-
factor, dadas las dimensiones a las que ha llegado o amenaza llegar,
es muy probablemente la principal forma de sometimiento del hom-
bre al Estado que existe en el mundo no comunista. El Estado Bene-
factor no resuelve, o resuelve sólo a medias, los problemas que es su
objeto resolver; por el contrario, los torna menos susceptibles de so-
luciones serias y auténticas. En cambio, hace que el poder del Esta-
do adquiera proporciones gigantescas, "hasta que cada nación se
reduce a nada más que un rebaño de animales de trabajo tímidos e
industriosos, de los cuales el gobierno es el pastor". Nos obliga a
aceptar la idea de que la visión de Tocqueville tiene todas las proba-
bilidades de cumplirse ahora, cien años después.

El Problema de la Previsión Social en una Sociedad Libre

Tenemos, pues, que estar alertas a los graves peligros que es-
ta situación encierra para la salud del Estado, de la economía y de la
sociedad, igualmente, y para la libertad, el sentido de responsabili-
dad y la naturalidad en las relaciones humanas. El deseo de previ-
sión, si bien en sí mismo natural y legítimo, puede convertirse en
obsesión, la que en último término hay que pagar con la pérdida de
la libertad y de la dignidad humana, aunque la gente lo comprenda
así o no. Al final, está claro que quienquiera esté dispuesto a pagar
este precio no se queda ni con libertad y dignidad ni con previsión,
porque no puede haber previsión sin libertad y protección contra
el poder arbitrario. A este precio exorbitante hay que agregar otro,
como ya veremos, esto es, la disminución continua del valor del di-
nero. Con seguridad, cada uno de nosotros tendrá que comprender
entonces que la previsión es una de esas cosas que se alejan más y
más cuando más desenfrenada y violentamente las deseamos.

Podemos contrarrestar estos peligros solamente si nos negamos
a dejarnos arrastrar por la corriente. Ante todo debemos precaver-
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nos de las frases turbadoras. Una de las más peligrosas y seductoras
es aquella de verse "libres de necesidad", inventada por el difunto
Presidente Roosevelt, aquel maestro de la frase alucinante, dentro
de la conocida lista de las cuatro libertades.

Basta con que pensemos un poco para darnos cuenta de que se
trata, en primer lugar, de un mal uso, demagógico, de la palabra "li-
bres". El estar libres de necesidad no significa sino la ausencia de al-
go ingrato, algo así como estar libres de dolor o de lo que se nos
ocurra. ¿Cómo podría compararse esto con la auténtica "libertad"
como uno de los conceptos morales supremos, lo opuesto a la com-
pulsión impuesta por otros, lo que se quiere decir en las expresiones
libertad personal, libertad de opinión y otros derechos de libertad
sin los cuales no podemos concebir la conducta verdaderamente éti-
ca y la aceptación del deber? Un prisionero está totalmente "libre
de necesidad", pero se sentiría con razón objeto de burla si le mos-
tráramos esto como libertad auténtica y envidiable. Haríamos bien
en negarnos a seguir a este flautista con su melodía de "libres de ne-
cesidad" hasta llegar a un estado que nos roba la libertad verdadera
en nombre de la falsa y donde, sin saberlo, nos distinguimos apenas
del prisionero, salvo que quizá no haya escapatoria de nuestra pri-
sión, el Estado totalitario o cuasitotalitario.

Si proseguimos con esta línea descubrimos algo extraño. Lo
cierto es que lo que se quiere decir al hablar de estar "libres de nece-
sidad" es prácticamente inseparable de la compulsión, esto es, lo
exactamente opuesto a la libertad. La razón es la siguiente.

Estar necesitado significa encontrarse en una situación, por
cualesquiera razones, en la cual carecemos de los medios de subsis-
tencia y estamos incapacitados para procurarlos con ingresos co-
rrientes, porque estamos enfermos o cesantes o en quiebra, o por-
que somos demasiado jóvenes o demasiado viejos. Nos vemos libres
de esta necesidad solamente si podemos disponer de medios de una
fuente distinta de nuestra producción corriente. Hay, pues, que pro-
veer para que podamos consumir sin producir al mismo tiempo.

El caso más simple y menos problemático es aquel en que con-
sumimos lo que hemos guardado de nuestra producción anterior.
Un ejemplo importante es el de poseer una casa, construida o adqui-
rida en mejores tiempos, que nos proporcionará el bien vital del
abrigo también en los tiempos malos. Pero aparte de eso, la costum-
bre de acumular bienes en prevención de tiempos de necesidad no es
lo habitual, ni en el individuo ni en la sociedad. No es, de hecho, lo
que ocurre en nuestra sociedad altamente diferenciada. Si hemos
guardado dinero y ahora lo usamos, no es lo mismo que si comemos
la mantequilla y la manteca producidas anteriormente, que nos
aguardan en algún almacén. Al contrario, tales almacenes serían sín-
tomas de graves perturbaciones en el flujo circular de la economía.
El consumo de nuestros ahorros significa normalmente que se nos
mantiene con la producción actual en virtud del derecho que tene-
mos a ella por haberlo adquirido con nuestro esfuerzo productivo
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anterior, certificado por la sociedad por medio del dinero. En otras
palabras, en tiempos de necesidad vivimos consumiendo lo que otro
produce y no consume. Si dejamos de lado por el momento ciertas
reservas y refinamientos sobre los cuales volveremos más adelante,
esto es lo que significa la ayuda en el marco de la sociedad en su
conjunto: el trabajo contemporáneo también produce en favor de
quienes, en circunstancias de privación, consumen sin producir.

Con qué derecho los necesitados se nutren del flujo actual de
la producción es cuestión muy distinta. El seguimiento de esta cues-
tión nos lleva a una encrucijada donde un brazo del poste señala el
Estado Benefactor.

Las emergencias se pueden suplir ya sea con la providencia del
propio individuo o bien con ayuda extraña. Es providencia propia si
yo, con mi propio esfuerzo y bajo mi propia responsabilidad, he he-
cho provisión para las vicisitudes de la vida por medio del ahorro o
del seguro; es ayuda extraña si yo traspaso esta carga a otros. La a-
yuda extraña puede ser voluntaria; puedo, por ejemplo, pedir pres-
tado o aceptar la caridad, o el apoyo de mi familia, o de algún otro
grupo, el cual, a su vez, cuenta conmigo cuando algún otro miembro
necesita ayuda. En caso contrario, es obligatoria, y como esta obli-
gación no sería de otro modo necesaria, se la considera una carga
impuesta por el poder del Estado. Esto se expresa bien en el nombre
mismo de "cargas sociales", las que, en la práctica, no se distinguen
de la carga tributaria.

Ahora bien, es evidente que el lema "libres de necesidad" no
tiene el carácter de un llamado a ser previsores, a ahorrar y asegurar-
se. No lo entendieron así, en este sentido de buena dirección do-
méstica, ni Roosevelt ni las masas. Lo que se da a entender es la
ayuda extraña, no voluntaria sino obligatoria y en gran escala. Pero
en ese caso todo lo que estar "libres de necesidad" significa es que
algunos consumen sin producir mientras que otros producen y se
ven obligados a renunciar a consumir una parte de su propia produc-
ción. Ese es el hecho escueto y elemental.

Ello justifica tres conclusiones. Primero, vemos una vez más
cuán insensata es la idea de una suerte de cuarta dimensión, de un
cuerno de la abundancia de cuyo interior se puede satisfacer cual-
quier reclamo de cualquier clase que pida ayuda debido a necesidad
real o ficticia. No se puede repetir con demasiada frecuencia que lo
que se da a uno hay que quitarlo a los demás, y que siempre que de-
cimos que el Estado debe ayudarnos, estamos exigiendo el dinero,
las ganancias o los ahorros de otro.

Con esto llegamos al segundo punto. Si es verdad que el mo-
derno Estado Benefactor no es sino un sistema de providencia obli-
gatoria organizada por el Estado y en constante crecimiento, es ob-
vio que debe competir con las otras formas en que una sociedad li-
bre se provee a sí misma: la autoprovidencia mediante el ahorro, el
seguro y la ayuda voluntaria procedente de la familia y del grupo.
Cuanto más se extiende el sistema obligatorio, tanto más invade la
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zona de la autoprovidencia y de la ayuda mutua. La capacidad de
proveer para uno mismo y los miembros de la familia o de la comu-
nidad disminuye y, lo que es peor, disminuye también la disposi-
ción a hacerlo. Peor aún, es demasiado claro que no hay cómo dete-
nerse en este camino, porque cuanto menos capaces y dispuestos se
encuentren los ciudadanos del Estado Benefactor para proveerse e-
llos mismos y ayudar a otros, tanto más urgente se torna la deman-
da de mayor crecimiento de la providencia masiva pública, lo que
conduce a disminuir más aún la capacidad de proveer para uno mis-
mo y ayudar a los demás, y la disposición a hacerlo. Es otro círculo
vicioso más.

Esto constituye otra advertencia urgente de que no debemos
permitir que el Estado Benefactor se desarrolle hasta su punto críti-
co. Si, lamentablemente, ya se hubiera llegado a tal punto, entonces
debemos hacer todo lo que esté de nuestra parte para obtener una
contracción de dicho Estado Benefactor desproporcionado y para
ampliar el alcance de la autoprovidencia y de la ayuda voluntaria, a
pesar de la fuerte resistencia política y social. El ensanchamiento de
este alcance es una de las primeras tareas de hoy si queremos tener
una sociedad sana y bien equilibrada. Sin duda que no hace falta in-
sistir más en esto; estamos en la encrucijada de una sociedad libre y
precolectivista.

El camino que debemos seguir está claramente trazado: no más
Estado Benefactor sino menos; no menos autoprovidencia y ayuda
voluntaria sino más. Y aquí llego a mi tercer punto. No podemos,
hoy en día, prescindir de cierta cantidad de instituciones estatales
obligatorias de previsión social. Las pensiones de vejez, los seguros
de salud, seguros de accidentes, montepíos, subsidios de cesantía,
tiene que haber cabida para todos éstos en nuestro concepto de un
sistema de previsión social sano en una sociedad libre, por poco en-
tusiasmo que sintamos por ellos. No es el principio el que está en
tela de juicio, sino el alcance, la organización y el espíritu.

El alcance, la organización y el espíritu de aquel mínimo de
providencia pública obligatoria dependerán principalmente del pro-
pósito que se tenga. Aquí es donde las opiniones terminan por divi-
dirse. Se trata del enfoque personal contra el colectivista, la libertad
contra la concentración del poder, la descentralización contra el
centralismo, la espontaneidad contra la organización, el criterio hu-
mano contra la técnica social, la buena dirección responsable contra
el hombre-masa irresponsable. Luego de todo lo que hemos dicho,
no necesitamos sin duda ni precisar nuestra opción ni justificarla.
No se debe abusar del propósito de la providencia pública obligato-
ria mínima para instituir un sistema general destinado a cuidar de
todos los ciudadanos y una organización de previsión social omni-
presente.

Menos aún debe tomarse el problema de ayudar a los débiles y
desvalidos como pretexto para nivelar todas las diferencias de ingre-
so y riqueza. No hace falta que repitamos adonde conduce ese cami-
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no. Es el camino de la revolución social, con todas sus consecuen-
cias de largo alcance.

Si rechazamos todo esto, nuestro propósito sólo puede ser el
de prestar apoyo a los verdaderamente débiles y desvalidos para que
no se conviertan en menesterosos; ni más ni menos. Esta ayuda debe
ser subsidiaria solamente, para suplir allí donde los recursos propios
del individuo o la ayuda voluntaria resulten insuficientes; no debe
convertirse en la forma normal de satisfacer la necesidad de previ-
sión.

El nivel adecuado no se excede mientras dicha providencia pú-
blica no debilite el impulso hacia la autoayuda voluntaria y ayuda
de grupo para complementar el mínimo absoluto de subsistencia. La
experiencia de Suiza y de los Estados Unidos señala que, pese a la
introducción del seguro obligatorio amplio de vejez, el total de aho-
rros y de seguros de vida particulares ha subido notablemente. Esto
prueba que es posible llegar a una situación tan conveniente, en tan-
to que Gran Bretaña y los países escandinavos, que son modelos del
Estado Benefactor extremo, ofrecen ejemplos descorazonantes de lo
contrario.15

Las anteriores consideraciones sin duda dejan una cosa absolu-
tamente en claro. Y es que el problema de la previsión social en una
sociedad libre no es principalmente un problema técnico de previ-
sión social ni de administración social, menos aún de conveniencia
política, sino un problema de filosofía social. Antes de ocuparnos
de las matemáticas actuariales debemos tener una imagen clara de lo
que queremos decir al hablar de una sociedad sana. Sólo entonces
sabremos de qué lado poner el acento: si hemos de reforzar los re-
cursos del individuo, su sentido de responsabilidad y de economía,
junto con la solidaridad natural de los grupos pequeños, sobre todo
de la familia, o bien si hemos de dar un impulso aún mayor a la ya
casi irresistible tendencia moderna hacia el colectivismo, la omnipo-
tencia del Estado, la organización mecánica y la tutela del hombre.
Una vez que consideramos la dirección en la cual nos movemos en
ambos casos, tiene que ser evidente que en última instancia la op-
ción queda entre el individuo y la familia por una parte, y el colecti-
vismo por la otra, o bien, para decirlo sin ambages, entre el ambien-
te de libertad y lo contrario. El mirar lo dicho como una frase vacía
es no comprender lo que está en juego en este momento.

Sería frivolo desentenderse de estas consideraciones. Son nece-

15 Cf. Chester C. Nash, "The Contribution of Life Insurance to Social Secu-
rity in the United States", International Labour Review (julio 1955). Las
cifras suizas correspondientes, véase E. Marchand, "Le développement de
l'assurance en Suisse", Journal des Associations Patronales 1906-1956.
En 1953, último año del cual se dispone de estadísticas, las sumas que pa-
garon las compañías de seguros superaron los pagos de previsión de vejez
y de viudas, en cerca de cien millones de francos.
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sarias si queremos saber en qué dirección avanzamos cuando toma-
mos decisiones sobre asuntos técnicos concretos de política social.
Podemos pensar que no nos será posible evitar muchos pasos en la
dirección errada, pero al menos debemos darlos con renuencia, a sa-
biendas de que estamos aceptando un mal necesario y que cada paso
adicional por ese camino acrecienta el peligro. Por cierto que no de-
bemos dar pasos semejantes sin tener una idea muy clara y firme de
lo que es la regla y lo que es la excepción, cuál es la norma acertada
y cuál la desviación posiblemente tolerable. Si nos preocupan seria-
mente las fundaciones últimas de nuestra civilización, nuestra regla
y norma y nuestro ideal aceptado con alegría deben ser la previsión
mediante el esfuerzo y la responsabilidad individuales, complemen-
tados con la ayuda mutua. Es el ideal de la "casa en orden" y no po-
demos abandonarlo sin estremecer los cimientos mismos de una so-
ciedad libre y sin hacer que la diferencia que la separa del comunis-
mo no sea nada más que cosa de grado.

En ningún caso debemos dejarnos engañar por el argumento de
que en nuestros tiempos ya no es posible dar primer lugar a la auto-
providencia y la ayuda mutua voluntaria, y reducir la providencia
pública a un mínimo subsidiario. Esto se llama derrotismo y no ga-
na en persuasión por el hecho de estar generalmente vinculado a un
desagrado apenas disimulado hacia la primera forma de proceder.
Pertenece a la categoría de la falsa resignación, la que, al capitular
frente a hechos supuestamente inmutables, contribuye a su propia
justificación. Si partimos del argumento de que en estos tiempos el
problema de la previsión social de las masas se puede resolver única-
mente por medio de la acción colectiva y obligatoria y que cual-
quier ensanchamiento de la zona privada es ilusorio, vamos a termi-
nar cargando tanto al sistema obligatorio que las masas, agobiadas
como están con cotizaciones e impuestos correspondientemente al-
tos, y liberadas de toda preocupación por su porvenir, ni podrán ni
querrán proveerse a sí mismas. Si el sistema obligatorio es lo bastan-
te amplio y completo, es fácil denunciar triunfalmente a la provi-
dencia propia como un castillo en el aire. Pero todo lo que con ello
se pruebe es el hecho ya conocido de que el Estado Benefactor tiene
una tendencia fatal a meterse en un círculo vicioso del cual debe-
mos escapar.

Sería asombroso que nadie hubiera pensado en declarar que la
autoprovidencia de las masas no sólo no tiene destino sino que es
catastrófica para la economía. Se ha dicho, efectivamente, que nues-
tro sistema económico moderno no puede de ninguna manera dige-
rir tanto ahorro. Si el "ahorro excesivo" no ha de sumir a la econo-
mía en la deflación, la depresión y el desempleo, el capital acumula-
do de este modo se debe absorber por inversión. Pero ¿adonde están
las oportunidades de inversión en la escala que se presume? Nuestra
respuesta es que ésta es una exageración seudokeynesiana y una so-
bresimplificación. Es una lástima que no sabemos lo que el propio
Keynes hubiera dicho, como presidente de una compañía de segu-
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ros, acerca de esta tentativa de oponer su teoría al esfuerzo de las
personas por mejorar su situación mediante el ahorro y el seguro.

En primer lugar, este argumento soslaya el hecho de que si ha
de ser posible la práctica de la providencia propia, ello presupone la
existencia de ingresos medios altos derivados de una elevada produc-
tividad nacional. Esto, a su vez, presupone un genuino crecimiento
económico no batido artificialmente por la inflación, y semejante
crecimiento depende de la inversión proporcionalmente grande, la
que, si se ha de evitar la inflación, hay que sufragar con verdadero
ahorro. Si, pues, la creciente autoprovidencia conduce a una mayor
tasa de ahorro, tenemos necesidad urgente de aquellos ahorros adi-
cionales, con miras a evitar una situación en la cual los elevados in-
gresos de las masas, como debemos suponerlos por definición, no
descansen en la precaria base de la inversión inflacionaria. Además,
como ya lo he dicho antes, una parte nada despreciable de la auto-
providencia se produce en una zona en que la cuestión del equilibrio
entre ahorro e inversión ni siquiera se presenta, a saber, cuando las
personas compran una propiedad que consiste en una casa con jar-
dín, la que constituye una de las formas más importantes y desea-
bles de autoprovidencia. En este caso es sin duda absurdo hablar de
equilibrio entre ahorro e inversión.

Tomando un ejemplo concreto, un país como Alemania gana-
ría mucho si alcanzara el grado de autoprovidencia común en Suiza
o en los Estados Unidos. Pero en ambos casos el problema es de
inflación, no de deflación. Aun cuando Suiza es el país clásico de
los ahorrantes, asegurados y fondos de pensión privados, el ahorro
es insuficiente para contener las tendencias inflacionarias y para
financiar proyectos de inversión. La cantidad desusadamente
elevada de ahorros que hay en Suiza no ha originado ningún pro-
blema relativo a cómo impedir que la inversión vaya a la zaga del
ahorro y por ende desencadene tendencias deflacionarias. El propio
problema es, pues, un seudoproblema que puede meternos al corral
de un sistema estatal obligatorio de previsión social. En la medida
en que el ahorro ha cundido en Suiza y en los Estados Unidos junto
con el crecimiento de la economía, este mayor ahorro es al mismo
tiempo la condición de un mayor crecimiento no inflacionario.16

A veces se aduce otro argumento. Y es que un sistema estatal
obligatorio de previsión social tiene una gran ventaja sobre la provi-
dencia propia, por cuanto no necesita una acumulación previa de
capital y sólo le hace falta reunir cada año los medios necesarios del
momento, con lo que vive al día. ¿Acaso esto no es mucho más
barato, se dice, y por tanto, no permite la existencia de beneficios
sociales mucho más amplios y generosos para las masas?

Este sencillo procedimiento, que se ha dado en denominar mé-
todo del pago al día, se puede aplicar también a la ayuda mutua en-
tre grupos pequeños, pero en la gran escala que se necesita para los
servicios sociales masivos, está evidentemente reservado al Estado,
con sus poderes de compulsión. No obstante, lo dicho dista mucho
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de ser una ventaja. No basta apelar al principio elemental de que to-
do pago social hay que cubrirlo siempre, en realidad, con la produc-
ción corriente. Cabe destacar otro aspecto, el que agrega una reserva
importante a un axioma que ya mencionamos: la medida de la pro-
ducción corriente está influenciada decisivamente por la inversión
previa y, a menos que esta inversión haya de tener efectos inflacio-
narios, por regla general hay que solventarla con ahorro.

Por tanto, un sistema de pensiones apoyado en la acumulación
de capital hace una contribución significativa a la formación de ca-
pital nacional como factor determinante del producto nacional. Así
el sistema tiende a acrecentar el fondo nacional de bienes con el que
se hacen los pagos sociales, traducidos en bienes. En cambio, el sis-
tema de pago del día cerraría esta fuente de formación de capital y,
a menos que se pueda encontrar un sustituto, estorbaría el creci-
miento del producto social. No obstante, cuanto más amplio sea se-
mejante sistema, menos se puede contar con un sustituto. Ya es bas-
tante perjudicial que los fondos de previsión social puedan dañar las
formas auténticas y tradicionales de la autoprovidencia, y por ende
la formación de capital, pero al menos llenan la brecha con una
suerte de ahorro colectivo. Es difícil pensar en una combinación
peor. Pero en una democracia masiva existe una tentación extraordi-
naria de elegir este método, porque ofrece la posibilidad de organi-
zar un sistema amplio y generoso de pagos sociales sin la incómoda
limitación de la cobertura de capital. La tentación es tanto más
grande puesto que con este sistema es posible también ajustar los
pagos sociales corrientemente a los aumentos de precios y salarios
debidos a la inflación crónica. Los políticos alemanes sucumbieron
últimamente a esta tentación, a pesar de las advertencias en contra-
rio. Es un signo alarmante de los tiempos. Sobran motivos para pre-
ver que pronto se seguirá este ejemplo en otros lugares.17

16 La idea de que las leyes económicas excluyen la posibilidad de que las
masas provean a sus propias necesidades mediante la acumulación de pro-
piedad, y de que estas mismas leyes económicas hacen de esta autoprovi-
dencia privilegio de unos pocos, podía crecer sólo en el terreno del key-
nesianismo popular. Esto lo analicé en más detalle en mis artículos "Pro-
bleme des kollektiven Altersversicherung" (Frankfurter Allgemeine Zei-
tung, febrero 25,1956) y "Das Problem des Lebensvorsorge in der Freien
Gese\\schaft" (Individualund Sozialversicherung als Mittel der Vorsorge
(Bielefeld 1956)), y tengo el agrado de citar ahora el análisis claro y cui-
dadoso de Hans Willigerodt, "Das Sparen auf der Anklagebank der Sozial-
reformer", Ordo, Jahrbuch für die Ordnung von Wirtschaft und Gesells-
chaft (1957), 175-98. Nótense también sus comentarios sobre el sistema
de pago al día, con los que estoy enteramente de acuerdo.

17 El problema de la escala móvil de pensiones, llamada "pensiones dinámi-
cas" en Alemania e introducida, con algunas modificaciones, en la prima-
vera de 1957, se analiza en mis ensayos aludidos en la nota anterior. Véa-
se también H.-J. Rüstow, Zur volkswirtschaftlichen Problematik der dy-
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Sin embargo, consideraciones como éstas, si bien son necesa-
rias y no hay que soslayarlas sólo por sus aspectos técnicos, muestran
una peligrosa tendencia a ocultar a los ojos las cuestiones más am-
plias que nunca hay que perder de vista en ningún análisis del desa-
rrollo del moderno Estado Benefactor. ¿Quizá convenga volver
sobre estas cuestiones una vez más, aunque sólo sea para redondear
el argumento acentuándolas. Es preciso aclarar, sobre todo, dos
ideas.

La primera ya la conocemos. Es imposible aprehender cabal-
mente lo que está hoy en juego sin tener siempre presente que el
sistema al que se ha dado en llamar Estado Benefactor va alterando
nuestra sociedad en una dirección particular: en nombre de la igual-
dad y la mediocridad está estrangulando todo lo que suba del pro-
medio. Nos movemos hacia una situación en la que al "hombre co-
mún" se le quitan sus responsabilidades y al "hombre poco común"
se le priva de su entusiasmo. Pero como la capacidad superior al pro-
medio es la condición real de la producción y es al mismo tiempo
tan escasa que necesita el cultivo y el estímulo más cuidadoso, no
es difícil percibir cuál es el destino que nos estamos preparando. La
perspectiva se oscurece más aún por el hecho de que los dueños del
imperio comunista tienen la astucia suficiente para estimular y re-
compensar lo mejor que pueden la capacidad superior al promedio.
Lo que Charles Morgan escribió hace algunos años no ha perdido na-
da de su pertinencia hoy: "El crimen central contra una sociedad
empobrecida como lo ha sido la nuestra no es en absoluto el de ser
más felices o más capaces o más saludables o más emprendedores
que otros, sino el de ser una mediocridad dependiente que se ceba
en el Estado."18

La otra idea se puede expresar con una simple imagen. Imagi-
némonos que estamos contemplando una de las obras más grandio-
sas del arte occidental, las pinturas del Tintoretto en las paredes y el
cielorraso de las alas de la Scuola de San Rocco, en Venecia. Esta
era una de aquellas fraternidades benéficas que en su tiempo y a su
manera resolvían el problema de ayudar a los pobres y sin las cuales
la ciudad lacustre apenas hubiera sobrevivido mil años sin una revo-
lución. La abnegación de los frailes se vio equiparada con la del ar-
tista, de quien es fama que no cobró nada por su inmensa obra.

Supongamos ahora, con fines de argumentación, que hoy exis-
tiera un pintor del calibre del Tintoretto. ¿Podemos imaginarnos
a una autoridad del Estado Benefactor que le pidiera que le decora-
se sus oficinas? ¿Y podemos imaginarnos al Tintoretto, absorto en

namischen Sozialrente (Berlín-Munich, 1956); Das problem der Renten-
reform, aktionsgemeinschaft soziale Marktwirtschaft, Tagungsprotokoll
N° 6 (Ludwigsburg, 1956).

18 Morgan, op. cit., 122.
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su tarea, pintando su magna obra con abnegada devoción a la gloria
de Dios, a la belleza y al amor del hombre?

Son preguntas crueles. Pero es que somos nosotros los que te-
nemos el moderno Estado Benefactor.

El Estado Benefactor en el Plano Internacional

Sea ello como fuere, sigue en pie que cualquiera sea nuestra o-
pinión del Estado Benefactor, los problemas que éste trata de re-
solver son muy reales. Existen los económicamente débiles, a quie-
nes han de ayudar los económicamente fuertes; existen los pobres y
los ricos, entre quienes no debe haber un abismo. Si lo dicho vale
para los individuos, ¿por qué no para las naciones enteras? ¿Acaso
no hay naciones "pobres" y naciones "ricas", otras "económica-
mente desposeídas" o "privilegiadas", y acaso la discrepancia que
existe entre ellas no puede ofrecer motivos plausibles para reclamar
una "igualación" como la que respalda al Estado Benefactor? ¿Por
qué, entonces, no tener un Estado Benefactor a escala internacional,
en que unas naciones dan, voluntaria u obligatoriamente, y otras re-
ciben?

La idea es tentadora y no tiene nada de nuevo. La conocimos
hace unos veinte o treinta años en las frases fascistas o nazis sobre
los que tienen y los que no. Recordamos la violencia con que Mu-
ssolini lanzó la que él llamó lucha de clases de los pueblos proleta-
rios contra los pueblos satisfechos y poseedores, y con que los nazis
reclamaban espacio vital para ellos.19 En esa época fueron las nacio-
nes industrializadas y avanzadas las que insistieron en su derecho a
una parte equitativa de los recursos de materias primas y las zonas
de colonización de los países subdesarrollados; hoy son estos últi-
mos los que han adoptado el grito de guerra de la "justicia social"
internacional. En tales países y en el mundo occidental el desarrollo
económico de las regiones subdesarrolladas se ha convertido en el le-
ma que se repite con más fuerza que ningún otro de los que escu-
chamos hoy, no hay cómo equivocar las fuertes inflexiones emocio-
nales que son un rasgo tan conocido del Estado Benefactor interna-
cional.

El derecho a acortar la delantera en riqueza que otros han esta-
blecido y el deseo de igualación en el bienestar de naciones comple-
tas se expresan en el mismo tono que los reclamos de los "desposeí-
dos" contra los "privilegiados", los que, a nivel nacional, han con-
ducido al concepto y a la creación del Estado Benefactor. Ningún
observador atento del análisis actual sobre el desarrollo de los países

19 Esta forma particular del reclamo de justicia internacional está casi olvi-
dada hoy. La analicé con la severidad que merece en mi libro Internatio-
nale Ordnungheute, 164 y sigs.

20 Véase mi L'économie mondiale aux XlXe et XXe siecles. 165-220.
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subdesarrollados puede dejar de impresionarse con el tono de de-
manda, desafío y queja que emplean los que se sienten "deshereda-
dos", con la nota de envidia por su lado y la de "conciencia social"
y temor a la envidia y al resentimiento (y su explotación por el co-
munismo) por el otro. No causa extrañeza que en tales circunstan-
cias el programa del desarrollo económico de las regiones subdesa-
rrolladas encuentre, en el mundo occidental, sus más fervientes par-
tidarios entre quienes, en sus propios países, abogan por el Estado
Benefactor, la planificación económica, la socialización y las políti-
cas inflacionarias. El desarrollo de los países subdesarrollados se ha
convertido en una de las canchas más importantes para los campeo-
nes de estas ideologías.21

Nuestra primera respuesta es que la analogía no tiene asidero.
No es posible equiparar naciones e individuos sin caer en aquel so-
fisma tan corriente que A. N. Whitehead denomina la "falacia de
la concreción desubicada" o el antropomorfismo político.22 Ade-
más, aquí no se trata de provisión para el futuro ni de seguridad so-
cial contra riesgos; lo que está en juego es el derecho de los que tie-
nen menos éxito económico a las riquezas de los que tienen más éxi-
to. Los defensores de esta idea tienen en mente, no los aspectos le-
gítimos sino los aspectos ilícitos y revolucionarios del lema del Es-
tado Benefactor, pero carecen de la honradez suficiente para mani-
festarlo claramente. Tampoco reconocen que semejante igualación
internacional de la riqueza podría lograrse por el único medio de la
coerción por parte de un Estado supranacional. Si reflexionaran so-
bre esto tendrían que reconocer que sería utópico contar con la
creación de un gobierno mundial. Pero nuestra objeción de más pe-
so es quizá que ellos no comprenden bien los problemas que enca-
ran los países subdesarrollados.

¿Qué significa el desarrollo económico en un país subdesarro-
llado? La definición no es fácil. Tal vez la mejor manera de expre-
sarla sea la siguiente: esos países procuran repetir el proceso de cre-
cimiento económico que Gran Bretaña fue la primera en alcanzar,
en la época de la revolución industrial, y que desde entonces se ha
producido en un país tras otro. Ahora comenzamos a tener una vi-
sión más clara que antes de la naturaleza de tal proceso. Ante todo,
estamos empezando a entender cuán difícil tiene que ser el comien-

21 Una obra típica es G. Myrdal, An International Economy (Nueva York,
1956). (Véase también la reseña de P. T. Bauer del libro de Myrdal, Eco-
nomic Journal (marzo 1959) y mis propios comentarios críticos en
Wirtschfsfragen der freien Welt, 493 y sigs.) El papel que desempeña la
envidia en esto, como en el Estado Benefactor nacional, está destacado
con justicia por Helmut Schoek, "Der Masochismus des Abendlandes",
en A. Hunold (ed.), Europa - Besinnung und Hoffnung (Erlenbach-Zu-
rich,1957).

22 Röpke, Internationale Ordnung - heute, 118, 133 y 241.
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zo y cuántos sacrificios acarrea, y cuán amplia es la diversidad de las
condiciones que determinan el ritmo y el éxito del desarrollo. En la
época de los inicios del capitalismo en Inglaterra y más tarde en los
demás países industrializados de Europa, en los Estados Unidos, Ca-
nadá y todos los demás países, incluso Rusia, las principales interro-
gantes eran las siguientes: ¿dónde encontrar el capital necesario?
¿Dónde encontrar los obreros que la industria necesita? ¿De dónde
conseguir el espíritu empresarial, con su iniciativa y su liderazgo in-
dustrial, indispensables para el despegue a las formas dinámicas de la
economía industrial moderna? ¿De dónde ha de venir la experiencia
técnica, a todas luces igualmente indispensable? Y por último,
¿dónde encontrar los excedentes agrícolas con que alimentar a la
creciente población industrial y urbana?

La nación pionera de la economía industrial moderna, Gran
Bretaña, tuvo las mayores dificultades en todos estos aspectos, por-
que tuvo que depender de sus propios recursos. Lo dicho vale par-
ticularmente para el problema que encierra la primera de nuestras
interrogantes, a saber, el problema de la acumulación de capital para
poner en movimiento el desarrollo económico. La tarea era nada
menos que la de realizar la "partida crítica" del desarrollo económi-
co sin un influjo apreciable de capital foráneo y apelar a los recursos
propios del país para acumular el capital necesario para construir
máquinas y fábricas, ferrocarriles y puertos, y demás inversiones.
Esto se podía lograr únicamente a costa de restringir el consumo de
un pueblo que, en ese momento, todavía era pobre, y a costa de
otras cargas, padecimientos y sacrificios. El precio de la "partida de
capital", de aquel ángulo agudo necesario que eleva bruscamente la
curva de oferta de capital, en un momento en que los frutos del de-
sarrollo, en forma de un producto social creciente, no han madura-
do aún, fue en Inglaterra una situación que nos hemos habituado a
describir como la miseria de los inicios del capitalismo, hábito debi-
do a la influencia de la propaganda marxista y a un sesgo en la tradi-
ción de la economía teórica que recién se viene superando.

Pero no es preciso irse al extremo opuesto. Pese a toda la luz
que los historiadores modernos han arrojado sobre este período, él
fue más que sombrío.23 Con todo, se impone una reflexión seria.
Ahora, cuando este proceso de "industrialización autárquica" se re-
pite en muchos de los países subdesarrollados, comprendemos me-
jor que antes que un período de restricción, al menos relativa, del
consumo masivo, con el fin de obtener un aumento rápido en la
formación de capital interno, es condición indispensable para el de-
sarrollo económico de un país que no puede contar con ayuda ex-
terna en forma de capital. En Inglaterra el capitalismo tuvo, por de-
cirlo así, que padecer hambre para surgir, y no es extraño que la re-
volución industrial británica no se asociara de inmediato con aquel
crecimiento de los ingresos masivos que se esperaba de los nuevos
milagros técnicos. Lo que resulta asombroso es solamente la celeri-
dad con que aun el país pionero de la industrialización logró, a des-
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pecho de inmensas dificultades, pasar más allá de la "partida críti-
ca", elevar constantemente la situación de las masas y mejorar aque-
llas condiciones de trabajo tan agobiantes en sus comienzos. Todo
ello se realizó sin las espantosas y prolongadas privaciones del comu-
nismo ruso, sin campos de trabajos forzados, policía secreta ni pelo-
tones de fusilamiento.

La referencia al comunismo ruso nos trae al punto esencial.
Por difíciles que hayan sido los comienzos en Inglaterra debido a
que el problema central del suministro de capital hubo que resolver-
lo con los propios esfuerzos del país, las naciones que siguieron el
ejemplo de Inglaterra experimentaron muchas menos dificultades.
Tengo en mente el desarrollo de Europa occidental y central, los Es-
tados Unidos, Australia, Sudáfrica, Argentina y Canadá. En ellas el
desarrollo económico se vio facilitado por el hecho de poder recu-
rrir a la acumulación de capital y a la experiencia económica y téc-
nica de los primeros países industriales, Inglaterra y los que la si-
guieron inmediatamente, con la sola exigencia de que se cumplieran
las demás condiciones del desarrollo económico que señalamos en
nuestra lista de interrogantes. Así ocurrió, en la gran mayoría de los
casos.

Todo sucedió quedamente, sin que nadie hiciera de ello un
gran "problema", sin organizaciones internacionales, programas,
conferencias, comités ni funcionarios, sin remordimientos de con-
ciencia moral ni política, de parte de los países desarrollados, y sin
temor a las posibles consecuencias de una ayuda insuficiente, y tam-
bién sin aquella mezcla de súplicas, amenazas y chantaje con que los
países subdesarrollados apelan a la conciencia y al miedo. Nadie so-
ñó con adoptar una actitud de compasión hacia los pobres diablos

23 Obtenemos una buena idea de la nueva interpretación de los historiadores
económicos modernos en F. A. Hayek (ed.), Capitalism and the Histo-
rians. No obstante, como lo demostré en mi reseña de este libro ("Der
'Kapitalismus' und die Wirtschaftshistoriker", Neue Zurcher Zeitung. N°
614 (marzo 16, 1954), el péndulo ahora se mueve demasiado en la otra
dirección. Podemos calcular que los proletarios de aquella época comían
más carne y bebían más cerveza que lo que habíamos pensado hasta aho-
ra, y que en lo material las cosas eran la mitad de malas (aunque, a mi
ver, incluso reducidas a la mitad hubieran sido suficientemente malas),
pero queda el hecho crucial de que eran proletarios en el sentido más am-
plio y más ingrato de la palabra, y que fue la primera vez en la historia
que las masas subieron al escenario junto con sus contrapartes, los "capi-
talistas". Los modernos historiadores económicos y sociales harían bien
en compartir y analizar la opinión fidedigna de testigos de que esto fue
una catástrofe. Una parte grande y en nada carente de importancia de
nuestra propia crisis cultural data de aquella época y no podemos simple-
mente convertir lo negro en blanco ni el signo menos en signo más. No se
puede dejar pasar esto en silencio, sin dejar en la oscuridad el aspecto más
importante del análisis.
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de las praderas norteamericanas, del interior de Australia o de las
pampas argentinas, con confianza en su capacidad y buena fe, se les
prestaba dinero al cinco por ciento y se estimaba que el negocio era
bueno para ambas partes. Pero una cosa, por cierto, se daba por su-
puesta y como tal ni siquiera se ponía en discusión, esto es, la exis-
tencia de todo un cuerpo de condiciones e instituciones que justifi-
caban esa confianza y formaban un vínculo libre y firme entre paí-
ses desarrollados y subdesarrollados: la libertad de movimiento in-
ternacional de bienes, capitales, personas e ideas, el imperio de la
ley, la economía de mercado, el respeto por el dinero y todo lo que
ello significa.

El comunismo ruso fue el primer gran ejemplo del hecho de
que un país en desarrollo que opta por un sistema económico y so-
cial incompatible con las condiciones para ese libre flujo de ayuda
desde los países desarrollados hace imposible dicha ayuda. Si seme-
jante país insiste en el desarrollo económico se condena a la vía ex-
traordinariamente difícil de la industrialización autárquica al estilo
inglés. Los maestros del Kremlin pensaron por un tiempo que po-
dían escapar a esta lógica inexorable, pero el primer Plan Quinque-
nal de Stalin demostró que la habían seguido. El comunismo ha sig-
nificado no sólo la dura necesidad de realizar la partida crítica me-
diante las privaciones de los consumidores y campesinos rusos, sino
también la elección de un método, el colectivista, con el cual los
padecimientos del "autofinanciamiento" nacional del desarrollo se
ven agravados desmesuradamente por la debilidad inherente de un
orden económico colectivista.

¿Qué es la miseria de los inicios del capitalismo británico en
comparación con los inmensos sacrificios del experimento soviéti-
co? Los ingleses tuvieron que aguardar algún tiempo el aumento de
la prosperidad masiva y el mejoramiento de las condiciones de tra-
bajo, pero ¿qué es esto comparado con los largos sufrimientos, que
todavía continúan, de las masas en el Estado comunista? Tampoco
debemos olvidar que el método autárquico y colectivista de Moscú
hizo mucho más difícil la solución de otro problema del desarrollo,
a saber, el problema de alimentar a la creciente población industrial
y urbana. En Inglaterra y en los demás países occidentales, el desa-
rrollo fue acompañado de un aumento constante y considerable en
la producción agrícola, y al mismo tiempo, la economía mundial
libre permitió que la producción de las vastas zonas nuevas cultiva-
das del Nuevo Mundo sirvieran para alimentar a los países industria-
lizados; pero en la Rusia soviética los métodos económicos comunis-
tas condujeron a un deterioro de la agricultura que aun ahora, al pa-
recer, no se recupera, si hemos de juzgar por las estadísticas rusas y
las observaciones de los gobernantes de Moscú.

Los países subdesarrollados de hoy tienen que decidir si van a
resolver el problema clave del suministro de capital de acuerdo con
el método internacional y mercadista de Occidente o con el colecti-
vista y autárquico de Moscú. Con el primero, el problema se resolve-
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rá de la manera que ha sido normal y natural hasta ahora, y que to-
davía lo es en el caso de un país como Canadá, esto es, mediante el
flujo libre y espontáneo de capital extranjero. Pero si las propias po-
líticas de nacionalismo y socialismo de estos países destruyen las
condiciones de esa oferta de capital, no tienen derecho a quejarse
por su ausencia, menos aun a reclamar la caridad internacional.

De esta manera tales países subdesarrollados se colocan en una
posición desde la cual claman con tanto más estridencia y urgencia
por el tipo de ayuda de capital que podríamos llamar política y que
corresponde al concepto de un Estado Benefactor internacional. Si
los particulares de los países occidentales no tienen la suficiente
confianza en el gobierno de un país subdesarrollado para entregarle,
motu proprio, sus ahorros, entonces estos particulares deben entre-
gar esos ahorros por la fuerza, por intermedio de sus propios gobier-
nos, sin recompensa ni esperanza de reembolso, impelidos y aplaudi-
dos por funcionarios internacionales que, por su parte, no pagan im-
puestos.

Si un país subdesarrollado no obtiene acceso a la fuente de los
mercados extranjeros de capital debido a sus propias políticas nacio-
nalistas y socialistas, entonces debe buscar un suministro de capital
político. El dinero que no fluye libremente hay que bombearlo con
conferencias diplomáticas, propaganda y amenazas abiertas o disfra-
zadas, aun bajo pena de que el flujo pueda evaporarse o desaparecer
en el calor de las mismas pasiones que ya secaron la fuente original.
Cuando resulte imposible recurrir al mercado y a los inversionistas
privados, hay que movilizar a los gobiernos de Occidente y por su
intermedio a los contribuyentes.

Esta es la escueta situación a la que se puede reducir la confusa
multiplicidad de acciones en este campo. Muchos países subdesarro-
llados se niegan a satisfacer las condiciones necesarias para que haya
un flujo voluntario de capitales de Occidente. Se reservan para sí to-
da suerte de derechos y mecanismos, tales como la tributación, la
expropiación, el control de cambios, la expulsión de técnicos ex-
tranjeros, la discriminación ante la ley, etc., y se niegan a pagar inte-
reses, dividendos ni sueldos, sin cuyo precio ninguna ayuda de capi-
tal se puede ofrecer, aun en el mejor de los casos. Con tanto más a-
pasionamiento estos países proclaman su derecho a recibir ayuda
por nada y mediante la compulsión que los gobiernos de Occidente
tienen que imponer a sus contribuyentes para reunir el capital nece-
sario. Con la misma lógica demente, las sumas exigidas se hacen ca-
da vez más fantásticas.

En tales condiciones es más que nunca necesario destacar los
hechos graves que privan de base a este concepto de un Estado Be-
nefactor internacional. Aquellos países subdesarrollados que, por
sus políticas y principios en asuntos económicos y sociales, crean las
condiciones necesarias, el ambiente favorable, para la inversión pri-
vada, obtienen capitales de Occidente por medio del mercado. Esta
especie, afortunadamente, no se ha extinguido aún. Los otros, los
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que no crean dichas condiciones, no tienen derecho a quejarse de las
consecuencias. Con su pan se lo coman. Si un país recurre a medios
políticos para obtener ayuda de capital con súplicas, desafíos o a-
menazas, no puede invocar el argumento de la necesidad. Si orienta
sus políticas por la estrella del nacionalismo y el socialismo, y per-
siste en ello, tiene que pagar el precio. Si no quiere pagar el precio,
tiene que cambiar sus políticas.

Esa es la clara alternativa. No debemos dejar que se oscurezca
por más tiempo, ni siquiera por referencia a ciertos hechos innega-
bles que distinguen a muchos de los países subdesarrollados de hoy,
de los casos normales del pasado. Cierto es que algunos de los más
importantes entre los países subdesarrollados sufren de una sobre-
población sin precedentes, pero ello no es motivo para que, además,
adopten políticas que espantan al capital extranjero y así empeoran
la situación. Egipto es un ejemplo y una advertencia de lo que pue-
de ocurrir. También es cierto que, al contrario de los casos clásicos
de Occidente, muchos países subdesarrollados carecen de algunas de
las condiciones esenciales de la industrialización, en especial empre-
sarios en potencia y mano de obra calificada; pero en tales casos ca-
bría preguntarse si no sería mejor arreglárselas sin industrialización
que imponerla por los métodos del nacionalismo y del socialismo.




